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[1] 

· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 0771-D-2012
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 9 Fecha: 14/03/2012


[image: image4]
CONTRATOS AGRARIOS: REGIMEN; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y MODIFICATORIAS. 


[image: image5]
	FIRMANTES:

	ORSOLINI, PABLO EDUARDO
	UCR
	CHACO

	FORTE, ULISES UMBERTO JOSE
	UCR
	LA PAMPA

	BARCHETTA, OMAR SEGUNDO
	PARTIDO SOCIALISTA
	SANTA FE

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

CONTRATOS AGRARIOS: REGIMEN; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y MODIFICATORIAS.
DISPOSICIONES GENERALES, ARRENDAMIENTO RURAL, PLAZO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, EXTINCION DEL CONTRATO, APARCERIAS Y MEDIARIAS; APARCERIAS AGRICOLAS Y PECUARIAS; PASTAJE; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION; CONTRATISTA RURAL; REGIMEN IMPOSITIVO; CONTRATOS GRAVADOS; ORGANOS DE APLICACION Y LAS COMISIONES ZONALES DE TENENCIA DE LA TIERRA Y DESARROLLO RURAL; CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGRARIOS; DEROGACION DE LA LEY 13246, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES. 

Texto completo del proyecto 

[image: image6]
· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 0148-D-2012
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 1 Fecha: 03/03/2012


[image: image7]
ARRENDAMIENTOS.REGIMEN; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y SUS MODIFICATORIAS. 


[image: image8]
	FIRMANTES:

	GONZALEZ, GLADYS ESTHER
	PRO
	BUENOS AIRES

	TRIACA, ALBERTO JORGE
	PRO
	CIUDAD de BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	


Texto completo del proyecto 

[image: image9]
· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 5635-D-2011
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 175 Fecha: 17/11/2011


[image: image10]
CONTRATOS AGRARIOS: REGIMEN. 


[image: image11]
	FIRMANTES:

	MARTINEZ, JULIO CESAR
	UCR
	LA RIOJA

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

CONTRATOS AGRARIOS: REGIMEN.
DISPOSICIONES GENERALES: AMBITO DE APLICACION, ORDEN PUBLICO, NORMAS SUPLETORIAS, FORMALIDADES Y REQUISITOS, CLAUSULAS NULAS, CESION, REMISION DEL PRECIO, REVISION DEL PRECIO, RESOLUCION DEL CONTRATO, PLAZO, ELEMENTOS INEMBARGABLES, EXTINCION DEL CONTRATO, EXPLOTACION RACIONAL DEL SUELO; ARRENDAMIENTO RURAL: DEFINICION, ARRENDAMIENTO DE EXPLOTACION O ESTABLECIMIENTO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, ARRENDATARIO, ARRENDADOR, SUCESION; APARCERIAS: DISPOSICIONES GENERALES: DEFINICION, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, APARCERO TOMADOR, APARCERO DADOR, EXTINCION DEL CONTRATO, CONTRATOS MIXTOS; APARCERIAS AGRICOLAS: DEFINICION; APARCERIAS PECUARIAS: DEFINICION, DIRECCION DE LA EMPRESA, PLAZO, DIVISION DE PRODUCTOS Y UTILIDADES, MUERTE DEL DADOR; PASTAJE: DEFINICION; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION: DEFINICION; CONTRATOS ACCIDENTALES: DEFINICION, CALIFICACION; CONTRATOS PROMOVIDOS, REGIMEN IMPOSITIVO Y CONDICIONES DEL CESIONARIO: DEFINICION: CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGRARIOS EN EL AMBITO DEL MINISTERIO DE AGRICULTURA, GANADERIA Y PESCA DE LA NACION; DISPOSICIONES COMUNES, COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS; DEROGACION DE LA LEY 13246. 

Texto completo del proyecto 

[image: image12]
· PROYECTO DE RESOLUCION 

Iniciado: Diputados Expediente: 4132-D-2011
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 113 Fecha: 18/08/2011


[image: image13]
DECLARAR DE INTERES DE LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION EL CURSO: "EL CONTRATISTA RURAL", A DICTARSE LOS DIAS 17 Y 18 DE AGOSTO DE 2011 EN LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES. 


[image: image14]
	FIRMANTES:

	MARTINEZ, JULIO CESAR
	UCR
	LA RIOJA

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	


Texto completo del proyecto 
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 2523-D-2011
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 46 Fecha: 11/05/2011


[image: image16]
CONTRATOS RURALES: REGIMEN; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y SUS MODIFICATORIAS. 


[image: image17]
	FIRMANTES:

	ASPIAZU, LUCIO BERNARDO
	UCR
	CORRIENTES

	CHEMES, JORGE OMAR
	UCR
	ENTRE RIOS

	BURYAILE, RICARDO
	UCR
	FORMOSA

	KENNY, EDUARDO ENRIQUE FEDERICO
	UCR
	LA PAMPA

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

CONTRATOS RURALES: REGIMEN; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y SUS MODIFICATORIAS.
DISPOSICIONES GENERALES: AMBITO DE APLICACION; ORDEN PUBLICO; NORMAS SUPLETORIAS; FORMALIDADES Y REQUISITOS; CLAUSULAS NULAS; CESION; REMISION DEL PRECIO; REVISION DEL PRECIO; RESOLUCION DEL CONTRATO; PLAZO; ELEMENTOS INEMBARGABLES; EXTINCION DEL CONTRATO; EXPLOTACION RACIONAL DEL SUELO; RIEGO; ARRENDAMIENTO RURAL: DEFINICION, SUPERFICIE BAJO ARRIENDO, ARRENDAMIENTO DE EXPLOTACION O ESTABLECIMIENTO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, PLAZO Y SUCESION; APARCERIAS: DISPOSICIONES GENERALES, DEFINICION Y PLAZO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, EXTINCION DEL CONTRATO, CONTRATOS MIXTOS; APARCERIAS AGRICOLAS: DEFINICION; APARCERIAS PECUARIAS: DEFINICION, DIRECCION DE LA EMPRESA, PLAZO, DIVISION DE PRODUCTOS Y/O UTILIDADES, MUERTE DEL DADOR; PASTAJE: DEFINICION Y PLAZO; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION: DEFINICION Y PLAZO; CONTRATOS AGRARIOS ACCIDENTALES: DEFINICION Y PLAZO, CALIFICACION; CONTRATOS PROMOVIDOS, REGIMEN IMPOSITIVO Y CONDICIONES DEL CESIONARIO: DEFINICION Y PLAZO; CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS RURALES; DISPOSICIONES COMUNES, COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS. 

Texto completo del proyecto 
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 1208-D-2011
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 16 Fecha: 28/03/2011


[image: image19]
LEY DE CONTRATO AGRARIO: DISPOSICIONES GENERALES, ARRENDAMIENTO RURAL, PLAZO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, EXTINCION DEL CONTRATO, APARCERIAS Y MEDIARIAS; APARCERIAS AGRICOLAS Y PECUARIAS; PASTAJE; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION; CONTRATISTA RURAL; REGIMEN IMPOSITIVO; CONTRATOS GRAVADOS; ORGANOS DE APLICACION Y LAS COMISIONES ZONALES DE TENENCIA DE LA TIERRA Y DESARROLLO RURAL; CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGRARIOS; DEROGACION DE LA LEY 13246, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES. 
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	FIRMANTES:

	MACALUSE, EDUARDO GABRIEL
	SI POR LA UNIDAD POPULAR
	BUENOS AIRES

	BENAS, VERONICA CLAUDIA
	SI POR LA UNIDAD POPULAR
	SANTA FE

	PARADA, LILIANA BEATRIZ
	MOVIMIENTO PROYECTO SUR
	CIUDAD de BUENOS AIRES

	DONDA PEREZ, VICTORIA ANALIA
	LIBRES DEL SUR
	BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

LEY DE CONTRATO AGRARIO: DISPOSICIONES GENERALES, ARRENDAMIENTO RURAL, PLAZO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, EXTINCION DEL CONTRATO, APARCERIAS Y MEDIARIAS; APARCERIAS AGRICOLAS Y PECUARIAS; PASTAJE; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION; CONTRATISTA RURAL; REGIMEN IMPOSITIVO; CONTRATOS GRAVADOS; ORGANOS DE APLICACION Y LAS COMISIONES ZONALES DE TENENCIA DE LA TIERRA Y DESARROLLO RURAL; CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGRARIOS; DEROGACION DE LA LEY 13246, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES.

Texto completo del proyecto 

[image: image21]
· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 8041-D-2010
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 169 Fecha: 09/11/2010


[image: image22]
REGIMEN DE ARRENDAMIENTOS; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y SUS MODIFICATORIAS. 


[image: image23]
	FIRMANTES:

	ARBO, JOSE AMEGHINO
	PARTIDO LIBERAL DE CORRIENTES
	CORRIENTES

	GONZALEZ, GLADYS ESTHER
	PRO
	BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

ARRENDAMIENTO RURAL; APARCERIA; CONTRATOS ACCIDENTALES; CONTRATOS SUCESIVOS; CONTRATOS PROMOVIDOS. 

Texto completo del proyecto 
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 2681-D-2010
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 43 Fecha: 28/04/2010


[image: image25]
LEY 13246, REGIMEN DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES: MODIFICACION DEL ARTICULO 4, SOBRE PLAZOS. 


[image: image26]
	FIRMANTES:

	VARGAS AIGNASSE, GERONIMO
	FRENTE PARA LA VICTORIA - PJ
	TUCUMAN

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	


Texto completo del proyecto 
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 1407-D-2010
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 20 Fecha: 23/03/2010


[image: image28]
MODIFICACION DE LA LEY 13246 DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, SOBRE PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO. 


[image: image29]
	FIRMANTES:

	GARCIA, SUSANA ROSA
	COALICION CIVICA
	SANTA FE

	QUIROZ, ELSA SIRIA
	COALICION CIVICA
	BUENOS AIRES

	BALDATA, GRISELDA ANGELA
	COALICION CIVICA
	CORDOBA

	CARCA, ELISA BEATRIZ
	COALICION CIVICA
	BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

MODIFICACION DE LA LEY 13246 DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, SOBRE PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO.
MODIFICACION DE LOS ARTICULOS: 2, SOBRE ARRENDAMIENTO RURAL; 4, PLAZOS DE LOS CONTRATOS; 8, SOBRE LA EXPLOTACION DEL SUELO; 15, SOBRE ARRENDATARIOS QUE SEAN SOCIEDADES DE CAPITAL; 18, INCISOS B) Y D), SOBRE GASTOS PARA COMBATIR PLAGAS Y MALEZAS; 39, SOBRE CONTRATOS PARA CULTIVO DE UN PREDIO POR UNA SOLA COSECHA; Y 40, SOBRE ASPECTOS FORMALES Y MODALIDADES DE LOS CONTRATOS. INCORPORACION DE LOS ARTICULOS: 3, SOBRE EXCLUSION DE CONTRATOS PARA PREDIOS CON DESTINO EXCLUSIVO PARA PASTOREO, CELEBRADO POR UN PLAZO NO MAYOR DE UN AÑO; 9, SOBRE REQUISITOS EXPLICITOS QUE DEBEN CONSTAR EN LOS CONTATOS (CONDICIONES DEL SUELO); Y 10, SOBRE CREDITOS ESPECIALES. CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGROPECUARIOS (RECOAGRO). 

Texto completo del proyecto 

[image: image30]
· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 5981-D-2009
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 172 Fecha: 02/12/2009


[image: image31]
REGIMEN DE CONTRATOS AGRARIOS. DEROGACION DE LA LEY 13246 Y MODIFICATORIAS, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES. 
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	FIRMANTES:

	FERRO, FRANCISCO JOSE
	COALICION CIVICA - ARI - GEN - UPT
	BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


Sumario 

REGIMEN DE CONTRATOS AGRARIOS. DEROGACION DE LA LEY 13246 Y MODIFICATORIAS, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES.
AMBITO DE APLICACION; ARRENDAMIENTO RURAL; APARCERIAS AGRICOLAS; APARCERIAS PECUARIAS; PASTAJE; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION; CONTRATOS ACCIDENTALES; CONTRATOS PROMOVIDOS, EL REGIMEN IMPOSITIVO Y LAS CONDICIONES DEL CESIONARIO; CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGRARIOS. 

Texto completo del proyecto 
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 3989-D-2009
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 98 Fecha: 21/08/2009


[image: image34]
ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, LEY 13246: MODIFICACION DEL ARTICULO 27: CAUSAS DE CONCLUSION DEL CONTRATO, SUSPENSION DEL TRAMITE DE DESALOJO ANTE LA MUERTE DEL APARCERO. 


[image: image35]
	FIRMANTES:

	BARRIOS, MIGUEL ANGEL
	PARTIDO SOCIALISTA
	SANTA FE

	VIALE, LISANDRO ALFREDO
	PARTIDO SOCIALISTA
	ENTRE RIOS

	SESMA, LAURA JUDITH
	PARTIDO SOCIALISTA
	CORDOBA

	AUGSBURGER, SILVIA
	PARTIDO SOCIALISTA
	SANTA FE

	ZANCADA, PABLO V.
	PARTIDO SOCIALISTA
	SANTA FE

	VIALE, LISANDRO ALFREDO
	PARTIDO SOCIALISTA
	ENTRE RIOS

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


	TRAMITE:

	Diputados
	SOLICITUD DE SER COFIRMANTE DEL DIPUTADO VIALE (A SUS ANTECEDENTES)
	28/10/2009
	
	
	
	
	

	Diputados
	RESOLUCION DE PRESIDENCIA - AMPLIACION DE GIRO A LA COMISION DE PRESUPUESTO Y HACIENDA. 
	18/11/2009
	
	
	
	
	


Texto completo del proyecto 
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 3427-D-2008
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 74 Fecha: 26/06/2008


[image: image37]
MODIFICACION DE LA LEY 13246, DE ARRENDAMIENTOS RURALES, SOBRE RESPONSABILIDAD DEL ARRENDATARIO (REPRODUCCION DEL EXPEDIENTE 1676-D-05). 
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	FIRMANTES:

	CIGOGNA, LUIS FRANCISCO JORGE
	FRENTE PARA LA VICTORIA - PJ
	BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


	DICTAMENES DE COMISION:

	Diputados
	Orden del día nº 0534/2008 - DICTAMEN CONJUNTO DE LOS EXPEDIENTES 4967-D-2007, 0380-D-2008, 1004-D-2008, 3277-D-2008, 3335-D-2008 y 3427-D-2008
	10/07/2008
	CON MODIFICACIONES; CON 11 DISIDENCIAS PARCIALES, 1 DISIDENCIA Y 2 DISIDENCIAS TOTALES; OBSERVACIONES: 2 SUPLEMENTOS
	
	
	
	

	TRAMITE:

	Diputados
	MOCION VUELTA A COMISION (AFIRMATIVA) CONJUNTAMENTE PARA LOS EXPEDIENTES 4967-D-2007, 0380-D-2008, 1004-D-2008, 3277-D-2008, 3335-D-2008 y 3427-D-2008
	28/10/2009
	
	
	
	
	

	Diputados
	MOCION DE PREFERENCIA PARA LA PROXIMA SESION CON DICTAMEN (AFIRMATIVA)
	04/11/2009
	
	
	
	
	

	Diputados
	RESOLUCION DE PRESIDENCIA - AMPLIACION DE GIRO A LA COMISION DE PRESUPUESTO Y HACIENDA. 
	18/11/2009
	
	
	
	
	


Sumario 

MODIFICACION DE LA LEY 13246, DE ARRENDAMIENTOS RURALES, SOBRE RESPONSABILIDAD DEL ARRENDATARIO (REPRODUCCION DEL EXPEDIENTE 1676-D-05).
MODIFICACION DE LOS ARTICULOS 15, 17 (BIENES INEMBARGABLES), MODIFICACION DEL INCISO B) Y DEROGACION DEL INCISO D) DEL ARTICULO 18, E INCORPORACION DEL INCISO F), MODIFICACION DEL ARTICULO 19 (CONTROL DE PLAGAS Y MALEZAS). 

- Expte. 1676-D-2005
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 3335-D-2008
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 71 Fecha: 23/06/2008


[image: image40]
ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, LEY 13246 (REPRODUCCION DEL EXPEDIENTE 5977-D-06). 


[image: image41]
	FIRMANTES:

	GARCIA, SUSANA ROSA
	COALICION CIVICA - ARI - GEN - UPT
	SANTA FE

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


	DICTAMENES DE COMISION:

	Diputados
	Orden del día nº 0534/2008 - DICTAMEN CONJUNTO DE LOS EXPEDIENTES 4967-D-2007, 0380-D-2008, 1004-D-2008, 3277-D-2008, 3335-D-2008 y 3427-D-2008
	10/07/2008
	CON MODIFICACIONES; CON 11 DISIDENCIAS PARCIALES, 1 DISIDENCIA Y 2 DISIDENCIAS TOTALES; OBSERVACIONES: 2 SUPLEMENTOS
	
	
	
	

	TRAMITE:

	Diputados
	MOCION VUELTA A COMISION (AFIRMATIVA) CONJUNTAMENTE PARA LOS EXPEDIENTES 4967-D-2007, 0380-D-2008, 1004-D-2008, 3277-D-2008, 3335-D-2008 y 3427-D-2008
	28/10/2009
	
	
	
	
	

	Diputados
	RESOLUCION DE PRESIDENCIA - AMPLIACION DE GIRO A LA COMISION DE PRESUPUESTO Y HACIENDA. 
	18/11/2009
	
	
	
	
	


Sumario 

ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, LEY 13246 (REPRODUCCION DEL EXPEDIENTE 5977-D-06).
MODIFICACION DEL ARTICULO 2 (DEFINICION), INCORPORACION DEL ARTICULO 3 (CONTRATOS EXCLUIDOS), MODIFICACION DE LOS ARTICULOS 4 (PLAZO MINIMO DE 4 AÑOS) Y 8 (PROHIBICION DE LA EXPLOTACION IRRACIONAL DEL SUELO Y EL AGUA), INCORPORACION DE LOS ARTICULOS 9 Y 10 (CREDITOS ESPECIALES DEL BANCO DE LA NACION ARGENTINA), SE AGREGA UN ULTIMO PARRAFO AL ARTICULO 15, MODIFICACION DE LOS INCISOS B) Y D) DEL ARTICULO 18 Y DE LOS ARTICULOS 39 Y 40 (REDACCION POR ESCRITO), CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGROPECUARIOS (RECOAGRO). 

- Expte. 5977-D-2006
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· PROYECTO DE LEY 

Iniciado: Diputados Expediente: 3277-D-2008
Publicado en: Trámite Parlamentario nº 69 Fecha: 19/06/2008
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ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, LEY 13246. 


[image: image44]
	FIRMANTES:

	VIALE, LISANDRO ALFREDO
	PARTIDO SOCIALISTA
	ENTRE RIOS

	MARTINEZ GARBINO, EMILIO RAUL
	CONCERTACION ENTRERRIANA
	ENTRE RIOS

	CUCCOVILLO, RICARDO OSCAR
	PARTIDO SOCIALISTA
	BUENOS AIRES

	BARRIOS, MIGUEL ANGEL
	PARTIDO SOCIALISTA
	SANTA FE

	MACALUSE, EDUARDO GABRIEL
	ARI AUTONOMO 8 +
	BUENOS AIRES

	CORTINA, ROY
	PARTIDO SOCIALISTA
	CIUDAD de BUENOS AIRES

	LOZANO, CLAUDIO
	BUENOS AIRES PARA TODOS EN PROYECTO SUR
	CIUDAD de BUENOS AIRES

	GIRO A COMISIONES EN DIPUTADOS:

	LEGISLACION GENERAL
	
	
	
	
	
	
	

	AGRICULTURA Y GANADERIA
	
	
	
	
	
	
	

	PRESUPUESTO Y HACIENDA
	
	
	
	
	
	
	


	DICTAMENES DE COMISION:

	Diputados
	Orden del día nº 0534/2008 - DICTAMEN CONJUNTO DE LOS EXPEDIENTES 4967-D-2007, 0380-D-2008, 1004-D-2008, 3277-D-2008, 3335-D-2008 y 3427-D-2008
	10/07/2008
	CON MODIFICACIONES; CON 11 DISIDENCIAS PARCIALES, 1 DISIDENCIA Y 2 DISIDENCIAS TOTALES; OBSERVACIONES: 2 SUPLEMENTOS
	
	
	
	

	TRAMITE:

	Diputados
	SOLICITUD DE SER COFIRMANTE DEL DIPUTADO LOZANO (A SUS ANTECEDENTES)
	20/08/2008
	
	
	
	
	

	Diputados
	MOCION VUELTA A COMISION (AFIRMATIVA) CONJUNTAMENTE PARA LOS EXPEDIENTES 4967-D-2007, 0380-D-2008, 1004-D-2008, 3277-D-2008, 3335-D-2008 y 3427-D-2008
	28/10/2009
	
	
	
	
	

	Diputados
	MOCION DE PREFERENCIA PARA LA PROXIMA SESION CON DICTAMEN (AFIRMATIVA)
	04/11/2009
	
	
	
	
	

	Diputados
	RESOLUCION DE PRESIDENCIA - AMPLIACION DE GIRO A LA COMISION DE PRESUPUESTO Y HACIENDA. 
	18/11/2009
	
	
	
	
	


Sumario 

ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES, LEY 13246.
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PROYECTO DE LEY
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	CONTRATOS AGRARIOS: REGIMEN; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y MODIFICATORIAS.
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El Senado y Cámara de Diputados,...

Art. 1º - La presente ley será aplicable a todo contrato, cualquiera sea la denominación que las partes le hayan asignado y a sus distintas modalidades, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas, conforme a sus preceptos, y a su finalidad agro-económica

. 

Art. 2º -Los preceptos de esta ley son de orden público e irrenunciables sus beneficios. Salvo los casos en que expresamente lo autorice, son nulos y carentes de todo valor cualquier cláusula o pacto contenido en los contratos que sean contrarios a la ley, y también los pactos y actos realizados en fraude a la misma, los que no impedirán la aplicación de las normas que se hubiere tratado de eludir. 

Sólo serán renunciables los derechos del concesionario desde el momento en que puedan ser ejercitados. La renuncia deberá constar en documento público. 

Los derechos del concedente son renunciables con arreglo a las normas ordinarias. 

Art. 3º -En los contratos regidos por esta ley se aplicarán, en defecto de disposiciones expresas de la misma, en el siguiente orden: 

a) Los convenios de las partes; 

b) Los usos y costumbres locales; 

c) Las normas del Código Civil. 

Art. 4º - Son insanablemente nulas y carentes de valor y efecto, las cláusulas que impongan al concesionario condiciones o prestaciones diferentes de las que le son propias conforme a lo establecido en esta ley, o gastos por reparaciones u otros conceptos que por ley no le corresponde, en particular: 

a) Obliguen a vender, asegurar, transportar, depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada; 

b) Obliguen a contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia, a persona o empresa determinada; 

c) Obliguen a utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de los productos; 

d) Constituyan en el contrato o en cualquier acto posterior un domicilio especial distinto al real de las partes. 

e) Incluyan en el contrato cualquier cláusula que importe la prórroga de jurisdicción o la constitución de un domicilio especial distinto del real del arrendatario. 

Art. 5º -Se declaran inembargables, inejecutables y no afectadas al privilegio del concedente, los muebles, ropas y útiles domésticos del concesionario; las maquinarias, enseres, elementos y animales de trabajo, rodados, semillas y otros bienes necesarios para la explotación del predio; los bienes para la subsistencia del concesionario y su familia durante el plazo de un año, incluidos semovientes y el producido de la explotación, dentro de los límites que reglamentariamente se fijen. Los beneficios que acuerda este artículo no afectarán al crédito del vendedor de los bienes declarados inembargables e inejecutables y sólo comprenderán a los arrendatarios que siendo personas físicas acrediten no tener otros recursos para la subsistencia de él y su familia y que no posean por ningún título otra explotación agropecuaria en actividad. 

Art. 6º- Se establece en el equivalente a veinte (20) unidades económicas la superficie máxima que en la totalidad de los contratos vigentes en que sea parte una persona física o jurídica, sola o asociada, por sí o por interpósita persona, podrá explotar como arrendatario, aparcero tomador o mediero. 

Se establece en el equivalente a veinte (20) unidades económicas la superficie máxima que un concedente, en carácter de arrendador, aparcero o mediero, podrá conceder a una sola persona física o jurídica, sola o asociada, por sí o por interpósita persona, en carácter de arrendatario, aparcero o mediero. 

La reglamentación establecerá las sanciones en caso de violación de esta norma. 

Art7º: Las acciones de las Sociedades Anónimas que actúen como arrendatarias o concesionarias en los contratos previstos en esta ley deberán ser nominativas. El reglamento establecerá las sanciones en caso de violación, a cargo del concedente o concesionario.

TITULO II 

Del Arrendamiento Rural

Art. 8º -Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, arrendatario, el uso y goce de un predio rural, con destino a la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones y la otra a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie. 

Arrendamiento de explotación o establecimiento. El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato. 

Precio 

Art. 9º -Precio en especie. Si el precio fuere fijado en especie, el arrendatario se liberará pagando su equivalente en dinero. Igualmente, el arrendador podrá exigir la conversión en dinero, comunicándolo al arrendatario. El precio será determinado aplicando la cotización del producto del lugar de ubicación del predio. Si se acordara el uso de la cotización en puerto o mercado institucional específico, el precio deberá ajustarse descontando el costo de flete desde el lugar de ubicación del predio al mercado convenido.

Art. 10º - Arrendamiento parcelario. Las partes podrán también convenir que el precio consista en un porcentaje de los frutos. 

Sin perjuicio de la obligación de rendición de cuentas a cargo del arrendatario y de las estipulaciones contractuales relativas al control permitido al arrendador. Será causa de resolución del contrato a instancia del arrendador, la deslealtad o fraude por parte del arrendatario en la valoración o en la entrega al arrendador de los frutos que le correspondan. 

Corresponde al arrendatario determinar la empresa donde entregará los frutos. Esta atribución admite pacto en contrario contractual expreso, exclusivamente en cuanto a la proporción correspondiente al arrendador. 

Las partes contribuirán al seguro concertado por cualquiera de ellas, en proporción a sus respectivas participaciones. Serán aplicables los artículos 15 y 16 de esta ley. 

Art. 11º - Prohíbese convenir como retribución, además de una suma determinada de dinero o una cantidad o porcentaje fijo de frutos en la distribución de los mismos, un adicional a abonarse en dinero o en especie de acuerdo a la cotización o la cantidad de frutos obtenidos, o en trabajos ajenos a la explotación del predio arrendado a efectuarse bajo la dependencia del arrendador por el arrendatario, aparcero y sus familias. 

Art. 12º- Remisión del precio. Si se produjera la pérdida total o parcial de la cosecha debida a caso fortuito o fuerza mayor que implique riesgos no asegurables, el arrendatario tendrá derecho a la remisión proporcional del precio del arrendamiento, excepto si la pérdida resulta compensada con el producido de las cosechas precedentes. 

Si la pérdida no resultara compensada, la remisión no podrá tener lugar sino al final del arrendamiento, en cuya oportunidad se efectuará computando el resultado de las cosechas obtenidas durante toda la vigencia del contrato. Hasta tanto se opere la compensación final, podrá dispensarse provisoriamente al arrendatario del pago del precio a la pérdida sufrida. 

Art. 13º- La remisión que se acuerde, como así también la dispensa provisional, será en proporción al perjuicio sufrido y procederá siempre que la pérdida de cosecha sea superior al cincuenta por ciento tomando en consideración los rendimientos promedios del campo o, si ello fuera posible, los de las zonas corregidas en función de la calidad relativa de aquél. 

Art. 14º- Si la compensación se opera con beneficios extraordinarios posteriores a la dispensa provisional acordada, al arrendador podrá solicitar el reintegro de la suma que corresponda, quedando facultado el arrendatario a hacerlo en tantas cuotas iguales como sean necesarias para hacer coincidir el resarcimiento total del arrendador con el vencimiento del último pago del arrendamiento que resulte del contrato existente. Si los beneficios extraordinarios, anteriores o posteriores al acontecimiento que motivó la remisión, no alcanzaren para compensar totalmente la dispensa, ésta quedará igualmente satisfecha con los que haya sido posible lograr. 

Art. 15º- El arrendatario, deberá comunicar formalmente al arrendador dentro de los treinta días de producido el caso fortuito o la fuerza mayor, su voluntad de acogerse a la remisión, cuando los efectos del evento dañoso sean perfectamente determinables en cuanto a su origen y magnitud. La falta de comunicación en término importará la pérdida del derecho a la remisión. 

Art. 16º - Revisión del precio. Transcurrido el segundo año de vigencia del contrato, cualquiera de las partes podrá pedir la revisión del precio cuando exista desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos obtenidos debido a causas de índole general o regional, superiores al treinta por ciento (30 %). 

La revisión del precio solo tendrá efecto respecto de los vencimientos posteriores a la demanda. 

Art. 17º -Resolución del contrato. La facultad de peticionar la remisión o revisión del precio previsto en los artículos precedentes no excluye el derecho de las partes a peticionar la resolución del contrato de acuerdo con el Art. 1198 del Código Civil. 

Plazo 

Art. 18º - Plazo. Cuando en los contratos a que se refiere este capítulo no se estipule plazo o se estipule uno inferior a cinco años, el arrendatario tendrá derecho a considerarlo en iguales condiciones por dicho término, no obstante cualquier cláusula que se oponga o agrave las prestaciones a su cargo. 

El Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación u organismo que lo reemplace podrá establecer, para actividades y regiones determinadas que lo justifiquen especialmente y con los recaudos que la reglamentación determine, plazos mínimos legales superiores al establecido en el primer párrafo y hasta el máximo permitido por el Art.1505 del Código Civil. 

Art. 19º - Contratos sucesivos. Todo contrato sucesivo entre las partes con respecto al mismo predio se considerará un nuevo contrato y cuando no se estableciera plazo o se estipulara uno inferior a cinco años, facultará al arrendatario a considerarlo celebrado en iguales condiciones por dicho término, no obstante cualquier cláusula en contrario. 

A tal efecto no se considerará nuevo contrato, cualquier cambio de ubicación de la superficie arrendada dentro del mismo predio que se conviniere entre las partes durante los plazos a que se refiere este Art., siempre que la nueva superficie no sea inferior en un diez por ciento a la contratada originariamente. 

Art. 20º -Continuación de la explotación. Vencido el término legal o pactado, si este último fuera mayor, el arrendatario deberá restituir el predio al arrendador sin ningún derecho a plazo suplementario para el desalojo y entrega libre de ocupantes. 

No obstante, si el arrendador consintiera que el arrendatario continúe en el uso y goce del predio luego de vencido el contrato, sin haber manifestado su voluntad en forma fehaciente de exigirle la restitución del mismo, o en su caso celebrado nuevo contrato, el arrendatario tendrá derecho a continuar la explotación hasta el vencimiento del año agrícola posterior. Producida la continuación del arrendamiento, si el arrendador no hiciere saber fehacientemente al arrendatario con antelación, no menor de tres meses a la finalización del año agrícola, su decisión de dar por concluido el contrato, el arrendatario podrá considerar, sin necesidad de comunicación alguna, completar los cinco años de plazo contados a partir de la expiración del plazo originario. 

Al vencimiento del plazo prorrogado será igualmente de aplicación esta norma. 

Art. 21º- Contratos ad melliorandum. Los contratos en los cuales el arrendatario se obligue a realizar obras de mejoramiento del predio, tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento u otras que retarden la productividad de su explotación por un plazo superior a dos años, podrán celebrarse hasta por el plazo máximo de veinte años. En estos casos el plazo establecido en el Art. 17 se computará desde la fecha en que por lo menos las dos terceras partes del predio se encuentren en condiciones de productividad. 

Excepciones al plazo mínimo legal 

Art. 22º- No se aplicará el plazo legal previsto en el Art. 17 a los contratos que se celebren con carácter accidental en los siguientes supuestos: 

a) Los contratos por una cosecha para formar o renovar pastoreo. 

b) Los contratos celebrados por una cosecha para la producción de semillas, siempre que el lote sea debidamente denunciado como semillero ante el organismo pertinente. Estos contratos podrán celebrarse sólo una vez cada dos años. 

c) Los contratos en virtud de los cuales se concede el uso y goce de un predio con destino exclusivo para pastoreo, celebrado por un plazo no mayor de un año. Quedarán no obstante incluidos en el plazo del Art. 17.

Los contratos accidentales a que se refiere este artículo deberán ser redactados por escrito y las firmas de las partes certificadas ante Jueces de Paz o Comunales o escribano público. Deberán ser presentados, a instancia de cualquiera de las partes, ante la autoridad judicial competente para su calificación y homologación. La presentación deberá acompañarse con dictamen de profesional especializado que justifique que el contrato presentado, siendo pasible el mismo de las sanciones que fije la reglamentación en caso de inexactitud o falsedad; dicho dictamen podrá ser reemplazado por un informe idéntico de la Comisión Zonal de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural. El Tribunal dictará resolución fundada calificando el contrato como accidental por encontrarlo incluido en los supuestos previstos. 

La reglamentación podrá establecer que la presentación se realice en las mismas condiciones ante el organismo administrativo de aplicación prevista en el art. 89 de esta ley, que dictará resolución fundada de calificación. 

Cuando el contrato haya sido calificado y homologado por autoridad judicial, al vencimiento del mismo la presentación del testimonio que expida el Tribunal será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble. El contrato y la sentencia de calificación y homologación, o la resolución administrativa de calificación en su caso deberán ser comunicados por el juez o por la autoridad administrativa respectiva en cada caso para la inscripción en el Registro de Contratos Agrarios. 

La omisión de las formalidades y calificación prevista precedentemente determina la aplicación del Art. 17. 

Art. 23º- Será no obstante de aplicación el Art. 17.

a) En caso de prórroga o renovación, o cuando el tenedor del predio, previa notificación formal al propietario lo conserve por un término mayor al establecido sin oposición documentada de éste; 

A tales efectos habrá prórroga cuando el uso y goce del predio se prolongue, con la conformidad expresa o tácita del arrendador, por un plazo, cierto o incierto, inferior al pactado, y renovación cuando las partes convengan expresamente la continuación del contrato vencido, en las mismas condiciones sustanciales y por idéntico plazo; 

b) En caso de nueva contratación accidental entre las mismas partes sobre el mismo predio, si no ha transcurrido por lo menos el término de tres años desde el vencimiento del anterior contrato, aún cuando haya obtenido resolución administrativa o sentencia de calificación y homologación; 

c) En caso de celebrarse un nuevo contrato accidental con distinto arrendatario sobre el mismo predio, sin que haya transcurrido como mínimo tres años desde el vencimiento del precedente, con la sola comunicación del nuevo arrendatario, aún cuando haya obtenido resolución administrativa o sentencia de calificación y homologación; 

d) En cualquier caso que se compruebe que no se los aplica para las finalidades y supuestos contemplados precedentemente, sino como un medio habitual de ceder el uso y goce del predio para la explotación agrícola eludiendo proporcionar la garantía de estabilidad y los demás beneficios que esta ley acuerda se podrá denunciar la violación y, comprobada sumariamente por el Juez competente,.

Subarriendo, cesión y sucesión 

Art. 24º- Subarriendo y Cesión: Queda prohibido al arrendatario el subarriendo o las cesiones totales o parciales del predio.

Queda exceptuado de esta disposición la cesión del predio para pastoreo de rastrojo y de los aprovechamientos secundarios del predio. 

Las prohibiciones de subarrendar y ceder no obstarán a las operaciones de esta índole, que se efectúen a favor de los productores agrarios asociados, cuando se trate de arrendamientos colectivos, o de los socios en los arrendamientos concedidos a sociedades cooperativas, o de los integrantes de una sociedad civil, carácter familiar o de una explotación colectiva cuando el arrendamiento se hubiera celebrado con uno o algunos de sus miembros. 

No se considerará cesión ni por ende violatoria de esta norma, ni alterará por ende las obligaciones del arrendatario emergentes del contrato de arrendamiento: 

a) La integración del arrendatario a una asociación de productores para la realización en común de una o varias tareas culturales, o con las finalidades del Art. 26 segundo párrafo; 

b) La aportación en uso para la formación de explotaciones agrarias asociativas que integre o a sociedades de exclusivo objeto agrario; 

c) La celebración de medierías agrícolas por el arrendatario, salvo en el caso de arrendamiento parciario; 

d) La celebración por el arrendatario de aparcerías o medierías pecuarias y contratos de capitalización de hacienda, destinando para ello el predio arrendado, siempre que no se haya establecido en el arrendamiento el objeto exclusivamente agrícola; 

e) La celebración de contratos en participación por parte del arrendatario como asociante. 

Art. 25º- Si ocurriese la muerte, incapacidad o imposibilidad física del arrendatario será permitida la continuación del contrato, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta de segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación; o su rescisión a elección de los mismos. 

Obligaciones de las partes 

Art. 26º- Son obligaciones de las partes, además de las establecidas en el Código Civil, las siguientes: 

Del Arrendatario 

a) Explotar el suelo racionalmente de modo de impedir su erosión, degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contenga el contrato; para ello deberá indicarse en el contrato la conformación de la rotación, el modelo tecnológico a utilizar y los criterios centrales del manejo de cultivos que aseguren el cumplimiento de este punto 

b) Realizar la explotación con arreglo a las reglas del buen cultivo practicando una agricultura sostenible, resguardando la diversidad biológica; 

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

d) Mantener el predio libre de plagas y malezas asumiendo los gastos que demande la lucha contra las mismas, si éstas existieran al tiempo de celebrarse el contrato, la falta de convención contribuirá en un cincuenta por ciento (50%) de dichos gastos. En ambos casos, para la lucha contra las plagas y malezas no podrán utilizarse plaguicidas o pesticidas u otros productos que atentan contra la conservación del suelo u otros recursos naturales; 

e) Conservar las mejoras del predio que deberá entregar al vencimiento del contrato en las condiciones que lo recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso normal y la acción del tiempo; En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando se trate de arrendamiento de explotación o establecimiento, devolver los bienes entregados en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió, 

f) Inscribir el contrato en el Registro Fiscal de Operadores de Granos, en el Registro de Contratos Agrarios y en el Registro Inmobiliario respectivo, indicando las características de la rotación acordada y las coordenadas de localización de las superficies motivo del contrato, con sistema GPS. 

Del Arrendador 

a) Contribuir a los gastos que demande la lucha contra las plagas y malezas si el predio las tuviera al contratar, en la proporción convenida; a falta de convención contribuirá en un cincuenta por ciento (50%) de dichos gastos; 

b) Inscribir el contrato en el Registro Fiscal de Operadores de Granos, en el Registro de Contratos Agrarios y en el Registro Inmobiliario; 

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional. 

Facultades del arrendatario 

Art. 27º -El arrendatario puede tomar todas las iniciativas de gestión requeridas para el racional cultivo del fundo, la cría de los animales o para el ejercicio de las actividades conexas. Puede participar en organismos asociativos ya sea para la conducción, la transformación o el mejoramiento del fundo y para la transformación y comercialización de la producción.

Son nulas las cláusulas contenidas en los contratos que limiten las facultades reconocidas al arrendatario, o que impongan cualquier restricción sobre los cultivos o sobre el destino de los productos, salvo que tengan por fin evitar que la tierra sea esquilmada, o sean consecuencia de disposiciones legales o reglamentadas. 

Extinción del contrato 

Art. 28º- El contrato de arrendamiento concluye en los siguientes casos: 

a) Por vencimiento del término legal o del término pactado, si este último fuera mayor de acuerdo con lo establecido en el Art. 17; 

b) Por abandono injustificado de la explotación por parte del arrendatario; 

c) Por falta de pago de arrendamiento en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados en él, o su equivalente en dinero, en su caso. Si no existiese contrato o no se estableciera en él el período de pago, se estará a lo dispuesto en el Art. 1.579 del Código Civil, y en cuanto a los períodos de pago se tendrán en cuenta los usos y costumbres locales. La falta de pago en cualquiera de los casos establecidos precedentemente facultará al arrendador a exigir el desalojo del inmueble y al pago de las sumas adeudadas; 

d) Por resolución del contrato en el caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato pusieran a cargo del arrendatario, 

e) En el caso previsto en el Art. 24; 

f) Por extinción del usufructo en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario. En este caso, el arrendatario tendrá derecho a continuar la explotación del predio hasta el vencimiento del año agrícola siguiente, o del plazo de un año si se tratara de explotación ganadera, luego de cesado éste. 

Formalidades 

Art. 29º- Los contratos del arrendamiento deberán redactarse por escrito. Si se hubiese omitido tal formalidad y se probare su existencia de acuerdo con las disposiciones generales, se lo considerará encuadrado en los preceptos de esta ley y amparado por todos los beneficios que ella acuerda. 

Sin perjuicio de ello, el arrendatario podrá pedir al organismo de aplicación que se emplace a su arrendador a otorgarle contrato escrito. La reglamentación establecerá el procedimiento pertinente. 

Los contratos de arrendamiento deberán ser obligatoriamente inscriptos en el registro especial creado por esta ley y en el registro inmobiliario de la jurisdicción territorial respectiva por cualquiera de las partes. Si la inscripción se efectuara dentro de los 15 días de su celebración, el contrato producirá efectos contra terceros desde esta fecha y fuera de ese término desde la fecha de su inscripción. 

El arrendador será responsable de los daños y perjuicios que ocasione el arrendatario por su omisión de inscribir el contrato respectivo. 

De las mejoras

Art. 30º- El arrendatario puede hacer en la cosa arrendada, siempre que no haya sido citado para la restitución de la cosa, sin conformidad del concedente y no obstante cualquier cláusula en contrario, las mejoras que considere convenientes para su utilidad o comodidad. Después de hecho el contrato el concedente tampoco podrá prohibir al arrendatario o aparcero que haga mejoras. Es aplicable a los contratos agrarios el Art. 1.536 de Código Civil, cuando se trate de mejoras necesarias y útiles. 

Art. 31º- El arrendador sin derecho por ello a elevar renta, está obligado a realizar todos los gastos, obras y reparaciones necesarias con el fin de conservar la finca en el estado de servir para el aprovechamiento o explotación que fuere destinada. 

Art. 32º- Cuando el arrendador omitiere o retardare en ejecutar la realización de los trabajos que le incumben se estará a lo dispuesto en los Art 1.518, 1.519, 1.520 y 1.521 del Código Civil. 

Art. 33º- Se entiende por mejoras útiles, con arreglo a lo dispuesto en el Art. 591 del Código Civil no sólo las que sean indispensables para la conservación de la cosa y las de manifiesto provecho para cualquier poseedor de ella, sino también las que aumenten la producción y la rentabilidad o valor agrario de la misma. 

Art. 34º- El arrendatario podrá realizar las mejoras a que se refiere el Art. 31 siempre que no menoscaben el valor de la finca debiendo previamente comunicar por escrito el plan circunstanciado de las mejoras proyectadas que se entenderán consentidas si no mediare oposición en el término de un mes. Si existiera oposición resolverá la autoridad judicial competente o las instancias previstas en el Art. 90, según el caso. 

Art. 35º -El arrendador puede por sí solo realizar en la finca cualquier mejora de las mencionadas en el artículo anterior, siempre que no se menoscabe por ella su rendimiento o el uso agrícola a que ha sido destinado, sin perjuicio del derecho del arrendatario a la reducción de la renta mientras duren las obras y la indemnización de los perjuicios que pudieran causarse. 

Realizadas las mejoras, el arrendador tendrá derecho a elevar la renta en proporción a la mayor productividad o rentabilidad concedida. Establecida la nueva renta que corresponda a la finca mejorada, dentro de los tres meses siguientes a su notificación al arrendatario podrá: a) Continuar la relación de arrendamiento; b) A rescindir el contrato. Si el arrendatario no hace uso de estas facultades dentro de los tres meses, se entiende que opta por continuar el arrendamiento sujetándose a la nueva renta. 

Art. 36º- Concluido el contrato por cualquier causa, el arrendatario podrá optar: a) Por retirar las mejoras realizadas por él, si la finca no sufriere deterioro; b) Por exigir al arrendador, a elección de éste, se le abone: 1) el mayor valor que por causa de las mejoras introducidas tenga por entonces la finca; 2) su valor actual. 

Si el arrendatario exige que se le abonen las mejoras, se determinará por acuerdo entre las partes o en su caso, en la instancia pertinente, la cantidad que debe ser reembolsada por el arrendador, así como la renta que correspondería a la finca mejorada. 

Art. 37º- Si el contrato se resuelve por culpa del arrendador está obligado a pagar también las mejoras voluntarias. 

TITULO III 

De las Aparcerías y Medierías

CAPITULO I

De las Aparcerías

Art. 38º- Definición. Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos. 

La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador. 

Obligaciones de las partes 

Art. 39º- Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamento: 

Del aparcero tomador 

a) Realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato; 

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido o en su defecto el que determinen los usos y costumbres locales, y realizar la explotación con sujeción a las leyes y reglamentos agrícolas y ganaderos, debiendo practicar una agricultura sostenible resguardando la diversidad biológica, contribuyendo con el 50% de los gastos que ella demande; 

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso y la acción del tiempo. En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando haya recibido en aparcería una explotación o establecimiento, devolver los bienes integrantes en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió; 

e) Salvo estipulación o usos en contrario, hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta tanto se proceda a su separación; 

f) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones y contribuir con el 50% de los gastos que demande la lucha contra las mismas, si estas existieran al ocupar el campo; 

g) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas; 

h) Inscribir en la forma que establezca la ley; 

i) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes. 

Del aparcero dador 

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas; 

b) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine: 

I. Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo. Deberá actualizar dicho inventario con los cambios que se produzcan, para lo cual el aparcero está obligado a hacerle llegar la correspondiente información; 

II. Los demás aportes que efectúe; 

III. Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos de cada cosecha y liquidación. 

La omisión o alteración de las anotaciones constituirá una presunción en su contra. 

c) Contribuir con el 50% de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al contratar; 

d) Contribuir con el 50% de los gastos que demande la realización de una agricultura sostenible; 

e) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

f) Inscribir el contrato en la forma que determina la presente ley. 

Prescripción 

Art. 40º- Toda acción emergente del contrato de aparcería prescribirá a los cinco años. 

Remisión 

Art. 41º- Son aplicables a los contratos de aparcería en los que se conceda el uso y goce de un predio rural, los preceptos de los Art. 17,18,19,20,21,22,25 Inc.1 a y b, 26,28,29 a 36 inclusive. 

Extinción del contrato

Art. 42º- Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos: 

a) Por el vencimiento del término legal o del término pactado, si éste fuere mayor, de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 19; 

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. No obstante en este caso podrá continuarse el contrato por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta el segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación, previa notificación formal al aparcero dador en el plazo de 30 días. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria del aparcero ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscripto en el registro inmobiliario respectivo; 

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato pusieran a cargo del aparcero; 

d) Por resolución del contrato en caso de abandono injustificado de la explotación por el aparcero, o por incumplimiento en la entrega de la parte de los frutos que correspondan al dador. En estos casos puede pedirse el desalojo del predio y la restitución de las cosas objeto de contrato en juicio sumario. 

Art. 43º- Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero. 

Los contratos que importen conjuntamente un contrato de arrendamiento y otro de aparcería se regirán por las normas respectivas de esta ley. 

Sección Primera

De las Aparcerías Agrícolas

Art. 44º- El porcentaje en la distribución de los frutos que las partes convengan deberá guardar equitativa proporción con los aportes que las mismas realicen para la explotación. El porcentaje solo será revisable cuando por cualquier causa se produzca un desequilibrio en la proporcionalidad de los aportes. 

Art. 45º- La distribución de los frutos se hará previa deducción de la semilla empleada por el aparcero tomador, salvo que la hubieran aportado ambas partes o hubieran dispuesto compensar su costo con otros aportes del aparcero dador. 

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra. 

Art. 46º- La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de aquéllas. 

Sección Segunda

De las Aparcerías Pecuarias

Art. 47º- Definición. Habrá aparcería pecuaria cuando las partes se asocien para la crianza y explotación de ganado y para el ejercicio de las actividades conexas, a fin de distribuir el aumento del ganado y de los otros productos y utilidades que de él deriven. El aumento puede consistir tanto en las crías que se hayan producido como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato; en este caso se denomina contrato de capitalización de hacienda. 

Art. 48º- El ganado es aportado por el concedente o dador. La estimación del ganado al celebrarse el contrato no transfiere su propiedad al aparcero tomador. La estimación debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado y el respectivo precio en el mercado. La estimación servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar el concedente a la terminación del contrato. 

Duración 

Art. 49º- Los contratos de aparcería pecuaria en los que no se conceda además de los animales el uso y goce del precio necesario para la explotación, se regirán por el plazo que las partes convengan o en su defecto por el que determinen los usos y costumbres locales. 

Dirección de la empresa 

Art. 50º- La dirección de la empresa corresponde al aparcero, el cual debe ejercitarla según las reglas de la buena técnica de la crianza de ganado. 

Custodia y Crianza

Art. 51º- El aparcero debe prestar el trabajo necesario para la custodia y crianza del ganado entregado, para la elaboración de los productos y para el transporte hasta los lugares de depósito ordinario. 

El aparcero debe usar la diligencia del buen ganadero. 

Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero. 

Art. 52º- El dador de animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero en la posesión de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros. 

El aparcero no responderá de la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta del despojos aprovechable. 

Transferencia del ganado 

Art. 53º- Si la propiedad o el goce del ganado dado en aparcería es transferido a otros, el contrato no se extingue, y los créditos y las deudas del concedente que derivan de la aparcería pasan al adquirente en proporción a la cuota adquirida, salvo en lo que respecta a las deudas en las que existe la responsabilidad solidaria del concedente. Si la transferencia comprende la mayor parte del ganado, el aparcero puede en el término de un mes desde que haya obtenido conocimiento de ella, rescindir el contrato con efecto a la finalización del año en curso. 

División de productos y utilidades 

Art. 54º- Los aumentos, los productos, las utilidades y los gastos se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos. 

Es nulo el pacto por el cual el aparcero debe soportar las pérdidas en una proporción mayor que las ganancias. 

Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o de los frutos y productos de los mismos. 

Art. 55º- A la terminación del contrato las partes deben proceder a una nueva estimación del ganado. 

El concedente retira, de acuerdo con el contrato, un conjunto de cabezas igual a las que se hayan aportado, de acuerdo al número, a la raza, al sexo, al peso, a la calidad y a la edad que corresponda. El resto se divide de acuerdo a lo establecido en el Art. 53. 

Si no existen cabezas suficientes para igualar la estimación inicial, el concedente toma las que quedan. 

Muerte del concedente 

Art. 56º- La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del concedente. 

En el caso de muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero, se observan en cuanto sean aplicables, las disposiciones contenidas en el Art. 40 Inc. b de la presente ley. 

Forma 

Art. 57º- Son aplicables a los contratos de aparcería pecuaria la norma establecida en el Art. 28. 

CAPITULO II 

De las Medierías 

Art. 58º- Habrá mediería cuando ambas partes se asocien para realizar la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse los frutos, aportando una de ellas animales, un establecimiento rural que disponga por cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo, y la otra se obliga a realizar personalmente la explotación con o sin personal a su cargo pudiendo también aportar animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo. 

Ambas partes contribuyen en forma equivalente con el capital necesario, y con los gastos de explotación, con igualdad de poderes en la dirección y administración. 

Los frutos se reparten en partes iguales. Al momento del reparto las partes podrán disponer una proporción distinta en compensación de los mayores gastos en la explotación que alguna de ellas hubiere realizado. 

Las medierías no constituyen sociedades ni son sujetos de derecho. Cada uno de los medieros es considerado empresario, y será responsable por las obligaciones fiscales y las emergentes de la legislación laboral, previsional y de seguridad social por sus dependientes y familiares colaboradores. 

Las medierías quedan sometidas en cuanto al plazo a lo dispuesto en los artículos 16 y 17, y le son aplicables supletoriamente y en cuanto sean compatibles las normas de las aparcerías. 

TITULO IV 

Del pastaje 

Art. 59º- Existe contrato de pastaje cuando el concedente de los pastos, sin entregar la tenencia de un predio rural cuyo uso y goce dispone por cualquier título, le concede a otro el derecho de hacer pastar al ganado mediante el pago de un precio en dinero por cabeza de animal y por un plazo determinado. 

No será aplicable al contrato establecido en este título el plazo mínimo legal dispuesto en el artículo 17 de la presente ley. 

Art. 60º- El concesionario debe limitarse a hacer pastar los animales y suministrarle la bebida necesaria sin poder realizar ningún otro acto de utilización del fundo. Salvo convención expresa en contrario, tampoco podrá utilizar las mejoras existentes en el predio excepto el caso de los alambrados u otros medios de encerramiento y bebida. 

Art. 61º- El dueño del ganado sólo puede exigir el cuidado o custodia de los animales en el caso en que expresamente se haya convenido. Se presumirá que existe tal obligación cuando el dueño de los pastos y tenedor del predio habite en él con personal encargado de atender el ganado, darle de beber, y cambiarlos de potrero cuando sea necesario. 

Art. 62º- La persona que tiene a su cargo la custodia, con arreglo a lo dispuesto precedentemente, es responsable de los daños y perjuicios que los animales puedan causar a terceros estando el predio debidamente cercado. 

Art. 63º- El concedente de los pastos no es responsable por la muerte o desaparición de los animales que pasten en el mismo por causas naturales o por cualquier otra causa que no le sea imputable. 

Art. 64º- No existiendo contrato escrito, cualquiera de las partes puede resolverlo en cualquier momento dando aviso fehacientemente a la contraparte. En este caso los animales deberán ser retirados en forma inmediata por el dueño de los mismos. 

TITULO V 

De los Contratos Agrarios en Participación 

Art. 65º- Con el contrato agrario de asociación en participación el asociante atribuye al asociado, como contrapartida a un determinado aporte, una participación en las utilidades de la explotación o de una cosecha, cría, engorde o negocio determinado. El aporte del asociado puede consistir en dinero, insumos o prestaciones de servicio. 

Las partes establecen libremente la duración del contrato. Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones solamente hacia el asociante. 

Salvo pacto en contrario, el asociante puede convenir participaciones a varios asociados. 

La gestión de la empresa y de la producción corresponde al asociante, sin perjuicio de lo convenido respecto del control y de su obligación de rendir cuentas. 

Salvo pacto en contrario, el asociado participa a las pérdidas en la misma medida que a las utilidades, pero las pérdidas que recaen sobre el asociado no pueden superar el valor de su aporte. 

TITULO VI 

Del Contratista Rural 

Art. 66º- Es contratista rural o locador de obra, quien toma a su cargo la realización en un predio rústico cuya tenencia, posesión o propiedad pertenece a otro, llamado locatario rural, una o más tareas culturales y obras, o la totalidad de ellas dirigidas a la obtención de frutos agrícolas y/o su recolección que ejecuta con maquinarias, herramientas o equipos rurales y mano de obra propia o ajena de que dispone, sin mediar relación de dependencia con quien las encarga percibiendo como retribución un precio en dinero, un porcentaje de los frutos obtenidos o una cantidad fija de ellas. 

Art. 67º- El contrato de locación de obra rural es una especie del contrato de locación de obra legislado en el código civil, cuyas disposiciones le son aplicables en cuanto no hayan sido modificadas por la presente ley. 

Art. 68º- El contrato de locación de obra rural debe formalizarse por escrito. 

Art. 69º- El contratista rural debe realizar las obras o tareas culturales en tiempo oportuno conforme a la buena técnica agrícola y a las costumbres del lugar empleando las herramientas y maquinarias adecuadas para obtener el resultado previsto.

Art. 70º- Los trabajos o tareas que el contratista toma a su cargo serán realizadas en miras a una agricultura sustentable teniendo en cuenta principalmente la conservación del suelo de modo de evitar su degradación, erosión o agotamiento, resultando responsable de los daños que una explotación irracional ocasione al locatario. 

A este efecto es aplicable lo dispuesto en el Art. 1.631 del Código Civil. 

Art. 71º- El contrato de locación de obra rural concluye con la finalización de las tareas u obras que tomó a su cargo, o al levantamiento de los cultivos realizados en tiempo oportuno debiendo en forma inmediata retirar del predio al personal, equipos, maquinarias y herramientas empleados dejándolo libre de ocupantes y de ocupación, bajo apercibimiento en caso contrario de considerar su conducta como usurpación con arreglo a lo dispuesto en los Art. 2.364 y 2.372 del Código Civil. 

TITULO VII 

De los Contratos Promovidos, el régimen impositivo y las condiciones del cesionario 

Art. 72º- Serán considerados contratos promovidos los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías que cumpliendo las condiciones del Art. 73 sean celebrados en carácter de arrendatario, aparcero tomador o mediero por el o los titulares de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de personas físicas o jurídicas. 

Tal carácter se determinará de acuerdo a la resolución de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa vigente al momento de la celebración. 

Los beneficios del presente titulo también serán aplicables a los contratos que tengan por objeto la explotación ganadera y tambera en todas sus modalidades cumpliendo los requisitos que se exigen en la presente para ser beneficiarios. 

También gozaran del régimen fiscal promovido los Contratos Agrarios en Participación en los que el asociante sea un arrendatario en un contrato promovido, alcanzado los beneficios a las siguientes partes: 

a) Al contratista rural asociado, respecto de los bienes destinados a cumplir el aporte y los productos que integren su participación; 

b) Al proveedor de insumos asociado en el mismo caso; 

c) Al inversor asociado en el mismo caso. 

Art. 73º- Se considerará también como contrato promovido el Contrato Agrario en Participación que celebre como asociante quien o quienes ostenten el carácter de titular de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de persona física o jurídica, y sea a su vez 

propietario o usufructuario del inmueble rural, con un contratista rural y/o un proveedor de insumos y/o inversor como asociados. El contrato deberá tener una duración mínima de cinco años, y se ajustará en cuanto resulte compatible a las demás condiciones del art. 73. 

Al asociante y asociados corresponderán, en cuanto sean aplicables los beneficios de los Art. 74, 75 y 76 de esta ley. 

Art. 74º- Dichos contratos promovidos deberán:

a) Ser celebrados, en todos los casos, por el plazo mínimo previsto en el art. 17 de esta ley, sin perjuicio de los incentivos a los contratos de mayor duración; 

b) Ajustarse a las demás previsiones de esta ley; 

c) El predio cedido o aportado no podrá exceder de tres unidades económicas, según las normas provinciales vigentes. Cuanto no existieran normas provinciales al respecto, la superficie de la unidad económica a los efectos de esta ley será determinada por el organismo de aplicación que designe la reglamentación; 

d) Los arrendatarios, aparceros tomadores o medieros incluidos en el art. 74 podrán celebrar más de un contrato promovido, pero los mismos en su totalidad no podrán exceder la superficie referida en el inciso precedente. Esta limitación no rige para los propietarios, arrendadores o aparceros dadores; 

e) Los contratos deberán prever prácticas conservacionistas y de sustentabilidad. En caso de que se hubieran dictado normas generales aplicables, deberán ajustarse a las mismas; 

f) Los contratos serán presentados ante el organismo que establezca la reglamentación, que dictará la pertinente resolución de promoción y ordenará la registración. 

Art. 75º- Los contratos promovidos gozarán de beneficios impositivos y financieros de conformidad con el régimen de promoción de esta ley. 

En los casos que por ley, reglamento o resolución de la autoridad de aplicación se considere conveniente, los sujetos comprendidos en el art. 74 podrán también beneficiarse con aportes no restituíbles. Especialmente, dicho beneficio podrá preverse: 

a) para quienes revistan el carácter de agricultores familiares titulares de micro empresas rurales de acuerdo a la reglamentación de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa; 

b) para la iniciación y radicación de jóvenes agricultores que solos o asociados constituyan una micro o pequeña empresa agropecuaria; 

c) para quienes posean títulos técnicos o profesionales en carreras vinculadas con las ciencias agrarias, veterinarias o de administración rural. 

Art. 76º- Se establecen a modo de promoción los siguientes beneficios fiscales: 

1. Para los arrendatarios y aparceros tomadores: 

a) Disminución de la alícuota del Impuesto a las Ganancias provenientes del contrato promovido en un 33%; 

b) Devolución anticipada de IVA de bienes adquiridos a los efectos del cumplimiento del objeto del contrato promovido. Dicha devolución procederá en la medida en que los importes de los mismos no hayan sido absorbidos por los respectivos débitos fiscales originados en la venta de productos vinculados al cumplimiento del objeto del contrato promovido. 

c) Amortización acelerada de bienes adquiridos al efecto del cumplimiento del contrato promovido; 

d) Los bienes incluidos en los contratos promovidos no integrarán la base de imposición de imposición del impuesto a la ganancia mínima presunta. 

2. Para los arrendadores y aparceros dadores: 

a) Disminución de la alícuota del impuesto a las ganancias, en un 20 % 

b) Régimen de amortización acelerada en bienes de capital adquiridos por el aparcero dador para ser aportados en aparcerías; 

Art. 77º- Cuando el plazo del contrato sea de ocho o más años, los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el articulo 75 se incrementaran al 40% para el tomador y al 25 % para el dador. 

Art. 78º- Los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el articulo 75 se incrementaran al 40% para el arrendador y al 25 % para el aparcero dador, cuando quien revista tal carácter en un contrato promovido sea en total propietario de no más de una unidad económica. 

Art. 79º- En las medierías, ambas partes gozarán de los beneficios previstos, respecto de los bienes aportados y productos obtenidos con motivo del contrato. 

Art. 80º- Las Provincias serán invitadas a adherir a lo dispuesto en este capítulo, a fin de: 

a) Eximir a los contratos promovidos del impuesto de sellos; 

b) Disminuir las alícuotas del impuesto inmobiliario rural a los inmuebles dados en arrendamiento, aparcerías u objeto de medierías en los contratos promovidos; 

c) Disminuir las alícuotas del impuesto a los ingresos brutos sobre las ventas de productos por los concedentes o concesionarios y medieros en los contratos promovidos. 

Art. 81º- Los contratos promovidos gozarán de estabilidad fiscal durante su vigencia. De esta manera cualquier modificación de los beneficios previstos en esta ley operaran para el futuro. 

Art. 82º- La reglamentación podrá establecer beneficios financieros vinculados a los contratos promovidos. 

Art. 83º- A fin de desestimular la concentración económica en cualquiera de las formas de contrato agrario, se establecerá el Régimen Especial de Gravámenes, cuyo alcance y atribuciones son: 

a) Gravar con mayores alícuotas de Impuesto a la Ganancias a las rentas y participaciones del arrendador cuando el arrendatario sea una sociedad de capital o fideicomiso, a no ser que puedan ser considerados Sociedad Agropecuaria o Fideicomiso Agropecuario;

b) Gravar con mayores alícuotas de Impuesto a las Ganancias del aparcero dador provenientes de contratos en los que el aparcero tomador sea una sociedad de capital o fideicomiso, a no ser que puedan ser considerados Sociedad Agropecuaria o Fideicomiso Agropecuario;

c) Gravar con mayores alícuotas de Impuestos a las Ganancias a las rentas y participaciones del arrendador cuando el arrendatario sea un Fondo de Inversión o Fideicomiso Financiero;

d) Gravar con mayores alícuotas de Impuesto a las Ganancias del aparcero dador provenientes de contratos en los que el aparcero tomador sea un Fondo de Inversión o Fideicomiso Financiero;

e) Gravar con mayores alícuotas de Impuesto a las Ganancias a las rentas y participaciones del arrendador cuando el inmueble arrendado a un solo arrendatario, individual o asociado o societario, supere las cinco unidades económicas;

f) Gravar con mayores alícuotas de Impuesto a las Ganancias del aparcero dador cuando el inmueble cedido a un solo aparcero tomador, individual o asociado o societario, supera las cinco unidades económicas; 

g) Gravar con mayores alícuotas de Impuesto a las Ganancias y Bienes Personales a quien como arrendatario o aparcero tomador celebre contratos que en total tengan por objeto más de cinco unidades económicas; 

h) Gravar las ganancias de los fideicomisos financieros en todos los supuestos cuando prevengan de explotaciones agropecuarias desarrolladas a través de contratos de arrendamientos o aparcerías. En el mismo supuesto se gravarán todos los beneficios o rentas de las cuotas partes de Fondos de Inversión.

Art. 84º. A los efectos del artículo precedente, serán considerados:

a) Sociedades Agropecuarias: las sociedades cuyo objeto exclusivo sea el desarrollo de actividades agropecuarias, que sean titulares de micro, pequeñas o medianas empresas agropecuarias de acuerdo a la caracterización de la Secretaria de la Pequeña y Mediana Empresa de la nación (SEPYME) u organismo que la reemplace, y cuyas partes de interés, cuotas o acciones pertenezcan en más de un 50% a quienes sean o hayan sido productores agropecuarios;

b) Fideicomisos Agropecuarios: los que hayan sido constituidos con el exclusivo objeto de desarrollar actividades agropecuarias, por un plazo de duración mayor a cinco años, siendo el fiduciario productor agropecuario o Sociedad Agropecuaria, y que sean titulares de micro, pequeñas o medianas empresas agropecuarias de acuerdo a la caracterización de la Secretaria de la Pequeña y Mediana Empresa de la nación (SEPYME) u organismo que la reemplace.

TITULO VIII 

De la conservación de los recursos, la buena técnica agraria y la explotación racional

Art. 85º- La explotación agropecuaria realizada en cumplimiento de los contratos regulados por esta ley debe observar las reglas del buen cultivo y de la buena técnica agraria, practicando una agricultura sostenible y resguardando la diversidad biológica. 

Deberá asimismo realizarse de conformidad con las leyes especiales de protección del medio ambiente, de protección de los recursos naturales, y de conservación y recuperación de suelos. 

Todos los contratantes están por igual obligados a respetar esta norma y hacerla cumplir. Cualquier cláusula contractual en contrario carecerá de validez. 

Sin perjuicio de lo establecido en las leyes especiales, la reglamentación fijará las condiciones para el cumplimiento de esta norma y las penalidades por su violación. 

Art. 86ª- A los fines de la ejecución e interpretación de los contratos de esta ley, se entiende por buen cultivo la restitución de nutrientes del suelo, su manejo y empleo de implementos adecuados, la ausencia de quema de rastrojos, el mejoramiento de las posibilidades productivas de las tierras, la realización de cultivos que eviten su agotamiento, alternándolos o variando su explotación, la ejecución de actos de conservación de los recursos naturales renovables y que resguarden la diversidad biológica, y la realización de mejoras que aumenten la producción, la rentabilidad o el valor del predio. 

Art. 87º- Queda prohibida toda explotación irracional del suelo que origine su erosión, degradación o agotamiento. Se entiende por: 

a) Erosión: el proceso de remoción o transporte notorio de las partículas del suelo por acción del viento o del agua en movimiento; 

b) Degradación (salinización, alcalinización, acidificación, etc.): la pérdida del equilibrio de las propiedades físico-químicas del suelo que lo hace apto para el cultivo, originada en prácticas o normas deficientes del manejo del suelo, particularmente relacionadas con el régimen hidrológico del mismo, y para cuya restauración del equilibrio se hace necesario el uso de correctivos adecuados; 

c) Agotamiento: la pérdida de la capacidad productiva intrínseca del suelo como consecuencia de su explotación y que sólo puede recuperarse restituyéndole los elementos perdidos. 

Art. 88º- Cuando aún no se hubiere provocado erosión, degradación o agotamiento, pero existiere irracionalidad en la explotación capaz de originarlos, por la acción de un contratante o por las condiciones impuestas en el contrato, se podrá intentar las acciones administrativas o judiciales que correspondan para obtener el uso racional del suelo por cualquiera de las partes. 

Art. 89º- En el supuesto anterior, la resolución fijará las condiciones en que será permitida la continuación de la explotación de acuerdo al dictamen técnico del organismo que determine la reglamentación. Si ello implicare una alteración sustancial de la explotación que habitual y racionalmente corresponde realizar al arrendatario o aparcero, éste podrá pedir en forma sumaria en el mismo expediente la rescisión de la relación contractual, o bien la remisión y/o reducción proporcional del precio del arrendamiento, o la revisión del porcentaje en la aparcería, no mediando su culpa o negligencia. 

Art. 90º- Cuando se hubiere producido la erosión, degradación o agotamiento, podrán deducirse las siguientes acciones: 

a) Para obtener la fijación de las condiciones técnicas en que será permitida la continuación de la explotación, por cualquiera de las partes; 

b) Para obtener la rescisión del contrato, por el concedente que invoque culpa o negligencia del arrendatario o aparcero, caso fortuito o fuerza mayor. Mediando culpa o negligencia del arrendatario o aparcero, el arrendador o aparcero dador podrá pedir la indemnización de daños y perjuicios correspondientes; 

c) Para obtener la rescisión del contrato por el arrendatario o aparcero, cuando no mediando su culpa o negligencia entendiere que las condiciones en que podrá continuar la explotación implican una alteración sustancial en la que habitualmente realiza. Si optare por continuar la explotación, podrá ejecutar los trabajos determinados por el órgano pertinente por cuenta del concedente si éste no los efectuara dentro del plazo que se fije, quedando facultado para retener la parte del precio o proporción correspondiente al costo de los mismos. Si la ejecución de los trabajos interrumpiera total o parcialmente el uso y goce del predio, durante el lapso correspondiente el arrendatario podrá obtener la reducción y aún la remisión del pago del arrendamiento y el aparcero la revisión de las proporciones. 

Art. 91º- El organismo que determine la reglamentación definirá las prácticas conservacionistas y de control de degradación del suelo que deben atender las explotaciones propias de los contratos celebrados al amparo de esta ley. 

En los contratos deberán constar las condiciones de trabajo de la tierra, que deberán ajustarse a las prácticas precedentemente previstas, debiendo especificar: 

a) evaluación de las condiciones productivas de los suelos relativas al destino de uso asignado; 

b) aptitud de las tierras para agricultura, ganadería o bosques; 

c) técnicas de manejo para el cultivo, de recuperación de suelos y rotaciones; 

La autoridad de aplicación garantizará el cumplimiento de la norma, y en su caso, aplicará las sanciones que por su violación establezca el reglamento. 

TITULO IX

De los Órganos de Aplicación

Art. 92º- Órgano de aplicación. Será autoridad de aplicación de esta ley la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación, la que a través del organismo que designe u organice al efecto, dictará las medidas necesarias para el cumplimiento de esta ley y adoptará las sanciones que establezca la reglamentación por violaciones a la misma. 

A fin de resolver consultas y aportar al contralor del cumplimiento de esta ley, créase la figura de Consejos territoriales de Desarrollo Rural y Tenencia de la Tierra, que actuarán en cada departamento, distrito o división territorial equivalente.

Los Consejos Territoriales de Desarrollo Rural y Tenencia de la Tierra, en la proporción que disponga la reglamentación, estarán integradas por representantes de las autoridades comunales o municipales, de productores y cooperativas, propietarios y entidades gremiales, de profesionales de la actividad agropecuaria, Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, organismos y/o reparticiones especializadas provinciales, nacionales, miembros de Universidades Públicas y trabajadores rurales. 

La reglamentación establecerá la sede y ámbito de actuación territorial de los Consejos Territoriales de Desarrollo Rural y Tenencia de la Tierra, su constitución y reglas de funcionamiento. 

Serán facultades de estos Consejos, sin perjuicio de las que además establezca la reglamentación: 

a) Velar por el adecuado cumplimiento de esta ley y denunciar las violaciones de las normas ante las autoridades competentes. 

b) Proponer para su evaluación a la autoridad de aplicación iniciativas legislativas, reglamentarias y/o administrativas para el mejor cumplimiento de esta ley y sus finalidades; 

c) Emitir opinión en caso de aplicación del segundo párrafo del Art. 17, y en cualquier caso que le sea requeridos por la autoridad de aplicación y/o cualquier autoridad pública. 

d) Emitir, en caso de serle requerido, dictamen para la calificación de contratos accidentales, tal como está previsto en el Art. 21; 

e) Dictaminar sobre el cumplimiento de los requisitos del Art. 75 y concordantes para gozar del régimen de Contratos Promovidos, a los efectos de la presentación prevista en el Inc. f) de la misma norma. 

f) Determinar al sólo efecto de esta ley y para las Provincias donde no estuviere establecida, la superficie que se corresponda con una "unidad económica".

TITULO X

De la Resolución de Conflictos

Art. 93º- Invitar a las provincias a adherir a la presente Ley y crear órganos o instancias alternativas para la mediación o resolución de conflictos respecto de los problemas que se susciten por la aplicación de la presente ley. 

TITULO XI

Del Registro Contratos Agrarios 

Art. 94º- Créase en el ámbito de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación el Registro de Contratos Agrarios. La reglamentación establecerá su funcionamiento y condiciones para la inscripción de los contratos, previendo su recepción en todas las oficinas y delegaciones de la repartición en el territorio nacional. 

TITULO XII

De las Disposiciones Comunes, Complementarias y Transitorias

Art. 95º- Los contratos que, a pesar de no estar regulados por un estatuto especial presupongan una relación de dependencia y no impliquen la cesión del uso y goce del predio, quedarán excluidas del régimen de esta ley aún cuando la retribución consista en la participación en los frutos. 

Art. 96º- Quedan excluidos de la presente la ley los contratos que impliquen cesión de predios con instalaciones para destino exclusivo de explotaciones ganaderas y de cría animal intensiva de tipo industrial, locales o terrenos dedicados exclusivamente a la estabulación de ganado, siempre que no sean parte de un predio mayor cedido con destino a la explotación agropecuaria o del que se obtengan parcial o totalmente los alimentos para la explotación intensiva. 

Art. 97º- Derogase la Ley 13.246 y sus modificatorias. 

Art. 98º- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Presentamos a Ud. el Proyecto de Ley de Contratos Agrarios, que renueva y actualiza totalmente nuestra actual legislación de contratos agrarios contenida en la ley 13.246 vigente desde 1948, con sucesivas reformas que la han reducido a una escasa disciplina. 

El texto del proyecto, innovando y actualizando totalmente conserva su estructura y contenido para adecuarlo a las nueves realidades, retoma el espíritu originario de la vieja ley, en cuanto sin desmedro del derecho de los propietarios ni de un adecuado ejercicio de la autonomía contractual, equilibraba los intereses mediante disposiciones que garantizaban una mayor equidad en las relaciones y favorecían la estabilidad de los productores. 

Es indudable que el texto vigente ya no responde a esas finalidades, máxime cuando la reforma de 1980 lo vació de contenido, con el explícito objetivo, plasmado en la nota de elevación del Ministro de Economía de la Dictadura Militar, José Martínez de Hoz, de eliminar todas las disposiciones que tradujeran aquél espíritu. Esa reforma, coherente con la política de la Dictadura, favoreció la generación de una inédita situación en nuestro agro, llevando a la actual crisis de los productores por la inestabilidad y paulatina exclusión provocada por una competencia mercantilista en el uso de la tierra, en la que quedaron colocados en desiguales condiciones ante la irrupción de grupos concentrados e inversores financieros.

Efectivamente, al amparo de esa legislación es notorio que en los últimos años ha crecido paulatinamente la concentración de la tenencia de la tierra mediante arrendamientos y otras formas de tenencia indirecta, utilizadas por fondos de inversión, fideicomisos, sociedades anónimas, pooles de siembra, etc., generalmente con recursos provenientes de inversores financieros oportunistas, ajenos a la producción agraria. 

A partir de allí se estableció una despiadada e inequitativa competencia por el acceso a la explotación de la tierra, provocando el desplazamiento de los agricultores familiares y, en general, de los productores agropecuarios estables y profesionales, a manos de estos grandes emprendimientos. La deserción de los agricultores y la práctica habitual de estas grandes concentraciones de tercerización de tareas a través de contratistas, muchos de ellos ex agricultores o agricultores a tiempo parcial, viene agravando un panorama que lleva a calificar nuestro sistema productivo como de "agricultura sin agricultores" y que trae también como consecuencia la disolución del medio rural, con graves consecuencias de despoblamiento y crisis de pueblos y comunas del interior. 

Los datos censales están marcando claramente esta tendencia: Según los datos del último censo agropecuario del 2002 desaparecieron 103.405 productores en el país: de 421.221 productores que había en 1988. 

En el 2002 según el CNA había 317.816 productores, el 24,5 % menos. Solamente en la región pampeana de 196.254 productores que había en 1988, en el 2002 según el CNA hay 136.345 productores, un 30,5 % menos. Tomó cuarenta años que, con algunas leyes y el Consejo Agrario Nacional propiciaran las condiciones para transformar a 95.000 arrendatarios en nuevos chacareros dueños de su tierra. Pero sólo catorce años bastaron para que desaparecieran más de 100.000 productores.

La Federación Agraria Argentina y la Conferencia Episcopal Argentina en sendas investigaciones paralelas llegaron a similares conclusiones sobre la concentración de la propiedad, el uso y la tenencia de la tierra en la Argentina: "la falta de una política estatal fundada en una equilibrada distribución de las tierras rurales, en el marco del predominio de una concepción utilitaria de la propiedad como un bien de mercado y no como bien social, fue generando en nuestro país un fuerte proceso de concentración de las tierras productivas" (extracto del libro "Una Tierra para Todos de la Conferencia Episcopal Argentina).

Según una investigación de la Fundación Responde, realizada sobre datos del INDEC , de los censos 1991 y 2001 en el país existen 602 localidades con menos de dos mil habitantes que se encuentran en riesgo de desaparecer. De esa cantidad 14 no han crecido en los últimos 10 años y 90 de ellas no figuran en el último censo.

Se concentró y extranjerizó la lechería argentina. Sobre 80.000 productores sojeros que hay en el País, 10.000 productores producen el 71,09 % de las 40 millones de toneladas que se cosecha de esta oleaginosa. (Datos del ONCCA). Del total exportado en el 2006, 46.569 millones de dólares, la mitad fue hecha por solo 20 compañías. 

No es tampoco una consecuencia menor de esta lógica oportunista la instalación de una agricultura extractiva, basada en el monocultivo, desinteresada por la sustentabilidad del sistema productivo y la conservación del suelo, de los recursos naturales y del medio ambiente rural.

Como decíamos más arriba, uno de los instrumentos indispensables del actual proceso de concentración agrícola es la actual ley de arrendamientos que con las modificaciones realizadas por la Dictadura ya no responde a su filosofía original. Es necesario replantear la actual legislación de contratos agrarios que junto a otros instrumentos, nos permitan avanzar hacia un desarrollo del interior equilibrado e integral. 

Es imperioso enfrentar la actual situación de feroz concentración, y una de las vías es contar con una adecuada legislación en materia de contratos agrarios. De allí que en el Proyecto que presentamos, contrariamente a la ley vigente, subyace una clara opción por la preferencia y defensa de los pequeños y medianos productores agropecuarios y la agricultura familiar, una alta eficiencia técnica y productiva, y, a diferencia de grupos concentrados e inversores oportunistas, garantiza la continuidad de la producción agraria nacional con su irrenunciable apego a la actividad agraria y al ambiente rural. 

No obstante, esos fines no mellan en el proyecto la situación de los propietarios ni las posibilidades de inversión, sino que antes bien ha buscado soluciones innovadoras de incentivación y amplitud de opciones que involucren a todos los interesados en la producción agraria.

Sobre la base de esas premisas, el Proyecto de Ley de Contratos Agrarios obedece claramente a los objetivos centrales de: a) favorecer a la agricultura familiar y, en general, a los productores agropecuarios profesionales y estables; b) favorecer la distribución de la tenencia de la tierra por contrato; c) establecer condiciones de estabilidad en la producción y equidad en las relaciones contractuales; d) facilitar la reinstalación de productores excluidos, pequeños propietarios rurales, jóvenes productores y profesionales; e) contrarrestar y erradicar la concentración de la tenencia de la tierra por contratos en sus diversas formas, poniéndole límites y gravámenes; d ) proteger y recuperar los recursos naturales.

Desde el primer momento, al promover la elaboración del Proyecto que hoy presentamos, fuimos conscientes que el ingreso de los nuevos actores determinaba que no era suficiente restablecer las normas originales de la Ley 13.246, pues la identificación subyacente entre arrendatario o aparcero y productor familiar estable, válida a la época de su aprobación y en un largo período posterior, ya no subsiste. 

Por eso fue necesario proyectar una actualización que aunque respondiera al mismo espíritu contemplara las nuevas realidades, y a la vez generar soluciones innovadoras para cumplir con los objetivos propuestos. Con esa orientación, se introducen nuevas normas y/o se restituyen y actualizan las de la Ley 13.246 sobre plazo, equidad y proporcionalidad en precios y porcentajes, buena técnica agraria y agricultura sustentable. 

La estabilidad mejorada a través de la ampliación del plazo mínimo en los contratos agrarios, sería inoperante si a la vez se continuara favoreciendo la contratación por cosecha. Por eso el Proyecto restringe y acota estrictamente esta posibilidad a supuestos verdaderamente "accidentales", como fuera la intención originaria de la Ley 13.246; por otra parte, esta práctica constituye, como antes dijimos, uno de los núcleos de la estrategia de concentración y actuación de inversores financieros.

El Proyecto amplía significativamente las modalidades y figuras contractuales, a fin de ofrecer a propietarios y productores diversas opciones que responden a las modalidades negociables actuales, como así también para posibilitar la asociación entre productores con propietarios, e incluso con contratistas, proveedores e inversores, facilitando la reinserción y financiación de los productores. 

Con la finalidad de proteger a la agricultura familiar y detener la concentración, el Proyecto introduce un régimen especial para los que denominan Contratos Promovidos, al mismo tiempo que pone límites a la concentración y grava sus modalidades habituales. 

De este modo se intenta favorecer la explotación de pequeñas unidades económicas y la mejor distribución de la tenencia de la tierra, como así también contribuir a que el sistema tributario sea más equitativo y progresivo, a lo que también apunta la gravabilidad de los fideicomisos financieros y de los fondos comunes de inversión en todos los supuestos, cuestiones estas que generan gran número de injusticias. Las modificaciones proyectadas corresponden a los impuestos a las Ganancias, IVA, Ganancia Mínima Presunta y Bienes Personales.

Resulta esencial que todos los sectores interesados participen activamente en la aplicación de esta ley y en el control de su cumplimiento, pues está en juego la supervivencia de los productores y del medio rural. Por eso, junto a la autoridad de aplicación, se proyectan como organismos de contralor y consulta las Comisiones Zonales de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural, integrada por autoridades comunales, representantes de entidades gremiales, productores, cooperativas, entes tecnológicos especializados, etc.. Se promueve también establecer un sistema ágil e idóneo de solución de controversias.

Para respaldar la reforma del régimen de contratos agrarios, Federación Agraria Argentina organizó y desarrolló una encuesta sobre la ley vigente y la situación de tenencia de la tierra. La encuesta estuvo dirigida por profesionales y se realizó mediante la entrevista de encuestadores a un gran número de productores en varias regiones del país. Sus resultados constituyen una fuente de información relevante a la hora de discutir y elaborar el Proyecto. 

En la elaboración final del texto, además de los articulados totalmente originales, se utilizaron como fuentes la ley 13.246 y su reglamento, con sus sucesivas modificaciones, el Anteproyecto de la Ley general de Contratos Agrarios del Prof. Fernando P. Brebbia, legislación extranjera, jurisprudencia y doctrina.

Federación Agraria Argentina tiene la seguridad de que con la promoción de esta ley contribuirá a la solución del grave problema que actualmente sufren los productores y las poblaciones rurales de nuestro país.

Por lo expuesto solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente Proyecto de Ley.
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El Senado y Cámara de Diputados,...

REGIMEN DE ARRENDAMIENTOS; DEROGACION DE LA LEY 13246 Y SUS MODIFICATORIAS

Artículo 1º.- Será aplicable la presente ley a todo contrato, cualquiera sea la denominación que las partes le hayan signado, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas y su finalidad agrobiológica y económica.

ORDEN PÚBLICO:

Artículo 2º.- Los preceptos de la presente ley son de orden público, irrenunciables sus beneficios e insanablemente nulo todo pacto o cláusula contraria o en fraude de la misma. FORMALIDADES:

Artículo 3º.- Los contratos alcanzados por la presente ley deberán celebrarse por escrito y la firma de las partes autenticada por escribano público, juez de paz o por la autoridad que reglamentariamente se designe. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que otorgue contrato escrito.

REQUISITOS o ESPECIFICACIONES:

Artículo 4º.- Deberán contener los siguientes requisitos:

a) Nombre de las partes contratantes, especificando si son personas físicas o jurídicas.

b) Ubicación del predio y/o lotes objeto del contrato determinando: provincia; departamento o partido; cuartel o distrito; datos de georeferencia.

c) Superficie del predio y/o lotes objeto del contrato.

d) Especificación de las mejoras existentes, detalle, descripción y estado de conservación determinando a quien pertenecen.

e) Condición edáfica y sanitaria en que se encuentra el predio y/o lotes.

f) Precio, fecha, lugar y forma de pago.

g) En caso de existir en el predio vivienda deberá describirse la misma y sus condiciones.

h) Destino del predio y/o lote.

i) Plazo.

j) Domicilio Real de las partes.

k) Jurisdicción a la que se someterán.

l) Parte que asume el compromiso de inscripción.

Artículo 5º.- Cuando se hubieran omitido tales requisitos formales y se probara su existencia de acuerdo a las disposiciones generales se lo considerará alcanzado por los preceptos de esta ley. 

REGISTRO:

Artículo 6º.- Los contratos alcanzados por esta ley deberán inscribirse por cualquiera de las partes en el sistema de registro que reglamentariamente se determine.

NORMAS SUPLETORIAS:

Artículo 7º.- En los contratos a que se refiere esta ley se aplicarán en el orden siguiente:

a) Las disposiciones de esta ley;

b) los convenios de las partes;

c) las normas del Código Civil;

d) los usos y costumbres locales.

FIJACION DEL PRECIO:

Artículo 8º.- En los contratos agrarios en los que se concede el uso y goce de la tierra como contrato de cambio el precio podrá fijarse en una suma de dinero, en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinarlo en la fecha en que acuerden.

Artículo 9º.- En los contratos agrarios en los que se concede el uso y goce de la tierra como contratos de naturaleza asociativa las partes acordarán los porcentajes en que repartirán los frutos obtenidos; queda prohibido convenir como retribución una suma fija de dinero o una cantidad fija de frutos.

REVISION DEL PRECIO:

Artículo 10º.- Será facultad de las partes acordar expresamente la revisión del precio si se produjera un desequilibrio debidamente probado entre el costo de producción y el valor de los frutos obtenidos. La misma sólo tendrá validez transcurrido el primer año de vigencia del contrato no obstante cualquier pacto en contrario.

PLAZO:

Artículo 11º.- Los contratos a que se refiere la presente ley tendrán un plazo mínimo de tres (3) años y máximo de diez (10), que podrá renovarse. Cuando en el contrato las partes no hayan determinado plazo el contrato se entenderá celebrado por el plazo mínimo.

Artículo 12º.- Los contratos en los cuales se requiera realizar obras de mejoramiento del predio tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento que retarden la productividad del establecimiento por un lapso mayor a dos (2) años, podrán celebrarse por un plazo máximo de veinte (20) años.

ELEMENTOS INEMBARGABLES:

Artículo 13º.- Serán inembargables, inejecutables y no afectados al privilegio del arrendador los bienes de trabajo, personales y de consumo del arrendatario considerado pequeño en los términos que determine la reglamentación. 

CESIÓN DEL CONTRATO:

Artículo 14º.- Queda prohibido ceder total o parcialmente el predio objeto del contrato o transferir el contrato sin autorización expresa por escrito, salvo las excepciones que esta misma ley disponga.

No se interpretará como transferencia de contrato ni cesión o subcontrato cuando se trate de contratos con los integrantes de una sociedad civil o de hecho, en cuyos casos el contrato deberá firmarse por todos sus componentes, quienes designarán en el mismo acto quien continuará representándolos. No se considerará cesión el aprovechamiento del predio cuyo destino sea el pastoreo del rastrojo y de los aprovechamientos secundarios del predio.

Artículo 15º.- Si ocurriera la muerte o incapacidad de alguna de las partes será permitida la continuación del contrato por sus herederos o su rescisión, a elección de las mismas, quienes deberán expresarlo por escrito, comunicando al registro correspondiente el cambio de titularidad.

EXTINCIÓN DEL CONTRATO:

Artículo 16º.- Los contratos alcanzados por esta ley concluyen en los siguientes casos:

a) Por vencimiento del término pactado. Deberá restituirse el predio libre de ocupantes, sin derecho a ningún plazo adicional para el desalojo;

b) Por vencimiento del plazo legal;

c) Por abandono del establecimiento;

d) Por falta de pago en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados, o su equivalente en dinero en su caso. En cualquiera de los casos, el propietario podrá exigir el pago de las sumas adeudadas y el desalojo del inmueble, con daños y perjuicios si correspondiere;

e) Por resolución del contrato por incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato hubieran establecido;

f) Por extinción del usufructo, en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario, caso en que el contrato se tendrá por finalizado al vencimiento del año agrícola siguiente;

g) Por mutuo acuerdo;

h) Por imposibilidad de cumplimiento del objeto del contrato frente a hechos derivados de caso fortuito o fuerza mayor.

EXPLOTACION RACIONAL DEL SUELO:

Artículo 17º.- Queda prohibida la explotación irracional del suelo y el agua cuando pueda originar erosión, agotamiento, degradación o contaminación.

En tal caso, el propietario queda facultado para solicitar el cese de la actividad y/o rescindir el contrato, pudiendo reclamar la recomposición de las cosas a su estado anterior con más daños y perjuicios. Si la erosión, agotamiento, degradación o contaminación sobrevinieran por razones de fuerza mayor o caso fortuito cualquiera de las partes podrá solicitar la rescisión del contrato.

Artículo 18º.- Las partes acordarán en el contrato la realización de los análisis de suelo y agua que reglamentariamente se determinen con la periodicidad que allí se establezca. Las partes acordarán además cuál de ellas remitirá la información obtenida al registro que se crea en el artículo 6, quien la enviará al Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, según se establezca en la reglamentación. Quedarán excluidos de los preceptos de este artículo los contratos de pastoreo y/o pastaje que no impliquen roturación de suelos ni riego.

TITULO I

ARRENDAMIENTO RURAL:

Artículo 19º.- Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, llamada arrendatario, el uso y goce de un predio rural ubicado fuera de la planta urbana de las ciudades o pueblos, con destino a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones y ésta a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie. El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR:

Artículo 20º.- Son obligaciones del arrendador:

a) Asegurar el uso y goce de las cosas dadas en arrendamiento;

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

c) Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento;

d) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido.

OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO:

Artículo 21º.- Son obligaciones del arrendatario:

a) Pagar en tiempo y forma el precio acordado;

b) Dedicar el suelo a la producción establecida con sujeción al contrato y a las leyes aplicables;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

d) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento.

e) Conservar los edificios, instalaciones y mejoras existentes en el predio, que deberá entregar al retirarse en las mismas condiciones en que los recibió, salvo los deterioros propios del buen uso y acción del tiempo;

f) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

CLAUSULAS NULAS:

Artículo 22º.- Cuando generen perjuicio o sujeción de una de las partes hacia la otra, serán insanablemente nulas y carentes de todo valor y efecto las cláusulas que obliguen a:

a) Vender, asegurar, transportar, depositar o comercializar los cultivos, cosechas o ganado de cualquier especie a persona o empresa determinada;

b) Contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia a personas o empresa determinada;

c) Utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de productos.

TITULO II

APARCERÍA:

Artículo 23º.- Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos o productos en la proporción acordada. La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador.

OBLIGACIONES DE LAS PARTES:

Artículo 24º.- Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamentación:

1) Del aparcero tomador:

a) Gestionar la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato;

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas prácticas agrícolas;

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibió, salvo los deterioros del uso normal;

e) Hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta su división;

f) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas;

g) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes;

h) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

2) Del aparcero dador:

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas;

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

c) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine: Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo;

d) Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos y su liquidación;

e) Destinar sin cargo una parte del predio para el asiento de la vivienda del aparcero tomador, para sus animales domésticos y huerta en las proporciones que establezca la reglamentación;

f) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido;

EXTINCIÓN DEL CONTRATO:

Artículo 25º.- Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por las causales establecidas en el artículo 18 de la presente ley.

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria, ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscripto en el registro respectivo.

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato determinan.

CONTRATOS MIXTOS:

Artículo 26º.- Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero. Los contratos que importen conjuntamente un contrato de arrendamiento y otro de aparcería se regirán por las normas respectivas de esta ley.

APARCERÍAS AGRÍCOLAS:

Artículo 27º.- Habrá contrato de aparcería agrícola cuando una de las partes, el aparcero dador o dador, se obligue a entregar a otra, aparcero tomador o tomador, el uso y goce de un predio rural con o sin plantaciones, sembrados o elementos de trabajo para la explotación agrícola con el objeto de repartirse los frutos.

Artículo 28º.- Las partes podrán convenir libremente el porcentaje en la distribución de los frutos debiendo guardar equitativa proporción con los aportes que las mismas realicen para la explotación.

Es facultad de las partes convenir el porcentaje que cada uno aportará para el combate de las plagas y malezas. Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra.

Artículo 29º.- La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de los mismos.

Artículo 30º.- Vencido el término legal o el término pactado, regirá para las aparcerías lo dispuesto en el artículo 17.

REQUISITOS:

Artículo 31º.- El contrato de aparcería debe cumplir con las normas establecidas en la parte general.

Artículo 32º.- Serán obligaciones de las partes, además de las que en cada caso se acuerden para el mejor cumplimiento del contrato, las establecidas en el artículo 25 de la presente.

APARCERÍAS PECUARIAS:

Artículo 33º.- Habrá aparcería pecuaria cuando las partes se asocien para la producción ganadera en cualquiera de sus especialidades y/o para el ejercicio de las actividades conexas, a fin de distribuir las crías y/o utilidades que de ella deriven. El aumento puede consistir tanto en las crías que se hayan producido como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato.

Artículo 34º.- El ganado es aportado por el aparcero dador. En el contrato se debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado que servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar cada una de las partes a la terminación del contrato. La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador o aparcero, el cual debe ejercerla según las reglas de las buenas técnicas de crianza del ganado. Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero tomador.

Artículo 35º.- El dador de los animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero tomador en la posesión de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros. El aparcero tomador no responderá por la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

OBLIGACIONES DE LAS PARTES:

Artículo 36º.- Serán obligaciones de las partes, además de las que en cada caso acuerden para el mejor cumplimiento del contrato, las establecidas en el artículo 24 de la presente Ley.

PLAZO:

Artículo 37º.- El plazo de duración será convenido libremente por las partes según los objetivos del acuerdo que celebren.

DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES Y GASTOS:

Artículo 38º.- Las utilidades y los gastos se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos. Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o sus productos.

Artículo 39º.- La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del aparcero dador.

Artículo 40º.- Regirán para la aparcería pecuaria las disposiciones establecidas en los arts. 3, 6, 7 y 8 de la parte general de esta Ley.

TITULO III

CONTRATOS ACCIDENTALES:

Artículo 41º.- Habrá contrato accidental de cosecha cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con destino a la explotación agrícola, y la otra a pagar un precio en dinero o en especie o en porcentaje, según la naturaleza de cambio o asociativa del contrato, por ese uso o goce, por un plazo que no exceda dos cosechas, en el mismo o distinto año agrícola.

Artículo 42º.- Habrá contrato accidental de pastoreo cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con el objeto de ser destinado a la alimentación del ganado, con las pasturas existentes en el mismo, y la otra a pagar un precio por ese uso o goce, por un plazo que no podrá exceder de un año aniversario.

Artículo 43º.- Habrá contrato accidental de pastaje cuando el propietario o tenedor a cualquier título de un predio rural ceda transitoriamente a otra el derecho de pastar su ganado, sin desprenderse de su uso y goce, mediante el pago de un precio estipulado por animal, por día, por mes.

Artículo 44º.- A los contratos accidentales le resultan aplicables las reglas generales que establece el presente texto.

TITULO IV

CONTRATOS SUCESIVOS:

Artículo 45º.- La celebración de un nuevo contrato accidental entre las mismas partes y sobre el mismo predio o lotes sin que haya transcurrido como mínimo un año de vencido el anterior, dará derecho a solicitar la aplicación del artículo 11.

CALIFICACIÓN:

Artículo 46º.- A pedido de parte, estos contratos serán sometidos a calificación y homologación judicial ante el fuero competente hasta quince días antes del plazo de vencimiento previsto, debiendo expedirse simultáneamente el testimonio correspondiente. Al vencimiento del contrato, la presentación de dicho testimonio ante el juez competente será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva. Además de ordenar la desocupación, dicha autoridad a pedido de parte impondrá al arrendatario que no haya desocupado el inmueble una multa equivalente al 5% del precio convenido a favor del propietario.

TITULO V

CONTRATOS PROMOVIDOS:

Artículo 47º.- Se considerarán contratos de promoción los comprendidos por el presente texto cuando las partes contratantes sean pequeños productores o micro o pequeñas empresas agrarias en los términos que defina la reglamentación.

Artículo 48º.- Facúltese a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación para determinar por vía reglamentaria las medidas conducentes que resulten necesarias para la promoción, coordinando acciones con otros Organismos del Estado que resulten competentes.

Artículo 49º.- Deróguese la Ley 13.246 y sus modificatorias.

Artículo 50º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Actualmente, la tercerización de la producción agropecuaria es un hecho que se da en todas las regiones del país a través de contratos de diferente naturaleza y condiciones, formales e informales que responden a su vez a diversas razones y lógicas, enraizadas en un amplio abanico que va desde la evolución histórica del sector hasta sus transformaciones mas recientes. Para dimensionar y analizar las cuestiones antedichas y explorar si la legislación vigente es adecuada o necesita ser reformada y, de ser así, en que aspectos y con que impactos, la Secretaría de Agricultura conformó una Comisión Interdisciplinaria e interinstitucional, integrada por técnicos propios, el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) y expertos externos. Del trabajo de esa Comisión ha resultado un estudio del que aquí se presentan los elementos esenciales. 

Estos estudios arrojaron como resultado que la vigente legislación no merecía ser modificada en su sustancia, sino que era necesario readecuarla conforme los cambios que las nuevas formas de relacionamiento entre las partes integrantes de los contratos de arriendo se presentan actualmente. 

Los contratos son una fuente de creación de derechos y obligaciones que sirven como instrumento dinamizador en la economía. La actividad agraria resulta ser la consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal y animal, ligado al aprovechamiento de las fuerzas y los recursos naturales, que se traduce económicamente en la obtención de frutos vegetales o animales.

Los contratos agrarios fueron el núcleo alrededor del cual nació y se desarrolló el Derecho Agrario y son instrumentos jurídicos a través de los cuales los diversos factores económicos de la producción pueden ser reunidos y organizados para dar vida a la empresa agraria; en definitiva, tienen una función económico - social fundamental en cuanto a ordenar su acción.

El largo proceso desarrollado entre 1942 y 1968 que redujo notablemente el sistema de arrendamiento "tradicional", a raíz de las sucesivas leyes de prórroga y congelamiento de los arrendamientos y las aparcerías, vigentes hasta diciembre de 1968, encontró una vía de escape legal en los contratos accidentales, particularmente cuando en 1963 las reformas legales habilitaron en la práctica contratos de hasta dos años, en realidad formas disimuladas de arrendamiento. Las reformas de 1980 a la ley 13.246 redujeron los plazos de los arrendamientos a 3 años y convalidaron a los contratos accidentales.

Superadas las secuelas derivadas del largo proceso de congelamiento de los arrendamientos, se reconstituyó así vigorosamente un nuevo sistema de arrendamientos y contratos basados en arrendatarios de mayor tamaño que captaron tierras de la numerosa capa de propietarios que se habían consolidado como tales a partir de las leyes iniciadas en 1942, así como de numerosos créditos bancarios e hipotecarios que facilitaron el acceso a la propiedad. 

Los datos censales de 1988 mostraron claramente esta tendencia, y los datos disponibles en las encuestas del INTA en el año 2007 mostraron una aceleración de estas tendencias al llegar a un 40% de la superficie en producción en la región pampeana entre arrendamientos, aparcerías y contrato accidental, con una clara expansión de la primera modalidad.

Sin embargo, no se trata de una historia repetida. Hoy los propietarios - rentistas y los arrendatarios no se corresponden mecánicamente a aquellas figuras asimétricas en términos de poder, simplificadamente terratenientes - chacareros, en que las difíciles situaciones que atravesaron los segundos en distintos períodos históricos dieron lugar a leyes que eliminaron las condicionalidades de los contratos de arrendamiento así como fijaron plazos y mecanismos de defensa de los arrendatarios.

También fue cambiando la articulación jurídica de los actores sociales agrarios organizados de acuerdo a los preceptos anteriores. Hoy es frecuente hallar relaciones basadas en una "red de contratos" que involucran a muy diferentes sujetos, no todos tipificados como agrarios en algunos casos, que participan en las diferentes etapas de producción - industrialización - distribución, y que además conlleva a coordinaciones horizontales y/o verticales.

El proyecto que se presenta pretende ajustarse a la realidad de su ámbito regulatorio partiendo de la autonomía legislativa en materia de contratos agrarios instituida por la ley 13.246, apuntando a su fortalecimiento, teniendo en cuenta los cambios operados en el sector agropecuario

En el presente proyecto, se incorpora una sistematización normativa que toma su armazón más acorde a las reglas de la adecuada técnica legislativa, cuidando su carácter de integral y considerando las críticas de la doctrina, manteniendo el carácter de orden público de sus cláusulas. Con el ánimo de evitar todo equívoco en cuanto a la naturaleza de los contratos se determina pactar en el arrendamiento, como contrato de cambio, el precio en dinero, especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto; y en los de naturaleza asociativa las partes pueden acordar los porcentajes en que repartirán los productos obtenidos, quedando prohibido convenir como retribución una suma fija de dinero o una cantidad fija de productos.

La inclusión de los contratos accidentales resulta de gran valor. Se señala expresamente que la actividad productiva agraria consiste en el desarrollo de un ciclo biológico concerniente a la cría de animales o vegetales, que resulta vinculado directa o indirectamente al aprovechamiento de los recursos naturales, y que se resuelve económicamente en la obtención de frutos (vegetales o animales) destinados al consumo, sea como tales o previamente transformados. 

En el presente proyecto de ley además de incluirse en su texto y nominarse como contratos agrarios, quedan éstos alcanzados por los preceptos generales contenidos en la primera parte del texto en cuanto a las formalidades, requisitos o especificaciones que deben contener los contratos en cuanto a la explotación racional del suelo.

Consideramos que ante el avance sostenido de nuestra producción y la situación por la que atraviesan nuestros productores, es de suma importancia el dotarlos de herramientas legales y políticas públicas que permitan y faciliten el fomento de su actividad expandiendo no sólo la denominada frontera agraria sino la generación de productos agroganaderos.

Es por ello, y teniendo como antecedente el proyecto Nº 8041-D-2010, de autoría del Diputado Arbo, José A. girado a las comisiones Legislación General y Agricultura y Ganadería es que solicitamos al cuerpo de legisladores acompañen el presente proyecto con su firma.

Nº3 HF

H.Cámara de Diputados de la Nación

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

Texto facilitado por los firmantes del proyecto. Debe tenerse en cuenta que solamente podrá ser tenido por auténtico el texto publicado en el respectivo Trámite Parlamentario, editado por la Imprenta del Congreso de la Nación.

	Nº de Expediente
	4132-D-2011

	Trámite Parlamentario
	113 (18/08/2011)

	Sumario
	DECLARAR DE INTERES DE LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION EL CURSO: "EL CONTRATISTA RURAL", A DICTARSE LOS DIAS 17 Y 18 DE AGOSTO DE 2011 EN LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES.

	Firmantes
	MARTINEZ, JULIO CESAR.

	Giro a Comisiones
	AGRICULTURA Y GANADERIA.


La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE:

Declarar de interés de esta H. Cámara el Curso: "El Contratista Rural", que se realizará entre los días 17 y 18 de agosto de 2011 en la Ciudad de Buenos Aires.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Organiza este Curso el Centro de Gestión Agropecuaria de la

Fundación Libertad 

El temario incluye los siguientes puntos:

I.- ANTECEDENTES EN ARGENTINA DE LA PRODUCCION PRIMARIA POR "CONTRATISTAS" a) Sus orígenes b) Su Evolución c) La Actualidad 

II.- MARCO CONTRACTUAL DE LA EMPRESA CONTRATISTA a) Formas de contratación en el sector b) Contratos agropecuarios

III.- ESCENARIO TRIBUTARIO DE LA EMPRESA CONTRATISTA a) Aspectos Tributarios b) Operaciones de Canje y Pagos en Especie. 

IV.- HERRAMIENTAS DE FINANCIACION DE LA EMPRESA CONTRATISTA a) Necesidades de Financiación b) Alternativas para la obtención de MEDIOS FINANCIEROS c) La importancia de una buena PLANIFICACION FINANCIERA 

V.- NORMATIVA DE CONTROL A LA EMPRESA CONTRATISTA a) Organismos de Contralor. b) Documentación exigida a la Producción Agrícola 

VI.- LOS MERCADOS GRANARIOS a) El proceso de FORMACION DE PRECIOS. b.- Los Mercados de FUTUROS Y OPCIONES. c.- La VISION de los MERCADOS GRANARIOS. 

Una interesante iniciativa que merece nuestro apoyo. Por ello, Sr. Presidente, solicito la aprobación del presente Proyecto

H.Cámara de Diputados de la Nación

PROYECTO DE LEY
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	Nº de Expediente
	1208-D-2011

	Trámite Parlamentario
	016 (28/03/2011)

	Sumario
	LEY DE CONTRATO AGRARIO: DISPOSICIONES GENERALES, ARRENDAMIENTO RURAL, PLAZO, OBLIGACIONES DE LAS PARTES, EXTINCION DEL CONTRATO, APARCERIAS Y MEDIARIAS; APARCERIAS AGRICOLAS Y PECUARIAS; PASTAJE; CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACION; CONTRATISTA RURAL; REGIMEN IMPOSITIVO; CONTRATOS GRAVADOS; ORGANOS DE APLICACION Y LAS COMISIONES ZONALES DE TENENCIA DE LA TIERRA Y DESARROLLO RURAL; CREACION DEL REGISTRO DE CONTRATOS AGRARIOS; DEROGACION DE LA LEY 13246, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES.

	Firmantes
	MACALUSE, EDUARDO GABRIEL - BENAS, VERONICA CLAUDIA - PARADA, LILIANA BEATRIZ - DONDA PEREZ, VICTORIA ANALIA.

	Giro a Comisiones
	LEGISLACION GENERAL; AGRICULTURA Y GANADERIA; PRESUPUESTO Y HACIENDA.


El Senado y Cámara de Diputados,...

CONTRATOS AGRARIOS

TITULO I Disposiciones Generales 

Artículo 1º - La presente ley será aplicable a todo contrato, cualquiera sea la denominación que las partes le haya asignado y a sus distintas modalidades, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas, conforme a sus preceptos, y a su finalidad agro económica.

Artículo 2º - Los preceptos de esta ley son de orden público y sus beneficios irrenunciables. Salvo los casos en que expresamente lo autorice, son nulas y carentes de todo valor cualesquiera cláusulas o pactos contenidos en los contratos que sean contrarios a la ley, y también los pactos y actos realizados en fraude a la misma, las que no impedirán la aplicación de las normas que se hubiere tratado de eludir.

Sólo serán renunciables los derechos del concesionario desde el momento en que puedan ser ejercitados. La renuncia deberá constar en documento público. 

Los derechos del concedente son renunciables con arreglo a las normas ordinarias.

Artículo 3º - En los contratos regidos por esta ley se aplicarán, en defecto de disposiciones expresas de la misma, en el siguiente orden:

a) Los convenios de las partes;

b) Los usos y costumbres locales;

c) Las normas del Código Civil.

Artículo 4º - Son insanablemente nulas y carentes de valor y efecto las cláusulas que impongan al concesionario condiciones o prestaciones diferentes de las que le son propias conforme a lo establecido en esta ley, o gastos por reparaciones u otros conceptos que por ley no le corresponden, en especial las que obliguen a:

Obliguen a vender, asegurar, transportar, depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada;

a) Vender, asegurar transportar depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada; 

b) Contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, 

semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia, a persona o empresa determinada;

c) Utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de los productos;

d) Constituir en el contrato o en cualquier acto posterior un domicilio especial distinto al real de las partes.

Artículo 5º - Se declaran inembargables, inejecutables y no afectadas al privilegio del concedente, los muebles, ropas y útiles domésticos del concesionario; las maquinarias, enseres, elementos y animales de trabajo, rodados, semillas y otros bienes necesarios para la explotación del predio; los bienes para la subsistencia del concesionario y su familia durante el plazo de un año, incluidos semovientes y el producido de la explotación, dentro de los límites que reglamentariamente se fijen. Los beneficios que acuerda este artículo no afectarán al crédito del vendedor de los bienes declarados inembargables e inejecutables y no comprenderán a los arrendatarios que sean sociedades de capital.

TITULO II Del Arrendamiento Rural 

Artículo 6º - Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, arrendatario, el uso y goce de un predio rural, con destino a la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones y la otra a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie.

Arrendamiento de explotación o establecimiento. El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

Artículo 7º -Si el precio fuere fijado en especie, el arrendatario se liberará pagando su equivalente en dinero. Igualmente, el arrendador podrá exigir la conversión en dinero, comunicándolo al arrendatario. El precio será determinado aplicando la cotización del producto en el puerto o mercado institucional que establezca el contrato o en su defecto en el más cercano

Artículo 8º -Las partes podrán también convenir que el precio consista en un porcentaje de los frutos. 

Sin perjuicio de la obligación de rendición de cuentas a cargo del arrendatario y de las estipulaciones contractuales relativas al control permitido al arrendador, será causa de resolución del contrato a instancia del arrendador la deslealtad o fraude por parte del arrendatario en la valoración o en la entrega al arrendador de los frutos que le correspondan.

Corresponde al arrendatario determinar la empresa donde entregará los frutos. Esta atribución admite pacto en contrario contractual expreso, exclusivamente en cuanto a la proporción correspondiente al arrendador.

Las partes contribuirán al seguro concertado por cualquiera de ellas, en proporción a sus respectivas participaciones. 

Serán aplicables los artículos 14 y 15 de esta ley.

Artículo. 9º - Prohíbese convenir como retribución, además de una suma determinada de dinero o una cantidad o porcentaje fijo de frutos en la distribución de los mismos, un adicional a abonarse en dinero o en especie de acuerdo a la cotización o la cantidad de frutos obtenidos, o en trabajos ajenos a la explotación del predio arrendado a efectuarse bajo la dependencia del arrendador por el arrendatario, aparcero y sus familias. 

Artículo 10º. -Si se produjera la pérdida total o parcial de la cosecha debida a caso fortuito o fuerza mayor que implique riesgos no asegurables, el arrendatario tendrá derecho a la remisión proporcional del precio del arrendamiento, excepto si la pérdida resulta compensada con el producido de las cosechas precedentes.

Si la pérdida no resultara compensada, la remisión no podrá tener lugar sino al final del arrendamiento, en cuya oportunidad se efectuará computando el resultado de las cosechas obtenidas durante toda la vigencia del contrato. Hasta tanto se opere la compensación final, podrá dispensarse provisoriamente al arrendatario del pago del precio a la pérdida sufrida.

Artículo 11º. - La remisión que se acuerde, así como también la dispensa provisional, será en proporción al perjuicio sufrido y procederá siempre que la pérdida de cosecha sea superior al cincuenta por ciento tomando en consideración los rendimientos promedios del campo o, si ello fuera posible, los de la zona corregidos en función de la calidad relativa de aquel.

Artículo 12º - Si la compensación se opera con beneficios extraordinarios posteriores a la dispensa provisional acordada, al arrendador podrá solicitar el reintegro de la suma que corresponda, quedando facultado el arrendatario a hacerlo en tantas cuotas iguales como sean necesarias para hacer coincidir el resarcimiento total de arrendador con el vencimiento del último pago de arrendamiento que resulte del contrato existente. Si los beneficios extraordinarios, anteriores o posteriores al acontecimiento que motivó la remisión, no alcanzaren para compensar totalmente la dispensa, ésta quedará igualmente satisfecha con los que haya sido posible lograr.

Artículo 13. - El arrendatario deberá comunicar formalmente al arrendador dentro de los treinta días de producido el caso fortuito o la fuerza mayor, su voluntad de acogerse a la remisión, cuando los efectos del evento dañoso sean perfectamente determinables en cuanto a su origen y magnitud. La falta de comunicación en término importará la pérdida del derecho a la remisión.

Artículo 14. -Transcurrido el primer año de vigencia del contrato, cualquiera de las partes podrá pedir la revisión del precio, cuando exista desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos obtenidos debido a causas de índole general o regional.

La revisión del precio sólo tendrá efecto respecto de los vencimientos posteriores a la demanda.

Artículo 15. -La facultad de peticionar la remisión o revisión del precio previsto en los artículos precedentes no excluye el derecho del arrendatario a peticionar la resolución del contrato de acuerdo con el artículo 1.198 del Código Civil.

Artículo 16. -Cuando en los contratos a que se refiere este capítulo no se estipule plazo o se estipule uno inferior a cinco años, el arrendatario tendrá derecho a considerarlo en iguales condiciones por dicho término, no obstante cualquier cláusula que se oponga o agrave las prestaciones a su cargo.

El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca u organismo que lo reemplace podrá establecer, para actividades y regiones determinadas que lo justifiquen especialmente y con los recaudos que la reglamentación determine, plazos mínimos legales superiores al establecido en el primer párrafo y hasta el máximo permitido por el artículo 1.505 del Código Civil. 

Artículo 17. -Todo contrato sucesivo entre las partes con respecto al mismo predio se considerará un nuevo contrato y cuando no se estableciera plazo o se estipulara uno inferior a cinco años, facultará al arrendatario a considerarlo celebrado en iguales condiciones por dicho término, no obstante cualquier cláusula en contrario. 

A tal efecto no se considerará nuevo contrato cualquier cambio de ubicación de la superficie arrendada dentro del mismo predio que se conviniere entre las partes durante los plazos a que se refiere este artículo, siempre que la nueva superficie no sea inferior en un diez por ciento a la contratada originariamente.

Artículo 18. -Vencido el término legal o pactado, si este último fuera mayor, el arrendatario deberá restituir el predio al arrendador sin ningún derecho a plazo suplementario para el desalojo y entrega libre de ocupantes. 

No obstante, si el arrendador consintiera que el arrendatario continúe en el uso y goce del predio luego de vencido el contrato, sin haber manifestado su voluntad en forma fehaciente de exigirle la restitución del mismo, o en su caso celebrado nuevo contrato, el arrendatario tendrá derecho a continuar la explotación hasta el vencimiento del año agrícola posterior. Se considerará que el arrendador consintió la continuación en el uso y goce del predio por el arrendatario si no le requirió fehacientemente la restitución dentro de los treinta días posteriores al vencimiento del plazo.

Producida la continuación del arrendamiento por aplicación del párrafo precedente, si el arrendador no hiciere saber fehacientemente al arrendatario con antelación no menor de tres meses a la finalización del año agrícola su decisión de dar por concluido el contrato, el arrendatario podrá considerar, sin necesidad de comunicación alguna, prorrogado su plazo hasta completar los cinco años de plazo contados a partir de la expiración del plazo originario.

Al vencimiento del plazo prorrogado será igualmente de aplicación esta norma. 

Artículo 19. -Los contratos en los cuales el arrendatario se obligue a realizar obras de mejoramiento del predio, tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento u otras que retarden la productividad de su explotación por un plazo superior a dos años, podrán celebrarse hasta por el plazo máximo de veinte años. En estos casos el plazo establecido en el artículo 16 se computará desde la fecha en que por lo menos las dos terceras partes del predio se encuentren en condiciones de productividad. 

Fuera de estos casos, el plazo máximo del contrato de arrendamiento rural será de diez años de acuerdo con el artículo 1.505 del Código Civil.

Artículo 20. - No se aplicará el plazo legal previsto en el artículo 16 a los contratos que se celebren con carácter accidental en los siguientes supuestos:

a) Los contratos celebrados por una sola cosecha con el objeto de permitir a su levantamiento iniciar la explotación agrícola del arrendador o el de formar o renovar pastoreos con el cultivo consociado con especies mejoradas o forrajeras, o para permitir cultivarlas con posterioridad al levantamiento, pudiendo en este caso estar las tareas de preparación a cargo del arrendatario accidental; 

b) Los contratos celebrados por una sola cosecha que respondan a circunstancias o necesidades productivas o económicas de carácter excepcional y transitoria, debidamente justificadas, de una explotación agropecuaria en actividad o de su titular, quien a la vez tenga la disposición del predio;

c) Los contratos celebrados por una cosecha para la producción de semillas, siempre que el lote sea debidamente denunciado como semillero ante el organismo pertinente; 

d) Los contratos en virtud de los cuales se concede el uso y goce de un predio con destino exclusivo para pastoreo, celebrado por un plazo no mayor de un año. Quedarán no obstante incluidos en el plazo del artículo 16 cuando el arrendador imponga, autorice o consienta al arrendatario la realización de cualquier clase de trabajos culturales utilizables para las explotaciones agrícolas, aunque tengan por objeto el cultivo de especies forrajeras.

Los contratos accidentales a que se refiere este artículo deberán ser redactados por escrito y las firmas de las partes certificadas ante jueces de paz o comunales, escribano público u otro oficial público. Deberán ser presentados, a instancia de cualquiera de las partes, ante la autoridad judicial competente para su calificación y homologación. La presentación deberá acompañarse con dictamen de profesional especializado que justifique que el contrato presentado responde a alguno de los incisos precedentes, siendo pasible el mismo de las sanciones que fije la reglamentación en caso de inexactitud o falsedad; dicho dictamen podrá ser reemplazado por un informe idéntico de la Comisión Zonal de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural si estuviere en funcionamiento. El tribunal dictará resolución fundada calificando el contrato como accidental por encontrarlo incluido en los supuestos previstos.

La reglamentación podrá establecer que la presentación se realice en las mismas condiciones ante el organismo administrativo de aplicación prevista en el artículo 92 de esta ley, que dictará resolución fundada de calificación. 

Cuando el contrato haya sido calificado y homologado por autoridad judicial, al vencimiento del mismo la presentación del testimonio que expida el tribunal será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva.

El contrato y la sentencia de calificación y homologación, o la resolución administrativa de calificación en su caso, serán comunicados para su inscripción en el Registro de Contratos Agrarios. 

La omisión de las formalidades y calificación prevista precedentemente determina la aplicación del artículo 16.

Artículo 21. - Será no obstante de aplicación el artículo 16 en los contratos contemplados en el artículo precedente: 

a) En caso de prórroga o renovación, o cuando el tenedor del predio, previa notificación formal al propietario lo conserve por un término mayor al establecido sin oposición documentada de éste. A tales efectos habrá prórroga cuando el uso y goce del predio se prolongue, con la conformidad expresa o tácita del arrendador, por un plazo, cierto o incierto, inferior al pactado, y renovación cuando las partes convengan expresamente la continuación del contrato vencido, en las mismas condiciones sustanciales y por idéntico plazo; 

b) En caso de nueva contratación accidental entre las mismas partes sobre el mismo predio, si no ha transcurrido por lo menos el término de tres años desde el vencimiento del anterior contrato, aun cuando haya obtenido resolución administrativa o sentencia de calificación y homologación; 

c) En caso de celebrarse un nuevo contrato accidental con distinto arrendatario sobre el mismo predio, sin que haya transcurrido como mínimo tres años desde el vencimiento del precedente, con la sola comunicación del nuevo arrendatario, aun cuando haya obtenido resolución administrativa o sentencia de calificación y homologación; 

d) En cualquier caso que se compruebe que no se los aplica para las finalidades y supuestos contemplados precedentemente, sino como un medio habitual de ceder el o y goce del predio para la explotación agrícola eludiendo proporcionar la garantía de estabilidad y los demás beneficios que esta ley acuerda. Constatada la violación por la Comisión Zonal de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural, o comprobada sumariamente ante el juez competente por el interesado, el arrendatario que se encuentre en la tenencia del predio gozará del plazo del artículo 16 y siguientes. Sin perjuicio de ello, la reglamentación establecerá la penalidad aplicable a quien incurra en la práctica descrita. Subarriendo, cesión y sucesión 

Artículo 22. -Queda prohibido al arrendatario el subarriendo o las cesiones totales o parciales del predio o del contrato. 

Queda exceptuado de esta disposición la cesión del predio para pastoreo de rastrojo y de los aprovechamientos secundarios del predio. 

Las prohibiciones de subarrendar y ceder no obstarán a las operaciones de esta índole que se efectúen a favor de los productores agrarios asociados cuando se trate de arrendamientos colectivos, o de los socios en los arrendamientos concedidos a sociedades cooperativas, o de los integrantes de una sociedad civil o de hecho de carácter familiar o de una explotación familiar colectiva cuando el arrendamiento se hubiera celebrado con uno o algunos de sus miembros. 

No se considerará cesión ni por ende violatoria de esta norma, ni alterará por ende las obligaciones del arrendatario emergentes del contrato de arrendamiento: 

a) La integración del arrendatario a una asociación de productores para la realización en común de una o varias tareas culturales o fases de la actividad de su empresa, o con las finalidades del artículo 25 segundo párrafo;

b) La aportación en uso para la formación de explotaciones agrarias asociativas que integre o a sociedades de exclusivo objeto agrario;

c) La celebración de medierías agrícolas por el arrendatario, salvo en el caso de arrendamiento parciario;

d) La celebración por el arrendatario de aparcerías o medierías pecuarias y contratos de capitalización de hacienda, destinando para ello el predio arrendado, siempre que no se haya establecido en el arrendamiento el objeto exclusivamente agrícola;

e) La celebración de contratos en participación por parte del arrendatario como asociante. 

Artículo 23. - Si ocurriese la muerte, incapacidad o imposibilidad física del arrendatario será permitida la continuación del contrato, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta de segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación; o su rescisión a elección de los mismos.

Artículo 24. - Son obligaciones de las partes, además de las establecidas en el Código Civil, las siguientes:

1. Del arrendatario:

a) Explotar el suelo racionalmente de modo de impedir su erosión, degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contenga el contrato;

b) Realizar la explotación con arreglo a las reglas del buen cultivo practicando una agricultura sostenible, resguardando la diversidad biológica;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional;

d) Mantener el predio libre de plagas y malezas asumiendo los gastos que demande la lucha contra las mismas, si éstas existieran al tiempo de celebrarse el contrato, o contribuir con el 50 % de dichos gastos si ocupó el predio en esas condiciones. En ambos casos, para la lucha contra las plagas y malezas no podrán utilizarse plaguicidas o pesticidas u otros productos que atentan contra la conservación del suelo u otros recursos naturales;

e) Conservar las mejoras del predio que deberá entregar al vencimiento del contrato en las condiciones que lo recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso normal y la acción del tiempo; en defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando se trate de arrendamiento de explotación o establecimiento, devolver los bienes entregados en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, máquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió;

f) Inscribir el contrato en el Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario respectivo.

2. Del arrendador:

a) Contribuir con el 50 % de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas si el predio las tuviera al contratar; 

b) Inscribir el contrato Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario respectivo;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional.

Artículo 25. - El arrendatario puede tomar todas las iniciativas de gestión requeridas para la racional cultivación del fundo, la cría de los animales o para el ejercicio de las actividades conexas. 

El arrendatario puede participar en organismos asociativos ya sea para la conducción, la transformación o el mejoramiento del fundo y para la transformación y comercialización de la producción. 

Son nulas las cláusulas contenidas en los contratos que limiten los poderes reconocidos al arrendatario, o que impongan cualquier restricción sobre los cultivos o sobre el destino de los productos, salvo que tengan por fin evitar que la tierra sea esquilmada, o sean consecuencia de disposiciones legales o reglamentadas. 

Artículo 26. - El contrato de arrendamiento concluye en los siguientes casos: 

a) Por vencimiento del término legal o del término pactado, si este último fuera mayor de acuerdo con lo establecido en el artículo 16; 

b) Por abandono injustificado de la explotación por parte del arrendatario; 

c) Por falta de pago de arrendamiento en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados en él, o su equivalente en dinero, en su caso. Si no existiese contrato o no se estableciera en él el período de pago, se estará a lo dispuesto en el artículo 1.579 del Código Civil, y en cuanto a los períodos de pago se tendrán en cuenta los usos y costumbres locales. La falta de pago en cualquiera de los casos establecidos precedentemente facultará al arrendador a exigir el desalojo del inmueble y al pago de las sumas adeudadas; 

d) Por resolución del contrato en el caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato pusieran a cargo del arrendatario;

e) En el caso previsto en el artículo 23;

f) Por extinción del usufructo en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario. En este caso, el arrendatario tendrá derecho a continuar la explotación del predio hasta el vencimiento del año agrícola siguiente, o del plazo de un año si se tratara de explotación ganadera, luego de cesado éste.

Artículo 27. - Los contratos del arrendamiento deberán redactarse por escrito. Si se hubiese omitido tal formalidad y se probare su existencia de acuerdo con las disposiciones generales, se lo considerará encuadrado en los preceptos de esta ley y amparado por todos los beneficios que ella acuerda. 

Sin perjuicio de ello, el arrendatario podrá pedir al organismo de aplicación que se emplace a su arrendador a otorgarle contrato escrito. La reglamentación establecerá el procedimiento pertinente. 

Los contratos de arrendamiento deberán ser obligatoriamente inscritos en el registro especial creado por esta ley y en el registro inmobiliario de la jurisdicción territorial respectiva por cualquiera de las partes. Si la inscripción se efectuara dentro de los 15 días de su celebración, el contrato producirá efectos contra terceros desde esta fecha y fuera de ese término desde la fecha de su inscripción. 

El arrendador será responsable de los daños y perjuicios que ocasione el arrendatario por su omisión de inscribir el contrato respectivo.

Artículo 28. - El arrendatario puede hacer en la cosa arrendada, siempre que no haya sido citado para la restitución de la cosa, sin conformidad del concedente y no obstante cualquier cláusula en contrario, las mejoras que considere convenientes para su utilidad o comodidad. Después de hecho el contrato el concedente tampoco podrá prohibir al arrendatario o aparcero que haga mejoras. Es aplicable a los contratos agrarios el artículo 1.536 de Código Civil, cuando se trate de mejoras necesarias y útiles. 

Artículo 29. - El arrendador sin derecho por ello a elevar renta está obligado a realizar todos los gastos, obras y reparaciones necesarias con el fin de conservar la finca en el estado de servir para el aprovechamiento o explotación que fuere destinada. 

Artículo 30. - Cuando el arrendador omitiere o retardare en ejecutar la realización de los trabajos que le incumben se estará a lo dispuesto en los artículos 1.518, 1.519, 1.520 y 1.521 del Código Civil.

Artículo 31. - Se entiende por mejoras útiles, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 591 del Código Civil no sólo las que sean indispensables para la conservación de la cosa y las de manifiesto provecho para cualquier poseedor de ella, sino también las que aumenten la producción y la rentabilidad o valor agrario de la misma.

Artículo 32. - El arrendatario podrá realizar las mejoras a que se refiere el artículo 30 siempre que no menoscaben el valor de la finca debiendo previamente comunicar por escrito el plan circunstanciado de las mejoras proyectadas que se entenderán consentidas si no mediare oposición en el término de un mes. Si existiera oposición resolverá la comisión arbitral, o en su defecto el juez en juicio sumario.

Artículo 33. - El arrendador puede por sí solo realizar en la finca cualquier mejora de las mencionadas en el artículo anterior, siempre que no se menoscabe por ella su rendimiento o el uso agrícola a que ha sido destinado, sin perjuicio del derecho del arrendatario a la reducción de la renta mientras duren las obras y la indemnización de los perjuicios que pudieran causarse. Realizadas las mejoras, el arrendador tendrá derecho a elevar la renta en proporción a la mayor productividad o rentabilidad concedida. 

Establecida la nueva renta que corresponda a la finca mejorada, dentro de los tres meses siguientes a su notificación al arrendatario podrá: 

a) Continuar la relación arrendaticia a la nueva renta fijada;

b) A rescindir el contrato.

Si el arrendatario no hace uso de estas facultades dentro de los tres meses, se entiende que opta por continuar el arrendamiento sujetándose a la nueva renta.

Artículo 34. - Concluido el contrato por cualquier causa, el arrendatario podrá optar:

a) Por retirar las mejoras realizadas por él, si la finca no sufriere deterioro; 

b) Por exigir al arrendador, a elección de éste, se le abone:

1. El mayor valor que por causa de las mejoras introducidas tenga por entonces la finca.

2. O bien su valor actual.

3. Si el arrendatario exige que se le abonen las mejoras, se determinará por acuerdo entre las partes o en su caso, en juicio arbitral, la cantidad que debe ser reembolsada por el arrendador, así como la renta que correspondería a la finca mejorada.

Artículo 35. - Si el contrato se resuelve por culpa del arrendador está obligado a pagar también las mejoras voluntarias. 

TITULO III De las Aparcerías y Medierías

CAPITULO I De las Aparcerías

Artículo 36. - Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos. 

La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador.

Artículo 37. - Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamento:

1. Del aparcero tomador:

a) Realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato;

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido o en su defecto el que determinen los usos y costumbres locales, y realizar la explotación con sujeción a las leyes y reglamentos agrícolas y ganaderos, debiendo practicar una agricultura sostenible resguardando la diversidad biológica, contribuyendo con el 50 % de los gastos que ella demande;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso y la acción del tiempo. En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando haya recibido en aparcería una explotación o establecimiento, devolver los bienes integrantes en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, máquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió;

e) Salvo estipulación o usos en contrario, hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta tanto se proceda a su separación; 

f) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones y contribuir con el 50 % de los gastos que demande la lucha contra las mismas, si éstas existieran al ocupar el campo; 

g) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas; 

h) Inscribir el contrato en el Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario;

i) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes.

2. Del aparcero dador:

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas;

b) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine:

1. Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo. Deberá actualizar dicho inventario con los cambios que se produzcan, para lo cual el aparcero está obligado a hacerle llegar la correspondiente información.

2. Los demás aportes que efectúe.

3. Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos de cada cosecha y liquidación. La omisión o alteración de las anotaciones constituirá una presunción en su contra;

c) Contribuir con el 50 % de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al contratar;

d) Contribuir con el 50 % de los gastos que demande la realización de una agricultura sostenible; 

e) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

f) Inscribir el contrato en el Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario respectivo.

Artículo 38. - Toda acción emergente del contrato de aparcería prescribirá a los cinco años.

Artículo 39. - Son aplicables a los contratos de aparcería en los que se conceda el uso y goce de un predio rural, los preceptos de los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 24 inciso 1 a) y b), 25, 27 y 28 a 35 inclusive. 

Artículo 40. - Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por el vencimiento del término legal o del término pactado, si éste fuere mayor, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18; 

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. No obstante en este caso podrá continuarse el contrato por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta el segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación, previa notificación formal al aparcero dador en el plazo de 30 días. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria del aparcero ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscrito en el registro inmobiliario respectivo;

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato pusieran a cargo del aparcero;

d) Por resolución del contrato en caso de abandono injustificado de la explotación por el aparcero, o por incumplimiento en la entrega de la parte de los frutos que correspondan al dador. En estos casos puede pedirse el desalojo del predio y la restitución de las cosas objeto de contrato en juicio sumario.

Artículo 41. - Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero. 

Los contratos que importen conjuntamente un contrato de arrendamiento y otro de aparcería se regirán por las normas respectivas de esta ley. 

Sección Primera De las Aparcerías Agrícolas 

Artículo 42. - El porcentaje en la distribución de los frutos que las partes convengan deberá guardar equitativa proporción con los aportes que las mismas realicen para la explotación. El porcentaje sólo será revisable cuando por cualquier causa se produzca un desequilibrio en la proporcionalidad de los aportes.

Artículo 43. - La distribución de los frutos se hará previa deducción de la semilla empleada por el aparcero tomador, salvo que la hubieran aportado ambas partes o hubieran dispuesto compensar su costo con otros aportes del aparcero dador. 

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra. 

Artículo 44. - La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de aquéllas.

Sección Segunda De las Aparcerías Pecuarias 

Artículo 45. -Habrá aparcería pecuaria cuando las partes se asocian para la crianza y explotación de ganado y para el ejercicio de las actividades conexas, a fin de distribuir el aumento del ganado y de los otros productos y utilidades que de él deriven. El aumento puede consistir tanto en las crías que se hayan producido como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato.

Artículo 46. -La estimación del ganado al celebrarse el contrato no transfiere su propiedad al aparcero tomador. La estimación debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado y el respectivo precio en el mercado. La estimación servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar el concedente a la terminación del contrato. 

Artículo 47. - Los contratos de aparcería pecuaria en los que no se conceda además de los animales el uso y goce del precio necesario para la explotación, se regirán por el plazo que las partes convengan o en su defecto por el que determinen los usos y costumbres locales.

Artículo 48. - La dirección de la empresa corresponde al aparcero, el cual debe ejercitarla según las reglas de la buena técnica de la crianza de ganado.

Artículo 49. - El aparcero debe prestar el trabajo necesario para la custodia y crianza del ganado entregado, para la elaboración de los productos y para el transporte hasta los lugares de depósito ordinario. 

El aparcero debe usar la diligencia del buen ganadero. 

Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero.

Artículo 50. - El dador de animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero en la posesión de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros. 

El aparcero no responderá de la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

Artículo 51. - Si la propiedad o el goce del ganado dado en aparcería es transferido a otros, el contrato no se extingue, y los créditos y las deudas del concedente que derivan de la aparcería pasan al adquirente en proporción a la cuota adquirida, salvo en lo que respecta a las deudas en las que existe la responsabilidad solidaria del concedente. Si la transferencia comprende la mayor parte del ganado, el aparcero puede en el término de un mes desde que haya obtenido conocimiento de ella, rescindir el contrato con efecto a la finalización del año en curso.

Artículo 52. - Los aumentos, los productos, las utilidades y los gastos se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos. 

Es nulo el pacto por el cual el aparcero debe soportar las pérdidas en una proporción mayor que las ganancias. 

Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o de los frutos y productos de los mismos.

Artículo 53. - A la terminación del contrato las partes deben proceder a una nueva estimación del ganado. 

El concedente retira, de acuerdo con el contrato, un conjunto de cabezas igual a las que se hayan aportado, de acuerdo al número, a la raza, al sexo, al peso, a la calidad y a la edad que corresponda. El resto se divide de acuerdo a lo establecido en el artículo 52. 

Si no existen cabezas suficientes para igualar la estimación inicial, el concedente toma las que quedan.

Artículo 54. - La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del concedente. 

En el caso de muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero, se observan en cuanto sean aplicables, las disposiciones contenidas en el artículo 40 inciso b), de la presente ley. 

Artículo 55. - Son aplicables a los contratos de aparcería pecuaria la norma establecida en el artículo 27. 

CAPITULO II De las Medierías 

Artículo 56. - Habrá mediería cuando ambas partes se asocian para realizar la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse los frutos, aportando una de ellas animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo, y la otra se obliga a realizar personalmente la explotación con o sin personal a su cargo pudiendo también aportar animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo. 

Ambas partes contribuyen en forma equivalente con el capital necesario, y con los gastos de explotación, con igualdad de poderes en la dirección y administración. 

Los frutos se reparten en partes iguales. Al momento del reparto las partes podrán disponer una proporción distinta en compensación de los mayores gastos en la explotación que alguna de ellas hubiere realizado. 

Las medierías no constituyen sociedades ni son sujetos de derecho. Cada uno de los medieros es considerado empresario autónomo, y será responsable por las obligaciones fiscales y las emergentes de la legislación laboral, previsional y de seguridad social por sus dependientes y familiares colaboradores. 

Las medierías quedan sometidas en cuanto al plazo a lo dispuesto en los artículos 15 y 16, y le son aplicables supletoriamente y en cuanto sean compatibles las normas de las aparcerías.

TITULO IV Del pastaje 

Artículo 57. - Existe contrato de pastaje cuando el concedente de los pastos, sin entregar la tenencia de un predio rural cuyo uso y goce dispone a cualquier título, le concede a otro el derecho de hacer pastar al ganado mediante el pago de un precio en dinero por cabeza de animal y por un plazo determinado. 

Artículo 58. - El concesionario debe limitarse a hacer pastar los animales y suministrarle la bebida necesaria sin poder realizar ningún otro acto de utilización del fundo. Salvo convención expresa en contrario tampoco podrá utilizar las mejoras existentes en el predio excepto el caso de los alambrados u otros medios de encerramiento y bebida. 

Artículo 59. - El dueño del ganado sólo puede exigir el cuidado o custodia de los animales en el caso en que expresamente se haya convenido. Se presumirá que existe tal obligación cuando el dueño de los pastos y tenedor del predio habite en él con personal encargado de atender el ganado, darle de beber, y cambiarlo de potrero cuando sea necesario. 

Artículo 60. - La persona que tiene a su cargo la custodia, con arreglo a lo dispuesto precedentemente, es responsable de los daños y perjuicios que los animales puedan causar a terceros estando el predio debidamente cercado.

Artículo 61. - El dueño de los animales no es responsable por la muerte o desaparición de los animales que pasten en el predio por causas naturales o por cualquier otra causa que no le sea imputable.

Artículo 62. - No existiendo contrato escrito, cualquiera de las partes puede resolverlo en cualquier momento dando aviso fehacientemente a la contraparte. En este caso los animales deberán ser retirados en forma inmediata por el dueño de los mismos.

TITULO V De los Contratos Agrarios en Participación 

Artículo 63. - Con el contrato agrario de asociación en participación el asociante atribuye al asociado, como contrapartida su determinado aporte, una participación en las utilidades de la explotación o de una cosecha, cría, engorde o negocio determinado. El aporte del asociado puede consistir en dinero, insumos o prestaciones de servicio. 

Las partes establecen libremente la duración del contrato. Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones solamente hacia el asociante. 

Salvo pacto en contrario, el asociante puede convenir participaciones a varios asociados. 

La gestión de la empresa y de la producción corresponde al asociante, sin perjuicio de lo convenido respecto del control y de su obligación de rendir cuentas. 

Salvo pacto en contrario, el asociado participa a las pérdidas en la misma medida que a las utilidades, pero las pérdidas que recaen sobre el asociado no pueden superar el valor de su aporte.

TITULO VI Del Contratista Rural 

Artículo 64. - Es contratista rural o locador de obra, quien toma a su cargo la realización en un predio rústico cuya tenencia, posesión o propiedad pertenece a otro, llamado locatario rural, una o más tareas culturales y obras, o la totalidad de ellas dirigidas a la obtención de frutos agrícolas y/o su recolección que ejecuta con maquinarias, herramientas o equipos rurales y mano de obra propia o ajena de que dispone, sin mediar relación de dependencia con quien las encarga percibiendo como retribución un precio en dinero, un porcentaje de los frutos obtenidos o una cantidad fija de ellas.

Artículo 65. - El contrato de locación de obra rural es una especie del contrato de locación de obra legislado en el Código Civil, cuyas disposiciones le son aplicables en cuanto no hayan sido modificadas por la presente ley.

Artículo 66. - El contrato de locación de obra rural debe formalizarse por escrito.

Artículo 67. - El contratista rural debe realizar las obras o tareas culturales en tiempo oportuno conforme a la buena técnica agrícola y a las costumbres del lugar empleando las herramientas y maquinarias adecuadas para obtener el resultado previsto.

Artículo. 68. - Los trabajos o tareas que el contratista toma a su cargo serán realizadas en miras a una agricultura sustentable teniendo en cuenta principalmente la conservación del suelo de modo de evitar su degradación, erosión o agotamiento, resultando responsable de los daños que una explotación irracional ocasione al locatario. 

A este efecto es aplicable lo dispuesto en el artículo 1.631 del Código Civil.

Artículo. 69. - El contrato de locación de obra rural concluye con la finalización de las tareas u obras que tomó a su cargo, o al levantamiento de los cultivos realizados en tiempo oportuno debiendo en forma inmediata retirar del predio al personal, equipos, maquinarias y herramientas empleados dejándolo libre de ocupantes y de ocupación, bajo apercibimiento en caso contrario de considerar su conducta como usurpación con arreglo a lo dispuesto en los Artículos 2.364 y 2.372 del Código Civil.

TITULO VII Del régimen impositivo de los contratos

CAPITULO I De los Contratos Promovidos

Artículo 70. - Serán considerados contratos promovidos los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías que cumpliendo las condiciones del artículo 72 sean celebrados en carácter de arrendatario, aparcero tomador o mediero por el o los titulares de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de personas físicas o jurídicas, según lo establecido por la ley 25.300.

Los beneficios del presente título se extenderán a los contratos que tengan por objeto la explotación ganadera y tambera en todas sus modalidades. También gozarán del régimen fiscal promovido los contratos agrarios en participación en los que el asociante sea un arrendatario en un contrato promovido, alcanzado los beneficios a las siguientes partes:

a) Al contratista rural asociado, respecto de los bienes destinados a cumplir el aporte y los productos que integren su participación;

b) Al proveedor de insumos asociado en el mismo caso;

c) Al inversor asociado en el mismo caso.

Artículo 71. - Se considerará también como contrato promovido el contrato agrario en participación que celebre como asociante quien o quienes ostenten el carácter de titular de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de persona física o jurídica, y sea a su vez propietario o usufructuario del inmueble rural, con un contratista rural y/o un proveedor de insumos y/o inversor como asociados. El contrato deberá tener una duración mínima de cinco años, y se ajustará en cuanto resulte compatible a las demás condiciones del artículo 72. 

Al asociante y asociados corresponderán, en cuanto sean aplicables y sin perjuicio de los que establezca además la ley especial, los beneficios de los artículos 73, 74 y 75 de esta ley. 

Artículo 72. - Dichos contratos promovidos deberán:

a) Ser celebrados, en todos los casos, por el plazo mínimo previsto en el artículo 16 de esta ley, sin perjuicio de los incentivos a los contratos de mayor duración; 

b) Ajustarse a las demás previsiones de esta ley;

c) El predio cedido o aportado no podrá exceder de tres unidades económicas, según las normas provinciales vigentes. Cuanto no existieran normas provinciales al respecto, la superficie de la unidad económica a los efectos de esta ley será determinada por la comisión zonal o, en su defecto, por el organismo de aplicación que designe la reglamentación; 

d) Los arrendatarios, aparceros tomadores o medieros incluidos en el artículo 73 podrán celebrar más de un contrato promovido, pero los mismos en su totalidad no podrán exceder la superficie referida en el inciso precedente. Esta limitación no rige para los propietarios, arrendadores o aparceros dadores; 

e) Los contratos deberán prever prácticas conservacionistas y de sustentabilidad. En caso de que se hubieran dictado normas generales aplicables, deberán ajustarse a las mismas; 

f) Los contratos serán presentados ante el organismo que establezca la reglamentación, que dictará la pertinente resolución de promoción y ordenará la registración.

Artículo 73. - Los contratos promovidos gozarán de beneficios impositivos y financieros de conformidad con el régimen de promoción de esta ley. 

En los casos que por ley, reglamento o resolución de la autoridad de aplicación se considere conveniente, los sujetos comprendidos en el artículo 73 podrán también beneficiarse con aportes no restituibles. Especialmente, dicho beneficio podrá preverse:

a) Para quienes revistan de agricultores familiares titulares de microempresas rurales de acuerdo a la reglamentación de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa;

b) Para la iniciación y radicación de jóvenes agricultores que solos o asociados constituyan una micro o pequeña empresa agropecuaria; 

c) Para quienes posean títulos técnicos o profesionales en carreras vinculadas con las ciencias agrarias, veterinarias o de administración rural.

Artículo. 74. - Se establecen los siguientes beneficios fiscales: 

1. Para los arrendatarios y aparceros tomadores:

a) Disminución de la alícuota del impuesto a las ganancias provenientes del contrato promovido en un 33 %;

b) Devolución anticipada del impuesto al valor agregado de bienes adquiridos a los efectos del cumplimiento del objeto del contrato promovido. Dicha devolución procederá en la medida en que los importes de los mismos no hayan sido absorbidos por los respectivos débitos fiscales originados en la venta de productos vinculados al cumplimiento del objeto del contrato promovido 

c) Amortización acelerada de bienes adquiridos al efecto del cumplimiento del contrato promovido;

d) Eximición del impuesto a la ganancia mínima presunta. 

2. Para los arrendadores y aparceros dadores:

a) Disminución de la alícuota del impuesto a las ganancias provenientes del contrato promovido en un 20 %;

b) Régimen de amortización acelerada en bienes de capital adquiridos por el aparcero dador para ser aportados en aparcerías; 

c) Régimen especial de devolución acelerada en el IVA sobre la venta de los productos provenientes de la participación del aparcero dador o renta del arrendador parciario o cuando haya sido fijada y recibida en especie.

Artículo 75. - Cuando el plazo del contrato sea de ocho o más años, los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el artículo 74 se incrementarán al 40 % para el tomador y al 25 % para el dador.

Artículo 76. - Los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el artículo 74 se incrementarán al 40 % para el arrendador y al 25 % para el aparcero dador, cuando quien revista tal carácter en un contrato promovido sea en total propietario de no más de una unidad económica. 

Artículo 77. - En las medierías, ambas partes gozarán de los beneficios previstos, respecto de los bienes aportados y productos obtenidos con motivo del contrato.

Artículo 78. - Se invita a las provincias a adherir a lo dispuesto en este capítulo, a fin de: 

a) Eximir a los contratos promovidos del impuesto de sellos;

b) Bonificar parcialmente el impuesto inmobiliario rural de los inmuebles dados en arrendamiento, aparcerías u objeto de medierías en los contratos promovidos;

c) Disminuir las alícuotas del impuesto a los ingresos brutos sobre las ventas de productos por los concedentes o concesionarios y medieros en los contratos promovidos. 

Artículo. 79. - Los contratos promovidos gozarán de estabilidad fiscal durante su vigencia. De esta manera cualquier modificación de los beneficios previstos en esta ley operarán para el futuro.

Artículo 80. - La reglamentación podrá establecer beneficios financieros vinculados a los contratos promovidos. 

CAPITULO II De los contratos gravados

Artículo 81 - Establécese un adicional del impuesto a las ganancias, Texto Ordenado por Decreto 649/97, sobre los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías.

Serán considerados contratos gravados los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías que en la totalidad de los contratos vigentes en que sea parte una persona física o jurídica, sola o asociada, por sí o por interpósita persona, tengan por objeto la explotación de predios para arrendamiento, aparcería o mediería.

La alícuota será del treinta y tres por ciento (33%) del valor anual pactado entre las partes por año de duración del contrato. En caso que el precio convenido entre las partes fuera inferior al precio de referencia, deberá calcularse utilizando el precio de referencia. 

Artículo 82 - Quedarán exentos del gravamen establecido en el artículo precedente los contratos que se formalizaran sobre una superficie máxima de hasta diez (10) unidades económicas.

En caso que una persona física o jurídica, sola o asociada, por sí o por interpósita persona, conviniera más de un contrato, la alícuota que corresponde es la establecida para la sumatoria de las unidades económicas contratadas.

Si el precio convenido entre las partes en los contratos establecidos por la presente Ley fuera inferior al precio de referencia, el monto gravado deberá calcularse utilizando el precio de referencia.

En el caso de los titulares de contratos que no estén formalizados de acuerdo a lo establecido a la presente Ley, los mismos serán igualmente objeto de los gravámenes establecidos ley, además de las sanciones que en la ley penal tributaria.

Artículo 83 - Todo fideicomiso, a los efectos del gravamen establecido por el artículo 81, será considerados sujeto gravado.

Artículo 84 - Las acciones de las sociedades anónimas que actúen como arrendatarias o concesionarias en los contratos previstos en esta ley deberán ser nominativas. El reglamento establecerá las sanciones en caso de violación, a cargo del concedente o concesionario.

TITULO VIII De la conservación de los recursos, la buena técnica agraria y la explotación racional

Artículo 85 - La explotación agropecuaria realizada en cumplimiento de los contratos regulados por esta ley debe observar las reglas del buen cultivo y de la buena técnica agraria, practicando una agricultura sostenible y resguardando la diversidad biológica. 

Deberá asimismo realizarse de conformidad con las leyes especiales de protección del medio ambiente, de protección de los recursos naturales, y de conservación y recuperación de suelos. 

Todos los contratantes están por igual obligados a respetar esta norma y hacerla cumplir, no obstante cualquier cláusula contractual en contrario. 

Sin perjuicio de lo establecido en las leyes especiales, la reglamentación fijará las condiciones para el cumplimiento de esta norma y las penalidades por su violación.

Artículo 86 - A los fines de la ejecución e interpretación de los contratos de esta ley, se entiende por buen cultivo la restitución de nutrientes del suelo, su manejo y empleo de implementos adecuados, la ausencia de quema de rastrojos, el mejoramiento de las posibilidades productivas de las tierras, la realización de cultivos que eviten su agotamiento, alternándolos o variando su explotación, la ejecución de actos de conservación de los recursos naturales renovables y que resguarden la diversidad biológica, y la realización de mejoras que aumente la producción, la rentabilidad o el valor del predio. 

Artículo 87 - Queda prohibida toda explotación irracional del suelo que origine su erosión, degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contengan los contratos respectivos. Se entiende por:

a) Erosión: el proceso de remoción o transporte notorio de las partículas del suelo por acción del viento o del agua en movimiento; 

b) Degradación (salinización, alcalinación, acidificación, etcétera): la pérdida del equilibrio de las propiedades fisicoquímicas del suelo que lo hace apto para el cultivo, originada en prácticas o normas deficientes del manejo del suelo, particularmente relacionadas con el régimen hidrológico del mismo, y para cuya restauración del equilibrio se hace necesario el uso de correctivos adecuados;

c) Agotamiento: la pérdida de la capacidad productiva intrínseca del suelo como consecuencia de su explotación y que sólo puede recuperarse restituyéndole los elementos perdidos.

Artículo 88 - Cuando aún no se hubiere provocado erosión, degradación o agotamiento, pero existiere irracionalidad en la explotación capaz de originarlos, por la acción de un contratante o por las condiciones impuestas en el contrato, se podrá intentar la acción para obtener la racionalidad por cualquiera de las partes. 

Artículo 89 - En el supuesto anterior, la resolución fijará las condiciones en que será permitida la continuación de la explotación de acuerdo al dictamen técnico del organismo que determine la reglamentación. Si ello implicare una alteración sustancial de la explotación que habitual y racionalmente corresponde realizar al arrendatario o aparcero, éste podrá pedir en forma sumaria en el mismo expediente la rescisión de la relación contractual, o bien la remisión y/o reducción proporcional del precio del arrendamiento, o la revisión del porcentaje en la aparcería, no mediando su culpa o negligencia.

Artículo 90 - Cuando se hubiere producido la erosión, degradación o agotamiento, podrán deducirse las siguientes acciones:

a) Para obtener la fijación de las condiciones técnicas en que será permitida la continuación de la explotación, por cualquiera de las partes; 

b) Para obtener la rescisión del contrato, por el concedente que invoque culpa o negligencia del arrendatario o aparcero, caso fortuito o fuerza mayor. Mediando culpa o negligencia del arrendatario o aparcero, el arrendador o aparcero dador podrá pedir la indemnización de daños y perjuicios correspondientes; 

c) Para obtener la rescisión del contrato por el arrendatario o aparcero, cuando no mediando su culpa o negligencia entendiere que las condiciones en que podrá continuar la explotación implican una alteración sustancial en la que habitualmente realiza. Si optare por continuar la explotación, podrá ejecutar los trabajos determinados por el órgano pertinente por cuenta del concedente si éste no los efectuara dentro del plazo que se fije, quedando facultado para retener la parte del precio o proporción correspondiente al costo de los mismos. Si la ejecución de los trabajos interrumpiera total o parcialmente el uso y goce del predio, durante el lapso correspondiente el arrendatario podrá obtener la reducción y aun la remisión del pago del arrendamiento y el aparcero la revisión de las proporciones.

Artículo 91. - El organismo que determine la reglamentación definirá las prácticas conservaciones y de control de degradación del suelo que deben atender las explotaciones propias de los contratos celebrados al amparo de esta ley.

En los contratos deberán constar las condiciones de trabajo de la tierra, que deberán ajustarse a las prácticas precedentemente previstas, debiendo especificar: 

a) Evaluación edafológica de las condiciones del suelo;

b) Aptitud de las tierras para agricultura, ganadería o bosques; 

c) Técnicas de manejo para el cultivo, de recuperación de suelos y rotaciones. 

La autoridad de aplicación garantizará el cumplimiento de la norma, y en su caso, aplicará las sanciones que por su violación establezca el reglamento.

TITULO IX De los Órganos de Aplicación 

Artículo 92. -Será autoridad de aplicación de esta ley el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación. La autoridad de aplicación actuará a instancia particular, por denuncia de cualquier interesado o requerimiento de las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural. Podrá realizar convenios con organismos nacionales y provinciales para el cumplimiento de las atribuciones que le asigna esta ley.

Artículo 93. -El Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, a los efectos de la aplicación de presente ley, deberá determinar para cada zona agro económica la superficie de la unidad económica.

Artículo 94. -Créanse las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, que actuarán en cada municipio, departamento, distrito o división territorial equivalente como entes de supervisión del cumplimiento de esta ley. 

Las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, en la proporción que disponga la reglamentación, estarán integradas por representantes de las autoridades comunales o municipales, entidades gremiales empresarias y de los trabajadores del sector agropecuario, de profesionales de la actividad agropecuaria, el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, organismos y/o reparticiones especializadas provinciales. 

La reglamentación establecerá la sede y ámbito de actuación territorial de las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, su constitución y reglas de funcionamiento.

Serán facultades del las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, sin perjuicio de las que además establezca la reglamentación:

a) Controlar el adecuado cumplimiento de esta ley y verificar las violaciones a la misma;

b) Denunciar ante la autoridad de aplicación las violaciones constatadas 

c) Promover iniciativas para el mejor cumplimiento de las esta finalidades de esta ley 

d) Evacuar los informes que le sean requeridos por las comisiones arbitrales y autoridades judiciales;

e) Emitir opinión, en caso de serle requerido, en caso de aplicación del segundo párrafo del artículo 16, 

f) Emitir, en caso de serle requerido, dictamen para la calificación de contratos accidentales, tal como está previsto en el artículo 20; 

g) Constatar, por propia iniciativa o por denuncia de cualquier interesado, la práctica contemplada en el inciso d) del artículo 21;

h) Constatar y denunciar, por iniciativa propia o a instancias de cualquier interesado, las situaciones no declaradas enunciadas en los artículos 83 y 85;

i) Constatar y denunciar, por iniciativa propia o a instancias de cualquier interesado, las prácticas violatorias del artículo 24 inciso 1, a) y 2, y toda violación a las normas sobre conservación de recursos, buena práctica agrícola y explotación racional del título octavo;

TITULO X De la resolución de conflictos 

Artículo 95. - Créanse como órganos de solución de conflictos derivados de esta ley y de los contratos celebrados a su amparo, las comisiones arbitrales, cuya competencia territorial, composición y funcionamiento será establecida reglamentariamente, con adhesión de las provincias. 

Será instancia previa obligatoria, y contra sus sentencias procederán los recursos de los códigos procesales civiles locales.

Artículo 96. - Mientras no sean organizadas y se encuentren en funcionamiento las comisiones arbitrales, serán competentes los jueces ordinarios con competencia en materia civil.

Artículo 97. - La competencia es improrrogable, y son nulas, carentes de todo valor y efecto las cláusulas que la impongan.

TITULO XI Del registro de contratos agrarios

Artículo 98. - Créase el registro de contratos agrarios, en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación. La reglamentación establecerá su funcionamiento y condiciones para la inscripción de los contratos, previendo su recepción en todas las oficinas y delegaciones de la repartición en el territorio nacional. 

TITULO XII De las disposiciones comunes, complementarias y transitorias

Artículo 99 - Los contratos que, a pesar de no estar regulados por un estatuto especial, presupongan una relación de dependencia y no impliquen la cesión del uso y goce del predio, quedarán excluidos del régimen de esta ley aun cuando la retribución consista en la participación en los frutos. 

Artículo 100 - Quedan excluidos de la presente la ley los contratos que impliquen cesión de predios con instalaciones para destino exclusivo de explotaciones ganaderas y de cría animal intensiva de tipo industrial, locales o terrenos dedicados exclusivamente a la estabulación de ganado, siempre que no sean parte de un predio mayor cedido con destino a la explotación agropecuaria o del que se obtengan parcial o totalmente los alimentos para la explotación intensiva.

Artículo 101 - Derógase la ley 13.246 y sus modificatorias.

Artículo 102 - Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Presentamos el Proyecto de Ley de Contratos Agrarios, que actualiza renovando ampliamente nuestra legislación de contratos agrarios contenida en la ley 13.246 vigente desde 1948, con sucesivas reformas que la han reducido a una escasa disciplina.

El texto del proyecto, aunque innovando y actualizando su estructura y contenido para adecuarlo a las nueves realidades, retoma el espíritu originario de la vieja ley, en cuanto sin desmedro del derecho de los propietarios ni de un adecuado ejercicio de la autonomía contractual, equilibraba los intereses mediante disposiciones que garantizaban una mayor equidad en las relaciones y favorecían la estabilidad de los productores.

Es indudable que el texto vigente ya no responde a esas finalidades, máxime cuando la reforma de 1980 lo vació de contenido, con el explícito objetivo, plasmado en la nota de elevación del Ministro de Economía de la Dictadura Militar, José Martínez de Hoz, de eliminar todas las disposiciones que tradujeran aquél espíritu. Esa reforma, coherente con la política de la Dictadura, favoreció la generación de una inédita situación en nuestro agro, llevando a la actual crisis de los productores por la inestabilidad y paulatina exclusión provocada por una competencia mercantilista en el uso de la tierra, en la que quedaron colocados en desiguales condiciones ante la irrupción de grupos concentrados e inversores financieros.

Efectivamente, al amparo de esa legislación es notorio que en los últimos años ha crecido paulatinamente la concentración de la tenencia de la tierra mediante arrendamientos y otras formas de tenencia indirecta, utilizadas por fondos de inversión, fideicomisos, sociedades anónimas, pooles de siembra, etc., generalmente con recursos provenientes de inversores financieros oportunistas, ajenos a la producción agraria.

A partir de allí se estableció una despiadada e inequitativa competencia por el acceso a la explotación de la tierra, provocando el desplazamiento de los agricultores familiares y, en general, de los productores agropecuarios estables y profesionales, a manos de estos grandes emprendimientos. Sin duda esta situación perjudicial para los agricultores se vio favorecida por una legislación permisiva, que tolera la generalización de la práctica del contrato por cosecha y con ello impone la inestabilidad y la discusión constante de los precios en los arrendamientos, que inspirada más en la lógica financiera de los inversores que en la de la producción llevó a las exageradas rentas actuales, inaccesibles para los productores comunes. La deserción de los agricultores y la práctica habitual de estas grandes concentraciones de tercearización de tareas a través de contratistas, muchos de ellos ex agricultores o agricultores a tiempo parcial, viene agravando un panorama que lleva a calificar nuestro sistema productivo como de "agricultura sin agricultores" y que trae también como consecuencia la disolución del medio rural, con graves consecuencias de despoblamiento y crisis de pueblos y comunas del interior.

Los datos censales están marcando claramente esta tendencia: Según los datos del último censo agropecuario del 2002 desaparecieron 103.405 productores en el país: de 421.221 productores que había en 1988, según el censo agropecuario en 2002 había 333.532 productores, el 20.8 % menos. En la post convertibilidad, pese a que la frontera agrícola y producción agropecuaria en general no han dejado de expandirse año a año, el proceso de concentración continúa: según datos provisorios del censo agropecuario en 2008 solo había 276.581, un 17% menos que en 2002 y un 34.3% menos que en 1988. 

Tomó cuarenta años para que, con algunas leyes y el Consejo Agrario Nacional - luego eliminado por decreto- se propiciaran las condiciones para transformar a 95.000 arrendatarios en nuevos chacareros dueños de su tierra. Pero veinte años bastaron para que desaparecieran más de 145.000 productores.

La Federación Agraria Argentina y la Conferencia Episcopal Argentina en sendas investigaciones paralelas llegaron a similares conclusiones sobre la concentración de la propiedad, el uso y la tenencia de la tierra en la Argentina: "la falta de una política estatal fundada en una equilibrada distribución de las tierras rurales, en el marco del predominio de una concepción utilitaria de la propiedad como un bien de mercado y no como bien social, fue generando en nuestro país un fuerte proceso de concentración de las tierras productivas" (extracto del libro "Una Tierra para Todos de la Conferencia Episcopal Argentina).

Según una investigación de la Fundación Responde realizada sobre datos del INDEC , de los censos 1991 y 2001 en el país existen 602 localidades con menos de dos mil habitantes que se encuentran en riesgo de desaparecer. De esa cantidad 14 no han crecido en los últimos 10 años y 90 de ellas no figuran en el último censo.

Se concentró y extranjerizó la lechería argentina. Sobre 80.000 productores sojeros que hay en el País, 10.000 productores producen el 71,09 % de las 40 millones de toneladas que se cosecha de esta oleaginosa. (Datos del ONCCA). Del total exportado en el 2006, 46.569 millones de dólares, la mitad fue hecha por solo 20 compañías.

No es tampoco una consecuencia menor de esta lógica oportunista la instalación de una agricultura extractiva, basada en el monocultivo, desinteresada por la sustentabilidad del sistema productivo y la conservación del suelo, de los recursos naturales y del medio ambiente rural.

Como decíamos más arriba, uno de los instrumentos indispensables del actual proceso de concentración agrícola es la actual ley de arrendamientos que con las modificaciones realizadas por la Dictadura ya no responde a su filosofía original. Es necesario replantear la actual legislación de contratos agrarios que junto a otros instrumentos, nos permitan avanzar hacia un desarrollo del interior equilibrado e integral.

Es imperioso enfrentar la actual situación de feroz concentración, y una de las vías es contar con una adecuada legislación en materia de contratos agrarios. De allí que en el Proyecto que presentamos, contrariamente a la ley vigente, subyace una clara opción por la preferencia y defensa de los pequeños y medianos productores agropecuarios y la agricultura familiar, que no solo tradicionalmente constituyeron la base de nuestra estructura productiva, sino que pese a su situación desventajosa en las condiciones económicas triunfantes en el reciente período neoliberal sigue constituyendo su columna vertebral, continúa manteniendo una alta eficiencia técnica y productiva, y, a diferencia de grupos concentrados e inversores oportunistas, garantiza la continuidad de la producción agraria nacional con su irrenunciable apego a la actividad agraria y al ambiente rural.

No obstante, esos fines no mellan en el proyecto la situación de los propietarios ni las posibilidades de inversión, sino que antes bien ha buscado soluciones innovadoras de incentivación y amplitud de opciones que involucren a todos los interesados en la producción agraria.

Sobre la base de esas premisas, el Proyecto de Ley de Contratos Agrarios obedece claramente a los objetivos centrales de: 

- favorecer a la agricultura familiar y, en general, a los productores agropecuarios profesionales y estables;

- favorecer la distribución de la tenencia de la tierra por contrato;

- contrarrestar la concentración de la tenencia de la tierra vía arrendamiento; 

- establecer condiciones de estabilidad en la producción y equidad en las relaciones contractuales; 

- facilitar la reinstalación de productores excluidos, pequeños propietarios rurales, jóvenes productores y profesionales; 

- proteger y recuperar los recursos naturales.

Desde el primer momento, al promover la elaboración del Proyecto que hoy presentamos, fuimos conscientes que el ingreso de los nuevos actores determinaba que no era suficiente restablecer las normas originales de la Ley 13.246, pues la identificación subyacente entre arrendatario o aparcero y productor familiar estable, válida a la época de su aprobación y en un largo período posterior, ya no subsiste.

Por eso fue necesario proyectar una actualización que aunque respondiera al mismo espíritu contemplara las nuevas realidades, y a la vez generar soluciones innovadoras para cumplir con los objetivos propuestos. Con esa orientación, se introducen nuevas normas y/o se restituyen y actualizan las de la Ley 13.246 sobre plazo, equidad y proporcionalidad en precios y porcentajes, buena técnica agraria y agricultura sustentable.

La estabilidad mejorada a través de la ampliación del plazo mínimo en los contratos agrarios, sería inoperante si a la vez se continuara favoreciendo la contratación por cosecha. Por eso el Proyecto restringe y acota estrictamente esta posibilidad a supuestos verdaderamente "accidentales", como fuera la intención originaria de la Ley 13.246; por otra parte, esta práctica constituye, como antes dijimos, uno de los núcleos de la estrategia de concentración y actuación de inversores financieros.

El Proyecto amplía significativamente las modalidades y figuras contractuales, a fin de ofrecer a propietarios y productores diversas opciones que responden a las modalidades negociables actuales, como así también para posibilitar la asociación entre productores con propietarios, e incluso con contratistas, proveedores e inversores, facilitando la reinserción y financiación de los productores.

Con la finalidad de proteger a la agricultura familiar y detener la concentración, el Proyecto introduce un régimen especial para los que denominan Contratos Promovidos, al mismo tiempo que pone límites a la concentración y grava sus modalidades habituales. Establece en el título respectivo un régimen fiscal que incentiva la concertación de contratos promovidos a favor de pequeños y medianos productores, bajando en este caso la carga para los contratantes, mientras la aumenta cuando el sujeto involucrado sea una sociedad de capital, un pool de siembra o figuras afines. De este modo se intenta favorecer la explotación de pequeñas unidades económicas y la mejor distribución de la tenencia de la tierra, como así también contribuir a que el sistema tributario sea más equitativo y progresivo. Las modificaciones proyectadas corresponden a los impuestos a las Ganancias, IVA, Ganancia Mínima Presunta y Bienes Personales, pero también se invita a las Provincias a que adopten las medidas necesarias a su alcance para que cooperen a los fines de la ley.

Las características actuales de la producción granaria muestran una severa reducción de costos por escala, lo cual ha alimentado el fenómeno de la concentración de la producción vía arrendamiento. Ante ello se propone la generación de una gravosa alícuota adicional al impuesto a los ganancias que alcance los contratos de mas de 10 unidades económicas, cuya imposición generará un severa valla a la concentración de la producción agropecuaria.

Resulta esencial que todos los sectores interesados participen activamente en la aplicación de esta ley y en el control de su cumplimiento, pues está en juego la supervivencia de los productores y del medio rural. Por eso, junto a la autoridad de aplicación, se proyectan como organismos de contralor y consulta las Comisiones Zonales de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural, integrada por autoridades comunales, representantes de entidades gremiales, productores, cooperativas, entes tecnológicos especializados, etc.. Se promueve también establecer un sistema ágil e idóneo de solución de controversias.

Para respaldar la reforma del régimen de contratos agrarios, Federación Agraria Argentina organizó y desarrolló una encuesta sobre la ley vigente y la situación de tenencia de la tierra. La encuesta estuvo dirigida por profesionales y se realizó mediante la entrevista de encuestadores a un gran número de productores en varias regiones del país. Sus resultados constituyen una fuente de información relevante a la hora de discutir y elaborar el Proyecto.

La aprobación de esta ley contribuirá a la solución del grave problema que actualmente sufren los productores y las poblaciones rurales de nuestro país. Por estos motivos solicitamos a los señores legisladores la aprobación de este proyecto de ley
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El Senado y Cámara de Diputados,...

ARTÍCULO 1º: Será aplicable la presente ley a todo contrato, cualquiera sea la denominación que las partes le hayan signado, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas y su finalidad agrobiológica y económica.

ORDEN PÚBLICO:

ARTÍCULO 2º: Los preceptos de la presente ley son de orden público, irrenunciables sus beneficios e insanablemente nulo todo pacto o cláusula contraria o en fraude de la misma. FORMALIDADES:

ARTÍCULO 3º: Los contratos alcanzados por la presente ley deberán celebrarse por escrito y la firma de las partes autenticada por escribano público, juez de paz o por la autoridad que reglamentariamente se designe. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que otorgue contrato escrito.

REQUISITOS o ESPECIFICACIONES:

ARTÍCULO 4º: Deberán contener los siguientes requisitos:

a) Nombre de las partes contratantes, especificando si son personas físicas o jurídicas.

b) Ubicación del predio y/o lotes objeto del contrato determinando: provincia; departamento o partido; cuartel o distrito; datos de georeferencia.

c) Superficie del predio y/o lotes objeto del contrato.

d) Especificación de las mejoras existentes, detalle, descripción y estado de conservación determinando a quien pertenecen.

e) Condición edáfica y sanitaria en que se encuentra el predio y/o lotes.

f) Precio, fecha, lugar y forma de pago.

g) En caso de existir en el predio vivienda deberá describirse la misma y sus condiciones.

h) Destino del predio y/o lote.

i) Plazo.

j) Domicilio Real de las partes.

k) Jurisdicción a la que se someterán.

l) Parte que asume el compromiso de inscripción.

ARTÍCULO 5º: Cuando se hubieran omitido tales requisitos formales y se probara su existencia de acuerdo a las disposiciones generales se lo considerará alcanzado por los preceptos de esta ley. 

REGISTRO:

ARTÍCULO 6º: Los contratos alcanzados por esta ley deberán inscribirse por cualquiera de las partes en el sistema de registro que reglamentariamente se determine.

NORMAS SUPLETORIAS:

ARTÍCULO 7º: En los contratos a que se refiere esta ley se aplicarán en el orden siguiente:

a) Las disposiciones de esta ley;

b) los convenios de las partes;

c) las normas del Código Civil;

d) los usos y costumbres locales.

FIJACION DEL PRECIO:

ARTÍCULO 8º: En los contratos agrarios en los que se concede el uso y goce de la tierra como contrato de cambio el precio podrá fijarse en una suma de dinero, en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinarlo en la fecha en que acuerden.

ARTÍCULO 9: En los contratos agrarios en los que se concede el uso y goce de la tierra como contratos de naturaleza asociativa las partes acordarán los porcentajes en que repartirán los frutos obtenidos; queda prohibido convenir como retribución una suma fija de dinero o una cantidad fija de frutos.

REVISION DEL PRECIO:

ARTÍCULO 10: Será facultad de las partes acordar expresamente la revisión del precio si se produjera un desequilibrio debidamente probado entre el costo de producción y el valor de los frutos obtenidos. La misma sólo tendrá validez transcurrido el primer año de vigencia del contrato no obstante cualquier pacto en contrario.

PLAZO:

ARTÍCULO 11: Los contratos a que se refiere la presente ley tendrán un plazo mínimo de tres (3) años y máximo de diez (10), que podrá renovarse. Cuando en el contrato las partes no hayan determinado plazo el contrato se entenderá celebrado por el plazo mínimo.

ARTÍCULO 12: Los contratos en los cuales se requiera realizar obras de mejoramiento del predio tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento que retarden la productividad del establecimiento por un lapso mayor a dos (2) años, podrán celebrarse por un plazo máximo de veinte (20) años.

ELEMENTOS INEMBARGABLES:

ARTÍCULO 13: Serán inembargables, inejecutables y no afectados al privilegio del arrendador los bienes de trabajo, personales y de consumo del arrendatario considerado pequeño en los términos que determine la reglamentación. 

CESIÓN DEL CONTRATO:

ARTÍCULO 14: Queda prohibido ceder total o parcialmente el predio objeto del contrato o transferir el contrato sin autorización expresa por escrito, salvo las excepciones que esta misma ley disponga.

No se interpretará como transferencia de contrato ni cesión o subcontrato cuando se trate de contratos con los integrantes de una sociedad civil o de hecho, en cuyos casos el contrato deberá firmarse por todos sus componentes, quienes designarán en el mismo acto quien continuará representándolos. No se considerará cesión el aprovechamiento del predio cuyo destino sea el pastoreo del rastrojo y de los aprovechamientos secundarios del predio.

ARTÍCULO 15: Si ocurriera la muerte o incapacidad de alguna de las partes será permitida la continuación del contrato por sus herederos o su rescisión, a elección de las mismas, quienes deberán expresarlo por escrito, comunicando al registro correspondiente el cambio de titularidad.

EXTINCIÓN DEL CONTRATO:

ARTÍCULO 16: Los contratos alcanzados por esta ley concluyen en los siguientes casos:

a) Por vencimiento del término pactado. Deberá restituirse el predio libre de ocupantes, sin derecho a ningún plazo adicional para el desalojo;

b) Por vencimiento del plazo legal;

c) Por abandono del establecimiento;

d) Por falta de pago en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados, o su equivalente en dinero en su caso. En cualquiera de los casos, el propietario podrá exigir el pago de las sumas adeudadas y el desalojo del inmueble, con daños y perjuicios si correspondiere;

e) Por resolución del contrato por incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato hubieran establecido;

f) Por extinción del usufructo, en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario, caso en que el contrato se tendrá por finalizado al vencimiento del año agrícola siguiente;

g) Por mutuo acuerdo;

h) Por imposibilidad de cumplimiento del objeto del contrato frente a hechos derivados de caso fortuito o fuerza mayor.

EXPLOTACION RACIONAL DEL SUELO:

ARTÍCULO 17: Queda prohibida la explotación irracional del suelo y el agua cuando pueda originar erosión, agotamiento, degradación o contaminación.

En tal caso, el propietario queda facultado para solicitar el cese de la actividad y/o rescindir el contrato, pudiendo reclamar la recomposición de las cosas a su estado anterior con más daños y perjuicios. Si la erosión, agotamiento, degradación o contaminación sobrevinieran por razones de fuerza mayor o caso fortuito cualquiera de las partes podrá solicitar la rescisión del contrato.

ARTÍCULO 18: Las partes acordarán en el contrato la realización de los análisis de suelo y agua que reglamentariamente se determinen con la periodicidad que allí se establezca. Las partes acordarán además cuál de ellas remitirá la información obtenida al registro que se crea en el artículo 6, quien la enviará al Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, según se establezca en la reglamentación. Quedarán excluidos de los preceptos de este artículo los contratos de pastoreo y/o pastaje que no impliquen roturación de suelos ni riego.

TITULO I

ARRENDAMIENTO RURAL:

ARTÍCULO 19: Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, llamada arrendatario, el uso y goce de un predio rural ubicado fuera de la planta urbana de las ciudades o pueblos, con destino

a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones y ésta a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie. El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

OBLIGACIONES DEL ARRENDADOR:

ARTÍCULO 20: Son obligaciones del arrendador:

a) Asegurar el uso y goce de las cosas dadas en arrendamiento;

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

c) Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento;

d) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido.

OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO:

ARTÍCULO 21: Son obligaciones del arrendatario:

a) Pagar en tiempo y forma el precio acordado;

b) Dedicar el suelo a la producción establecida con sujeción al contrato y a las leyes aplicables;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

d) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento.

e) Conservar los edificios, instalaciones y mejoras existentes en el predio, que deberá entregar al retirarse en las mismas condiciones en que los recibió, salvo los deterioros propios del buen uso y acción del tiempo;

f) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

CLAUSULAS NULAS:

ARTÍCULO 22: Cuando generen perjuicio o sujeción de una de las partes hacia la otra, serán insanablemente nulas y carentes de todo valor y efecto las cláusulas que obliguen a:

a) Vender, asegurar, transportar, depositar o comercializar los cultivos, cosechas o ganado de cualquier especie a persona o empresa determinada;

b) Contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia a personas o empresa determinada;

c) Utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de productos.

TITULO II

APARCERÍA:

ARTÍCULO 23: Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos o productos en la proporción acordada. La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador.

OBLIGACIONES DE LAS PARTES:

ARTÍCULO 24: Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamentación:

1) Del aparcero tomador:

a) Gestionar la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato;

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas prácticas agrícolas;

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibió, salvo los deterioros del uso normal;

e) Hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta su división;

f) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas;

g) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes;

h) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

2) Del aparcero dador:

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas;

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

c) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine: Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo;

d) Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos y su liquidación;

e) Destinar sin cargo una parte del predio para el asiento de la vivienda del aparcero tomador, para sus animales domésticos y huerta en las proporciones que establezca la reglamentación;

f) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido;

EXTINCIÓN DEL CONTRATO:

ARTÍCULO 25: Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por las causales establecidas en el artículo 18 de la presente ley.

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria, ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscripto en el registro respectivo.

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato determinan.

CONTRATOS MIXTOS:

ARTÍCULO 26: Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero. Los contratos que importen conjuntamente un contrato de arrendamiento y otro de aparcería se regirán por las normas respectivas de esta ley.

APARCERÍAS AGRÍCOLAS:

ARTÍCULO 27: Habrá contrato de aparcería agrícola cuando una de las partes, el aparcero dador o dador, se obligue a entregar a otra, aparcero tomador o tomador, el uso y goce de un predio rural con o sin plantaciones, sembrados o elementos de trabajo para la explotación agrícola con el objeto de repartirse los frutos.

ARTÍCULO 28: Las partes podrán convenir libremente el porcentaje en la distribución de los frutos debiendo guardar equitativa 

proporción con los aportes que las mismas realicen para la explotación.

Es facultad de las partes convenir el porcentaje que cada uno aportará para el combate de las plagas y malezas. Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra.

ARTÍCULO 29: La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de los mismos.

ARTÍCULO 30: Vencido el término legal o el término pactado, regirá para las aparcerías lo dispuesto en el artículo 17.

REQUISITOS:

ARTÍCULO 31: El contrato de aparcería debe cumplir con las normas establecidas en la parte general.

ARTÍCULO 32: Serán obligaciones de las partes, además de las que en cada caso se acuerden para el mejor cumplimiento del contrato, las establecidas en el artículo 25 de la presente.

APARCERÍAS PECUARIAS:

ARTÍCULO 33: Habrá aparcería pecuaria cuando las partes se asocien para la producción ganadera en cualquiera de sus especialidades y/o para el ejercicio de las actividades conexas, a fin de distribuir las crías y/o utilidades que de ella deriven. El aumento puede consistir tanto en las crías que se hayan producido como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato.

ARTÍCULO 34: El ganado es aportado por el aparcero dador. En el contrato se debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado que servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar cada una de las partes a la terminación del contrato. La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador o aparcero, el cual debe ejercerla según las reglas de las buenas técnicas de crianza del ganado. Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero tomador.

ARTÍCULO 35: El dador de los animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero tomador en la posesión de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros. El aparcero tomador no responderá por la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

OBLIGACIONES DE LAS PARTES:

ARTÍCULO 36: Serán obligaciones de las partes, además de las que en cada caso acuerden para el mejor cumplimiento del contrato, las establecidas en el artículo 24 de la presente Ley.

PLAZO:

ARTÍCULO 37: El plazo de duración será convenido libremente por las partes según los objetivos del acuerdo que celebren.

DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES Y GASTOS:

ARTÍCULO 38: Las utilidades y los gastos se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos. Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o sus productos.

ARTÍCULO 39: La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del aparcero dador.

ARTÍCULO 40: Regirán para la aparcería pecuaria las disposiciones establecidas en los arts. 3, 6, 7 y 8 de la parte general de esta Ley.

TITULO III

CONTRATOS ACCIDENTALES:

ARTÍCULO 41: Habrá contrato accidental de cosecha cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con destino a la explotación agrícola, y la otra a pagar un precio en dinero o en especie o en porcentaje, según la naturaleza de cambio o asociativa del contrato, por ese uso o goce, por un plazo que no exceda dos cosechas, en el mismo o distinto año agrícola.

ARTICULO 42: Habrá contrato accidental de pastoreo cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con el objeto de ser destinado a la alimentación del ganado, con las pasturas existentes en el mismo, y la otra a pagar un precio por ese uso o goce, por un plazo que no podrá exceder de un año aniversario.

ARTÍCULO 43: Habrá contrato accidental de pastaje cuando el propietario o tenedor a cualquier título de un predio rural ceda transitoriamente a otra el derecho de pastar su ganado, sin desprenderse de su uso y goce, mediante el pago de un precio estipulado por animal, por día, por mes.

ARTÍCULO 44: A los contratos accidentales le resultan aplicables las reglas generales que establece el presente texto.

TITULO IV

CONTRATOS SUCESIVOS:

ARTÍCULO 45: La celebración de un nuevo contrato accidental entre las mismas partes y sobre el mismo predio o lotes sin que haya transcurrido como mínimo un año de vencido el anterior, dará derecho a solicitar la aplicación del artículo 11.

CALIFICACIÓN:

ARTÍCULO 46: A pedido de parte, estos contratos serán sometidos a calificación y homologación judicial ante el fuero competente hasta quince días antes del plazo de vencimiento previsto, debiendo expedirse simultáneamente el testimonio correspondiente. Al vencimiento del contrato, la presentación de dicho testimonio ante el juez competente será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva. Además de ordenar la desocupación, dicha autoridad a pedido de parte impondrá al arrendatario que no haya desocupado el inmueble una multa equivalente al 5% del precio convenido a favor del propietario.

TITULO V

CONTRATOS PROMOVIDOS:

ARTÍCULO 47: Se considerarán contratos de promoción los comprendidos por el presente texto cuando las partes contratantes sean pequeños productores o micro o pequeñas empresas agrarias en los términos que defina la reglamentación.

ARTÍCULO 48: Facúltese a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación para determinar por vía reglamentaria las medidas conducentes que resulten necesarias para la promoción, coordinando acciones con otros

Organismos del Estado que resulten competentes.

ARTÍCULO 49: Deróguese la Ley 13.246 y sus modificatorias.

ARTÍCULO 50: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Actualmente, la tercerización de la producción agropecuaria es un hecho que se da en todas las regiones del país a través de contratos de diferente naturaleza y condiciones, formales e informales que responden a su vez a diversas razones y lógicas, enraizadas en un amplio abanico que va desde la evolución histórica del sector hasta sus transformaciones mas recientes. Para dimensionar y analizar las cuestiones antedichas y explorar si la legislación vigente es adecuada o necesita ser reformada y, de ser así, en que aspectos y con que impactos, la Secretaría de Agricultura conformó una Comisión Interdisciplinaria e interinstitucional, integrada por técnicos propios, el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) y expertos externos. Del trabajo de esa Comisión ha resultado un estudio del que aquí se presentan los elementos esenciales. 

Estos estudios arrojaron como resultado que la vigente legislación no merecía ser modificada en su sustancia, sino que era necesario readecuarla conforme los cambios que las nuevas formas de relacionamiento entre las partes integrantes de los contratos de arriendo se presentan actualmente. 

Los contratos son una fuente de creación de derechos y obligaciones que sirven como instrumento dinamizador en la economía. La actividad agraria resulta ser la consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal y animal, ligado al aprovechamiento de las fuerzas y los recursos naturales, que se traduce económicamente en la obtención de frutos vegetales o animales.

Los contratos agrarios fueron el núcleo alrededor del cual nació y se desarrolló el Derecho Agrario y son instrumentos jurídicos a través de los cuales los diversos factores económicos de la producción pueden ser reunidos y organizados para dar vida a la empresa agraria; en definitiva, tienen una función económico - social fundamental en cuanto a ordenar su acción.

El largo proceso desarrollado entre 1942 y 1968 que redujo notablemente el sistema de arrendamiento "tradicional", a raíz de las sucesivas leyes de prórroga y congelamiento de los arrendamientos y las aparcerías, vigentes hasta diciembre de 1968, encontró una vía de escape legal en los contratos accidentales, particularmente cuando en 1963 las reformas legales habilitaron en la práctica contratos de hasta dos años, en realidad formas disimuladas de arrendamiento. Las reformas de 1980 a la ley 13.246 redujeron los plazos de los arrendamientos a 3 años y convalidaron a los contratos accidentales.

Superadas las secuelas derivadas del largo proceso de congelamiento de los arrendamientos, se reconstituyó así vigorosamente un nuevo sistema de arrendamientos y contratos basados en arrendatarios de mayor tamaño que captaron tierras de la numerosa capa de propietarios que se habían consolidado como tales a partir de las leyes iniciadas en 1942, así como de numerosos créditos bancarios e hipotecarios que facilitaron el acceso a la propiedad. 

Los datos censales de 1988 mostraron claramente esta tendencia, y los datos disponibles en las encuestas del INTA en el año 2007 mostraron una aceleración de estas tendencias al llegar a un 40% de la superficie en producción en la región pampeana entre arrendamientos, aparcerías y contrato accidental, con una clara expansión de la primera modalidad.

Sin embargo, no se trata de una historia repetida. Hoy los propietarios - rentistas y los arrendatarios no se corresponden mecánicamente a aquellas figuras asimétricas en términos de poder, simplificadamente terratenientes - chacareros, en que las difíciles situaciones que atravesaron los segundos en distintos períodos históricos dieron lugar a leyes que eliminaron las condicionalidades de los contratos de arrendamiento así como fijaron plazos y mecanismos de defensa de los arrendatarios.

También fue cambiando la articulación jurídica de los actores sociales agrarios organizados de acuerdo a los preceptos anteriores. Hoy es frecuente hallar relaciones basadas en una "red de contratos" que involucran a muy diferentes sujetos, no todos tipificados como agrarios en algunos casos, que participan en las diferentes etapas de producción - industrialización - distribución, y que además conlleva a coordinaciones horizontales y/o verticales.

El proyecto que se presenta pretende ajustarse a la realidad de su ámbito regulatorio partiendo de la autonomía legislativa en materia de contratos agrarios instituida por la ley 13.246, apuntando a su fortalecimiento, teniendo en cuenta los cambios operados en el sector agropecuario

En el presente proyecto, se incorpora una sistematización normativa que toma su armazón más acorde a las reglas de la adecuada técnica legislativa, cuidando su carácter de integral y considerando las críticas de la doctrina, manteniendo el carácter de orden público de sus cláusulas. Con el ánimo de evitar todo equívoco en cuanto a la naturaleza de los contratos se determina pactar en el arrendamiento, como contrato de cambio, el precio en dinero, especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto; y en los de naturaleza asociativa las partes pueden acordar los porcentajes en que repartirán los productos obtenidos, quedando prohibido convenir como retribución una suma fija de dinero o una cantidad fija de productos.

La inclusión de los contratos accidentales resulta de gran valor. Se señala expresamente que la actividad productiva agraria consiste en el desarrollo de un ciclo biológico concerniente a la cría de animales o vegetales, que resulta vinculado directa o indirectamente al aprovechamiento de los recursos naturales, y 

que se resuelve económicamente en la obtención de frutos (vegetales o animales) destinados al consumo, sea como tales o previamente transformados. 

En el presente proyecto de ley además de incluirse en su texto y nominarse como contratos agrarios, quedan éstos alcanzados por los preceptos generales contenidos en la primera parte del texto en cuanto a las formalidades, requisitos o especificaciones que deben contener los contratos en cuanto a la explotación racional del suelo.

Consideramos que ante el avance sostenido de nuestra producción y la situación por la que atraviesan nuestros productores, es de suma importancia el dotarlos de herramientas legales y políticas públicas que permitan y faciliten el fomento de su actividad expandiendo no sólo la denominada frontera agraria sino la generación de productos agroganaderos.

Es por ello, que solicitamos al cuerpo de legisladores acompañen el presente proyecto con su firma.

H.Cámara de Diputados de la Nación

PROYECTO DE LEY

Texto facilitado por los firmantes del proyecto. Debe tenerse en cuenta que solamente podrá ser tenido por auténtico el texto publicado en el respectivo Trámite Parlamentario, editado por la Imprenta del Congreso de la Nación.
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El Senado y Cámara de Diputados,...

Reforma a la Ley 13.246

Arrendamientos y Aparcerías Rurales: 

Titulo I. Articulo 4: Plazos

Articulo 1.- Reformase el plazo que estipula la primera parte del articulo 4 de la Ley 13.246 sobre Arrendamientos Rurales, que quedara redactado de la siguiente manera:

Articulo 4.- Los contratos a que se refiere el artículo 2º tendrán un plazo mínimo de CINCO (5) AÑOS. También se considerará celebrado por dicho término todo contrato sucesivo entre las mismas partes con respecto a la misma superficie en el caso de que no se establezca plazo o estipule uno inferior al indicado. 

No se considerará contrato sucesivo la prórroga que se hubiera pactado originariamente, como optativa por las partes.

Articulo 2.- Comuniquese al Poder Ejecutivo Nacional.-

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

El presente proyecto con el cambio del plazo de ley estipulado de 3 a 5 años para arrendamientos rurales y prediales trata de dar solución al problema de la explotación agraria intensiva a corto plazo realizada por inversores golondrinas que no están interesados en el desarrollo del sector, sino que por el contrario solo se están dedicando a la actividad para diversificar su cartera de riesgo y por la etapa de bonanzas que tienen los commodities en los mercados internacionales.

Es sabido que la Argentina es hoy el principal exportador de aceites vegetales, y unos de los principales exportadores de soja, maíz y trigo, y, los precios record de estos commodities a nivel internacional en los mercados.

Se ha dado por la coyuntura económica, por la política fiscal y agropecuaria, tomando el tipo de cambio competitivo y los beneficios impositivos para el sector, un fuerte aluvión de capitales golondrinas para la explotación de tierras dedicadas exclusivamente al monocultivo (soja).

Así, se desarrollaron en los últimos cinco años numerosos fideicomisos agrarios y "pool" de capitales dedicados al arrendamiento de tierras aptas para cultivo que en el plazo de 6 meses cosechan y venden en el mercado internacional.

Todo ello es contraprudecente no solo para encarar una política agropecuaria de Estado a largo plazo, sino también es ruinoso para el sector minifundista que se dedica al agro como medio de vida, que compite en situaciones de desigualdad.

En resumen, entendemos que los efectos que producen los denominados capitales golondrinas en la actividad agropecuaria, que no necesita de inversiones a corto plazo a partir de la cual solo buscan un mayor rendimiento con escasa previsibilidad al mediano y largo plazo, pues cuando los factores internacionales que hoy determinan el valor de los commodities se modifiquen los capitales buscaran una actividad que le permita mantener sus niveles de rentabilidad, abandonando a la actividad agropecuaria sin importar el impacto que originen en la misma.

Hoy la actividad agropecuaria necesita políticas de inversión a mediano y largo plazo atendiendo como referencia las necesidades y realidades que tenemos como país, en cuanto a diversificación y posibilidades de desarrollo en toda nuestra geografía nacional. 

Es por todo ello señor presidente, y por los argumentos esgrimidos ut supra, que solicito a mis pares acompañen el presente proyecto que ley que traigo a consideración del pleno.

H.Cámara de Diputados de la Nación

PROYECTO DE LEY
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El Senado y Cámara de Diputados,...

ARRENDAMIENTOS Y APARCERÍAS RURALES

Artículo 1°.- Refórmese el Artículo 2 de la Ley 13.246, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Habrá arrendamiento rural cuando una de las partes se obligue a conceder el uso y goce de un predio, ubicado fuera de la planta urbana de las ciudades o pueblos, con destino a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones, y la otra a pagar por ese uso y goce un precio que se estipula en dinero, moneda de curso legal, como así también en especie, ya sea mediante la entrega de una cantidad fija de frutos o su equivalente en dinero."

Artículo 2.- Incorpórese como Artículo 3 (derogado en la Ley 13.246 por Decreto Ley 1.639/63) el siguiente texto:

"Quedan excluidos de las prescripciones de esta Ley los contratos en virtud de los cuales se conceda el uso y goce de un predio con destino exclusivo para pastoreo, celebrado por un plazo no mayor de un año."

Artículo 3.- Refórmese el Artículo 4 de la Ley 13.246, el que quedará redactado del siguiente modo:

"Los contratos a que se refiere el Artículo 2 tendrán un plazo mínimo de cuatro (4) años. También se considerará celebrado por dicho término todo contrato sucesivo entre las mismas partes con respecto a la misma superficie en el caso de que no se establezca plazo o estipule uno inferior al indicado. Vencido este plazo, el arrendatario podrá optar por prorrogarlo tres años más, siempre que así se lo notifique al arrendador mediante carta documento o notificación certera con antelación de seis (6) meses.

No se considerará contrato sucesivo la prórroga que se hubiera pactado originariamente como optativa por las partes."

Artículo 4°.- Refórmese el Artículo 8 de la Ley 13.246 el que quedará redactado del siguiente modo:

"Queda prohibida toda explotación irracional del suelo y del agua que origine su erosión degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contengan los contratos respectivos. 

En caso de violarse esta prohibición por parte del arrendatario, el arrendador podrá rescindir el contrato o solicitar judicialmente el cese de la actividad prohibida, pudiendo reclamar, en ambos casos, los daños y perjuicios ocasionados. Si la erosión, degradación o agotamiento sobrevinieren por caso fortuito o fuerza mayor, cualquiera de las partes podrá declarar rescindido el contrato.

La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos (SAGPyA) será responsable de definir y controlar las prácticas conservacionistas que deben atender todos los contratos de arrendamiento y garantizará el efectivo cumplimiento de las mismas. Para ello se conformará una Comisión Nacional de Manejo Sustentable de Suelos presidida por el Secretario de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos (SAGPyA) o por quien él designe e integrada por profesionales especialistas en manejo y/o uso del suelo de los siguientes organismos: INTA, CONICET, Universidades Nacionales y Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable.

Las prácticas conservacionistas que emanaren de la SAGPyA deberán tener en cuenta al menos el control de los siguientes procesos degradatorios: erosión, exportación de nutrientes, acidificación, alcalinización, disminución de la materia orgánica, contaminación de la tierra y del agua por factores químicos o biológicos, pérdida de diversidad biológica y los efectos relacionados con la salud humana."

Artículo 5°.- Incorpórese en la Ley 13.246 el Artículo 9 con el siguiente texto:

"En el contrato de arrendamiento se establecerán las condiciones del suelo que será entregado en arrendamiento y las condiciones de manejo que garanticen su protección y conservación.

Explícitamente deberán constar en el contrato:

- Evaluación edafológica de las condiciones del suelo que incluya información sobre los temas señalados en el último párrafo del artículo 8.

- Aptitud de las tierras para agricultura, ganadería o bosques.

- Técnicas de manejo para el cultivo y la recuperación de suelos (rotaciones).

- Régimen de conservación."

Artículo 6°.- Incorpórese el Artículo 10 en la Ley 13.246 con el siguiente texto:

"Por intermedio del Banco de la Nación Argentina se acordarán créditos especiales de fomento hasta el 100% de la construcción o ejecución de mejoras y para la implementación de prácticas conservacionistas que permitan hacer un uso racional del suelo."

Artículo 7.- Agréguese en el último párrafo del Artículo 15 de la Ley 13.246 el siguiente texto:

"y no comprenderán a los arrendatarios que sean sociedades de capital."

Artículo 8.- Refórmense los inc. b) y d) del Artículo 18 de la Ley 13.246 inc. b) y d), que quedarán redactados del siguiente modo:

"b) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones y contribuir con el cincuenta por ciento (50%) de los gastos que demande la lucha contra las mismas, si estas existieran al ser arrendado el campo. El porcentaje puede modificarse según acuerdo de partes.

d) Contribuir con el cincuenta por ciento (50%) de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas si el predio las tuviera al contratar. El porcentaje puede modificarse según acuerdo de partes."

Artículo 9°.- Refórmese Artículo 39 de la Ley 13.246 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Quedan excluidos de las prescripciones de esta Ley los contratos en que se convenga, por su carácter accidental, el cultivo de un predio por una sola cosecha.

En caso de prórroga, renovación o nueva contratación por la misma o distinta parcela, o cuando el tenedor del campo, previa notificación formal al propietario, lo conserve por un término mayor al establecido, sin oposición documentada de éste, se considerará el contrato comprendido en las prescripciones de esta Ley."

Artículo 10.- Créase el Registro de Contratos Agropecuarios (RECOAGRO) cuyo funcionamiento deberá garantizar la SAGPyA (Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos del Ministerio de Economía y Producción de la Nación).

Artículo 11.- Refórmese el Artículo 40 de la Ley 13.246 el cual quedará redactado de la siguiente manera:

"Los contratos a que se refiere la presente Ley deberán redactarse por escrito. Si se hubiese omitido tal formalidad, y se pudiere probar su existencia de acuerdo con las disposiciones generales, se lo considerará encuadrado en los preceptos de esta Ley y amparados por los beneficios que ella acuerda. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que le otorgue contrato escrito. El contrato debe ser inscripto por cualquiera de las partes en el Registro de Contratos Agropecuarios a cuyo efecto bastará que el instrumento tenga sus firmas certificadas por escribano, juez de paz u otro oficial público competente."

Artículo 12.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

El régimen legal sobre Arrendamientos Rurales se consolida en 1921 con la sanción de la Ley 11.170 que avanza en cuatro aspectos:

1. Asegurar estabilidad.

2. Indemnizar por las mejoras introducidas por el arrendatario.

3. Establecer la inembargabilidad de los instrumentos y animales de trabajo.

4. Dar la libertad de contratar, comerciar y vender sus productos.

Entre 1927 y 1928 se presentaron varios proyectos que procuraron modificar la Ley 11.170 que son antecedentes de la Ley 11.627 de 1932.

La década del 40 debe hacer frente, en materia de arrendamientos rurales, a diversos problemas: poner tope a los máximos precios de locación y prohibir los desalojos por vencimiento de contrato o por arrendamientos impagos.

En 1942, la Ley 12.771 limita la renta y la llamada libre contratación.

El 14 de marzo de 1942 se crea la División de Arrendamientos y Aparcerías Rurales en la órbita del Ministerio de Agricultura. Esta División debía entender en los problemas ligados al desalojo de colonos provocado por la transferencia de las explotaciones rurales de agrícolas en ganaderas y la extensión de la desocupación en el ámbito rural.

En noviembre de 1943 se sanciona el Decreto 14.001 que deroga la Ley 12.771.

Podemos generalizar y decir que, en estas décadas, los motivos de preocupación que obligan a plantear una legislación más adecuada, están insertos en "la cuestión social" que, en el campo, estaba atravesada por el riesgo de un conflicto social significativo. (1) 

La Ley 13.246 ,sancionada el 8 de septiembre de 1948, tuvo como objetivo establecer una normalización contractual que tutelara al arrendatario (productor rural) frente al arrendador (terratenientes) usualmente propietario de grandes extensiones territoriales. Dicha Ley se inspiró en la necesidad de tutelar la producción y en la protección del productor agropecuario, haciendo hincapié en los aspectos técnicos, económicos y sociales de la explotación.

Entre los aspectos más sobresalientes de la Ley podemos citar, siguiendo a Brebbia (2) :

- Tipificó las figuras contractuales que tienen igual función económica.

- Consolidó una colaboración armónica entre el capital y el trabajo en cuanto revisten una función instrumental para la realización de la empresa agraria, procurando al empresario el disfrute del fundo con fines productivos.

En octubre de 1980 fue modificada por la Ley 22.298, que es la que actualmente rige. El nuevo texto tiende a modernizar la legislación referente al arrendamiento y aparcería, debido a los cambios observados en los modos de producción. A partir de los años 60 y 70 comenzó la transformación de arrendatario en contratista, figura que disponía de bienes de capital y necesitaba movilizar amplios recursos financieros. Este proceso se profundiza en los noventa frente al cambio del productor por la empresa agropecuaria, alterándose sensiblemente la estructura de poder entre el arrendador y arrendatario en relación a la existente en 1948 cuando se promulgó la Ley 13.246.

Los cambios operados por la Ley 22.298 apuntaron a minimizar la participación oficial y dieron mayor trascendencia a los acuerdos entre partes. La Ley 22.298 deroga 24 artículos de la Ley 13.246 y modifica otros 14. Dentro de las modificaciones:

Artículo 4: se disminuye a tres años el plazo mínimo de los contratos de arrendamiento y aparcería.

Artículo 8: se elimina la participación del Ministerio de Agricultura en su intervención frente a los problemas de explotación irracional del suelo.

Artículo 39: se eleva a dos años el plazo máximo de los contratos de carácter accidental y se establece que debe mediar un año, entre la celebración del nuevo contrato, para no estar incluido en las condiciones de la Ley 22.298.

La situación actual permite observar una importante difusión de contratos de arrendamiento efectuados por empresas agrícolas (arrendatarios), con productores medianos y grandes, muchos de los cuales registraron una fuerte descapitalización durante los años noventa. En general estos contratos se insertan en el proceso de sojización del sector agrícola debido a las facilidades del manejo del cultivo con materiales transgénicos, elemento muy significativo para las empresas agrícolas de alta escala que cultivan, en forma simultánea, predios arrendados en diferentes regiones del país.

Los modelos de los contratos se definen como "Contratos Accidentales por una cosecha del ciclo XX/XX dentro del marco de la Ley 22.298, siguiendo las siguientes condiciones:

1. El período pactado finaliza con la cosecha del lote. 

2. El arrendatario devolverá el lote con el rastrojo y las instalaciones en el mismo estado de conservación en el que había sido recibido.

3. El arrendatario puede hacer todos los tratamientos de herbicidas que crea convenientes para el buen estado del cultivo.

4. El precio del arrendamiento se estipula en quintales de soja. 

En ese sentido, consideramos que la Ley 13.246, en su texto anterior, era más clara a la hora de tipificar que los contratos accidentales quedaban excluidos de la Ley de arrendamientos, pero eran contratos que se pactaban por una sola cosecha. Estaban acotados en tiempo. 

La Ley vigente establece, con un criterio rígido, que la renta debe consistir ineludiblemente en un precio en dinero. No es posible ignorar que gran parte de los contratos que se realizan hoy se estipulan en base a una entrega de una cantidad fija de frutos o su equivalente en dinero. Atendiendo a la realidad y sin modificar el carácter conmutativo del contrato de arrendamiento se adopta una fórmula más amplia que contempla la posibilidad de que la renta sea estipulada en un precio en dinero, en moneda de curso legal o extranjera, como así también en especie, ya sea mediante la entrega de una cantidad fija de frutos o su equivalente en dinero (cláusula que prohíbe la Ley actual).

En principio notamos que la actual modalidad de arrendamiento no garantiza la rotación y hace que producciones regionales se vayan perdiendo ante el avance de monocultivos

Entre 1988 y 2002, el número total de empresas agropecuarias del país se redujo en un 21%, con el correspondiente aumento del 23% en la superficie media de éstas. Estos cambios fueron aún más notables en las provincias pampeanas, donde los aumentos de tamaño oscilan (según las provincias) en 30 y 40%. Otro dato interesante es que la producción en campos arrendados está en el orden del 40 a 50%. (3) 

Es claro que el arrendatario actual no es el mismo de la Ley de 1948: hoy hay grandes grupos capitalistas que arriendan miles de hectáreas de campo y también están pidiendo que los contratos se hagan a más largo plazo y menor precio.

El problema central está referido a la necesidad de instrumentar efectivamente un uso racional del suelo y garantizar la preservación del medioambiente. La Ley 13.246 establecía que quedaba prohibida toda explotación irracional del suelo y también lo contempla la Ley 22.298 modificatoria de la mencionada anteriormente. Sin embargo, las dos prevén la acción pública después de ocurrido el daño. La acción pública debe ser preventiva. Esto implica establecer condiciones técnicas por zona y por cultivo monitoreadas por el INTA.

En el contexto actual es indudable que la Ley de Arrendamientos Rurales requiere modificaciones que respondan a los nuevos tiempos. Consideramos que la SAGPyA debe ser incluido como organismo encargado de definir las condiciones técnicas referidas a las prácticas conservacionistas que deben atender todos los contratos de arrendamiento.

El tiempo de duración de los contratos: analizar cuál es el que mejor permite un control sobre el uso racional y la conservación de los suelos. Consideramos que un contrato de mayor plazo puede ser condición relevante para planificar el uso y conservación del suelo. El término establecido por la anterior Ley parece prudente. No hay justificación para atender las argumentaciones que redujeron el plazo. Un plazo mayor se basa en la necesidad de racionalizar las explotaciones y preservar la continuidad de la empresa agraria.

Consideramos que es conveniente reinsertar la cláusula de prórroga opcional por tres años más.

Por ello planteamos volver a considerar un plazo mayor. Dicho plazo se fija en cuatro (4) años.

El plazo de los contratos en el Derecho Comparado es un punto central. Italia plantea un plazo de seis (6) a quince (15) años; España prevé una duración mínima de seis (6) años.

La explotación racional que el arrendatario o aparcero debe realizar, sólo es posible en la medida en que la empresa agraria emergente del contrato cuente con la estabilidad necesaria en el predio durante un ciclo agrícola completo. Razones de orden técnico, económico y social coinciden en la regulación del plazo del arrendamiento de modo que se garantice la estabilidad de la empresa y se le permita al empresario compensar los resultados de las distintas cosechas producidas dentro de un determinado ciclo agrícola y que, además, pueda realizar y aprovechar las mejoras útiles para la explotación, alternar los cultivos para preservar el suelo y llevar adelante la explotación con sentido productivo.

Es importante introducir aquí la necesidad de ser claros en lo que se refiere a la forma del contrato: deben ser escritos e inscriptos en el Registro de Contratos Agropecuarios. 

El artículo 8 de la Ley reformada por la Ley 22.298, prohíbe toda explotación irracional del suelo que origine su erosión o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contengan los contratos, y en caso de violarse esta prohibición por el arrendatario el arrendador podrá rescindirlo o solicitar que cese esta actividad y, si la erosión o agotamiento se produjere por caso fortuito o fuerza mayor, la rescisión puede ser solicitada por cualquiera de las partes. La mencionada Ley quitó la palabra degradación y sólo consideró erosión o agotamiento. Con posterioridad a la reforma citada, se reformó la Constitución Nacional en 1994 y su Art. 41 dice: "Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica y a la información y educación ambientales". (4) 

Queda absolutamente claro que el espíritu de los convencionales plasmó, en la letra constitucional, la obligación del Estado de prevenir un uso irracional de los recursos naturales.

Por ello, una nueva Ley de Arrendamientos y Aparcerías rurales no puede dejar de plantear cuáles son los mecanismos de control efectivo para garantizar un uso racional del suelo.

La sustentabilidad tiene un costo para el productor y para la sociedad. La duración de los contratos de arrendamiento debería ser suficiente para que los costos y beneficios de la sustentabilidad se puedan compartir con distintos actores del sistema productivo y con la sociedad.

La actual modalidad de arrendamiento por un año no garantiza la rotación y hace que las actividades productivas se vayan perdiendo ante el avance del monocultivo. 

Esto implica necesariamente restringir los contratos accidentales y establecer la obligatoriedad de rotación de cultivo y conservación del suelo y agua.

Coscia, en Agricultura Sustentable, pág. 11, plantea la necesidad de preservar los recursos naturales, entre ellos, los vinculados a la agricultura. 

Desde el punto de vista moral, cada generación tiene la obligación de preservar los recursos naturales recibidos de sus mayores y legarlos, con el mismo o mayor potencial productivo, a sus hijos. De allí la expresión del INTA en su Plan de Tecnología Agropecuaria 1990-95: "producir conservando". 

La agricultura no puede desenvolverse fuera de las normas establecidas para la tutela del ambiente porque agricultura y naturaleza están siempre indisolublemente unidas ya que el medio en que se desarrolla la agricultura es justamente la naturaleza. Si se deteriora la producción por una explotación irracional, se resiente el recurso natural que termina por agotarse. El camino debe ser decididamente hacia una agricultura sustentable que tenga en cuenta evitar el creciente deterioro de los recursos naturales cuyas manifestaciones son diversas: erosión, salinización de las tierras irrigadas, desertificación de áreas semiáridas, degradación de los recursos forestales, contaminación de las aguas, disminución de la diversidad genética y la extinción de especies y contaminación de alimentos. En la medida en que los recursos básicos se degraden o erosionen, la agricultura irá perdiendo su sostenibilidad en el tiempo. (5) 

Por todo lo expuesto, solicito a los Señores Diputados acompañen el presente Proyecto.

(1) Lázaro, Silvia, Estado y arrendamientos rurales durante la década de 1940: los perfiles de una tensa relación, CONICET-CHR/UNLP 

(2) Brebbia, Fernando, Introducción al Derecho Agrario Comparado, UNR Editora, Rosario, 2002, pág. 151 

(3) Manifiesto de Paraná 2004 elaborado por César Quinteros, Graciela Boschetti y Eduardo Díaz, miembros de la Comisión Organizadora del XIX Congreso Argentino de la Ciencia del Suelo, Paraná, Agosto 2004 

(4) Constitución Nacional, 1994 

(5) Brebbia, Fernando, Derecho Agrario, pág. 91 
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El Senado y Cámara de Diputados,...

ARTICULO 1°.- Sustitúyase el artículo 27 de la ley 13246 de arrendamientos y aparcerías rurales, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 27. El contrato de aparcería concluye con la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero.

En tales casos, será permitida la continuación del contrato, previa notificación formal a la otra parte, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuges o colaterales hasta el segundo grado, que hayan participado directamente en la explotación.

Los herederos, descendientes, ascendientes, cónyuges o colaterales hasta el segundo grado del aparcero, que hayan participado directamente en la explotación, dispondrán de 120 días para decidir sobre la continuidad del contrato. Vencido este plazo o desistida la continuidad del contrato se deberá restituir el predio sin derecho a ningún plazo suplementario para el desalojo y entrega libre de ocupantes.

El contrato no terminará, salvo opción contraria del aparcero, por muerte del dador o en los casos de enajenación del predio.

ARTICULO 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

En 1948, el Gobierno Constitucional de entonces, entre la gran cantidad de disposiciones de progreso social que estableció, sancionó la Ley 13.246 de Arrendamiento y Aparcería Rural.

En ella se plasmó la defensa de los derechos de miles de pequeños y medianos productores, principalmente agrícolas, que habían sido partícipes de largas luchas.

Por su trascendencia histórica basta citar la huelga que estalló en la Sociedad Italiana de Alcorta el 25 de junio de 1912 y que paralizó a más de 100.000 agricultores.

Su principal objetivo fue la modificación de los contratos de arrendamientos para mejorar las condiciones de vida de miles de chacareros que, pese a lo intenso de su labor, no alcanzaban a dar un mínimo de dignidad a sus familias, que habían inmigrado en busca de un futuro que en sus países de origen parecía no existir.

El Grito de Alcorta elevó la conciencia de quienes lo gestaron y fue con la sanción de la Ley 13.246 que un gobierno constitucional plasmó sus reivindicaciones jurídicamente.

Sin embargo, como sucedió con los derechos sociales de las mayorías populares, cada una de las dictaduras militares que se instauraron en el siglo veinte se encargó de menoscabarlos.

Ese fue el caso de quienes, como aparceros, trabajan la tierra de nuestra pampa húmeda. La última y más sangrienta de las dictaduras modificó el texto del art. 27, eliminando los párrafos que establecían que "En caso de muerte, será permitida la continuación del contrato, previa notificación formal a la otra parte, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuges o colaterales hasta el segundo grado, que hayan participado directamente en la explotación. El mismo derecho tendrán, en análogas condiciones, los miembros de la familia del aparcero enumerados, si sobreviniese la incapacidad o imposibilidad física de éste."

El objetivo de la modificación de dicho artículo fue la concentración de la propiedad de la tierra en cada vez menos manos y su resultado práctico el despoblamiento de pueblos del interior, transformados en pueblos fantasmas.

La facultad de continuar la explotación por sus descendientes abrigaba en los abuelos la esperanza de un futuro mejor para sus hijos y sus nietos, que querían seguir siendo productores, como sus sacrificados ascendientes.

Como un eco del Grito de Alcorta, hoy hacen sentir su voz "los colonos de Bigand", localidad del sur santafesino cercana a aquélla, quienes luchan para poder continuar con la explotación como aparceros, condición heredada de sus abuelos y padres.

Hace casi cien años, Víctor Aurelio Bigand, hijo de un inmigrante francés, fundó el pueblo y luego dio en arriendo o aparcería tierras de su propiedad a colonos inmigrantes.

A su fallecimiento, lo heredó su única hija, quien continuó con la costumbre paterna de renovar los contratos, incluso a los herederos, cuando un colono fallecía. Ella no utilizó la potestad que le daba el nuevo texto del art. 27 de la Ley 13.246, establecido por la última dictadura militar aún vigente.

Fue con su fallecimiento que, al no contar con herederos, la administración de sus campos quedó en manos del albacea testamentario.

Hoy, la situación de los colonos es desesperante, porque, al fallecer el colono titular del contrato de aparcería vigente, se los intenta desalojar "a causa de la muerte del aparcero titular", desconociendo lo que la propietaria de los campos venía practicando como una costumbre casi legal.

Si bien por cláusula testamentaria el albacea no podrá enajenar por un plazo de diez años contados a partir del vencimiento del último contrato vigente, y por la misma disposición de última voluntad la prioridad de compra la tienen los colonos, el despropósito de continuar en vigencia la redacción del art. 27 impuesta por quienes usurparon el poder en 1976, permite al administrador de la sucesión pedir el desalojo de quienes trabajan la tierra.

Si bien la pelea se da en los Tribunales, y cuenta con el apoyo de la Federación Agraria Argentina y del Movimiento de Mujeres en Lucha, es menester que así como corolario de gestas como el Grito de Alcorta se sancionó la ley 13246, hoy oigamos el reclamo de los nietos de aquellos luchadores y reinstalemos la potestad de continuar con el contrato por quienes son herederos de los titulares a su fallecimiento.

Es imprescindible que la democracia, a través de este parlamento, les devuelva lo que la dictadura les arrebató. Por ello, proponemos la restauración del texto original, con modificaciones de una mejor técnica legislativa.

Estamos convencidos de que los pequeños y medianos productores son el motor dinámico del desarrollo económico, no sólo del campo, sino de los pueblos y las ciudades. Y son ellos a quienes debemos darles confianza y certidumbre para que vuelvan a producir e invertir". El conflicto agropecuario planteado en marzo de 2008 determinó el inicio de una importante crisis que afectó especialmente a las ciudades y pueblos del interior del país, la cual fue agravada por la concurrencia de otras dos crisis. Por un lado, la crisis de la sequía que afecta a gran parte de nuestro país y por otro, la crisis financiera internacional que determinó la caída de las exportaciones.

Es el Congreso Nacional el ámbito institucional adecuado para concretar la política a mediano y largo plazo para el sector agropecuario; y el establecimiento y modificación de los tributos nacionales. 

En tal sentido, el Parlamento Nacional es quien debe fijar el esquema y nivel de retenciones a aplicarse para la exportación de granos. Pero también debe ser el ámbito en el cual promover un debate amplio para definir una política agropecuaria integral, concebida en términos de política de Estado, que contemple a los sectores cerealero, lechero, cárnico y de las economías regionales. 

La desaparición de muchos pequeños productores, empujada inicialmente por la baja rentabilidad y el endeudamiento de finales de la década del '90, en la actualidad se profundiza por la competencia -muy desigual- por la tierra con los nuevos actores que posee una mayor capacidad financiera (los grandes pooles de siembra), en detrimento de los pequeños y medianos productores. 

El modelo productivo vigente viene erosionando el tejido social del medio rural, transformando a muchos pequeños y medianos productores en rentistas y dando lugar a una "agricultura sin agricultores".

Es indispensable promover acciones tendientes a diversificar la producción cerealera evitando el proceso de concentración que se ha agravado en los últimos años. Debemos mantener e incrementar las fuentes de trabajo y por sobre todo, la radicación de la población rural.

Con el objetivo de detener el proceso de concentración de la tierra, el éxodo de los pequeños y medianos productores desde el campo a las ciudades y la concentración en la producción de granos entendemos que es indispensable promover esta modificación a la Ley Nº 13.246.

Este proyecto es de autoría del Diputado Eduardo Di Pollina (MC). El expediente original es el N° 2.768-D-2007. Tuvo Orden del día (OD N° 2951 con modificaciones), fue aprobado en la Cámara de Diputados, pasó al Senado y obtuvo allí también Orden del día, pero no llegó a ser tratado en el recinto de la Cámara Alta. 

En el presente proyecto, reproducimos el mencionado expediente con las modificaciones acordadas en las Comisiones de Legislación General y de Justicia al momento de su tratamiento.

Por lo expuesto, a nuestros pares solicitamos el tratamiento y aprobación del presente.
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El Senado y Cámara de Diputados,...

CONTRATOS AGRARIOS

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Ámbito de aplicación

Artículo 1º: La presente Ley será aplicable a todo contrato agrîcolo-ganadero, cualquiera sea la denominación que las partes le hayan asignado, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas y su finalidad agrobiológica y económica.

Orden Público

Artículo 2º: Los preceptos de esta ley son de orden público e irrenunciables sus beneficios.

Salvo los casos en que expresamente lo autorice, son nulos y carentes de todo valor cualquier cláusula o pacto contenido en los contratos que sean contrarios a la ley, y también los pactos y actos realizados en fraude a la misma, los que no impedirán la aplicación de las normas que se hubiere tratado de eludir.

Sólo serán renunciables los derechos del arrendatario y/o aparcero tomador desde el momento en que puedan ser ejercitados. La renuncia deberá constar en documento público.

Los derechos del dador son renunciables con arreglo a las normas ordinarias.

Normas Supletorias

Artículo 3º: En los contratos regidos por esta Ley se aplicarán:

a) Las disposiciones de esta Ley;

b) los convenios de las partes;

c) las normas del Código Civil;

d) los usos y costumbres locales.

Formalidades y requisitos

Artículo 4º: Los contratos alcanzados por la presente Ley deberán celebrarse por escrito y la firma de las partes autenticada por escribano público, juez de paz o por la autoridad que reglamentariamente se designe. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que otorgue contrato escrito.

Deberán contener los siguientes requisitos: 

a) Nombre de las partes contratantes, especificando si son personas físicas o jurídicas. 

b) Ubicación del predio y/o lotes objeto del contrato determinando: provincia; departamento o partido; cuartel o distrito; datos de georeferencia;

c) Superficie del predio y/o lotes objeto del contrato;

d) Especificación de las mejoras existentes, detalle, descripción y estado de conservación determinando a quien pertenecen;

e) Precio, fecha, lugar y forma de pago; 

f) Destino del predio y/o lote;

g) Plazo;

h) Domicilio Real y Fiscal de las partes;

i) Jurisdicción a la que se someterán;

j) Parte que asume el compromiso de inscripción.

Cuando se hubiera omitido estas formalidades y se probare su existencia de acuerdo a las disposiciones generales se lo considerará alcanzado por los preceptos de esta Ley.

Cláusulas Nulas

Artículo 5º: Son insanablemente nulas y carentes de valor y efecto las cláusulas que impongan al arrendatario y/o aparcero tomador condiciones o prestaciones diferentes de las que le son propias conforme a lo establecido en esta Ley y en particular:

a) Obliguen a vender, asegurar, transportar, depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada;

b) Obliguen a contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia, a persona o empresa determinada;

c) Obliguen a utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de los productos;

Cesión 

Artículo 6º: Queda prohibido ceder total o parcialmente el predio objeto del contrato o transferir el contrato sin autorización expresa por escrito, salvo las excepciones que esta misma Ley disponga.

No se interpretará como transferencia de contrato ni cesión o subcontrato cuando se trate de contratos con los integrantes de una sociedad civil o de hecho, en cuyos casos el contrato deberá firmarse por todos sus componentes, quienes designarán en el mismo acto quien continuará representándolos.

No se considerará cesión el aprovechamiento del predio cuyo destino sea el pastoreo del rastrojo. 

Remisión del precio

Artículo 7º: Las partes podrán convenir la remisión del precio cuando se produjera la pérdida total o parcial de la producción debida a caso fortuito o fuerza mayor que implique riesgos no asegurables.

Revisión del precio

Artículo 8º: Será facultad de las partes acordar expresamente la revisión del precio si se produjera un desequilibrio debidamente probado entre el costo de producción y el valor de los frutos obtenidos.

La misma sólo tendrá validez transcurrido el primer año de vigencia del contrato no obstante cualquier pacto en contrario.

Artículo 9º: La autoridad de aplicación podrá determinar, al sólo efecto indicativo y sin que ello importe obligación alguna para las partes, un precio de arrendamiento de referencia para cada cultivo, establecido como un porcentaje del rendimiento probable en un promedio de al menos cuatro años, para cada región agroecológica del país, de acuerdo a las determinaciones que para el caso realice el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. 

Resolución del contrato

Artículo 10º: La facultad de peticionar la remisión o revisión del precio previsto en los artículos precedentes no excluye el derecho de las partes a peticionar la resolución del contrato de acuerdo con el Artículo 1198 del Código Civil.

Plazo

Artículo 11: Los contratos a que se refiere esta Ley tendrán un plazo mínimo de tres (3) años y máximo de diez (10), que podrá renovarse, expresamente y por escrito. Cuando en el contrato las partes no hayan determinado plazo el contrato se entenderá celebrado por el plazo mínimo.

Artículo 12: Los contratos en los cuales se requiera realizar obras de mejoramiento del predio tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento que retarden la productividad del establecimiento por un lapso mayor a dos (2) años, podrán celebrarse por un plazo máximo de veinte (20) años.

Elementos inembargables

Artículo 13: Serán inembargables, inejecutables y no afectados al privilegio del arrendador y/o aparcero dador los bienes de trabajo, personales y de consumo del arrendatario y/o aparcero tomador considerado micro empresa en los términos de la Ley 24.467. 

Extinción del contrato

Artículo 14: Los contratos alcanzados por esta Ley concluyen en los siguientes casos: 

a) Por vencimiento del término pactado. Deberá restituirse el predio libre de ocupantes, sin derecho a ningún plazo adicional para el desalojo; 

b) Por vencimiento del plazo legal mínimo si no se hubiese determinado el mismo; 

c) Por abandono del establecimiento por parte del arrendatario o aparcero tomador; 

d) Por falta de pago en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados, o su equivalente en dinero en su caso. En cualquiera de los casos, el propietario podrá exigir el pago de las sumas adeudadas y el desalojo del inmueble, con daños y perjuicios si correspondiere; 

e) Por resolución del contrato por incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato hubieran establecido; 

f) Por extinción del usufructo, en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario, caso en que el contrato se tendrá por finalizado al vencimiento del año agrícola siguiente; 

g) Por mutuo acuerdo;

h) Por imposibilidad de cumplimiento del objeto del contrato frente a hechos derivados de caso fortuito o fuerza mayor. 

Explotación racional del suelo

Artículo 15: Queda prohibida la explotación irracional del suelo y el agua cuando pueda originar erosión, agotamiento, degradación o contaminación.

En tal caso, el propietario queda facultado para solicitar el cese de la actividad y/o rescindir el contrato, pudiendo reclamar la recomposición de las cosas a su estado anterior con más daños y perjuicios.

Si la erosión, agotamiento, degradación o contaminación sobrevinieran por razones de fuerza mayor o caso fortuito cualquiera de las partes podrá solicitar la rescisión del contrato.

En todo contrato de arrendamiento o aparcería agrícola se establecerá la rotación de cultivos que aconsejen las buenas prácticas agrícolas para cada región agroecológica y la fertilización mínima necesaria para la reposición de nutrientes. 

Artículo 16: Las partes acordarán en el contrato la realización de los análisis de suelo y agua que reglamentariamente se determinen con la periodicidad que allí se establezca. Las partes acordarán además cuál de ellas remitirá la información obtenida al registro que cree la Autoridad de Aplicación, quien la enviará al Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, según se establezca en la reglamentación. 

Quedarán excluidos de los preceptos de este artículo los contratos de pastoreo y/o pastaje que no impliquen roturación de suelos ni riego.

TITULO II

DEL ARRENDAMIENTO RURAL

Definición

Artículo 17: Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, arrendatario, el uso y goce de un predio rural, con destino a la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones y la otra a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinarlo en la fecha en que acuerden.

Arrendamiento de explotación o establecimiento.

Artículo 18: El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

Obligaciones de las partes

Artículo 19: Son obligaciones de las partes, además de las establecidas en el Código Civil, las siguientes:

1) Del Arrendatario

a) Pagar en tiempo y forma el precio acordado;

b) Realizar la actividad establecida con sujeción al contrato y a las leyes aplicables, usando el suelo racionalmente de modo de impedir su erosión, degradación o agotamiento, conforme las buenas prácticas agrícolas y, en su caso, las técnicas de manejo adecuadas para una agricultura sustentable, garantizando la reposición de nutrientes; 

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente y conservación de recursos naturales;

e) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento;

f) Conservar las mejoras del predio que deberá entregar al vencimiento del contrato en las condiciones que lo recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso normal y la acción del tiempo. Cuando se trate de arrendamiento de explotación o establecimiento, devolver los bienes que le fueron entregados en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió, salvo otro pacto expreso en el contrato;

g) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

2) Del Arrendador

a) Asegurar el uso y goce de las cosas dadas en arrendamiento;

b) Contribuir a los gastos que demande la lucha contra las plagas y malezas si el predio las tuviera al contratar, en la proporción convenida; a falta de convención contribuirá en un cincuenta por ciento (50%) de dichos gastos;

c) Inscribir el contrato en el registro respectivo;

d) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional.

Sucesión

Artículo 20: Si ocurriese la muerte, incapacidad o imposibilidad física del arrendatario será permitida la continuación del contrato, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta de segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación; o su rescisión a elección de los mismos.

TITULO III

DE LAS APARCERÍAS

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES 

Definición

Artículo 21: Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos, en la proporción acordada.

La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador.

Obligaciones de las partes

Artículo 22: Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamento:

1) Del aparcero tomador

a) Realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato;

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas prácticas agrícolas y ganaderas;

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso y la acción del tiempo. En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando haya recibido en aparcería una explotación o establecimiento, devolver los bienes integrantes en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió;

e) Hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta su división;

f) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento;

g) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas;

h) Inscribir el contrato en la forma que establezca la Ley;

i) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes.

2) Del aparcero dador

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas;

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

c) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine: Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo; 

d) Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos y su liquidación; 

e) Destinar sin cargo una parte del predio para el asiento de la vivienda del aparcero tomador, para sus animales domésticos y huerta en las proporciones que establezca la reglamentación;

f) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido;

Extinción del contrato

Artículo 23: Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por las causales previstas en el Artículo 14 de la presente Ley;

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria del aparcero tomador ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscripto en el registro respectivo;

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato determinan.

Contratos Mixtos

Artículo 24: Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero o en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinar en la fecha que acuerden. 

CAPITULO II

DE LAS APARCERÍAS AGRÍCOLAS

Definición

Artículo 25: Habrá contrato de aparcería agrícola cuando una de las partes, el aparcero dador (o simplemente dador), se obligue a entregar a otra, aparcero tomador (o simplemente tomador), el uso y goce de un predio rural con o sin plantaciones, sembrados o elementos de trabajo para la explotación agrícola con el objeto de repartirse los frutos.

Artículo 26: Las partes podrán convenir libremente el porcentaje en la distribución de los frutos.

Es facultad de las partes convenir el porcentaje que cada uno aportará para el combate de las plagas y malezas. 

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra.

Artículo 27: La autoridad de aplicación podrá determinar, al sólo efecto indicativo y sin que ello importe obligación alguna para las partes, un precio de referencia de aparcería para cada cultivo, establecido como un porcentaje del rendimiento probable en un promedio de al menos cuatro años, para cada región agroecológica del país, de acuerdo a las determinaciones que para el caso realice el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. 

Artículo 28: La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de los mismos.

CAPITULO III

DE LAS APARCERÍAS PECUARIAS

Definición

Artículo 29: Habrá aparcería pecuaria cuando las partes acuerden realizar en conjunto una producción ganadera en cualquiera de sus especialidades, a fin de distribuir las utilidades que de ella deriven. El objeto puede consistir tanto en las crías que se hayan logrado, los kilogramos producidos, como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato.

Artículo 30: El ganado es aportado por el aparcero dador. En el contrato se debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado que servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar cada una de las partes a la terminación del contrato. 

Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero tomador.

Dirección de la empresa

Artículo 31: La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador, el cual debe ejercitarla según las reglas de la buena técnica de la cría, recría o engorde del ganado.

Artículo 32: El dador de los animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero tomador en la tenencia y guarda de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros.

El aparcero no responderá de la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

Plazo

Artículo 33: El plazo de duración lo convendrán libremente las partes según los objetivos del acuerdo que celebren.

División de productos y utilidades

Artículo 34: Los productos y las utilidades se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos.

Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o de los frutos y productos de los mismos.

Muerte del dador

Artículo 35: La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del dador.

TITULO IV

DEL PASTAJE

Definición

Artículo 36: Existe contrato de pastaje cuando el dador de los pastos, sin entregar la tenencia de un predio rural cuyo uso y goce dispone por cualquier título, le concede a otro el derecho de hacer pastar al ganado mediante el pago de un precio en dinero por cabeza de animal y por un plazo determinado.

No será aplicable al contrato establecido en este título el plazo mínimo legal dispuesto en el Artículo 11 de la presente Ley.

Artículo 37: El dueño del ganado debe limitarse a hacer pastar los animales y suministrarle la bebida necesaria sin poder realizar ningún otro acto de utilización del fundo. Salvo convención expresa en contrario, tampoco podrá utilizar las mejoras existentes en el predio excepto el caso de los alambrados u otros medios de encerramiento y bebida.

Artículo 38: El dueño del ganado sólo puede exigir el cuidado o custodia de los animales en el caso en que expresamente se haya convenido. 

Artículo 39: La persona que tiene a su cargo la custodia, con arreglo a lo dispuesto precedentemente, es responsable de los daños y perjuicios que los animales puedan causar a terceros estando el predio debidamente cercado.

Artículo 40: El dueño del predio no es responsable por la muerte o desaparición de los animales que pasten en el mismo por causas naturales o por cualquier otra causa que no le sea imputable.

Artículo 41: No existiendo contrato escrito, cualquiera de las partes puede resolverlo en cualquier momento dando aviso fehacientemente a la contraparte. En este caso los animales deberán ser retirados en forma inmediata por el dueño de los mismos.

TITULO V

DE LOS CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACIÓN

Definición

Artículo 42: Con el contrato agrario de asociación en participación el asociante atribuye al asociado, como contrapartida a un determinado aporte, una participación en las utilidades de la explotación o de una cosecha, cría, engorde o negocio determinado. El aporte del asociado puede consistir en dinero, insumos o prestaciones de servicio.

Las partes establecen libremente la duración del contrato. Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones solamente hacia el asociante.

Salvo pacto en contrario, el asociante puede convenir participaciones a varios asociados.

La gestión de la empresa y de la producción corresponde al asociante, sin perjuicio de lo convenido respecto del control y de su obligación de rendir cuentas.

Salvo pacto en contrario, el asociado participa a las pérdidas en la misma medida que a las utilidades, pero las pérdidas que recaen sobre el asociado no pueden superar el valor de su aporte.

TITULO VI

CONTRATOS ACCIDENTALES

Definición

Artículo 43: Habrá contrato accidental de cosecha cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con destino a la explotación agrícola, y la otra a pagar un precio en dinero y/o en especie y/o en porcentaje, según la naturaleza de cambio o asociativa o mixta del contrato, por ese uso o goce, por un plazo que no exceda dos cosechas en el mismo o distinto año agrícola. 

Artículo 44: Los contratos accidentales tendrán precios o porcentajes de referencia un veinticinco por ciento (25 %) menor que los que determine la autoridad de aplicación de acuerdo con lo normado por la presente Ley para el contrato de arrendamiento y/o aparcería agrícola. 

Artículo 45: La celebración de un nuevo contrato accidental entre las mismas partes y sobre el mismo predio o lotes sin que haya transcurrido como mínimo un año de vencido el anterior, dará derecho a solicitar la aplicación del Artículo 11, pero por el tercer período anual, las partes deberán pactar nuevamente el precio, el que se deberá abonar durante ese tercer período.

Calificación

Artículo 46: A pedido de parte, estos contratos serán sometidos a calificación y homologación judicial ante el fuero competente hasta quince días antes del plazo de vencimiento previsto, debiendo expedirse simultáneamente el testimonio correspondiente. Al vencimiento del contrato, la presentación de dicho testimonio ante el juez competente será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva. Además de ordenar la desocupación, dicha autoridad a pedido de parte impondrá al arrendatario que no haya desocupado el inmueble una multa equivalente al cinco por ciento (5%) del precio convenido a favor del propietario.

Artículo 47: A los contratos accidentales le resultan aplicables las demás reglas generales que establece el presente texto, que no sean contrarias a las disposiciones especiales establecidas en este Título VI.

TITULO VII

DE LOS CONTRATOS PROMOVIDOS, EL RÉGIMEN IMPOSITIVO Y LAS CONDICIONES DEL CESIONARIO

Definición

Artículo 48: Serán contratos promovidos los contratos de arrendamientos y aparcerías que cumpliendo las condiciones del Artículo 50 sean celebrados en carácter de arrendatario, aparcero tomador por él o los titulares de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de personas físicas o jurídicas.

Tal carácter se determinará de acuerdo a la Ley 24.467.

Artículo 49: Será contrato promovido el contrato agrario en participación que celebre como asociante quién o quienes ostenten el carácter de titular de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de persona física o jurídica y sea propietario o usufructuario o arrendatario o aparcero tomador de un inmueble rural con un contratista rural y/o un proveedor de insumos y/o un inversor como asociados. Los beneficios que otorga el presente título alcanzaran también al contratista rural, al proveedor de insumos y al inversor asociado. El contrato deberá tener una duración mínima de tres años, y se ajustará en cuanto resulte compatible a las demás condiciones del Artículo 50.

Al asociante y asociados corresponderán, en cuanto sean aplicables los beneficios de los Artículos 51, de esta Ley.

Artículo 50: Los contratos promovidos deberán ser celebrados por el plazo mínimo previsto en el Artículo 11 de esta Ley, sin perjuicio de los incentivos a los contratos de mayor duración y ajustarse a las demás previsiones de esta Ley.

Artículo 51: Los contratos promovidos gozarán de beneficios impositivos y financieros de conformidad con el régimen de promoción de esta Ley.

En los casos que por ley, reglamento o resolución de la autoridad de aplicación se considere conveniente, los sujetos comprendidos en el Artículo 48 podrán también beneficiarse con aportes no restituíbles. Especialmente, dicho beneficio podrá preverse:

a) para quienes revistan el carácter de agricultores familiares titulares de micro empresas rurales de acuerdo a la reglamentación de la Secretaría de Industria, Comercio y de la Pequeña y Mediana Empresa;

b) para la iniciación y radicación de jóvenes agricultores que solos o asociados constituyan una micro o pequeña empresa agropecuaria;

c) para quienes posean títulos técnicos o profesionales en carreras vinculadas con las ciencias agrarias, veterinarias o de administración rural.

Artículo 52: Se establecen a modo de promoción los siguientes beneficios fiscales:

1. Para los arrendatarios y aparceros tomadores:

a) Podrá deducir del impuesto a las ganancias, el treinta por ciento (30%), en más, de las sumas abonadas en concepto de arrendamiento o del porcentaje de la aparcería, por período fiscal;

b) Devolución anticipada de IVA de bienes adquiridos a los efectos del cumplimiento del objeto del contrato promovido. Dicha devolución procederá en la medida en que los importes de los mismos no hayan sido absorbidos por los respectivos débitos fiscales originados en la venta de productos vinculados al cumplimiento del objeto del contrato promovido.

c) Amortización acelerada de bienes adquiridos al efecto del cumplimiento del contrato promovido;

d) Los bienes incluidos en los contratos promovidos no integrarán la base de imposición de imposición del impuesto a la ganancia mínima presunta.

2. Para los arrendadores y aparceros dadores:

a) Estará exento del impuesto a las ganancias el equivalente al veinte por ciento (20%), por período fiscal, de las sumas percibidas por la locación; 

b) Régimen de amortización acelerada en bienes de capital adquiridos por el aparcero dador para ser aportados en aparcerías.

Artículo 53: Cuando el plazo del contrato sea de cinco (5) o más años, los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el Artículo 52 se incrementaran al cuarenta por ciento (40%) para el arrendatario o aparcero tomador y al veinticinco por ciento (25 %) para el arrendador o aparcero dador.

Artículo 54: Las Provincias serán invitadas a adherir a lo dispuesto en este capítulo, a fin de:

a) Eximir a los contratos promovidos del impuesto de sellos;

b) Disminuir las alícuotas del impuesto inmobiliario rural a los inmuebles dados en arrendamiento, aparcerías o en los contratos promovidos;

c) Disminuir las alícuotas del impuesto a los ingresos brutos sobre las ventas de productos en los contratos promovidos.

Artículo 55: Los contratos promovidos gozarán de estabilidad fiscal durante su vigencia. De esta manera cualquier modificación de los beneficios previstos en esta Ley operaran para el futuro.

Artículo 56: La reglamentación podrá establecer beneficios financieros vinculados a los contratos promovidos.

TITULO VIII

DEL REGISTRO CONTRATOS AGRARIOS

Artículo 57: Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación el Registro de Contratos Agrarios. La reglamentación establecerá su funcionamiento y condiciones para la inscripción de los contratos, previendo su recepción en todas las oficinas y delegaciones de la repartición en el territorio nacional.

TITULO IX

DE LAS DISPOSICIONES COMUNES, COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

Artículo 58: Los contratos que, a pesar de no estar regulados por un estatuto especial presupongan una relación de dependencia y no impliquen la cesión del uso y goce del predio, quedarán excluidas del régimen de esta Ley aún cuando la retribución consista en la participación en los frutos.

Artículo 59: Quedan excluidos de la presente la Ley los contratos que impliquen cesión de predios con instalaciones para destino exclusivo de explotaciones ganaderas y de cría animal intensiva de tipo industrial, locales o terrenos dedicados exclusivamente a la estabulación de ganado, siempre que no sean parte de un predio mayor cedido con destino a la explotación agropecuaria o del que se obtengan parcial o totalmente los alimentos para la explotación intensiva.

Artículo 60: La presente Ley regirá para los contratos que se celebren a partir de su entrada en vigencia.

Artículo 61: Derogase la Ley 13.246 y sus modificatorias.

Artículo 62: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

El presente proyecto ya ha tenido su paso por esta HCDN allá por el año 2007 y su autor, el Dr. Francisco Ferro ha sido un estudioso del tema. Vengo a rescatar los conceptos fundamentales que fueron tenidos en cuenta en su anterior elaboración y hemos incluido otros, atento a los normales cambios que naturalmente se dan en el devenir de los tiempos. Escencialmente ha sido conservado el concepto central que es tener en cuenta las distintas modalidades de este tipo de contrato pues en cada región, en cada tipo de productor, se dan características disímiles que obligan a ser tenidas en cuenta. Otro aspecto fundamental que rige la presentación de este Proyecto es salvaguardar al pequeño productor agropecuario en este tipo de contrato que muchas veces lo encuentra en una situación débil y debemos protegerlo. Este Proyecto constituye una síntesis que contempla las diversas propuestas que han tenido estado parlamentario en este ámbito legislativo en los últimos tiempos, las opiniones que hemos recabados tanto sobre la ley vigente como de dichas propuestas y, finalmente, el fruto de nuestra experiencia como político, profesional del área y productor agropecuario, en lo personal. Ello, en la necesidad de lograr una actualización de la llamada ley de arrendamientos rurales y custodiar, a su vez, a los productores de aquellos sectores que resultan más vulnerables en el nuevo escenario . Para tal fin, hemos puesto especial interés en los llamados contratos promovidos (con la clara intención de favorecer a los pequeños productores agropecuarios que utilizan esta herramienta legal, por sobre los más poderosos actores del sector), en los contratos accidentales (limitándose los mismos) y, sin entrar en aspectos que deberían ser propios de una ley específica, promover la protección del recurso natural en juego. 

Con ese cometido, pretende ser una norma que contemple una parte general que verse sobre cuestiones atinentes al orden público de sus preceptos, a las formas y requisitos de los contratos tipificados, las cláusulas nulas, la cesión del contrato, la remisión del precio y su revisión, la resolución del mismo, el plazo, los elementos inembargables, la extinción del contrato y la explotación racional del suelo.

Luego legislamos sobre los contratos específicos de arrendamiento, aparcería (agrícola y pecuaria), pastaje, en participación, accidentales y, finalmente, los promovidos.

Por último, se crea el Registro de Contratos Agrarios, en el ámbito nacional, a fin de poder tomar debida nota de dichos acuerdos en un ámbito único, pero que garantice la posibilidad de realizar el trámite de manera descentralizada, a través de las delegaciones y oficinas de todo el país.

Como se menciona al principio, se establece un marco general que contemple aquellos aspectos comunes a todas las modalidades contractuales que comprende la norma propuesta. Allí se mantiene el carácter de orden público de sus preceptos y la consecuente nulidad de cláusulas contrarias al marco normativo.

En cuanto a los requisitos del contrato, compartimos el criterio de establecer, además de las formas y requisitos comunes (celebrarse por escrito, firma de las partes autenticada, nombre de las partes, domicilio, lugar, fecha, precio, plazo, etc.), aquellos que tiendan a reforzar la protección del recurso natural a través la descripción del destino de la explotación, de manera tal que permita hacer un seguimiento del predio, la especificación de las mejoras y el estado de conservación y quien será el responsable de inscribirlo en el Registro de Contratos Agrarios que se crea en el ámbito del Ministerio del área.

Se regula en particular como cláusulas nulas aquellas que tiendan a imponer al arrendatario y/o aparcero tomador obligaciones que obedezcan a una posición dominante sobre los mismos, como podría ser la que obligue a vender el producto a una determinada persona.

Se establece la prohibición de la cesión total o parcial del predio, contemplado la circunstancia de contratos celebrados con integrantes de una sociedad civil o de hecho (deberán suscribirlo todos sus componentes y designar representante) y el aprovechamiento del predio para el pastoreo del rastrojo.

Se deja librado a las partes acordar en materia de remisión del precio en caso de pérdida total o parcial y de revisión del precio cuando se produjera un desequilibrio probado entre los costos y el valor de los frutos obtenidos; además de contemplar la posibilidad de resolución del contrato.

En lo que concierne al plazo, que ha sido uno de los temas más álgidos, atento que muchos proyectos proponen extender el mínimo a cinco (5) años, me he inclinado a favor de mantener el de tres (3) años como mínimo, que le da mayor elasticidad a las partes para afrontar los riesgos de este particular sector de la economía.

Se modernizan los preceptos que hacen a la inembargabilidad de los bienes de trabajo, personales y de consumo del arrendatario o aparcero tomador.

En lo que respecta a la extinción del contrato, se prevén distintas causales a las actuales, tales como imposibilidad de cumplimiento del objeto del contrato, incumplimiento, vencimientos del termino pactado o del plazo legal (si no lo estuviere), la falta de pago, etc.

Como se señala al principio, la protección de los recursos naturales requiere de un mayor compromiso de todos los actores en juego. Desde ya que parte de la responsabilidad de los contratantes pero, fundamentalmente del Estado, como celoso custodio del interés general. Al respecto, se mantienen los conceptos del vigente art. 8 de la ley, pero se suma a ello la rotación de los cultivos que aconsejen las buenas prácticas agrícolas para cada región agroecológica y la reposición de nutrientes, pero también se suman la realización de los análisis de suelo y agua que tendrán que acordar las partes con determinada periodicidad y la remisión de dicha información al INTA, para un proceso indispensable de la información que permita un seguimiento de la posible degradación del recurso.

De todas formas, se comparte el criterio sustentado por la otrora Secretaría de Agricultura, en la necesidad de marchar hacia una futura ley de suelos, no sólo de un sustento legal más profundo, sino que permita un mayor poder de policía sobre esta cuestión. Ello, deviene en un instrumento más que necesario a la hora de conjugar ambas normativas.

Luego se legisla sobre los contratos en particular, comenzando por el arrendamiento rural. Allí se adopta el criterio de salir del viejo esquema del pago del precio en dinero por el uso y goce del predio para pasar a ampliarlo a lo que es de practica, ampliándolo a que pueda acordarse en especie o en dinero equivalente a cantidad precisa de producto. Con ello, se pretende evitar confusiones acerca de su naturaleza a la hora de encuadrar el contrato.

También se pautan las obligaciones de las partes, haciendo especial hincapié en los aspectos del cuidado del suelo, comprometiéndose a su cuidado a través de las buenas prácticas agrícolas y garantizando la reposición de nutrientes; el respeto a las normas medioambientales; se establecen parámetros en materia de plagas y malezas y lo que cada parte aportará; se fijan criterios para el caso de las mejoras, así como quién tendrá la obligación de la inscripción en el registro creado.

Luego continúa el contrato de aparcería con la distinción entre agrícolas y pecuarias; le sigue el contrato de pastaje; los contratos agrarios en participación y los contratos accidentales.

Respecto de estos contratos accidentales, se establece que el plazo no excederá de dos cosechas en el mismo o distinto año agrícola. Frente a la celebración de un nuevo contrato accidental (iguales partes y lotes), ello dará derecho a solicitar el plazo mínimo de 3 años, pero el último año se debe pactar nuevamente el precio. De esta manera, se trata de evitar el abuso de esta figura y por otra parte, se equilibren las partes en el último año respecto del precio a aplicar. Se dispone que estos contratos podrán ser calificados y homologados judicialmente, estableciéndose un mecanismo judicial para la inmediata desocupación del inmueble y una multa para el caso que ello no ocurra.

Seguidamente se avanza sobre la figura del contrato promovido, que está contenida en otras iniciativas legislativas y que tiende a contemplar nuevas figuras que permitan "agiornarse" a los tiempos y deje en mejores condiciones a los pequeños productores, con el alto contenido social y económico que ello tiene en el interior.

Para ello se han previsto beneficios impositivos importantes y se ha fijado como parámetro para categorizar al destinatario utilizando la figura de la micro o pequeña empresa agropecuaria contemplada en la ley 24.467.

Dentro de los beneficios establecidos para esta modalidad contractual, se encuentran la deducción de impuesto a las ganancias, devolución del IVA, amortización acelerada de bienes adquiridos. Cuando el plazo se extienda a 5 años, se incrementa el beneficio para las partes.

Se invita a las Provincias a adherir a la ley haciendo un esfuerzo en materia impositiva local (Impuestos de sellos, inmobiliario e ingresos brutos) y se dispone en el orden nacional la estabilidad fiscal. Asimismo, se faculta al Poder Ejecutivo a reglar otros beneficios de orden financiero. 

Como ya dijimos, se crea el Registro de Contratos Agrarios, el que será reglado por el Poder Ejecutivo, previendo que la inscripción pueda recepcionarse en las distintas oficinas y delegaciones nacionales ubicadas a lo largo de nuestro territorio, a fin de lograr una mayor inmediatez y económica de los destinatarios.

En líneas generales esta es la propuesta que se pretende dejar plasmada para la discusión que viene en este Parlamento que, como ya se ha señalado recepta las iniciativas y propuestas ya existentes y, fundamentalmente, se ha tenido en cuenta las recomendaciones y criticas que aportadas por las distintas organizaciones que agrupan al sector agropecuario, las que han tenido cabida en esta iniciativa.

Por los argumentos expuestos, solicitamos, Sr. Presidente, que se le de curso a la presente propuesta y, finalmente, pueda logarse la mejor legislación posible en esta materia.

H.Cámara de Diputados de la Nación
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El Senado y Cámara de Diputados,...

CONTRATOS RURALES

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Ámbito de aplicación

Artículo 1º: Será aplicable la presente Ley en todo el territorio nacional, a todo contrato que responda en su denominación y contenido, a alguno de los regulados en la presente Ley, así como a todo otro, cualquiera sea la denominación que las partes le hayan asignado, siempre que contenga las condiciones esenciales de aquellos que esta Ley regula.

Este primer Título de la Ley, establece las normas comunes a todos los diversos tipos de contratos que ella prevé, pero para cada uno de ellos, se aplicarán las normas específicas que para cada especie se prevé en los sucesivos Títulos, solo en aquello que modifiquen a las normas generales incluidas en este Título I.

Orden Público

Artículo 2º: Los preceptos de esta ley son de orden público, e irrenunciables los beneficios que establece.

Salvo los casos en que expresamente ella lo autorice, serán nulas y carentes de todo valor las cláusulas o pactos incluidos en los contratos, que sean contrarios a esta Ley, sea por simple inobservancia, contradicción o fraude a la misma. Tales disposiciones no impedirán la aplicación de las normas legales que se hubiere tratado de eludir.

Sólo serán renunciables los derechos del arrendatario y/o aparcero tomador, desde el momento en que puedan ser ejercitados. La renuncia deberá constar en documento público.

Los derechos del arrendador o dador son renunciables con arreglo a las normas ordinarias.

Normas Supletorias

Artículo 3º: En todos los diversos tipos de contratos regidos por esta Ley, se aplicarán, en el orden que a continuación se indica, las normas de esta Ley por encima de la voluntad de las partes en todo aquello que esté expresamente regulado, las cláusulas contractuales en todo lo que quede legalmente liberado a la autonomía de la voluntad convencional, y supletoriamente, solo ante ausencia de disposiciones específicas y a los fines interpretativos, las demás normas y referencias que se indican:

1) Las disposiciones de esta Ley.

2) Los convenios de las partes.

3) Las normas del Código Civil, en particular las de las locaciones.

4) Los usos y costumbres locales.

Formalidades y requisitos

Artículo 4º: Los contratos alcanzados por la presente Ley deberán celebrarse por escrito y la firma de las partes autenticada por escribano público, juez de paz o por la autoridad que reglamentariamente se designe. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que otorgue contrato escrito.

Deberán contener los siguientes requisitos: 

a) Nombre de las partes contratantes, especificando si son personas físicas o jurídicas y de qué tipo.

b) Ubicación del predio y/o lotes objeto del contrato determinando: provincia; departamento o partido; cuartel o distrito y datos de geo referencia individual del predio.

c) Superficie del predio y/o lotes objeto del contrato con individualización de éstos.

d) Especificación de las mejoras existentes solo en las parcelas o lotes objeto del contrato, con detalle en su descripción y estado, determinando cuales podrán ser usadas, por quién, si su uso será retribuido en el precio total o por separado, bajo qué condiciones podrán alterarse o agregarse otras y en qué condiciones deberán estar al término del contrato, así como toda otra especificación que sobre ellas las partes acuerden.

e) Precio, fecha, lugar y forma de pago.

f) Objeto o destino productivo al que se dedicará el predio, especificando si será uno solo o varios y en este caso establecerlos taxativamente, pudiendo pactarse las especies o tipos de cultivos, rotaciones, técnicas de laboreo y recolección, así como toda otra convención que con autonomía de la voluntad las partes convengan, incluyendo acuerdos sobre el modo de comercialización y quién se encargará de ella cuando así las partes entiendan convenirles.

g) Plazo.

h) Domicilio real y el que constituyan las partes.

i) Jurisdicción a la que se someterán.

j) Parte que asume el compromiso de inscripción y los porcentajes en que se afrontarán los gastos, pudiendo también distribuirse como obligación entre las partes lo porcentuales en que afrontarán las cargas fiscales que deriven necesariamente o se apliquen al contrato por imperio de las normas tributarias de jurisdicción nacional, provincial o municipal.

Cuando se hubiera omitido estas formalidades, pero se probare su existencia y ajuste a las disposiciones de esta Ley, se lo considerará alcanzado por la misma.

Cláusulas Nulas

Artículo 5º: Son insanablemente nulas y carentes de valor y efecto las cláusulas que impongan al arrendatario y/o aparcero tomador condiciones o prestaciones diferentes de las que le son propias conforme a lo establecido en esta Ley y en particular:

a) Obliguen a vender, asegurar, transportar, depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada.

b) Obliguen a contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia, a persona o empresa determinada.

Cesión 

Artículo 6º: Queda prohibido ceder total o parcialmente el predio objeto del contrato o transferir el contrato sin autorización expresa por escrito, salvo las excepciones que esta misma Ley disponga.

No se interpretará como transferencia de contrato ni cesión o subcontrato cuando se trate de contratos con los integrantes de una sociedad civil o de hecho, en cuyos casos el contrato deberá firmarse por todos sus componentes, quienes designarán en el mismo acto quién continuará representándolos.

Remisión del precio

Artículo 7º: Las partes podrán convenir la remisión del precio cuando se produjera la pérdida total o parcial de la cosecha debida a caso fortuito o fuerza mayor que implique riesgos no asegurables, como los que cubre la legislación de emergencia y desastre agropecuario, y siempre que cualquiera de las partes haya tramitado la respectiva certificación oficial de esa estado.

Revisión del precio

Artículo 8º: Las partes podrán, nuevo acuerdo expreso, la revisión del precio, si se produjera un desequilibrio debidamente probado entre el costo de producción y el valor de los frutos obtenidos. En caso que ello se debiera a una medida o decisión gubernamental y no hubiera acuerdo de partes sobre la revisión, cualquiera de ellas podrá plantearlo judicialmente.

La misma sólo tendrá validez transcurrido el primer año de vigencia del contrato no obstante cualquier pacto en contrario.

Resolución del contrato

Artículo 9º: La facultad de peticionar la remisión o revisión del precio previsto en los artículos precedentes, no excluye el derecho de las partes a peticionar la resolución del contrato de acuerdo con el Artículo 1198 del Código Civil.

Plazo

Artículo 10º: Los contratos a que se refiere este Título tendrán un plazo mínimo de tres (3) años y máximo de diez (10), que podrá renovarse solo expresamente y por escrito. Cuando en el contrato las partes no hayan determinado plazo, el contrato se entenderá celebrado por el plazo mínimo. Toda demora autorizada en la entrega del bien al finalizar el contrato, así como toda prórroga transitoria acordada por un plazo menor al legal, no se considerará renovación o reconducción plena del contrato respecto de los plazos legales que esta Ley impone, valiendo por lo tanto dichas extensiones solo por el tiempo que las partes lo acuerden.

Artículo 11º: Los contratos en los cuales se establezca realizar obras de mejoramiento del predio, tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento u otras que retarden la productividad del establecimiento por un lapso mayor a dos (2) años, podrán celebrarse por un plazo máximo de hasta veinte (20) años, sin perjuicio de las cláusulas que las partes pacten respecto de modificaciones en el precio, sin que ello altere el resto de las condiciones contractuales.

Elementos inembargables

Artículo 12º: Serán inembargables, inejecutables y no afectados al crédito al cual el arrendador y/o aparcero dador tenga derecho, los bienes personales y las maquinarias y herramientas de trabajo del arrendatario y/o aparcero tomador considerado micro empresa en los términos de la Ley 24.467, sin que ello afecte el derecho de retención de los frutos producidos y existentes en el predio al momento de la mora formalmente constituida por y a favor del arrendador o aparcero dador.

Extinción del contrato

Artículo 13º: Los contratos alcanzados por esta Ley concluyen de pleno derecho en los siguientes casos:

a) Por vencimiento del término pactado, en cuyo caso deberá restituirse el predio libre de ocupantes y elementos, sin derecho a ningún plazo adicional para el desalojo.

b) Por vencimiento del plazo legal mínimo si no se hubiese determinado el mismo.

c) Por abandono del establecimiento por parte del arrendatario o aparcero tomador, previa intimación al domicilio constituido en el contrato otorgándole un plazo breve de reintegro a la tenencia y labores.

d) Por falta de pago en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados, o su equivalente en dinero en su caso. En cualquiera de los casos, el propietario podrá exigir el pago de las sumas adeudadas y el desalojo del inmueble, con más los daños y perjuicios que estimare corresponder.

e) Por decisión fehacientemente notificada de resolución del contrato, por incumplimiento de la otra parte de las obligaciones esenciales que la ley o el contrato hubieran establecido.

f) Por extinción del usufructo, en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario, caso en que el contrato se tendrá por finalizado al vencimiento del año agrícola siguiente.

g) Por mutuo acuerdo, bajo las condiciones que en cada caso se pacten.

h) Por imposibilidad fáctica o jurídica de cumplimiento del objeto del contrato, frente a hechos derivados de caso fortuito o fuerza mayor, sean naturales o estatales.

Explotación racional del suelo

Artículo 14º: Queda prohibida la explotación irracional del suelo y el agua cuando pueda originar erosión, agotamiento, degradación o contaminación, quedando al respecto dicha explotación sometida a la legislación nacional sobre el dominio de esos elementos y recursos y a las legislaciones provinciales sobre su uso.

En tal caso, el propietario queda facultado para solicitar el cese de la actividad y/o rescindir el contrato, pudiendo reclamar la recomposición de las cosas a su estado anterior con más daños y perjuicios.

Si la erosión, agotamiento, degradación o contaminación sobrevinieran por razones de fuerza mayor o caso fortuito, cualquiera de las partes podrá solicitar la rescisión del contrato.

Artículo 15º: Las partes podrán acordar en el contrato la realización de los análisis de suelo y agua que se determinen, con la periodicidad que se establezca. Las partes acordarán además cuál de ellas remitirá la información obtenida a los organismos públicos incumbentes, como un aporte a la información general sobre la evolución de esos recursos.

Quedarán excluidos de los preceptos de este artículo los contratos de pastoreo y/o pastaje que no impliquen labores de suelos ni riego.

Riego

Artículo 16º: Cualquiera de los contratos aquí regulados podrán incluir riego, en cuyo caso deberán cumplirse las siguientes condiciones:

a) Establecerse expresamente en el contrato si se incluye la aplicación de riego, de qué tipo es, y si el mismo se retribuye en forma independiente o si está incluido en el precio del contrato.

b) Dejar aclarado si se trata de obras o pozos existentes y/o si se realizarán nuevas.

Las partes deberán respetar las regulaciones que al respecto establezcan las legislaciones provinciales en cada caso.

c) La declaración de la existencia de obras o pozos, será responsabilidad compartida del propietario, usufructuario o tenedor a título de dueño del predio, y del tomador que los usará (usuario).

d) La responsabilidad por las condiciones de las obras o perforaciones anteriores a su uso o de las nuevas que se realicen, en relación a las normas provinciales que le sean aplicables, será a cargo del usuario.

e) La responsabilidad por el modo y condiciones de su uso, será a cargo del usuario.

f) La responsabilidad por el estado en que quedarán las obras o pozos al finalizar cada campaña y el contrato mismo, será a cargo del usuario, con expresa anuencia del dador del predio.

TITULO II

DEL ARRENDAMIENTO RURAL

Definición

Artículo 17º: Habrá contrato de arrendamiento rural, cuando una de las partes, el arrendador, con título jurídico o a través de representación legal suficiente, se obligue a conceder el uso y goce de un predio rural con destino a la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, a otra parte, el arrendatario, quien se obliga a pagar por ese uso y goce un precio en dinero, en especie, o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto. Los contratos podrán pues ser por precio determinado en dinero o especie, o indeterminado, pero determinable según la precisa fórmula y referencias que las partes establezcan para tal determinación.

Los acuerdos de precio por monto fijo en dinero, lo podrán ser en moneda argentina o extranjera, rigiendo para este último caso las disposiciones del Código Civil.

Los acuerdos de precio por monto fijo en especie, deberán detallar esa especie tanto en cantidad como en calidad, tipo, variedad y toda otra especificación que no deje dudas de constituir una cantidad precisa y fija, para evitar que se confunda con otros contratos como las aparcerías, ya que en los arrendamientos no se reparten frutos según resultado sino que se paga un monto, independientemente de la suerte de la explotación que se realice.

Los acuerdos de precio indeterminado pero determinable, deberán detallar la referencia de tipo de producto, cantidad, variedad o categoría pactada, así como la manera en que se tomará el valor de referencia y el modo y fecha en que se aplicará la misma para que derive en la determinación del precio en dinero, sea en moneda nacional o extranjera.

En todos los casos las partes podrán pactar la forma de pago que deseen, siempre que el pago total se prevea que sea realizado dentro del plazo de vigencia del contrato. De lo contrario, la cláusula será nula y el precio total podrá ser requerido en cualquier momento dentro del plazo contractual.

Las partes podrán también pactar que sea una de ellas la encargada de realizar la operación de liquidación, pero la misma no tendrá validez sin la expresa aprobación de la otra parte.

Superficie bajo arriendo

Artículo 18º: En los arrendamientos "pecuarios", se deberá establecer en el contrato al momento de su celebración, la superficie que se pacta para arriendo, la cual podrá ser la que conste en el título y/o plano del bien, la que las partes convengan dándola por válida, o la que resulte de especial medición previa hecha por acuerdo de las partes por el medio que se convenga y expresa aceptación de ambas. En todos los casos, a efectos de la determinación contractual de la superficie arrendada con fines pecuarios, deberá respetarse la división física existente, tanto de la totalidad del predio, si el arriendo lo abarca íntegramente, como del apotreramiento interno si el contrato se conviene solo por algunos lotes, integrando al contrato plano de identificación de éstos, aunque sea privado y no profesional, firmado por ambas partes.

Artículo 19º: En los arrendamientos "agrícolas", podrán pactarse distintas superficies según las categorías que aquí se establecen, y bajo las condiciones que este artículo instituye, debiendo constar las mismas expresamente en el contrato:

a) Superficie "fija", según título o plano escritural, según convención de las partes, o según previa medición de común acuerdo por el método que se acuerde.

b) Superficie "arable", establecida por convención de partes o previa medición de común acuerdo por el método que se acuerde.

c) Superficie efectivamente "cultivada", según medición establecida por convención de partes por el método que se acuerde, la que deberá efectuarse inmediatamente después de la implantación de los cultivos, sin esperar resultados de germinación. En estos casos, podrá hacerse algún pago a cuenta del precio total del arrendamiento, pero el ajuste final del mismo deberá consentirse tras la medición y antes el pago posterior a la misma, de modo que realizado éste, no podrá haber reclamos mutuos por diferencias de precio surgidas de la medición, ni ninguna corrección podrá hacerse a la mensura ya hecha mientras esté vigente el contrato.

Arrendamiento de explotación o establecimiento.

Artículo 20º: El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

Obligaciones de las partes

Artículo 21º: Son obligaciones de las partes, además de las generales establecidas en el Código Civil, las siguientes:

1) Del Arrendatario

a) Pagar en tiempo y forma el precio acordado.

b) Realizar la actividad establecida con sujeción al contrato y a las leyes aplicables, usando el suelo racionalmente de modo de impedir su erosión, degradación o agotamiento, conforme las buenas prácticas y técnicas de manejo adecuadas para una explotación sustentable, garantizando la reposición de nutrientes.

c) Cumplir en cuanto le compete, las normas nacionales y provinciales sobre protección del medio ambiente y conservación de recursos naturales.

e) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento siendo al arrendatario en todos los casos el responsable de la realización de las tareas.

f) Conservar las mejoras incluidas en el contrato según lo indica el inciso "d" del artículo 4º, las que deberá entregar las condiciones que las recibiera o que se pactaran, salvo los deterioros ocasionados por el uso normal y la acción del tiempo. Cuando se trate de arrendamiento de explotación o establecimiento, deberá reintegrar los bienes que le fueron entregados, en la misma especie, calidad y cantidad, y devolver los instrumentos, maquinas, herramientas e instalaciones en el mismo estado y condiciones de uso, así como la especie, número, sexo, calidad y peso de los animales que recibió, salvo otro pacto expreso en el contrato.

g) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

2) Del Arrendador

a) Asegurar el acceso, uso y goce de las cosas dadas en arrendamiento.

b) Contribuir a los gastos que demande la lucha contra las plagas y malezas si el predio las tuviera al contratar, en la proporción convenida; a falta de convención contribuirá en un cincuenta por ciento (50%) de dichos gastos.

c) Inscribir el contrato en el registro respectivo si así se le hubiere asignado en el mismo.

d) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le competa las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional.

Plazo y Sucesión

Artículo 22º: Para este tipo de contratos, regirán los plazos previstos en el Artículo 10º.

Si durante su vigencia ocurriese la muerte, incapacidad o imposibilidad física del arrendatario, será permitida la continuación del contrato por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta de segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación; u optar sin costo adicional por su rescisión, a elección de los mismos.

TITULO III

DE LAS APARCERÍAS

Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES 

Definición y Plazo

Artículo 23º: Habrá aparcería cuando una de las partes, el dador, se obligue a entregar a otra, el aparcero o tomador, animales, un establecimiento rural del que disponga a cualquier título, con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos en la proporción acordada. La dirección de la empresa corresponderá al aparcero.

A estos contratos se le aplicarán los plazos previstos en el Artículo 10º de esta Ley, salvo expresa disposición diferente que se contemple en este Título III.

Las partes podrán acordar que sea una de ellas la que se encargue de la comercialización de lo producido, aunque sea la porción correspondiente a la otra parte; pero tales operaciones no podrán concretarse válidamente con terceros sin la previa aprobación por escrito de esa otra parte.

Obligaciones de las partes

Artículo 24º: Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley:

1) Del aparcero

a) Realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato.

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido.

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le competa, las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas prácticas agrícolas, ganaderas o de la actividad objeto del contrato.

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso y la acción del tiempo. En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando haya recibido en aparcería una explotación o establecimiento, devolver los bienes integrantes en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió.

e) Hacer saber al dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta su división.

f) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento. En todos los casos la tarea será responsabilidad del aparcero.

g) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas.

h) Inscribir el contrato si así se hubiere convenido.

i) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes a la finalización de cada ciclo productivo.

2) Del dador

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas.

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le competa, las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo.

c) Llevar la nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado.

d) contar con el detalle de la forma en que se distribuyen los frutos y su liquidación.

e) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido.

Extinción del contrato

Artículo 25º: Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por las causales previstas en el Artículo 14 de la presente Ley.

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria del aparcero tomador, ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscripto en el registro respectivo.

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato determinen.

Contratos Mixtos

Artículo 26º: Se regirá por las normas fijadas para la "aparcería", todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero o en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinar en la fecha que acuerden.

Capítulo II

DE LAS APARCERÍAS AGRÍCOLAS

Definición

Artículo 27º: Habrá contrato de aparcería agrícola cuando una de las partes, el dador, se obligue a entregar a la otra, aparcero o tomador, el uso y goce de un predio rural con o sin plantaciones, sembrados o elementos de trabajo para la explotación agrícola con el objeto de repartirse los frutos.

Artículo 28º: Las partes podrán convenir libremente el porcentaje en la distribución de los frutos.

Es facultad de las partes convenir el porcentaje que cada uno aportará para el combate de las plagas y malezas.

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra.

Artículo 29º: La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de los mismos.

Capítulo III

DE LAS APARCERÍAS PECUARIAS

Definición

Artículo 30º: Habrá aparcería pecuaria cuando las partes acuerden realizar en conjunto una producción ganadera en cualquiera de sus especialidades, a fin de distribuir las utilidades que de ella deriven. El objeto puede consistir tanto en las crías que se hayan logrado, como en los kilogramos producidos, y/o en el mayor valor intrínseco por mejoramiento que el ganado tenga al término del contrato.

Artículo 31º: El ganado es aportado por el dador. En el contrato se debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado que servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar cada una de las partes a la terminación del contrato. 

Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero o tomador.

Dirección de la empresa

Artículo 32º: La dirección de la empresa corresponde al aparcero o tomador, el cual debe ejercitarla según las reglas de la buena técnica de la cría, recría o engorde del ganado.

Artículo 33º: El dador de los animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero o tomador en la tenencia y guarda de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros.

El aparcero o tomador no responderá de la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

Plazo

Artículo 34º: El plazo de duración lo convendrán libremente las partes según los objetivos del acuerdo que celebren, por lo que a este especial tipo de contrato que prevé este Capítulo III del Título III, no se le aplicarán los plazos previstos en el Artículo 10º de esta Ley.

División de productos y/o utilidades

Artículo 35º: Los productos y/o las utilidades, según la modalidad de liquidación que se pacte, se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio, o en su defecto según los usos del lugar.

Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o de los frutos y productos de los mismos.

Muerte del dador

Artículo 36º: La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del dador.

TITULO IV

DEL PASTAJE

Definición y Plazo

Artículo 37º: Existe contrato de pastaje o pastoreo, cuando el dador de los pastos, sin entregar la tenencia de un predio rural cuyo uso y goce dispone por cualquier título, le concede a otro el derecho de hacer pastar en el mismo una cantidad establecida de cabezas de ganado, contra el pago de un precio en dinero por cabeza de animal; la cantidad total de hacienda pactada, a los efectos del precio, no podrá alterarse en el transcurso del plazo del contrato.

Estos contratos se podrán hacer por un plazo determinado a convenir, que no podrá superar los dos años desde la fecha del contrato. No será pues aplicable al contrato establecido en este Título IV, el plazo mínimo legal dispuesto en el Artículo 10º de la presente Ley.

Artículo 38º: El dueño del ganado debe limitarse a hacer pastar los animales y suministrarle la bebida necesaria sin poder realizar ningún otro acto de utilización del fundo. Salvo convención expresa en contrario, tampoco podrá utilizar las mejoras existentes en el predio excepto el caso de los alambrados u otros medios de encerramiento y bebida.

Artículo 39º: El dueño del ganado sólo puede exigir hacerse cargo del cuidado personal o directo y custodia de los animales, en el caso en que expresamente se haya convenido.

Artículo 40º: La persona que tiene a su cargo la custodia, con arreglo a lo dispuesto precedentemente, es responsable de los daños y perjuicios que los animales puedan causar a terceros estando el predio debidamente cercado.

Artículo 41º: El dueño del predio no es responsable por la muerte o desaparición de los animales que pasten en el mismo por causas naturales o por cualquier otra causa que no le sea imputable.

Artículo 42º: No existiendo contrato escrito, cualquiera de las partes puede resolverlo en cualquier momento dando aviso fehacientemente a la contraparte. En este caso los animales deberán ser retirados en forma inmediata por el dueño de los mismos.

TITULO V

DE LOS CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACIÓN

Definición y Plazo

Artículo 43º: Con el contrato agrario de asociación en participación, el asociante atribuye al asociado, como contrapartida a un determinado aporte, una participación en las utilidades de la explotación o de una cosecha, cría, engorde o negocio determinado. El aporte del asociado puede consistir en dinero, insumos o prestaciones de servicio. Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones solamente hacia el asociante.

Salvo pacto en contrario, el asociante puede convenir participaciones a varios asociados.

La gestión de la empresa y de la producción corresponde al asociante, sin perjuicio de lo convenido respecto del control y de su obligación de rendir cuentas.

Salvo pacto en contrario, el asociado participa de las pérdidas en la misma medida que de las utilidades, pero las pérdidas que recaigan sobre el asociado no podrán superar el valor de su aporte.

Las partes establecerán libremente la duración del contrato, por lo que no se aplica a los contratos previstos en este Título V, los plazos establecidos en el Artículo 10º de la presente Ley.

TITULO VI

CONTRATOS AGRARIOS ACCIDENTALES

Definición y Plazo

Artículo 44º: Habrá contrato accidental agrícola, cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con destino a la explotación agrícola, y la otra a pagar un precio en dinero y/o en especie y/o en porcentaje, según la naturaleza del contrato, por ese uso o goce, por un plazo que no exceda de un año completo, hasta por dos cosechas seguidas dentro del mismo o distinto año calendario.

Artículo 45º: La duración de estos contratos regulados en este Título VI, será la indicada en el Artículo anterior. Únicamente la celebración de dos contratos accidental entre las mismas partes y sobre los mismos lotes, sin solución alguna de continuidad en la disponibilidad de los mismos, dará derecho a cualquiera de las partes a solicitar la aplicación del plazo mínimo de tres años previsto en el Artículo 10, pero por ese tercer período anual, las partes deberán pactar nuevamente el precio, el que se deberá abonar indefectiblemente durante ese tercer período.

Calificación

Artículo 46º: A iniciativa de parte, estos contratos podrán ser presentados para su calificación y homologación judicial ante el fuero competente, hasta treinta días antes del plazo de vencimiento previsto, debiendo el Juez expedirse en ese plazo. Al vencimiento del período contractual, la resolución antedicha será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva. Además de ordenar la desocupación, dicha autoridad a pedido de parte impondrá al ocupante ilegal una multa equivalente al cinco por ciento (5%) del precio de todo el contrato, a favor del propietario.

Artículo 47º: A los contratos accidentales le resultan aplicables las demás reglas generales que establece el presente texto, que no sean contrarias a las disposiciones especiales establecidas en este Título VI.

TITULO VII

DE LOS CONTRATOS PROMOVIDOS, EL RÉGIMEN IMPOSITIVO Y LAS CONDICIONES DEL CESIONARIO

Definición y Plazo

Artículo 48º: Serán contratos promovidos los contratos de arrendamientos y aparcerías que sean celebrados en carácter de arrendatario o aparcero tomador, por quien sea titular de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de personas físicas o jurídicas. Tal carácter se determinará de acuerdo a la Ley 24.467.

Artículo 49º: Los contratos promovidos deberán ser celebrados por el plazo mínimo previsto en el Artículo 10º de esta Ley, sin perjuicio de los incentivos a los contratos de mayor duración, y ajustarse a las demás previsiones de esta Ley.

Artículo 50º: Los contratos promovidos gozarán de beneficios impositivos y financieros de conformidad con el régimen de promoción de esta Ley, que beneficiarán a ambas partes contratantes en la medida y con el alcance que en esta se establece.

En los casos que por ley, reglamento o resolución de la autoridad de aplicación, se considere conveniente, los sujetos comprendidos en el Artículo 45 podrán también beneficiarse con aportes no restituibles. Especialmente, dicho beneficio podrá preverse:

a) para quienes revistan el carácter de agricultores familiares titulares de micro empresas rurales de acuerdo a la reglamentación de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa;

b) para la iniciación y radicación de jóvenes agricultores que solos o asociados constituyan una micro o pequeña empresa agropecuaria;

c) para quienes posean títulos técnicos o profesionales en carreras vinculadas con las ciencias agrarias, veterinarias o de administración rural.

Artículo 51º: Se establecen a modo de promoción los siguientes beneficios fiscales:

1. Para los arrendatarios y aparceros tomadores:

a) Podrá deducir del impuesto a las ganancias, el treinta por ciento (30%), en más, de las sumas abonadas en concepto de arrendamiento o del porcentaje de la aparcería, por período fiscal.

b) Devolución anticipada de IVA de bienes adquiridos a los efectos del cumplimiento del objeto del contrato promovido. Dicha devolución procederá en la medida en que los importes de los mismos no hayan sido absorbidos por los respectivos débitos fiscales originados en la venta de productos vinculados al cumplimiento del objeto del contrato promovido.

c) Amortización acelerada de bienes adquiridos al efecto del cumplimiento del contrato promovido.

d) Los bienes incluidos en los contratos promovidos no integrarán la base de imposición de imposición del impuesto a la ganancia mínima presunta.

2. Para los arrendadores y aparceros dadores:

a) Estará exento del impuesto a las ganancias el equivalente al veinte por ciento (20%), por período fiscal, de las sumas percibidas por la locación.

b) Régimen de amortización acelerada en bienes de capital adquiridos por el aparcero dador para ser aportados en aparcerías.

Artículo 52º: Cuando el plazo del contrato sea de cinco (5) o más años, los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el artículo anterior, se incrementarán al cuarenta por ciento (40%) para el arrendatario o aparcero tomador y al veinticinco por ciento (25 %) para el arrendador o aparcero dador.

Artículo 53º: Las Provincias serán invitadas a adherir a lo dispuesto en este capítulo, a fin de:

a) Eximir a los contratos promovidos del impuesto de sellos.

b) Disminuir las alícuotas del impuesto inmobiliario rural a los inmuebles dados en arrendamiento, aparcerías o en los contratos promovidos.

c) Disminuir las alícuotas del impuesto a los ingresos brutos sobre las ventas de productos en los contratos promovidos.

Artículo 54º: Los contratos promovidos gozarán de estabilidad fiscal durante su vigencia.

TITULO VIII

DEL REGISTRO DE CONTRATOS RURALES

Artículo 55º: Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación, el Registro de Contratos Rurales. La reglamentación establecerá su funcionamiento y condiciones para la inscripción de los contratos, que no podrá ser onerosa y deberá prever su recepción en todas las oficinas y delegaciones de la repartición en todo el territorio nacional donde las haya.

TITULO IX

DE LAS DISPOSICIONES COMUNES, COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

Artículo 56º: Los contratos que, a pesar de no estar regulados por un estatuto especial, presupongan una relación de dependencia y no impliquen la cesión del uso y goce del predio, quedarán excluidos del régimen de esta Ley aún cuando la retribución consista en la participación en los frutos.

Artículo 57º: Quedan excluidos de la presente la Ley los contratos que impliquen cesión de predios con instalaciones para destino exclusivo de explotaciones ganaderas y de cría animal intensiva de tipo industrial, locales o terrenos dedicados exclusivamente a la estabulación de ganado o engorde a corral, siempre que no sean parte de un predio mayor cedido con destino a la explotación agropecuaria, o del que se obtengan parcial o totalmente los alimentos para la explotación intensiva que pueda practicarse en parte del mismo.

Artículo 58º: La presente Ley regirá para los contratos nuevos que se celebren a partir de su entrada en vigencia, la que tendrá efecto a partir de su publicación en el Boletín Oficial, pero no regirá para las extensiones de anteriores o prórrogas acordadas por acuerdos sin intención de generar nuevo contrato.

Artículo 59º: Derogase la Ley 13.246 y sus modificatorias.

Artículo 60º: Comuníquese al Poder Ejecutivo para su promulgación.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Frente a una nueva puesta en escena de la legislación sobre contratos rurales, tradicionalmente representados por los arrendamientos y las aparcerías, sean los básicos o los accidentales regidos por la actual versión de la Ley 13.246, merece destacarse:

1.- Que la ley 13.246 del año 1948, hubiera significado un avance si no hubiera quedado desvirtuada por el congelamiento y prórrogas sucesivas de los contratos hasta el año 1966.

2.- En ese lapso, los arrendamientos usaron y dispusieron a su antojo de los predios arrendados, en detrimento de los propietarios, muchos de los cuales, habiendo fallecido, dejaron numerosos herederos que resultaron dueños de fracciones cada vez mas pequeñas, que no podían explotar por sí ni asociadamente en razón del "congelamiento de los contratos" antes mencionados. Ni siquiera éstos podían vender sus parcelas en condiciones razonables, ya que la ocupación con fuerza legal y de orden público que sufrían, que de transferir el dominio no alteraba la relación contractual locativo, desvalorizaba sus tierras dejándolas literalmente "fuera del mercado".

3.- En el año 1955, la "Ley de Transformación Agraria" (conocida como "Ley Ibarbia" pues su autor fue el Ingeniero y Abogado Diego Joaquín Ibarbia, quien fuera miembro encumbrado de la Sociedad Rural Argentina por muchos años), dio una salida alternativa ante la imposibilidad de los dueños de disponer de algún modo su patrimonio. La norma permitió la oferta de los predios, en venta, a valores reales, y en caso de existir una propuesta constatable que satisficiera al dueño vendedor, su arrendamiento podía ser el comprador siempre que igualara en precio y condiciones aquella oferta aceptable para el vendedor. Así muchos arrendatarios lograron hacerse propietarios, sin afectar los derechos y el interés legítimo de los titulares del dominio de las parcelas bajo arriendo.

4.- Cuando a partir del año 1966 se terminó el congelamiento de casi veinte años, los propietarios recuperaron el pleno dominio de sus tierras y, "escaldados" por la inseguridad jurídica vivida, aún habiéndose convertido en propietarios más pequeños y sin capital de trabajo, mayoritariamente buscaron otras formas de disponer de sus predios, incluso dejándolos inactivos por un tiempo mientras intentaban nuevas maneras de trabajarlos y obtener ingresos.

5.- En síntesis: la excesiva protección a una de las partes (el arrendatario) no sólo generó inequidad y profunda desconfianza, sino que destruyó, como consecuencia, el "mercado de tierras en arriendo".

6.- Debe tenerse en cuenta, que la locación es una forma contractual que le permite a quien no es propietario, acceder a una propiedad ajena para usar y gozar de ella (sea para vivienda, comercio, industria o producción).

Por ello es imprescindible que la legislación que regule ese instituto jurídico, sea equilibrada, pues si se desbalancea en favor de alguna de las partes, desaparece el negocio jurídico bilateral y sinalagmático con prestaciones equilibradas, dejando de ser efectivo y útil en la realidad.

7.- Fue por tal experiencia anterior, que el criterio que imperó al reformarse la Ley 13.246 después de tan traumática como nociva relación jurídica artificialmente impuesta por el "hecho de príncipe", fue el de tratar de recomponer la confianza en el instituto de arrendamiento. Para ello había que quitarle los elementos más rígidos y desequilibrantes de los derechos de las partes, sin dejar de mantener un carácter tuitivo prudente, que protegiendo suficientemente a quienes aspiraban a seguir trabajando en tierras ajenas, no desalentara a los propietarios a dar sus tierras en arriendo. Había pues que recuperar un tipo de contrato que resultara dinamizante de la producción y desalentara la existencia de tierras ociosas por la combinación de falta de capital propio de explotación y temor a entrar en una relación jurídica exageradamente despareja y con riesgo de quedar atrapados por otra vez en contratos por plazos no deseados.

De tal suerte, respetando el carácter de "orden público" de la regulación especial (que es una excepción a las locaciones comunes no rurales regidas por el Código Civil), sólo se quitaron los elementos más desequilibrantes y regresivos, como las "prórrogas unilaterales" y la "tácita reconducción".

Frente a una tecnología ya más moderna (era el año 1983 aproximadamente) y además de incitar a los propietarios a dar en arriendo con riesgos menores, el "plazo mínimo legal" se redujo a tres (3) años, período más que suficiente para un proceso productivo de ciclo completo, inclusive para la actividad de períodos más largos como es la ganadería de cría.

Y también se habilitaron los "contratos accidentales", institutos alternativos transitorios que hoy son de práctica habitual, y que volverán a ser meramente accidentarles o casuales cuando la política económica nacional y la sectorial sean estables y previsibles.

Mientras tanto, la volatilidad de los mercados agravada por las inversiones estatales, impiden instalar la suficiente confianza como para lograr que las partes (ambas, no sólo los arrendadores) pacten contratos a más largo plazo, en especial en la agricultura, por lo que se ha generalizado la contratación "por hasta dos cosechas" (art. 39 de la Ley 13.246).

8.- A fines del año 2009, perdió estado parlamentario un proyecto de ley de arrendamientos que, ignorando toda la historia jurídica y la realidad actual, pretendía retrotraer el instituto contractual a regulaciones de un pasado irrepetible e inadecuado que sólo hubiera logrado, otra vez, repetir los desequilibrios de las partes en un simple contrato, que para resultar bueno y útil para todos, debe ser una herramienta sencilla, que facilite el acceso a la producción en suelo ajeno.

Con ese proyecto se hubiera conseguido lo contrario. Y esta aseveración no es deductiva sino realista, ya que la mera posibilidad de que se sancionara una regulación tal, acentuó la decisión de no contratar por más de una vez con un mismo arrendatario, tornándose los contratos accidentales en los mas usados ente el temor de un cambio legislativo que, eventualmente aplicado a los efectos de contratos vigentes, cambiaran la naturaleza y la esencia de la relación y el negocio jurídico deseado y pactado. La mera perspectiva de sancionarse una legislación que reimplantara institutos perimidos y la memoria de relaciones retrospectivas desequilibradas, consolidó la generalización de los contratos cortos, en contra de lo que en verdad sería lo deseable si se lograra la estabilidad suficiente, que no la brinda la imposición de contratos rígidos y extensos, sino la confianza en la regulación de convenios flexibles en los que el acuerdo de partes y la mutua confianza sean la esencia de los acuerdos, dentro de un marco básico que evite abusos en ambas partes.

9.- Hoy se sabe que el mismo proyecto (prácticamente idéntico) está siendo nuevamente impulsado.

Sólo la tozudez ideológica o el compromiso político con ciertos sectores o corporaciones, puede explicar que se quiera tropezar otra vez con la misma piedra, de espaldas a la realidad, a la actualidad y sin pensar en el futuro.

10.- Observemos que hoy un arrendamiento, aún pequeño, con empresa personal, familiar o poco más, que trabaje muchas más hectáreas ajenas que propias (hoy la mayoría de los llamados genéricamente "chacareros" tiene también alguna propiedad rural) cuenta con un capital de trabajo en maquinarias y enseres, un flujo de fondos, un crédito comercial y una renta neta, superior a muchos de los propietarios a quienes les arrienda. Ello indica que la vieja relación en la que el patrimonio del propietario le daba mayor poder de negociación frente al arrendatario, ha cambiado y por lo tanto, al menos en ese sentido o por esa razón, ya no se justifica proteger a una de las partes (a ninguna de ellas) sino que se debe buscar una relación jurídica más flexible para que las partes puedan discutir y acordar condiciones particulares complementarias y equilibradas, con el objetivo de seguir permitiendo el acceso a la producción en suelos ajenos.

11.- Por lo tanto la modernización de la legislación, debe pasar por generar confianza entre las partes, dándoles un margen mayor de negociación directa de los contenidos de los contratos, en vez de imponer condiciones por ley, que al ser de orden público y anteponerse a la autonomía de la voluntad en todo aquello que regle específicamente, puedan terminar ahuyentando la intención de arrendar.

Y para que los "contratos accidentales" de a poco vayan siendo sustituídos por otros de mayor plazo, es necesario dejar ámbitos de negociación y mayor libertad de acuerdo entre las partes en la confección de los contratos de plazos superiores a los accidentales.

12.- No es verdad, como se suele argumentar por quienes pretenden reinstalar condiciones del pasado, que los contratos breves sean la causa del desplazamiento de los pequeños arrendatarios a manos de otros más grandes.

En primer lugar, se trata sin duda de un dato de la realidad, pero que en verdad afecta la "competitividad entre arrendatarios", y no de una falencia legal en la relación arrendador-arrendatario.

En segundo lugar, lo que provoca esa "desigualdad entre demandantes de la misma tierra ajena", no es la existencia de los contratos accidentales, sino el hecho que algunas empresas (tenga forma societaria, asociada, pools de siembra u otras) han empleado con el fin de atraer inversionistas y destinar los fondos a la producción agraria, una herramienta jurídica propia de la actividad financiera, que son los "fideicomisos"; fondos fiduciarios que aplicados para financiar procesos agrícolas, se han beneficiado con la exención impositiva (de ganancias) que a ese instituto jurídico le ha otorgado la legislación fiscal.

En tercer lugar entonces, corresponde "corregir el diagnóstico" para encontrar soluciones apropiadas, en vez de querer establecer "remedios peores que la enfermedad". Lo que hay que hacer, es quitarle a los fideicomisos ese beneficio fiscal cuando se los crea y utiliza para inversiones en producción agropecuaria; sin darle a todo arrendatario pequeño y mediano el tratamiento de "microempresas" y de "PYMES", con el asesoramiento gratuito necesario para que organice su empresa personal, familiar o asociativa de la manera más eficiente de acuerdo con la legislación vigente y las posibilidades de administración y gestión; destinar importantes carteras de "créditos blandos" para los que menos posibilidades tiene de acceso al pre-financiamiento de siembra, cosecha y repago además de la adquisición de maquinarias e insumos; otorgarles tanto en jurisdicción nacional como provincial, tratamiento fiscal diferenciado en su favor. Ello, como "programa básico", sin perjuicio de más o mejores medidas proactivas para pequeños y medianos emprendimientos agropecuarios.

En cuarto lugar, no es cierto que los dueños de tierra cultivable simplemente "rematen anualmente al mejor postor" su suelo a riesgo de su agotamiento en pocos años. En ese sentido, una propuesta más integral y estable, que se pueda negociar libremente entre las partes, la da "ventajas al productor local" que está allí, es conocido y quiere seguir arrendando, frente "al de afuera" que, por fuerte que sea, si no cumple con lo pactado se va sin importarle no poder repetir el arriendo.

Pero si la ley impone un plazo único mínimo, rígido y prolongado, por ejemplo de cinco (5) años (como contempla el proyecto conocido) entonces quien decida dar su tierra en arriendo, no priorizará las condiciones de laboreo e implantación de especies y el trato con el vecino, sino que entonces si optará por asegurarse la remuneración más alta y de manos de quien tenga más respaldo durante un tiempo obligadamente prolongado, o que pueda pagar mayor cantidad de dinero adelantado de ese largo período ... y esa es, lamentablemente, la empresa grande, que entonces sí desplazará inexorablemente a la local más chica.

Por último, no puede imaginarse razonablemente en el mundo inestable de hoy, que se pueda pactar un contrato previendo el precio por cinco (5) años, ni aunque se lo fije en quintales, ya que puede en tanto tiempo variar el valor del producto elegido, o crecer más el de otro producto. Eso sólo preanuncia un futuro de conflictos reiterados, ya que en los cinco años obligatorios de arriendo, las partes van a tener varios de diferencias de precio a resolverse en la justicia, que es el peor destino de un instituto jurídico contractual.

Hoy, aún con la relativa precariedad que representa una ley que merece actualizarse, la conflictividad judicial es bajísima (en verdad casi inexistente) y el instituto del arrendamiento ha cumplido con su principal objetivo: el sesenta por ciento (60%) de la producción agrícola se obtiene en suelos ajenos al productor de esos cultivos. Es decir, que se ha logrado el "acceso a la tierra para producir aún sin ser propietarios" y se han minimizado las diferencias e incumplimientos contractuales que terminan ante la Justicia.

13.- La propuesta es: mejoremos la que hay, en vez de retrotraernos hacia lo que fue, que, si hubiera sido mejor, merecería considerarse; pero como lo resumimos en esta presentación y lo sabemos quienes llevamos años en esto, aquella experiencia fue contraproducente aún en aquellos años ... imaginémonos lo que podría provocar su imposición en el momento actual y en el mundo futuro que ya se muestra dinámico y cambiante.

Por las razones expuestas es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de ley.-

H.Cámara de Diputados de la Nación
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El Senado y Cámara de Diputados,...

CONTRATOS AGRARIOS

TITULO I Disposiciones Generales 

Artículo 1º - La presente ley será aplicable a todo contrato, cualquiera sea la denominación que las partes le haya asignado y a sus distintas modalidades, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas, conforme a sus preceptos, y a su finalidad agro económica.

Artículo 2º - Los preceptos de esta ley son de orden público y sus beneficios irrenunciables. Salvo los casos en que expresamente lo autorice, son nulas y carentes de todo valor cualesquiera cláusulas o pactos contenidos en los contratos que sean contrarios a la ley, y también los pactos y actos realizados en fraude a la misma, las que no impedirán la aplicación de las normas que se hubiere tratado de eludir.

Sólo serán renunciables los derechos del concesionario desde el momento en que puedan ser ejercitados. La renuncia deberá constar en documento público. 

Los derechos del concedente son renunciables con arreglo a las normas ordinarias.

Artículo 3º - En los contratos regidos por esta ley se aplicarán, en defecto de disposiciones expresas de la misma, en el siguiente orden:

a) Los convenios de las partes;

b) Los usos y costumbres locales;

c) Las normas del Código Civil.

Artículo 4º - Son insanablemente nulas y carentes de valor y efecto las cláusulas que impongan al concesionario condiciones o prestaciones diferentes de las que le son propias conforme a lo establecido en esta ley, o gastos por reparaciones u otros conceptos que por ley no le corresponden, en especial las que obliguen a:

Obliguen a vender, asegurar, transportar, depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada;

a) Vender, asegurar transportar depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada; 

b) Contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, 

semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia, a persona o empresa determinada;

c) Utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de los productos;

d) Constituir en el contrato o en cualquier acto posterior un domicilio especial distinto al real de las partes.

Artículo 5º - Se declaran inembargables, inejecutables y no afectadas al privilegio del concedente, los muebles, ropas y útiles domésticos del concesionario; las maquinarias, enseres, elementos y animales de trabajo, rodados, semillas y otros bienes necesarios para la explotación del predio; los bienes para la subsistencia del concesionario y su familia durante el plazo de un año, incluidos semovientes y el producido de la explotación, dentro de los límites que reglamentariamente se fijen. Los beneficios que acuerda este artículo no afectarán al crédito del vendedor de los bienes declarados inembargables e inejecutables y no comprenderán a los arrendatarios que sean sociedades de capital.

TITULO II Del Arrendamiento Rural 

Artículo 6º - Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, arrendatario, el uso y goce de un predio rural, con destino a la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones y la otra a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie.

Arrendamiento de explotación o establecimiento. El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

Artículo 7º -Si el precio fuere fijado en especie, el arrendatario se liberará pagando su equivalente en dinero. Igualmente, el arrendador podrá exigir la conversión en dinero, comunicándolo al arrendatario. El precio será determinado aplicando la cotización del producto en el puerto o mercado institucional que establezca el contrato o en su defecto en el más cercano

Artículo 8º -Las partes podrán también convenir que el precio consista en un porcentaje de los frutos. 

Sin perjuicio de la obligación de rendición de cuentas a cargo del arrendatario y de las estipulaciones contractuales relativas al control permitido al arrendador, será causa de resolución del contrato a instancia del arrendador la deslealtad o fraude por parte del arrendatario en la valoración o en la entrega al arrendador de los frutos que le correspondan.

Corresponde al arrendatario determinar la empresa donde entregará los frutos. Esta atribución admite pacto en contrario contractual expreso, exclusivamente en cuanto a la proporción correspondiente al arrendador.

Las partes contribuirán al seguro concertado por cualquiera de ellas, en proporción a sus respectivas participaciones. 

Serán aplicables los artículos 14 y 15 de esta ley.

Artículo. 9º - Prohíbese convenir como retribución, además de una suma determinada de dinero o una cantidad o porcentaje fijo de frutos en la distribución de los mismos, un adicional a abonarse en dinero o en especie de acuerdo a la cotización o la cantidad de frutos obtenidos, o en trabajos ajenos a la explotación del predio arrendado a efectuarse bajo la dependencia del arrendador por el arrendatario, aparcero y sus familias. 

Artículo 10º. -Si se produjera la pérdida total o parcial de la cosecha debida a caso fortuito o fuerza mayor que implique riesgos no asegurables, el arrendatario tendrá derecho a la remisión proporcional del precio del arrendamiento, excepto si la pérdida resulta compensada con el producido de las cosechas precedentes.

Si la pérdida no resultara compensada, la remisión no podrá tener lugar sino al final del arrendamiento, en cuya oportunidad se efectuará computando el resultado de las cosechas obtenidas durante toda la vigencia del contrato. Hasta tanto se opere la compensación final, podrá dispensarse provisoriamente al arrendatario del pago del precio a la pérdida sufrida.

Artículo 11º. - La remisión que se acuerde, así como también la dispensa provisional, será en proporción al perjuicio sufrido y procederá siempre que la pérdida de cosecha sea superior al cincuenta por ciento tomando en consideración los rendimientos promedios del campo o, si ello fuera posible, los de la zona corregidos en función de la calidad relativa de aquel.

Artículo 12º - Si la compensación se opera con beneficios extraordinarios posteriores a la dispensa provisional acordada, al arrendador podrá solicitar el reintegro de la suma que corresponda, quedando facultado el arrendatario a hacerlo en tantas cuotas iguales como sean necesarias para hacer coincidir el resarcimiento total de arrendador con el vencimiento del último pago de arrendamiento que resulte del contrato existente. Si los beneficios extraordinarios, anteriores o posteriores al acontecimiento que motivó la remisión, no alcanzaren para compensar totalmente la dispensa, ésta quedará igualmente satisfecha con los que haya sido posible lograr.

Artículo 13. - El arrendatario deberá comunicar formalmente al arrendador dentro de los treinta días de producido el caso fortuito o la fuerza mayor, su voluntad de acogerse a la remisión, cuando los efectos del evento dañoso sean perfectamente determinables en cuanto a su origen y magnitud. La falta de comunicación en término importará la pérdida del derecho a la remisión.

Artículo 14. -Transcurrido el primer año de vigencia del contrato, cualquiera de las partes podrá pedir la revisión del precio, cuando exista desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos obtenidos debido a causas de índole general o regional.

La revisión del precio sólo tendrá efecto respecto de los vencimientos posteriores a la demanda.

Artículo 15. -La facultad de peticionar la remisión o revisión del precio previsto en los artículos precedentes no excluye el derecho del arrendatario a peticionar la resolución del contrato de acuerdo con el artículo 1.198 del Código Civil.

Artículo 16. -Cuando en los contratos a que se refiere este capítulo no se estipule plazo o se estipule uno inferior a cinco años, el arrendatario tendrá derecho a considerarlo en iguales condiciones por dicho término, no obstante cualquier cláusula que se oponga o agrave las prestaciones a su cargo.

El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca u organismo que lo reemplace podrá establecer, para actividades y regiones determinadas que lo justifiquen especialmente y con los recaudos que la reglamentación determine, plazos mínimos legales superiores al establecido en el primer párrafo y hasta el máximo permitido por el artículo 1.505 del Código Civil. 

Artículo 17. -Todo contrato sucesivo entre las partes con respecto al mismo predio se considerará un nuevo contrato y cuando no se estableciera plazo o se estipulara uno inferior a cinco años, facultará al arrendatario a considerarlo celebrado en iguales condiciones por dicho término, no obstante cualquier cláusula en contrario. 

A tal efecto no se considerará nuevo contrato cualquier cambio de ubicación de la superficie arrendada dentro del mismo predio que se conviniere entre las partes durante los plazos a que se refiere este artículo, siempre que la nueva superficie no sea inferior en un diez por ciento a la contratada originariamente.

Artículo 18. -Vencido el término legal o pactado, si este último fuera mayor, el arrendatario deberá restituir el predio al arrendador sin ningún derecho a plazo suplementario para el desalojo y entrega libre de ocupantes. 

No obstante, si el arrendador consintiera que el arrendatario continúe en el uso y goce del predio luego de vencido el contrato, sin haber manifestado su voluntad en forma fehaciente de exigirle la restitución del mismo, o en su caso celebrado nuevo contrato, el arrendatario tendrá derecho a continuar la explotación hasta el vencimiento del año agrícola posterior. Se considerará que el arrendador consintió la continuación en el uso y goce del predio por el arrendatario si no le requirió fehacientemente la restitución dentro de los treinta días posteriores al vencimiento del plazo.

Producida la continuación del arrendamiento por aplicación del párrafo precedente, si el arrendador no hiciere saber fehacientemente al arrendatario con antelación no menor de tres meses a la finalización del año agrícola su decisión de dar por concluido el contrato, el arrendatario podrá considerar, sin necesidad de comunicación alguna, prorrogado su plazo hasta completar los cinco años de plazo contados a partir de la expiración del plazo originario.

Al vencimiento del plazo prorrogado será igualmente de aplicación esta norma. 

Artículo 19. -Los contratos en los cuales el arrendatario se obligue a realizar obras de mejoramiento del predio, tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento u otras que retarden la productividad de su explotación por un plazo superior a dos años, podrán celebrarse hasta por el plazo máximo de veinte años. En estos casos el plazo establecido en el artículo 16 se computará desde la fecha en que por lo menos las dos terceras partes del predio se encuentren en condiciones de productividad. 

Fuera de estos casos, el plazo máximo del contrato de arrendamiento rural será de diez años de acuerdo con el artículo 1.505 del Código Civil.

Artículo 20. - No se aplicará el plazo legal previsto en el artículo 16 a los contratos que se celebren con carácter accidental en los siguientes supuestos:

a) Los contratos celebrados por una sola cosecha con el objeto de permitir a su levantamiento iniciar la explotación agrícola del arrendador o el de formar o renovar pastoreos con el cultivo consociado con especies mejoradas o forrajeras, o para permitir cultivarlas con posterioridad al levantamiento, pudiendo en este caso estar las tareas de preparación a cargo del arrendatario accidental; 

b) Los contratos celebrados por una sola cosecha que respondan a circunstancias o necesidades productivas o económicas de carácter excepcional y transitoria, debidamente justificadas, de una explotación agropecuaria en actividad o de su titular, quien a la vez tenga la disposición del predio;

c) Los contratos celebrados por una cosecha para la producción de semillas, siempre que el lote sea debidamente denunciado como semillero ante el organismo pertinente; 

d) Los contratos en virtud de los cuales se concede el uso y goce de un predio con destino exclusivo para pastoreo, celebrado por un plazo no mayor de un año. Quedarán no obstante incluidos en el plazo del artículo 16 cuando el arrendador imponga, autorice o consienta al arrendatario la realización de cualquier clase de trabajos culturales utilizables para las explotaciones agrícolas, aunque tengan por objeto el cultivo de especies forrajeras.

Los contratos accidentales a que se refiere este artículo deberán ser redactados por escrito y las firmas de las partes certificadas ante jueces de paz o comunales, escribano público u otro oficial público. Deberán ser presentados, a instancia de cualquiera de las partes, ante la autoridad judicial competente para su calificación y homologación. La presentación deberá acompañarse con dictamen de profesional especializado que justifique que el contrato presentado responde a alguno de los incisos precedentes, siendo pasible el mismo de las sanciones que fije la reglamentación en caso de inexactitud o falsedad; dicho dictamen podrá ser reemplazado por un informe idéntico de la Comisión Zonal de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural si estuviere en funcionamiento. El tribunal dictará resolución fundada calificando el contrato como accidental por encontrarlo incluido en los supuestos previstos.

La reglamentación podrá establecer que la presentación se realice en las mismas condiciones ante el organismo administrativo de aplicación prevista en el artículo 92 de esta ley, que dictará resolución fundada de calificación. 

Cuando el contrato haya sido calificado y homologado por autoridad judicial, al vencimiento del mismo la presentación del testimonio que expida el tribunal será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva.

El contrato y la sentencia de calificación y homologación, o la resolución administrativa de calificación en su caso, serán comunicados para su inscripción en el Registro de Contratos Agrarios. 

La omisión de las formalidades y calificación prevista precedentemente determina la aplicación del artículo 16.

Artículo 21. - Será no obstante de aplicación el artículo 16 en los contratos contemplados en el artículo precedente: 

a) En caso de prórroga o renovación, o cuando el tenedor del predio, previa notificación formal al propietario lo conserve por un término mayor al establecido sin oposición documentada de éste. A tales efectos habrá prórroga cuando el uso y goce del predio se prolongue, con la conformidad expresa o tácita del arrendador, por un plazo, cierto o incierto, inferior al pactado, y renovación cuando las partes convengan expresamente la continuación del contrato vencido, en las mismas condiciones sustanciales y por idéntico plazo; 

b) En caso de nueva contratación accidental entre las mismas partes sobre el mismo predio, si no ha transcurrido por lo menos el término de tres años desde el vencimiento del anterior contrato, aun cuando haya obtenido resolución administrativa o sentencia de calificación y homologación; 

c) En caso de celebrarse un nuevo contrato accidental con distinto arrendatario sobre el mismo predio, sin que haya transcurrido como mínimo tres años desde el vencimiento del precedente, con la sola comunicación del nuevo arrendatario, aun cuando haya obtenido resolución administrativa o sentencia de calificación y homologación; 

d) En cualquier caso que se compruebe que no se los aplica para las finalidades y supuestos contemplados precedentemente, sino como un medio habitual de ceder el o y goce del predio para la explotación agrícola eludiendo proporcionar la garantía de estabilidad y los demás beneficios que esta ley acuerda. Constatada la violación por la Comisión Zonal de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural, o comprobada sumariamente ante el juez competente por el interesado, el arrendatario que se encuentre en la tenencia del predio gozará del plazo del artículo 16 y siguientes. Sin perjuicio de ello, la reglamentación establecerá la penalidad aplicable a quien incurra en la práctica descrita. Subarriendo, cesión y sucesión 

Artículo 22. -Queda prohibido al arrendatario el subarriendo o las cesiones totales o parciales del predio o del contrato. 

Queda exceptuado de esta disposición la cesión del predio para pastoreo de rastrojo y de los aprovechamientos secundarios del predio. 

Las prohibiciones de subarrendar y ceder no obstarán a las operaciones de esta índole que se efectúen a favor de los productores agrarios asociados cuando se trate de arrendamientos colectivos, o de los socios en los arrendamientos concedidos a sociedades cooperativas, o de los integrantes de una sociedad civil o de hecho de carácter familiar o de una explotación familiar colectiva cuando el arrendamiento se hubiera celebrado con uno o algunos de sus miembros. 

No se considerará cesión ni por ende violatoria de esta norma, ni alterará por ende las obligaciones del arrendatario emergentes del contrato de arrendamiento: 

a) La integración del arrendatario a una asociación de productores para la realización en común de una o varias tareas culturales o fases de la actividad de su empresa, o con las finalidades del artículo 25 segundo párrafo;

b) La aportación en uso para la formación de explotaciones agrarias asociativas que integre o a sociedades de exclusivo objeto agrario;

c) La celebración de medierías agrícolas por el arrendatario, salvo en el caso de arrendamiento parciario;

d) La celebración por el arrendatario de aparcerías o medierías pecuarias y contratos de capitalización de hacienda, destinando para ello el predio arrendado, siempre que no se haya establecido en el arrendamiento el objeto exclusivamente agrícola;

e) La celebración de contratos en participación por parte del arrendatario como asociante. 

Artículo 23. - Si ocurriese la muerte, incapacidad o imposibilidad física del arrendatario será permitida la continuación del contrato, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta de segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación; o su rescisión a elección de los mismos.

Artículo 24. - Son obligaciones de las partes, además de las establecidas en el Código Civil, las siguientes:

1. Del arrendatario:

a) Explotar el suelo racionalmente de modo de impedir su erosión, degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contenga el contrato;

b) Realizar la explotación con arreglo a las reglas del buen cultivo practicando una agricultura sostenible, resguardando la diversidad biológica;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional;

d) Mantener el predio libre de plagas y malezas asumiendo los gastos que demande la lucha contra las mismas, si éstas existieran al tiempo de celebrarse el contrato, o contribuir con el 50 % de dichos gastos si ocupó el predio en esas condiciones. En ambos casos, para la lucha contra las plagas y malezas no podrán utilizarse plaguicidas o pesticidas u otros productos que atentan contra la conservación del suelo u otros recursos naturales;

e) Conservar las mejoras del predio que deberá entregar al vencimiento del contrato en las condiciones que lo recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso normal y la acción del tiempo; en defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando se trate de arrendamiento de explotación o establecimiento, devolver los bienes entregados en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, máquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió;

f) Inscribir el contrato en el Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario respectivo.

2. Del arrendador:

a) Contribuir con el 50 % de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas si el predio las tuviera al contratar; 

b) Inscribir el contrato Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario respectivo;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional.

Artículo 25. - El arrendatario puede tomar todas las iniciativas de gestión requeridas para la racional cultivación del fundo, la cría de los animales o para el ejercicio de las actividades conexas. 

El arrendatario puede participar en organismos asociativos ya sea para la conducción, la transformación o el mejoramiento del fundo y para la transformación y comercialización de la producción. 

Son nulas las cláusulas contenidas en los contratos que limiten los poderes reconocidos al arrendatario, o que impongan cualquier restricción sobre los cultivos o sobre el destino de los productos, salvo que tengan por fin evitar que la tierra sea esquilmada, o sean consecuencia de disposiciones legales o reglamentadas. 

Artículo 26. - El contrato de arrendamiento concluye en los siguientes casos: 

a) Por vencimiento del término legal o del término pactado, si este último fuera mayor de acuerdo con lo establecido en el artículo 16; 

b) Por abandono injustificado de la explotación por parte del arrendatario; 

c) Por falta de pago de arrendamiento en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados en él, o su equivalente en dinero, en su caso. Si no existiese contrato o no se estableciera en él el período de pago, se estará a lo dispuesto en el artículo 1.579 del Código Civil, y en cuanto a los períodos de pago se tendrán en cuenta los usos y costumbres locales. La falta de pago en cualquiera de los casos establecidos precedentemente facultará al arrendador a exigir el desalojo del inmueble y al pago de las sumas adeudadas; 

d) Por resolución del contrato en el caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato pusieran a cargo del arrendatario;

e) En el caso previsto en el artículo 23;

f) Por extinción del usufructo en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario. En este caso, el arrendatario tendrá derecho a continuar la explotación del predio hasta el vencimiento del año agrícola siguiente, o del plazo de un año si se tratara de explotación ganadera, luego de cesado éste.

Artículo 27. - Los contratos del arrendamiento deberán redactarse por escrito. Si se hubiese omitido tal formalidad y se probare su existencia de acuerdo con las disposiciones generales, se lo considerará encuadrado en los preceptos de esta ley y amparado por todos los beneficios que ella acuerda. 

Sin perjuicio de ello, el arrendatario podrá pedir al organismo de aplicación que se emplace a su arrendador a otorgarle contrato escrito. La reglamentación establecerá el procedimiento pertinente. 

Los contratos de arrendamiento deberán ser obligatoriamente inscritos en el registro especial creado por esta ley y en el registro inmobiliario de la jurisdicción territorial respectiva por cualquiera de las partes. Si la inscripción se efectuara dentro de los 15 días de su celebración, el contrato producirá efectos contra terceros desde esta fecha y fuera de ese término desde la fecha de su inscripción. 

El arrendador será responsable de los daños y perjuicios que ocasione el arrendatario por su omisión de inscribir el contrato respectivo.

Artículo 28. - El arrendatario puede hacer en la cosa arrendada, siempre que no haya sido citado para la restitución de la cosa, sin conformidad del concedente y no obstante cualquier cláusula en contrario, las mejoras que considere convenientes para su utilidad o comodidad. Después de hecho el contrato el concedente tampoco podrá prohibir al arrendatario o aparcero que haga mejoras. Es aplicable a los contratos agrarios el artículo 1.536 de Código Civil, cuando se trate de mejoras necesarias y útiles. 

Artículo 29. - El arrendador sin derecho por ello a elevar renta está obligado a realizar todos los gastos, obras y reparaciones necesarias con el fin de conservar la finca en el estado de servir para el aprovechamiento o explotación que fuere destinada. 

Artículo 30. - Cuando el arrendador omitiere o retardare en ejecutar la realización de los trabajos que le incumben se estará a lo dispuesto en los artículos 1.518, 1.519, 1.520 y 1.521 del Código Civil.

Artículo 31. - Se entiende por mejoras útiles, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 591 del Código Civil no sólo las que sean indispensables para la conservación de la cosa y las de manifiesto provecho para cualquier poseedor de ella, sino también las que aumenten la producción y la rentabilidad o valor agrario de la misma.

Artículo 32. - El arrendatario podrá realizar las mejoras a que se refiere el artículo 30 siempre que no menoscaben el valor de la finca debiendo previamente comunicar por escrito el plan circunstanciado de las mejoras proyectadas que se entenderán consentidas si no mediare oposición en el término de un mes. Si existiera oposición resolverá la comisión arbitral, o en su defecto el juez en juicio sumario.

Artículo 33. - El arrendador puede por sí solo realizar en la finca cualquier mejora de las mencionadas en el artículo anterior, siempre que no se menoscabe por ella su rendimiento o el uso agrícola a que ha sido destinado, sin perjuicio del derecho del arrendatario a la reducción de la renta mientras duren las obras y la indemnización de los perjuicios que pudieran causarse. Realizadas las mejoras, el arrendador tendrá derecho a elevar la renta en proporción a la mayor productividad o rentabilidad concedida. 

Establecida la nueva renta que corresponda a la finca mejorada, dentro de los tres meses siguientes a su notificación al arrendatario podrá: 

a) Continuar la relación arrendaticia a la nueva renta fijada;

b) A rescindir el contrato.

Si el arrendatario no hace uso de estas facultades dentro de los tres meses, se entiende que opta por continuar el arrendamiento sujetándose a la nueva renta.

Artículo 34. - Concluido el contrato por cualquier causa, el arrendatario podrá optar:

a) Por retirar las mejoras realizadas por él, si la finca no sufriere deterioro; 

b) Por exigir al arrendador, a elección de éste, se le abone:

1. El mayor valor que por causa de las mejoras introducidas tenga por entonces la finca.

2. O bien su valor actual.

3. Si el arrendatario exige que se le abonen las mejoras, se determinará por acuerdo entre las partes o en su caso, en juicio arbitral, la cantidad que debe ser reembolsada por el arrendador, así como la renta que correspondería a la finca mejorada.

Artículo 35. - Si el contrato se resuelve por culpa del arrendador está obligado a pagar también las mejoras voluntarias. 

TITULO III De las Aparcerías y Medierías

CAPITULO I De las Aparcerías

Artículo 36. - Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos. 

La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador.

Artículo 37. - Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamento:

1. Del aparcero tomador:

a) Realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato;

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido o en su defecto el que determinen los usos y costumbres locales, y realizar la explotación con sujeción a las leyes y reglamentos agrícolas y ganaderos, debiendo practicar una agricultura sostenible resguardando la diversidad biológica, contribuyendo con el 50 % de los gastos que ella demande;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso y la acción del tiempo. En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando haya recibido en aparcería una explotación o establecimiento, devolver los bienes integrantes en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, máquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió;

e) Salvo estipulación o usos en contrario, hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta tanto se proceda a su separación; 

f) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones y contribuir con el 50 % de los gastos que demande la lucha contra las mismas, si éstas existieran al ocupar el campo; 

g) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas; 

h) Inscribir el contrato en el Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario;

i) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes.

2. Del aparcero dador:

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas;

b) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine:

1. Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo. Deberá actualizar dicho inventario con los cambios que se produzcan, para lo cual el aparcero está obligado a hacerle llegar la correspondiente información.

2. Los demás aportes que efectúe.

3. Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos de cada cosecha y liquidación. La omisión o alteración de las anotaciones constituirá una presunción en su contra;

c) Contribuir con el 50 % de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al contratar;

d) Contribuir con el 50 % de los gastos que demande la realización de una agricultura sostenible; 

e) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional; 

f) Inscribir el contrato en el Registro de Contratos Agrarios y en el registro inmobiliario respectivo.

Artículo 38. - Toda acción emergente del contrato de aparcería prescribirá a los cinco años.

Artículo 39. - Son aplicables a los contratos de aparcería en los que se conceda el uso y goce de un predio rural, los preceptos de los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 24 inciso 1 a) y b), 25, 27 y 28 a 35 inclusive. 

Artículo 40. - Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por el vencimiento del término legal o del término pactado, si éste fuere mayor, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18; 

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. No obstante en este caso podrá continuarse el contrato por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta el segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación, previa notificación formal al aparcero dador en el plazo de 30 días. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria del aparcero ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscrito en el registro inmobiliario respectivo;

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato pusieran a cargo del aparcero;

d) Por resolución del contrato en caso de abandono injustificado de la explotación por el aparcero, o por incumplimiento en la entrega de la parte de los frutos que correspondan al dador. En estos casos puede pedirse el desalojo del predio y la restitución de las cosas objeto de contrato en juicio sumario.

Artículo 41. - Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero. 

Los contratos que importen conjuntamente un contrato de arrendamiento y otro de aparcería se regirán por las normas respectivas de esta ley. 

Sección Primera De las Aparcerías Agrícolas 

Artículo 42. - El porcentaje en la distribución de los frutos que las partes convengan deberá guardar equitativa proporción con los aportes que las mismas realicen para la explotación. El porcentaje sólo será revisable cuando por cualquier causa se produzca un desequilibrio en la proporcionalidad de los aportes.

Artículo 43. - La distribución de los frutos se hará previa deducción de la semilla empleada por el aparcero tomador, salvo que la hubieran aportado ambas partes o hubieran dispuesto compensar su costo con otros aportes del aparcero dador. 

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra. 

Artículo 44. - La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de aquéllas.

Sección Segunda De las Aparcerías Pecuarias 

Artículo 45. -Habrá aparcería pecuaria cuando las partes se asocian para la crianza y explotación de ganado y para el ejercicio de las actividades conexas, a fin de distribuir el aumento del ganado y de los otros productos y utilidades que de él deriven. El aumento puede consistir tanto en las crías que se hayan producido como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato.

Artículo 46. -La estimación del ganado al celebrarse el contrato no transfiere su propiedad al aparcero tomador. La estimación debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado y el respectivo precio en el mercado. La estimación servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar el concedente a la terminación del contrato. 

Artículo 47. - Los contratos de aparcería pecuaria en los que no se conceda además de los animales el uso y goce del precio necesario para la explotación, se regirán por el plazo que las partes convengan o en su defecto por el que determinen los usos y costumbres locales.

Artículo 48. - La dirección de la empresa corresponde al aparcero, el cual debe ejercitarla según las reglas de la buena técnica de la crianza de ganado.

Artículo 49. - El aparcero debe prestar el trabajo necesario para la custodia y crianza del ganado entregado, para la elaboración de los productos y para el transporte hasta los lugares de depósito ordinario. 

El aparcero debe usar la diligencia del buen ganadero. 

Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero.

Artículo 50. - El dador de animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero en la posesión de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros. 

El aparcero no responderá de la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

Artículo 51. - Si la propiedad o el goce del ganado dado en aparcería es transferido a otros, el contrato no se extingue, y los créditos y las deudas del concedente que derivan de la aparcería pasan al adquirente en proporción a la cuota adquirida, salvo en lo que respecta a las deudas en las que existe la responsabilidad solidaria del concedente. Si la transferencia comprende la mayor parte del ganado, el aparcero puede en el término de un mes desde que haya obtenido conocimiento de ella, rescindir el contrato con efecto a la finalización del año en curso.

Artículo 52. - Los aumentos, los productos, las utilidades y los gastos se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos. 

Es nulo el pacto por el cual el aparcero debe soportar las pérdidas en una proporción mayor que las ganancias. 

Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o de los frutos y productos de los mismos.

Artículo 53. - A la terminación del contrato las partes deben proceder a una nueva estimación del ganado. 

El concedente retira, de acuerdo con el contrato, un conjunto de cabezas igual a las que se hayan aportado, de acuerdo al número, a la raza, al sexo, al peso, a la calidad y a la edad que corresponda. El resto se divide de acuerdo a lo establecido en el artículo 52. 

Si no existen cabezas suficientes para igualar la estimación inicial, el concedente toma las que quedan.

Artículo 54. - La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del concedente. 

En el caso de muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero, se observan en cuanto sean aplicables, las disposiciones contenidas en el artículo 40 inciso b), de la presente ley. 

Artículo 55. - Son aplicables a los contratos de aparcería pecuaria la norma establecida en el artículo 27. 

CAPITULO II De las Medierías 

Artículo 56. - Habrá mediería cuando ambas partes se asocian para realizar la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse los frutos, aportando una de ellas animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo, y la otra se obliga a realizar personalmente la explotación con o sin personal a su cargo pudiendo también aportar animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo. 

Ambas partes contribuyen en forma equivalente con el capital necesario, y con los gastos de explotación, con igualdad de poderes en la dirección y administración. 

Los frutos se reparten en partes iguales. Al momento del reparto las partes podrán disponer una proporción distinta en compensación de los mayores gastos en la explotación que alguna de ellas hubiere realizado. 

Las medierías no constituyen sociedades ni son sujetos de derecho. Cada uno de los medieros es considerado empresario autónomo, y será responsable por las obligaciones fiscales y las emergentes de la legislación laboral, previsional y de seguridad social por sus dependientes y familiares colaboradores. 

Las medierías quedan sometidas en cuanto al plazo a lo dispuesto en los artículos 15 y 16, y le son aplicables supletoriamente y en cuanto sean compatibles las normas de las aparcerías.

TITULO IV Del pastaje 

Artículo 57. - Existe contrato de pastaje cuando el concedente de los pastos, sin entregar la tenencia de un predio rural cuyo uso y goce dispone a cualquier título, le concede a otro el derecho de hacer pastar al ganado mediante el pago de un precio en dinero por cabeza de animal y por un plazo determinado. 

Artículo 58. - El concesionario debe limitarse a hacer pastar los animales y suministrarle la bebida necesaria sin poder realizar ningún otro acto de utilización del fundo. Salvo convención expresa en contrario tampoco podrá utilizar las mejoras existentes en el predio excepto el caso de los alambrados u otros medios de encerramiento y bebida. 

Artículo 59. - El dueño del ganado sólo puede exigir el cuidado o custodia de los animales en el caso en que expresamente se haya convenido. Se presumirá que existe tal obligación cuando el dueño de los pastos y tenedor del predio habite en él con personal encargado de atender el ganado, darle de beber, y cambiarlo de potrero cuando sea necesario. 

Artículo 60. - La persona que tiene a su cargo la custodia, con arreglo a lo dispuesto precedentemente, es responsable de los daños y perjuicios que los animales puedan causar a terceros estando el predio debidamente cercado.

Artículo 61. - El dueño de los animales no es responsable por la muerte o desaparición de los animales que pasten en el predio por causas naturales o por cualquier otra causa que no le sea imputable.

Artículo 62. - No existiendo contrato escrito, cualquiera de las partes puede resolverlo en cualquier momento dando aviso fehacientemente a la contraparte. En este caso los animales deberán ser retirados en forma inmediata por el dueño de los mismos.

TITULO V De los Contratos Agrarios en Participación 

Artículo 63. - Con el contrato agrario de asociación en participación el asociante atribuye al asociado, como contrapartida su determinado aporte, una participación en las utilidades de la explotación o de una cosecha, cría, engorde o negocio determinado. El aporte del asociado puede consistir en dinero, insumos o prestaciones de servicio. 

Las partes establecen libremente la duración del contrato. Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones solamente hacia el asociante. 

Salvo pacto en contrario, el asociante puede convenir participaciones a varios asociados. 

La gestión de la empresa y de la producción corresponde al asociante, sin perjuicio de lo convenido respecto del control y de su obligación de rendir cuentas. 

Salvo pacto en contrario, el asociado participa a las pérdidas en la misma medida que a las utilidades, pero las pérdidas que recaen sobre el asociado no pueden superar el valor de su aporte.

TITULO VI Del Contratista Rural 

Artículo 64. - Es contratista rural o locador de obra, quien toma a su cargo la realización en un predio rústico cuya tenencia, posesión o propiedad pertenece a otro, llamado locatario rural, una o más tareas culturales y obras, o la totalidad de ellas dirigidas a la obtención de frutos agrícolas y/o su recolección que ejecuta con maquinarias, herramientas o equipos rurales y mano de obra propia o ajena de que dispone, sin mediar relación de dependencia con quien las encarga percibiendo como retribución un precio en dinero, un porcentaje de los frutos obtenidos o una cantidad fija de ellas.

Artículo 65. - El contrato de locación de obra rural es una especie del contrato de locación de obra legislado en el Código Civil, cuyas disposiciones le son aplicables en cuanto no hayan sido modificadas por la presente ley.

Artículo 66. - El contrato de locación de obra rural debe formalizarse por escrito.

Artículo 67. - El contratista rural debe realizar las obras o tareas culturales en tiempo oportuno conforme a la buena técnica agrícola y a las costumbres del lugar empleando las herramientas y maquinarias adecuadas para obtener el resultado previsto.

Artículo. 68. - Los trabajos o tareas que el contratista toma a su cargo serán realizadas en miras a una agricultura sustentable teniendo en cuenta principalmente la conservación del suelo de modo de evitar su degradación, erosión o agotamiento, resultando responsable de los daños que una explotación irracional ocasione al locatario. 

A este efecto es aplicable lo dispuesto en el artículo 1.631 del Código Civil.

Artículo. 69. - El contrato de locación de obra rural concluye con la finalización de las tareas u obras que tomó a su cargo, o al levantamiento de los cultivos realizados en tiempo oportuno debiendo en forma inmediata retirar del predio al personal, equipos, maquinarias y herramientas empleados dejándolo libre de ocupantes y de ocupación, bajo apercibimiento en caso contrario de considerar su conducta como usurpación con arreglo a lo dispuesto en los Artículos 2.364 y 2.372 del Código Civil.

TITULO VII Del régimen impositivo de los contratos

CAPITULO I De los Contratos Promovidos

Artículo 70. - Serán considerados contratos promovidos los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías que cumpliendo las condiciones del artículo 72 sean celebrados en carácter de arrendatario, aparcero tomador o mediero por el o los titulares de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de personas físicas o jurídicas, según lo establecido por la ley 25.300.

Los beneficios del presente título se extenderán a los contratos que tengan por objeto la explotación ganadera y tambera en todas sus modalidades. También gozarán del régimen fiscal promovido los contratos agrarios en participación en los que el asociante sea un arrendatario en un contrato promovido, alcanzado los beneficios a las siguientes partes:

a) Al contratista rural asociado, respecto de los bienes destinados a cumplir el aporte y los productos que integren su participación;

b) Al proveedor de insumos asociado en el mismo caso;

c) Al inversor asociado en el mismo caso.

Artículo 71. - Se considerará también como contrato promovido el contrato agrario en participación que celebre como asociante quien o quienes ostenten el carácter de titular de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de persona física o jurídica, y sea a su vez propietario o usufructuario del inmueble rural, con un contratista rural y/o un proveedor de insumos y/o inversor como asociados. El contrato deberá tener una duración mínima de cinco años, y se ajustará en cuanto resulte compatible a las demás condiciones del artículo 72. 

Al asociante y asociados corresponderán, en cuanto sean aplicables y sin perjuicio de los que establezca además la ley especial, los beneficios de los artículos 73, 74 y 75 de esta ley. 

Artículo 72. - Dichos contratos promovidos deberán:

a) Ser celebrados, en todos los casos, por el plazo mínimo previsto en el artículo 16 de esta ley, sin perjuicio de los incentivos a los contratos de mayor duración; 

b) Ajustarse a las demás previsiones de esta ley;

c) El predio cedido o aportado no podrá exceder de tres unidades económicas, según las normas provinciales vigentes. Cuanto no existieran normas provinciales al respecto, la superficie de la unidad económica a los efectos de esta ley será determinada por la comisión zonal o, en su defecto, por el organismo de aplicación que designe la reglamentación; 

d) Los arrendatarios, aparceros tomadores o medieros incluidos en el artículo 73 podrán celebrar más de un contrato promovido, pero los mismos en su totalidad no podrán exceder la superficie referida en el inciso precedente. Esta limitación no rige para los propietarios, arrendadores o aparceros dadores; 

e) Los contratos deberán prever prácticas conservacionistas y de sustentabilidad. En caso de que se hubieran dictado normas generales aplicables, deberán ajustarse a las mismas; 

f) Los contratos serán presentados ante el organismo que establezca la reglamentación, que dictará la pertinente resolución de promoción y ordenará la registración.

Artículo 73. - Los contratos promovidos gozarán de beneficios impositivos y financieros de conformidad con el régimen de promoción de esta ley. 

En los casos que por ley, reglamento o resolución de la autoridad de aplicación se considere conveniente, los sujetos comprendidos en el artículo 73 podrán también beneficiarse con aportes no restituibles. Especialmente, dicho beneficio podrá preverse:

a) Para quienes revistan de agricultores familiares titulares de microempresas rurales de acuerdo a la reglamentación de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa;

b) Para la iniciación y radicación de jóvenes agricultores que solos o asociados constituyan una micro o pequeña empresa agropecuaria; 

c) Para quienes posean títulos técnicos o profesionales en carreras vinculadas con las ciencias agrarias, veterinarias o de administración rural.

Artículo. 74. - Se establecen los siguientes beneficios fiscales: 

1. Para los arrendatarios y aparceros tomadores:

a) Disminución de la alícuota del impuesto a las ganancias provenientes del contrato promovido en un 33 %;

b) Devolución anticipada del impuesto al valor agregado de bienes adquiridos a los efectos del cumplimiento del objeto del contrato promovido. Dicha devolución procederá en la medida en que los importes de los mismos no hayan sido absorbidos por los respectivos débitos fiscales originados en la venta de productos vinculados al cumplimiento del objeto del contrato promovido 

c) Amortización acelerada de bienes adquiridos al efecto del cumplimiento del contrato promovido;

d) Eximición del impuesto a la ganancia mínima presunta. 

2. Para los arrendadores y aparceros dadores:

a) Disminución de la alícuota del impuesto a las ganancias provenientes del contrato promovido en un 20 %;

b) Régimen de amortización acelerada en bienes de capital adquiridos por el aparcero dador para ser aportados en aparcerías; 

c) Régimen especial de devolución acelerada en el IVA sobre la venta de los productos provenientes de la participación del aparcero dador o renta del arrendador parciario o cuando haya sido fijada y recibida en especie.

Artículo 75. - Cuando el plazo del contrato sea de ocho o más años, los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el artículo 74 se incrementarán al 40 % para el tomador y al 25 % para el dador.

Artículo 76. - Los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el artículo 74 se incrementarán al 40 % para el arrendador y al 25 % para el aparcero dador, cuando quien revista tal carácter en un contrato promovido sea en total propietario de no más de una unidad económica. 

Artículo 77. - En las medierías, ambas partes gozarán de los beneficios previstos, respecto de los bienes aportados y productos obtenidos con motivo del contrato.

Artículo 78. - Se invita a las provincias a adherir a lo dispuesto en este capítulo, a fin de: 

a) Eximir a los contratos promovidos del impuesto de sellos;

b) Bonificar parcialmente el impuesto inmobiliario rural de los inmuebles dados en arrendamiento, aparcerías u objeto de medierías en los contratos promovidos;

c) Disminuir las alícuotas del impuesto a los ingresos brutos sobre las ventas de productos por los concedentes o concesionarios y medieros en los contratos promovidos. 

Artículo. 79. - Los contratos promovidos gozarán de estabilidad fiscal durante su vigencia. De esta manera cualquier modificación de los beneficios previstos en esta ley operarán para el futuro.

Artículo 80. - La reglamentación podrá establecer beneficios financieros vinculados a los contratos promovidos. 

CAPITULO II De los contratos gravados

Artículo 81 - Establécese un adicional del impuesto a las ganancias, Texto Ordenado por Decreto 649/97, sobre los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías.

Serán considerados contratos gravados los contratos de arrendamientos, aparcerías y medierías que en la totalidad de los contratos vigentes en que sea parte una persona física o jurídica, sola o asociada, por sí o por interpósita persona, tengan por objeto la explotación de predios para arrendamiento, aparcería o mediería.

La alícuota será del treinta y tres por ciento (33%) del valor anual pactado entre las partes por año de duración del contrato. En caso que el precio convenido entre las partes fuera inferior al precio de referencia, deberá calcularse utilizando el precio de referencia. 

Artículo 82 - Quedarán exentos del gravamen establecido en el artículo precedente los contratos que se formalizaran sobre una superficie máxima de hasta diez (10) unidades económicas.

En caso que una persona física o jurídica, sola o asociada, por sí o por interpósita persona, conviniera más de un contrato, la alícuota que corresponde es la establecida para la sumatoria de las unidades económicas contratadas.

Si el precio convenido entre las partes en los contratos establecidos por la presente Ley fuera inferior al precio de referencia, el monto gravado deberá calcularse utilizando el precio de referencia.

En el caso de los titulares de contratos que no estén formalizados de acuerdo a lo establecido a la presente Ley, los mismos serán igualmente objeto de los gravámenes establecidos ley, además de las sanciones que en la ley penal tributaria.

Artículo 83 - Todo fideicomiso, a los efectos del gravamen establecido por el artículo 81, será considerados sujeto gravado.

Artículo 84 - Las acciones de las sociedades anónimas que actúen como arrendatarias o concesionarias en los contratos previstos en esta ley deberán ser nominativas. El reglamento establecerá las sanciones en caso de violación, a cargo del concedente o concesionario.

TITULO VIII De la conservación de los recursos, la buena técnica agraria y la explotación racional

Artículo 85 - La explotación agropecuaria realizada en cumplimiento de los contratos regulados por esta ley debe observar las reglas del buen cultivo y de la buena técnica agraria, practicando una agricultura sostenible y resguardando la diversidad biológica. 

Deberá asimismo realizarse de conformidad con las leyes especiales de protección del medio ambiente, de protección de los recursos naturales, y de conservación y recuperación de suelos. 

Todos los contratantes están por igual obligados a respetar esta norma y hacerla cumplir, no obstante cualquier cláusula contractual en contrario. 

Sin perjuicio de lo establecido en las leyes especiales, la reglamentación fijará las condiciones para el cumplimiento de esta norma y las penalidades por su violación.

Artículo 86 - A los fines de la ejecución e interpretación de los contratos de esta ley, se entiende por buen cultivo la restitución de nutrientes del suelo, su manejo y empleo de implementos adecuados, la ausencia de quema de rastrojos, el mejoramiento de las posibilidades productivas de las tierras, la realización de cultivos que eviten su agotamiento, alternándolos o variando su explotación, la ejecución de actos de conservación de los recursos naturales renovables y que resguarden la diversidad biológica, y la realización de mejoras que aumente la producción, la rentabilidad o el valor del predio. 

Artículo 87 - Queda prohibida toda explotación irracional del suelo que origine su erosión, degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contengan los contratos respectivos. Se entiende por:

a) Erosión: el proceso de remoción o transporte notorio de las partículas del suelo por acción del viento o del agua en movimiento; 

b) Degradación (salinización, alcalinación, acidificación, etcétera): la pérdida del equilibrio de las propiedades fisicoquímicas del suelo que lo hace apto para el cultivo, originada en prácticas o normas deficientes del manejo del suelo, particularmente relacionadas con el régimen hidrológico del mismo, y para cuya restauración del equilibrio se hace necesario el uso de correctivos adecuados;

c) Agotamiento: la pérdida de la capacidad productiva intrínseca del suelo como consecuencia de su explotación y que sólo puede recuperarse restituyéndole los elementos perdidos.

Artículo 88 - Cuando aún no se hubiere provocado erosión, degradación o agotamiento, pero existiere irracionalidad en la explotación capaz de originarlos, por la acción de un contratante o por las condiciones impuestas en el contrato, se podrá intentar la acción para obtener la racionalidad por cualquiera de las partes. 

Artículo 89 - En el supuesto anterior, la resolución fijará las condiciones en que será permitida la continuación de la explotación de acuerdo al dictamen técnico del organismo que determine la reglamentación. Si ello implicare una alteración sustancial de la explotación que habitual y racionalmente corresponde realizar al arrendatario o aparcero, éste podrá pedir en forma sumaria en el mismo expediente la rescisión de la relación contractual, o bien la remisión y/o reducción proporcional del precio del arrendamiento, o la revisión del porcentaje en la aparcería, no mediando su culpa o negligencia.

Artículo 90 - Cuando se hubiere producido la erosión, degradación o agotamiento, podrán deducirse las siguientes acciones:

a) Para obtener la fijación de las condiciones técnicas en que será permitida la continuación de la explotación, por cualquiera de las partes; 

b) Para obtener la rescisión del contrato, por el concedente que invoque culpa o negligencia del arrendatario o aparcero, caso fortuito o fuerza mayor. Mediando culpa o negligencia del arrendatario o aparcero, el arrendador o aparcero dador podrá pedir la indemnización de daños y perjuicios correspondientes; 

c) Para obtener la rescisión del contrato por el arrendatario o aparcero, cuando no mediando su culpa o negligencia entendiere que las condiciones en que podrá continuar la explotación implican una alteración sustancial en la que habitualmente realiza. Si optare por continuar la explotación, podrá ejecutar los trabajos determinados por el órgano pertinente por cuenta del concedente si éste no los efectuara dentro del plazo que se fije, quedando facultado para retener la parte del precio o proporción correspondiente al costo de los mismos. Si la ejecución de los trabajos interrumpiera total o parcialmente el uso y goce del predio, durante el lapso correspondiente el arrendatario podrá obtener la reducción y aun la remisión del pago del arrendamiento y el aparcero la revisión de las proporciones.

Artículo 91. - El organismo que determine la reglamentación definirá las prácticas conservaciones y de control de degradación del suelo que deben atender las explotaciones propias de los contratos celebrados al amparo de esta ley.

En los contratos deberán constar las condiciones de trabajo de la tierra, que deberán ajustarse a las prácticas precedentemente previstas, debiendo especificar: 

a) Evaluación edafológica de las condiciones del suelo;

b) Aptitud de las tierras para agricultura, ganadería o bosques; 

c) Técnicas de manejo para el cultivo, de recuperación de suelos y rotaciones. 

La autoridad de aplicación garantizará el cumplimiento de la norma, y en su caso, aplicará las sanciones que por su violación establezca el reglamento.

TITULO IX De los Órganos de Aplicación 

Artículo 92. -Será autoridad de aplicación de esta ley el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación. La autoridad de aplicación actuará a instancia particular, por denuncia de cualquier interesado o requerimiento de las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural. Podrá realizar convenios con organismos nacionales y provinciales para el cumplimiento de las atribuciones que le asigna esta ley.

Artículo 93. -El Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, a los efectos de la aplicación de presente ley, deberá determinar para cada zona agro económica la superficie de la unidad económica.

Artículo 94. -Créanse las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, que actuarán en cada municipio, departamento, distrito o división territorial equivalente como entes de supervisión del cumplimiento de esta ley. 

Las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, en la proporción que disponga la reglamentación, estarán integradas por representantes de las autoridades comunales o municipales, entidades gremiales empresarias y de los trabajadores del sector agropecuario, de profesionales de la actividad agropecuaria, el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, organismos y/o reparticiones especializadas provinciales. 

La reglamentación establecerá la sede y ámbito de actuación territorial de las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, su constitución y reglas de funcionamiento.

Serán facultades del las comisiones zonales de tenencia de la tierra y desarrollo rural, sin perjuicio de las que además establezca la reglamentación:

a) Controlar el adecuado cumplimiento de esta ley y verificar las violaciones a la misma;

b) Denunciar ante la autoridad de aplicación las violaciones constatadas 

c) Promover iniciativas para el mejor cumplimiento de las esta finalidades de esta ley 

d) Evacuar los informes que le sean requeridos por las comisiones arbitrales y autoridades judiciales;

e) Emitir opinión, en caso de serle requerido, en caso de aplicación del segundo párrafo del artículo 16, 

f) Emitir, en caso de serle requerido, dictamen para la calificación de contratos accidentales, tal como está previsto en el artículo 20; 

g) Constatar, por propia iniciativa o por denuncia de cualquier interesado, la práctica contemplada en el inciso d) del artículo 21;

h) Constatar y denunciar, por iniciativa propia o a instancias de cualquier interesado, las situaciones no declaradas enunciadas en los artículos 83 y 85;

i) Constatar y denunciar, por iniciativa propia o a instancias de cualquier interesado, las prácticas violatorias del artículo 24 inciso 1, a) y 2, y toda violación a las normas sobre conservación de recursos, buena práctica agrícola y explotación racional del título octavo;

TITULO X De la resolución de conflictos 

Artículo 95. - Créanse como órganos de solución de conflictos derivados de esta ley y de los contratos celebrados a su amparo, las comisiones arbitrales, cuya competencia territorial, composición y funcionamiento será establecida reglamentariamente, con adhesión de las provincias. 

Será instancia previa obligatoria, y contra sus sentencias procederán los recursos de los códigos procesales civiles locales.

Artículo 96. - Mientras no sean organizadas y se encuentren en funcionamiento las comisiones arbitrales, serán competentes los jueces ordinarios con competencia en materia civil.

Artículo 97. - La competencia es improrrogable, y son nulas, carentes de todo valor y efecto las cláusulas que la impongan.

TITULO XI Del registro de contratos agrarios

Artículo 98. - Créase el registro de contratos agrarios, en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación. La reglamentación establecerá su funcionamiento y condiciones para la inscripción de los contratos, previendo su recepción en todas las oficinas y delegaciones de la repartición en el territorio nacional. 

TITULO XII De las disposiciones comunes, complementarias y transitorias

Artículo 99 - Los contratos que, a pesar de no estar regulados por un estatuto especial, presupongan una relación de dependencia y no impliquen la cesión del uso y goce del predio, quedarán excluidos del régimen de esta ley aun cuando la retribución consista en la participación en los frutos. 

Artículo 100 - Quedan excluidos de la presente la ley los contratos que impliquen cesión de predios con instalaciones para destino exclusivo de explotaciones ganaderas y de cría animal intensiva de tipo industrial, locales o terrenos dedicados exclusivamente a la estabulación de ganado, siempre que no sean parte de un predio mayor cedido con destino a la explotación agropecuaria o del que se obtengan parcial o totalmente los alimentos para la explotación intensiva.

Artículo 101 - Derógase la ley 13.246 y sus modificatorias.

Artículo 102 - Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Presentamos el Proyecto de Ley de Contratos Agrarios, que actualiza renovando ampliamente nuestra legislación de contratos agrarios contenida en la ley 13.246 vigente desde 1948, con sucesivas reformas que la han reducido a una escasa disciplina.

El texto del proyecto, aunque innovando y actualizando su estructura y contenido para adecuarlo a las nueves realidades, retoma el espíritu originario de la vieja ley, en cuanto sin desmedro del derecho de los propietarios ni de un adecuado ejercicio de la autonomía contractual, equilibraba los intereses mediante disposiciones que garantizaban una mayor equidad en las relaciones y favorecían la estabilidad de los productores.

Es indudable que el texto vigente ya no responde a esas finalidades, máxime cuando la reforma de 1980 lo vació de contenido, con el explícito objetivo, plasmado en la nota de elevación del Ministro de Economía de la Dictadura Militar, José Martínez de Hoz, de eliminar todas las disposiciones que tradujeran aquél espíritu. Esa reforma, coherente con la política de la Dictadura, favoreció la generación de una inédita situación en nuestro agro, llevando a la actual crisis de los productores por la inestabilidad y paulatina exclusión provocada por una competencia mercantilista en el uso de la tierra, en la que quedaron colocados en desiguales condiciones ante la irrupción de grupos concentrados e inversores financieros.

Efectivamente, al amparo de esa legislación es notorio que en los últimos años ha crecido paulatinamente la concentración de la tenencia de la tierra mediante arrendamientos y otras formas de tenencia indirecta, utilizadas por fondos de inversión, fideicomisos, sociedades anónimas, pooles de siembra, etc., generalmente con recursos provenientes de inversores financieros oportunistas, ajenos a la producción agraria.

A partir de allí se estableció una despiadada e inequitativa competencia por el acceso a la explotación de la tierra, provocando el desplazamiento de los agricultores familiares y, en general, de los productores agropecuarios estables y profesionales, a manos de estos grandes emprendimientos. Sin duda esta situación perjudicial para los agricultores se vio favorecida por una legislación permisiva, que tolera la generalización de la práctica del contrato por cosecha y con ello impone la inestabilidad y la discusión constante de los precios en los arrendamientos, que inspirada más en la lógica financiera de los inversores que en la de la producción llevó a las exageradas rentas actuales, inaccesibles para los productores comunes. La deserción de los agricultores y la práctica habitual de estas grandes concentraciones de tercearización de tareas a través de contratistas, muchos de ellos ex agricultores o agricultores a tiempo parcial, viene agravando un panorama que lleva a calificar nuestro sistema productivo como de "agricultura sin agricultores" y que trae también como consecuencia la disolución del medio rural, con graves consecuencias de despoblamiento y crisis de pueblos y comunas del interior.

Los datos censales están marcando claramente esta tendencia: Según los datos del último censo agropecuario del 2002 desaparecieron 103.405 productores en el país: de 421.221 productores que había en 1988, según el censo agropecuario en 2002 había 333.532 productores, el 20.8 % menos. En la post convertibilidad, pese a que la frontera agrícola y producción agropecuaria en general no han dejado de expandirse año a año, el proceso de concentración continúa: según datos provisorios del censo agropecuario en 2008 solo había 276.581, un 17% menos que en 2002 y un 34.3% menos que en 1988. 

Tomó cuarenta años para que, con algunas leyes y el Consejo Agrario Nacional - luego eliminado por decreto- se propiciaran las condiciones para transformar a 95.000 arrendatarios en nuevos chacareros dueños de su tierra. Pero veinte años bastaron para que desaparecieran más de 145.000 productores.

La Federación Agraria Argentina y la Conferencia Episcopal Argentina en sendas investigaciones paralelas llegaron a similares conclusiones sobre la concentración de la propiedad, el uso y la tenencia de la tierra en la Argentina: "la falta de una política estatal fundada en una equilibrada distribución de las tierras rurales, en el marco del predominio de una concepción utilitaria de la propiedad como un bien de mercado y no como bien social, fue generando en nuestro país un fuerte proceso de concentración de las tierras productivas" (extracto del libro "Una Tierra para Todos de la Conferencia Episcopal Argentina).

Según una investigación de la Fundación Responde realizada sobre datos del INDEC , de los censos 1991 y 2001 en el país existen 602 localidades con menos de dos mil habitantes que se encuentran en riesgo de desaparecer. De esa cantidad 14 no han crecido en los últimos 10 años y 90 de ellas no figuran en el último censo.

Se concentró y extranjerizó la lechería argentina. Sobre 80.000 productores sojeros que hay en el País, 10.000 productores producen el 71,09 % de las 40 millones de toneladas que se cosecha de esta oleaginosa. (Datos del ONCCA). Del total exportado en el 2006, 46.569 millones de dólares, la mitad fue hecha por solo 20 compañías.

No es tampoco una consecuencia menor de esta lógica oportunista la instalación de una agricultura extractiva, basada en el monocultivo, desinteresada por la sustentabilidad del sistema productivo y la conservación del suelo, de los recursos naturales y del medio ambiente rural.

Como decíamos más arriba, uno de los instrumentos indispensables del actual proceso de concentración agrícola es la actual ley de arrendamientos que con las modificaciones realizadas por la Dictadura ya no responde a su filosofía original. Es necesario replantear la actual legislación de contratos agrarios que junto a otros instrumentos, nos permitan avanzar hacia un desarrollo del interior equilibrado e integral.

Es imperioso enfrentar la actual situación de feroz concentración, y una de las vías es contar con una adecuada legislación en materia de contratos agrarios. De allí que en el Proyecto que presentamos, contrariamente a la ley vigente, subyace una clara opción por la preferencia y defensa de los pequeños y medianos productores agropecuarios y la agricultura familiar, que no solo tradicionalmente constituyeron la base de nuestra estructura productiva, sino que pese a su situación desventajosa en las condiciones económicas triunfantes en el reciente período neoliberal sigue constituyendo su columna vertebral, continúa manteniendo una alta eficiencia técnica y productiva, y, a diferencia de grupos concentrados e inversores oportunistas, garantiza la continuidad de la producción agraria nacional con su irrenunciable apego a la actividad agraria y al ambiente rural.

No obstante, esos fines no mellan en el proyecto la situación de los propietarios ni las posibilidades de inversión, sino que antes bien ha buscado soluciones innovadoras de incentivación y amplitud de opciones que involucren a todos los interesados en la producción agraria.

Sobre la base de esas premisas, el Proyecto de Ley de Contratos Agrarios obedece claramente a los objetivos centrales de: 

- favorecer a la agricultura familiar y, en general, a los productores agropecuarios profesionales y estables;

- favorecer la distribución de la tenencia de la tierra por contrato;

- contrarrestar la concentración de la tenencia de la tierra vía arrendamiento; 

- establecer condiciones de estabilidad en la producción y equidad en las relaciones contractuales; 

- facilitar la reinstalación de productores excluidos, pequeños propietarios rurales, jóvenes productores y profesionales; 

- proteger y recuperar los recursos naturales.

Desde el primer momento, al promover la elaboración del Proyecto que hoy presentamos, fuimos conscientes que el ingreso de los nuevos actores determinaba que no era suficiente restablecer las normas originales de la Ley 13.246, pues la identificación subyacente entre arrendatario o aparcero y productor familiar estable, válida a la época de su aprobación y en un largo período posterior, ya no subsiste.

Por eso fue necesario proyectar una actualización que aunque respondiera al mismo espíritu contemplara las nuevas realidades, y a la vez generar soluciones innovadoras para cumplir con los objetivos propuestos. Con esa orientación, se introducen nuevas normas y/o se restituyen y actualizan las de la Ley 13.246 sobre plazo, equidad y proporcionalidad en precios y porcentajes, buena técnica agraria y agricultura sustentable.

La estabilidad mejorada a través de la ampliación del plazo mínimo en los contratos agrarios, sería inoperante si a la vez se continuara favoreciendo la contratación por cosecha. Por eso el Proyecto restringe y acota estrictamente esta posibilidad a supuestos verdaderamente "accidentales", como fuera la intención originaria de la Ley 13.246; por otra parte, esta práctica constituye, como antes dijimos, uno de los núcleos de la estrategia de concentración y actuación de inversores financieros.

El Proyecto amplía significativamente las modalidades y figuras contractuales, a fin de ofrecer a propietarios y productores diversas opciones que responden a las modalidades negociables actuales, como así también para posibilitar la asociación entre productores con propietarios, e incluso con contratistas, proveedores e inversores, facilitando la reinserción y financiación de los productores.

Con la finalidad de proteger a la agricultura familiar y detener la concentración, el Proyecto introduce un régimen especial para los que denominan Contratos Promovidos, al mismo tiempo que pone límites a la concentración y grava sus modalidades habituales. Establece en el título respectivo un régimen fiscal que incentiva la concertación de contratos promovidos a favor de pequeños y medianos productores, bajando en este caso la carga para los contratantes, mientras la aumenta cuando el sujeto involucrado sea una sociedad de capital, un pool de siembra o figuras afines. De este modo se intenta favorecer la explotación de pequeñas unidades económicas y la mejor distribución de la tenencia de la tierra, como así también contribuir a que el sistema tributario sea más equitativo y progresivo. Las modificaciones proyectadas corresponden a los impuestos a las Ganancias, IVA, Ganancia Mínima Presunta y Bienes Personales, pero también se invita a las Provincias a que adopten las medidas necesarias a su alcance para que cooperen a los fines de la ley.

Las características actuales de la producción granaria muestran una severa reducción de costos por escala, lo cual ha alimentado el fenómeno de la concentración de la producción vía arrendamiento. Ante ello se propone la generación de una gravosa alícuota adicional al impuesto a los ganancias que alcance los contratos de mas de 10 unidades económicas, cuya imposición generará un severa valla a la concentración de la producción agropecuaria.

Resulta esencial que todos los sectores interesados participen activamente en la aplicación de esta ley y en el control de su cumplimiento, pues está en juego la supervivencia de los productores y del medio rural. Por eso, junto a la autoridad de aplicación, se proyectan como organismos de contralor y consulta las Comisiones Zonales de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural, integrada por autoridades comunales, representantes de entidades gremiales, productores, cooperativas, entes tecnológicos especializados, etc.. Se promueve también establecer un sistema ágil e idóneo de solución de controversias.

Para respaldar la reforma del régimen de contratos agrarios, Federación Agraria Argentina organizó y desarrolló una encuesta sobre la ley vigente y la situación de tenencia de la tierra. La encuesta estuvo dirigida por profesionales y se realizó mediante la entrevista de encuestadores a un gran número de productores en varias regiones del país. Sus resultados constituyen una fuente de información relevante a la hora de discutir y elaborar el Proyecto.

La aprobación de esta ley contribuirá a la solución del grave problema que actualmente sufren los productores y las poblaciones rurales de nuestro país. Por estos motivos solicitamos a los señores legisladores la aprobación de este proyecto de ley.

H.Cámara de Diputados de la Nación

PROYECTO DE LEY

Texto facilitado por los firmantes del proyecto. Debe tenerse en cuenta que solamente podrá ser tenido por auténtico el texto publicado en el respectivo Trámite Parlamentario, editado por la Imprenta del Congreso de la Nación.

	Nº de Expediente
	5981-D-2009

	Trámite Parlamentario
	172 (02/12/2009)

	Sumario
	REGIMEN DE CONTRATOS AGRARIOS. DEROGACION DE LA LEY 13246 Y MODIFICATORIAS, DE ARRENDAMIENTOS Y APARCERIAS RURALES.

	Firmantes
	FERRO, FRANCISCO JOSE.

	Giro a Comisiones
	LEGISLACION GENERAL; AGRICULTURA Y GANADERIA; PRESUPUESTO Y HACIENDA.


El Senado y Cámara de Diputados,...

CONTRATOS AGRARIOS

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Ámbito de aplicación

Artículo 1º: Será aplicable la presente Ley a todo contrato, cualquiera sea la denominación que las partes le hayan asignado, siempre que conserve el carácter sustancial de las prestaciones correlativas y su finalidad agrobiológica y económica.

Orden Público

Artículo 2º: Los preceptos de esta ley son de orden público e irrenunciables sus beneficios.

Salvo los casos en que expresamente lo autorice, son nulos y carentes de todo valor cualquier cláusula o pacto contenido en los contratos que sean contrarios a la ley, y también los pactos y actos realizados en fraude a la misma, los que no impedirán la aplicación de las normas que se hubiere tratado de eludir.

Sólo serán renunciables los derechos del arrendatario y/o aparcero tomador desde el momento en que puedan ser ejercitados. La renuncia deberá constar en documento público.

Los derechos del dador son renunciables con arreglo a las normas ordinarias.

Normas Supletorias

Artículo 3º: En los contratos regidos por esta Ley se aplicarán:

a) Las disposiciones de esta Ley;

b) los convenios de las partes;

c) las normas del Código Civil;

d) los usos y costumbres locales.

Formalidades y requisitos

Artículo 4º: Los contratos alcanzados por la presente Ley deberán celebrarse por escrito y la firma de las partes autenticada por escribano público, juez de paz o por la autoridad que reglamentariamente se designe. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que otorgue contrato escrito.

Deberán contener los siguientes requisitos: 

a) Nombre de las partes contratantes, especificando si son personas físicas o jurídicas. 

b) Ubicación del predio y/o lotes objeto del contrato determinando: provincia; departamento o partido; cuartel o distrito; datos de georeferencia;

c) Superficie del predio y/o lotes objeto del contrato;

d) Especificación de las mejoras existentes, detalle, descripción y estado de conservación determinando a quien pertenecen;

e) Precio, fecha, lugar y forma de pago; 

f) Destino del predio y/o lote;

g) Plazo;

h) Domicilio Real y Fiscal de las partes;

i) Jurisdicción a la que se someterán;

j) Parte que asume el compromiso de inscripción.

Cuando se hubiera omitido estas formalidades y se probare su existencia de acuerdo a las disposiciones generales se lo considerará alcanzado por los preceptos de esta Ley.

Cláusulas Nulas

Artículo 5º: Son insanablemente nulas y carentes de valor y efecto las cláusulas que impongan al arrendatario y/o aparcero tomador condiciones o prestaciones diferentes de las que le son propias conforme a lo establecido en esta Ley y en particular:

a) Obliguen a vender, asegurar, transportar, depositar o comerciar los cultivos, cosechas, animales y demás productos de la explotación, con persona o empresa determinada;

b) Obliguen a contratar la ejecución de labores o la adquisición y utilización de maquinarias, semillas y demás elementos necesarios para la explotación del predio o de bienes de subsistencia, a persona o empresa determinada;

c) Obliguen a utilizar un sistema o elementos determinados para la cosecha o comercialización de los productos;

Cesión 

Artículo 6º: Queda prohibido ceder total o parcialmente el predio objeto del contrato o transferir el contrato sin autorización expresa por escrito, salvo las excepciones que esta misma Ley disponga.

No se interpretará como transferencia de contrato ni cesión o subcontrato cuando se trate de contratos con los integrantes de una sociedad civil o de hecho, en cuyos casos el contrato deberá firmarse por todos sus componentes, quienes designarán en el mismo acto quien continuará representándolos.

No se considerará cesión el aprovechamiento del predio cuyo destino sea el pastoreo del rastrojo. 

Remisión del precio

Artículo 7º: Las partes podrán convenir la remisión del precio cuando se produjera la pérdida total o parcial de la producción debida a caso fortuito o fuerza mayor que implique riesgos no asegurables.

Revisión del precio

Artículo 8º: Será facultad de las partes acordar expresamente la revisión del precio si se produjera un desequilibrio debidamente probado entre el costo de producción y el valor de los frutos obtenidos.

La misma sólo tendrá validez transcurrido el primer año de vigencia del contrato no obstante cualquier pacto en contrario.

Artículo 9º: La autoridad de aplicación podrá determinar, al sólo efecto indicativo y sin que ello importe obligación alguna para las partes, un precio de arrendamiento de referencia para cada cultivo, establecido como un porcentaje del rendimiento probable en un promedio de al menos cuatro años, para cada región agroecológica del país, de acuerdo a las determinaciones que para el caso realice el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. 

Resolución del contrato

Artículo 10º: La facultad de peticionar la remisión o revisión del precio previsto en los artículos precedentes no excluye el derecho de las partes a peticionar la resolución del contrato de acuerdo con el Artículo 1198 del Código Civil.

Plazo

Artículo 11: Los contratos a que se refiere esta Ley tendrán un plazo mínimo de tres (3) años y máximo de diez (10), que podrá renovarse, expresamente y por escrito. Cuando en el contrato las partes no hayan determinado plazo el contrato se entenderá celebrado por el plazo mínimo.

Artículo 12: Los contratos en los cuales se requiera realizar obras de mejoramiento del predio tales como plantaciones, obras de desmonte, irrigación, avenamiento que retarden la productividad del establecimiento por un lapso mayor a dos (2) años, podrán celebrarse por un plazo máximo de veinte (20) años.

Elementos inembargables

Artículo 13: Serán inembargables, inejecutables y no afectados al privilegio del arrendador y/o aparcero dador los bienes de trabajo, personales y de consumo del arrendatario y/o aparcero tomador considerado micro empresa en los términos de la Ley 24.467. 

Extinción del contrato

Artículo 14: Los contratos alcanzados por esta Ley concluyen en los siguientes casos: 

a) Por vencimiento del término pactado. Deberá restituirse el predio libre de ocupantes, sin derecho a ningún plazo adicional para el desalojo; 

b) Por vencimiento del plazo legal mínimo si no se hubiese determinado el mismo; 

c) Por abandono del establecimiento por parte del arrendatario o aparcero tomador; 

d) Por falta de pago en cualquiera de los plazos establecidos en el contrato, o de la entrega de los frutos pactados, o su equivalente en dinero en su caso. En cualquiera de los casos, el propietario podrá exigir el pago de las sumas adeudadas y el desalojo del inmueble, con daños y perjuicios si correspondiere; 

e) Por resolución del contrato por incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato hubieran establecido; 

f) Por extinción del usufructo, en caso de que el contrato haya sido celebrado por usufructuario, caso en que el contrato se tendrá por finalizado al vencimiento del año agrícola siguiente; 

g) Por mutuo acuerdo;

h) Por imposibilidad de cumplimiento del objeto del contrato frente a hechos derivados de caso fortuito o fuerza mayor. 

Explotación racional del suelo

Artículo 15: Queda prohibida la explotación irracional del suelo y el agua cuando pueda originar erosión, agotamiento, degradación o contaminación.

En tal caso, el propietario queda facultado para solicitar el cese de la actividad y/o rescindir el contrato, pudiendo reclamar la recomposición de las cosas a su estado anterior con más daños y perjuicios.

Si la erosión, agotamiento, degradación o contaminación sobrevinieran por razones de fuerza mayor o caso fortuito cualquiera de las partes podrá solicitar la rescisión del contrato.

En todo contrato de arrendamiento o aparcería agrícola se establecerá la rotación de cultivos que aconsejen las buenas prácticas agrícolas para cada región agroecológica y la fertilización mínima necesaria para la reposición de nutrientes. 

Artículo 16: Las partes acordarán en el contrato la realización de los análisis de suelo y agua que reglamentariamente se determinen con la periodicidad que allí se establezca. Las partes acordarán además cuál de ellas remitirá la información obtenida al registro que cree la Autoridad de Aplicación, quien la enviará al Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, según se establezca en la reglamentación. 

Quedarán excluidos de los preceptos de este artículo los contratos de pastoreo y/o pastaje que no impliquen roturación de suelos ni riego.

TITULO II

DEL ARRENDAMIENTO RURAL

Definición

Artículo 17: Habrá contrato de arrendamiento rural cuando una de las partes, llamado arrendador, se obligue a conceder a otra, arrendatario, el uso y goce de un predio rural, con destino a la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones y la otra a pagar por ese uso y goce un precio en dinero o en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinarlo en la fecha en que acuerden.

Arrendamiento de explotación o establecimiento.

Artículo 18: El arrendamiento rural también podrá tener por objeto la cesión con igual finalidad de una explotación o establecimiento rural, integrado por las instalaciones, maquinarias, instrumentos, animales y demás bienes que las partes determinen en el contrato.

Obligaciones de las partes

Artículo 19: Son obligaciones de las partes, además de las establecidas en el Código Civil, las siguientes:

1) Del Arrendatario

a) Pagar en tiempo y forma el precio acordado;

b) Realizar la actividad establecida con sujeción al contrato y a las leyes aplicables, usando el suelo racionalmente de modo de impedir su erosión, degradación o agotamiento, conforme las buenas prácticas agrícolas y, en su caso, las técnicas de manejo adecuadas para una agricultura sustentable, garantizando la reposición de nutrientes; 

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente y conservación de recursos naturales;

e) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento;

f) Conservar las mejoras del predio que deberá entregar al vencimiento del contrato en las condiciones que lo recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso normal y la acción del tiempo. Cuando se trate de arrendamiento de explotación o establecimiento, devolver los bienes que le fueron entregados en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió, salvo otro pacto expreso en el contrato;

g) Inscribir el contrato en el registro respectivo, si se hubiera acordado a su cargo.

2) Del Arrendador

a) Asegurar el uso y goce de las cosas dadas en arrendamiento;

b) Contribuir a los gastos que demande la lucha contra las plagas y malezas si el predio las tuviera al contratar, en la proporción convenida; a falta de convención contribuirá en un cincuenta por ciento (50%) de dichos gastos;

c) Inscribir el contrato en el registro respectivo;

d) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre protección del medio ambiente, conservación de recursos, buen cultivo y explotación racional.

Sucesión

Artículo 20: Si ocurriese la muerte, incapacidad o imposibilidad física del arrendatario será permitida la continuación del contrato, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuge o colaterales hasta de segundo grado, en el orden sucesorio, siempre que hayan participado en forma directa en la explotación; o su rescisión a elección de los mismos.

TITULO III

DE LAS APARCERÍAS

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES 

Definición

Artículo 21: Habrá aparcería cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, un establecimiento rural que disponga a cualquier título o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados, animales, maquinarias, herramientas o enseres de trabajo para la explotación agropecuaria en cualquiera de sus especializaciones, con el objeto de repartirse frutos, en la proporción acordada.

La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador.

Obligaciones de las partes

Artículo 22: Son obligaciones de las partes, además de las que resultan de esta ley y su reglamento:

1) Del aparcero tomador

a) Realizar personalmente la explotación, siéndole prohibido ceder su interés en la misma, arrendar o dar en aparcería la cosa o cosas objeto del contrato;

b) Dar a la cosa o cosas comprendidas en el contrato el destino convenido;

c) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas prácticas agrícolas y ganaderas;

d) Conservar los edificios, mejoras, enseres y elementos de trabajo que deberá restituir al hacer entrega del predio en las mismas condiciones en que los recibiera, salvo los deterioros ocasionados por el uso y la acción del tiempo. En defecto de otro pacto expreso en el contrato, cuando haya recibido en aparcería una explotación o establecimiento, devolver los bienes integrantes en la misma especie, calidad y cantidad, los instrumentos, maquinas e instalaciones en el mismo estado de uso, y los animales según la especie, número, sexo, calidad y peso de los que recibió;

e) Hacer saber al aparcero dador con prudente anticipación la fecha en que comenzará la percepción de los frutos y separación de los productos a dividir, no pudiendo disponer de los mismos hasta su división;

f) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones. Contribuir con el porcentaje que contractualmente haya acordado para la lucha contra las malezas y plagas, si el predio las tuviera al inicio del contrato. Si no se hubiera convenido, cada una de las partes aportará un cincuenta por ciento;

g) Poner en conocimiento del dador, de inmediato, toda usurpación o novedad dañosa a su derecho, así como cualquier acción relativa a la propiedad, uso y goce de las cosas;

h) Inscribir el contrato en la forma que establezca la Ley;

i) Rendir cuentas documentadas del resultado de la explotación exhibiendo las liquidaciones, documentos y recibos correspondientes.

2) Del aparcero dador

a) Garantizar el uso y goce de las cosas dadas en aparcería y responder por los vicios o defectos graves de las mismas;

b) Cumplir y hacer cumplir en cuanto le compete las normas sobre uso racional de los recursos naturales y las buenas técnicas de manejo;

c) Llevar las siguientes anotaciones con las formalidades que la reglamentación determine: Nómina de las máquinas, animales, útiles, enseres y bienes de toda clase aportados inicialmente por cada uno de los contratantes, especificando su estado y valor estimado o de costo; 

d) Detalle de la forma en que se distribuyen los frutos y su liquidación; 

e) Destinar sin cargo una parte del predio para el asiento de la vivienda del aparcero tomador, para sus animales domésticos y huerta en las proporciones que establezca la reglamentación;

f) Inscribir el contrato en el registro respectivo en caso que así se hubiera establecido;

Extinción del contrato

Artículo 23: Los contratos de aparcería concluyen en los siguientes casos:

a) Por las causales previstas en el Artículo 14 de la presente Ley;

b) Por la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero. El contrato no terminará, por muerte del dador, salvo opción contraria del aparcero tomador ni en los casos de enajenación del predio cuando el contrato hubiera sido inscripto en el registro respectivo;

c) Por resolución del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley o el contrato determinan.

Contratos Mixtos

Artículo 24: Se regirá por las normas fijadas para la aparcería todo contrato en el cual la retribución consista, además del porcentaje en la distribución de frutos, en una determinada suma de dinero o en especie o en dinero equivalente a una cantidad precisa de producto, según la cotización y el mercado que las partes establezcan como referencia para determinar en la fecha que acuerden. 

CAPITULO II

DE LAS APARCERÍAS AGRÍCOLAS

Definición

Artículo 25: Habrá contrato de aparcería agrícola cuando una de las partes, el aparcero dador (o simplemente dador), se obligue a entregar a otra, aparcero tomador (o simplemente tomador), el uso y goce de un predio rural con o sin plantaciones, sembrados o elementos de trabajo para la explotación agrícola con el objeto de repartirse los frutos.

Artículo 26: Las partes podrán convenir libremente el porcentaje en la distribución de los frutos.

Es facultad de las partes convenir el porcentaje que cada uno aportará para el combate de las plagas y malezas. 

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra.

Artículo 27: La autoridad de aplicación podrá determinar, al sólo efecto indicativo y sin que ello importe obligación alguna para las partes, un precio de referencia de aparcería para cada cultivo, establecido como un porcentaje del rendimiento probable en un promedio de al menos cuatro años, para cada región agroecológica del país, de acuerdo a las determinaciones que para el caso realice el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. 

Artículo 28: La pérdida de los frutos por caso fortuito o fuerza mayor será soportada por las partes en la misma proporción establecida para el reparto de los mismos.

CAPITULO III

DE LAS APARCERÍAS PECUARIAS

Definición

Artículo 29: Habrá aparcería pecuaria cuando las partes acuerden realizar en conjunto una producción ganadera en cualquiera de sus especialidades, a fin de distribuir las utilidades que de ella deriven. El objeto puede consistir tanto en las crías que se hayan logrado, los kilogramos producidos, como en el mayor valor intrínseco que el ganado tenga al término del contrato.

Artículo 30: El ganado es aportado por el aparcero dador. En el contrato se debe indicar la cantidad, la raza, la calidad, el sexo, el peso y la edad del ganado que servirá de base para determinar lo que tiene derecho a tomar cada una de las partes a la terminación del contrato. 

Salvo estipulación o uso contrario, los gastos de cuidado y cría de los animales correrán por cuenta del aparcero tomador.

Dirección de la empresa

Artículo 31: La dirección de la empresa corresponde al aparcero tomador, el cual debe ejercitarla según las reglas de la buena técnica de la cría, recría o engorde del ganado.

Artículo 32: El dador de los animales que sean objeto del contrato estará obligado a mantener al aparcero tomador en la tenencia y guarda de los mismos y en caso de evicción a sustituirlos por otros.

El aparcero no responderá de la pérdida de animales producida por causas que no le sean imputables, pero debe rendir cuenta de los despojos aprovechables.

Plazo

Artículo 33: El plazo de duración lo convendrán libremente las partes según los objetivos del acuerdo que celebren.

División de productos y utilidades

Artículo 34: Los productos y las utilidades se dividen entre las partes de acuerdo a la proporción establecida en el convenio o en los usos.

Salvo estipulación en contrario, ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra, de los animales dados en aparcería o de los frutos y productos de los mismos.

Muerte del dador

Artículo 35: La aparcería pecuaria no se disuelve por la muerte del dador.

TITULO IV

DEL PASTAJE

Definición

Artículo 36: Existe contrato de pastaje cuando el dador de los pastos, sin entregar la tenencia de un predio rural cuyo uso y goce dispone por cualquier título, le concede a otro el derecho de hacer pastar al ganado mediante el pago de un precio en dinero por cabeza de animal y por un plazo determinado.

No será aplicable al contrato establecido en este título el plazo mínimo legal dispuesto en el Artículo 11 de la presente Ley.

Artículo 37: El dueño del ganado debe limitarse a hacer pastar los animales y suministrarle la bebida necesaria sin poder realizar ningún otro acto de utilización del fundo. Salvo convención expresa en contrario, tampoco podrá utilizar las mejoras existentes en el predio excepto el caso de los alambrados u otros medios de encerramiento y bebida.

Artículo 38: El dueño del ganado sólo puede exigir el cuidado o custodia de los animales en el caso en que expresamente se haya convenido. 

Artículo 39: La persona que tiene a su cargo la custodia, con arreglo a lo dispuesto precedentemente, es responsable de los daños y perjuicios que los animales puedan causar a terceros estando el predio debidamente cercado.

Artículo 40: El dueño del predio no es responsable por la muerte o desaparición de los animales que pasten en el mismo por causas naturales o por cualquier otra causa que no le sea imputable.

Artículo 41: No existiendo contrato escrito, cualquiera de las partes puede resolverlo en cualquier momento dando aviso fehacientemente a la contraparte. En este caso los animales deberán ser retirados en forma inmediata por el dueño de los mismos.

TITULO V

DE LOS CONTRATOS AGRARIOS EN PARTICIPACIÓN

Definición

Artículo 42: Con el contrato agrario de asociación en participación el asociante atribuye al asociado, como contrapartida a un determinado aporte, una participación en las utilidades de la explotación o de una cosecha, cría, engorde o negocio determinado. El aporte del asociado puede consistir en dinero, insumos o prestaciones de servicio.

Las partes establecen libremente la duración del contrato. Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones solamente hacia el asociante.

Salvo pacto en contrario, el asociante puede convenir participaciones a varios asociados.

La gestión de la empresa y de la producción corresponde al asociante, sin perjuicio de lo convenido respecto del control y de su obligación de rendir cuentas.

Salvo pacto en contrario, el asociado participa a las pérdidas en la misma medida que a las utilidades, pero las pérdidas que recaen sobre el asociado no pueden superar el valor de su aporte.

TITULO VI

CONTRATOS ACCIDENTALES

Definición

Artículo 43: Habrá contrato accidental de cosecha cuando una de las partes se obligue a conceder a otra el uso y goce de un predio rural con destino a la explotación agrícola, y la otra a pagar un precio en dinero y/o en especie y/o en porcentaje, según la naturaleza de cambio o asociativa o mixta del contrato, por ese uso o goce, por un plazo que no exceda dos cosechas en el mismo o distinto año agrícola. 

Artículo 44: Los contratos accidentales tendrán precios o porcentajes de referencia un veinticinco por ciento (25 %) menor que los que determine la autoridad de aplicación de acuerdo con lo normado por la presente Ley para el contrato de arrendamiento y/o aparcería agrícola. 

Artículo 45: La celebración de un nuevo contrato accidental entre las mismas partes y sobre el mismo predio o lotes sin que haya transcurrido como mínimo un año de vencido el anterior, dará derecho a solicitar la aplicación del Artículo 11, pero por el tercer período anual, las partes deberán pactar nuevamente el precio, el que se deberá abonar durante ese tercer período.

Calificación

Artículo 46: A pedido de parte, estos contratos serán sometidos a calificación y homologación judicial ante el fuero competente hasta quince días antes del plazo de vencimiento previsto, debiendo expedirse simultáneamente el testimonio correspondiente. Al vencimiento del contrato, la presentación de dicho testimonio ante el juez competente será título suficiente para que se ordene la inmediata desocupación del inmueble por el procedimiento de ejecución de sentencia vigente en la jurisdicción respectiva. Además de ordenar la desocupación, dicha autoridad a pedido de parte impondrá al arrendatario que no haya desocupado el inmueble una multa equivalente al cinco por ciento (5%) del precio convenido a favor del propietario.

Artículo 47: A los contratos accidentales le resultan aplicables las demás reglas generales que establece el presente texto, que no sean contrarias a las disposiciones especiales establecidas en este Título VI.

TITULO VII

DE LOS CONTRATOS PROMOVIDOS, EL RÉGIMEN IMPOSITIVO Y LAS CONDICIONES DEL CESIONARIO

Definición

Artículo 48: Serán contratos promovidos los contratos de arrendamientos y aparcerías que cumpliendo las condiciones del Artículo 50 sean celebrados en carácter de arrendatario, aparcero tomador por él o los titulares de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de personas físicas o jurídicas.

Tal carácter se determinará de acuerdo a la Ley 24.467.

Artículo 49: Será contrato promovido el contrato agrario en participación que celebre como asociante quién o quienes ostenten el carácter de titular de una micro o pequeña empresa agropecuaria, trátese de persona física o jurídica y sea propietario o usufructuario o arrendatario o aparcero tomador de un inmueble rural con un contratista rural y/o un proveedor de insumos y/o un inversor como asociados. Los beneficios que otorga el presente título alcanzaran también al contratista rural, al proveedor de insumos y al inversor asociado. El contrato deberá tener una duración mínima de tres años, y se ajustará en cuanto resulte compatible a las demás condiciones del Artículo 50.

Al asociante y asociados corresponderán, en cuanto sean aplicables los beneficios de los Artículos 51, de esta Ley.

Artículo 50: Los contratos promovidos deberán ser celebrados por el plazo mínimo previsto en el Artículo 11 de esta Ley, sin perjuicio de los incentivos a los contratos de mayor duración y ajustarse a las demás previsiones de esta Ley.

Artículo 51: Los contratos promovidos gozarán de beneficios impositivos y financieros de conformidad con el régimen de promoción de esta Ley.

En los casos que por ley, reglamento o resolución de la autoridad de aplicación se considere conveniente, los sujetos comprendidos en el Artículo 48 podrán también beneficiarse con aportes no restituíbles. Especialmente, dicho beneficio podrá preverse:

a) para quienes revistan el carácter de agricultores familiares titulares de micro empresas rurales de acuerdo a la reglamentación de la Secretaría de Industria, Comercio y de la Pequeña y Mediana Empresa;

b) para la iniciación y radicación de jóvenes agricultores que solos o asociados constituyan una micro o pequeña empresa agropecuaria;

c) para quienes posean títulos técnicos o profesionales en carreras vinculadas con las ciencias agrarias, veterinarias o de administración rural.

Artículo 52: Se establecen a modo de promoción los siguientes beneficios fiscales:

1. Para los arrendatarios y aparceros tomadores:

a) Podrá deducir del impuesto a las ganancias, el treinta por ciento (30%), en más, de las sumas abonadas en concepto de arrendamiento o del porcentaje de la aparcería, por período fiscal;

b) Devolución anticipada de IVA de bienes adquiridos a los efectos del cumplimiento del objeto del contrato promovido. Dicha devolución procederá en la medida en que los importes de los mismos no hayan sido absorbidos por los respectivos débitos fiscales originados en la venta de productos vinculados al cumplimiento del objeto del contrato promovido.

c) Amortización acelerada de bienes adquiridos al efecto del cumplimiento del contrato promovido;

d) Los bienes incluidos en los contratos promovidos no integrarán la base de imposición de imposición del impuesto a la ganancia mínima presunta.

2. Para los arrendadores y aparceros dadores:

a) Estará exento del impuesto a las ganancias el equivalente al veinte por ciento (20%), por período fiscal, de las sumas percibidas por la locación; 

b) Régimen de amortización acelerada en bienes de capital adquiridos por el aparcero dador para ser aportados en aparcerías.

Artículo 53: Cuando el plazo del contrato sea de cinco (5) o más años, los beneficios otorgados en el impuesto a las ganancias expuestos en el Artículo 52 se incrementaran al cuarenta por ciento (40%) para el arrendatario o aparcero tomador y al veinticinco por ciento (25 %) para el arrendador o aparcero dador.

Artículo 54: Las Provincias serán invitadas a adherir a lo dispuesto en este capítulo, a fin de:

a) Eximir a los contratos promovidos del impuesto de sellos;

b) Disminuir las alícuotas del impuesto inmobiliario rural a los inmuebles dados en arrendamiento, aparcerías o en los contratos promovidos;

c) Disminuir las alícuotas del impuesto a los ingresos brutos sobre las ventas de productos en los contratos promovidos.

Artículo 55: Los contratos promovidos gozarán de estabilidad fiscal durante su vigencia. De esta manera cualquier modificación de los beneficios previstos en esta Ley operaran para el futuro.

Artículo 56: La reglamentación podrá establecer beneficios financieros vinculados a los contratos promovidos.

TITULO VIII

DEL REGISTRO CONTRATOS AGRARIOS

Artículo 57: Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación el Registro de Contratos Agrarios. La reglamentación establecerá su funcionamiento y condiciones para la inscripción de los contratos, previendo su recepción en todas las oficinas y delegaciones de la repartición en el territorio nacional.

TITULO IX

DE LAS DISPOSICIONES COMUNES, COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

Artículo 58: Los contratos que, a pesar de no estar regulados por un estatuto especial presupongan una relación de dependencia y no impliquen la cesión del uso y goce del predio, quedarán excluidas del régimen de esta Ley aún cuando la retribución consista en la participación en los frutos.

Artículo 59: Quedan excluidos de la presente la Ley los contratos que impliquen cesión de predios con instalaciones para destino exclusivo de explotaciones ganaderas y de cría animal intensiva de tipo industrial, locales o terrenos dedicados exclusivamente a la estabulación de ganado, siempre que no sean parte de un predio mayor cedido con destino a la explotación agropecuaria o del que se obtengan parcial o totalmente los alimentos para la explotación intensiva.

Artículo 60: La presente Ley regirá para los contratos que se celebren a partir de su entrada en vigencia.

Artículo 61: Derogase la Ley 13.246 y sus modificatorias.

Artículo 62: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

El presente proyecto ha sido el fruto de nuestra labor en la búsqueda de una síntesis que contemple las diversas propuestas que han tenido estado parlamentario en este ámbito legislativo en este último tiempo, las opiniones que hemos recabados tanto sobre la ley vigente como de dichas propuestas y, finalmente, el fruto de nuestra experiencia como político, productor agropecuario y abogado, en lo personal. Ello, en la necesidad de lograr una actualización de la llamada ley de arrendamientos rurales y proteger, a su vez, a aquellos sectores que resultan más vulnerables en el nuevo escenario agropecuario. Para tal fin, hemos puesto especial interés en los llamados contratos promovidos (con la clara intención de favorecer a los pequeños productores agropecuarios que utilizan esta herramienta legal, por sobre los más poderosos actores del sector), en los contratos accidentales (limitándose los mismos) y, sin entrar en aspectos que deberían ser propios de una ley específica, promover la protección del recurso natural en juego. 

Con ese cometido, estructuramos una norma que contemple una parte general que verse sobre cuestiones atinentes al orden público de sus preceptos, a las formas y requisitos de los contratos tipificados, el orden público de sus preceptos, las cláusulas nulas, la cesión del contrato, la remisión del precio y su revisión, la resolución del mismo, el plazo, los elementos inembargables, la extinción del contrato y la explotación racional del suelo.

Luego legislamos sobre los contratos específicos de arrendamiento, aparcería (agrícola y pecuaria), pastaje, en participación, accidentales y, finalmente, los promovidos.

Por último, se crea el Registro de Contratos Agrarios, en el ámbito nacional, a fin de poder tomar debida nota de dichos acuerdos en un ámbito único, pero que garantice la posibilidad de realizar el trámite de manera descentralizada, a través de las delegaciones y oficinas de todo el país.

Como apuntábamos al principio, establecimos un marco general que contemple aquellos aspectos comunes a todas las modalidades contractuales que comprende la norma propuesta. Allí se mantiene el carácter de orden público de sus preceptos y la consecuente nulidad de cláusulas contrarias al marco normativo.

En cuanto a los requisitos del contratos, compartimos el criterio de establecer, además de las formas y requisitos comunes (celebrarse por escrito, firma de las partes autenticada, nombre de las partes, domicilio, lugar, fecha, precio, plazo, etc.), aquellos que tiendan a reforzar la protección del recurso natural a través la descripción del destino de la explotación, de manera tal que permita hacer un seguimiento del predio, la especificación de las mejoras y el estado de conservación y la especificación de las mejoras y quien será el responsable de inscribirlo en el Registro de Contratos Agrarios que se crea en el ámbito del Ministerio del área.

Se regula en particular como cláusulas nulas aquellas que tiendan imponer al arrendatario y/o aparcero tomador obligaciones que obedezcan a una posición dominante sobre los mismos, como podría ser la que obligue a vender el producto a una determinada persona.

Se establece la prohibición de la cesión total o parcial del predio, contemplado la circunstancia de contratos celebrados con integrantes de una sociedad civil o de hecho (deberán suscribirlo todos sus componentes y designar representante) y el aprovechamiento del predio para el pastoreo del rastrojo.

Se deja librado a las partes acordar en materia de remisión del precio en caso de pérdida total o parcial y de revisión del precio cuando se produjera un desequilibrio probado entre los costos y el valor de los frutos obtenidos; además de contemplar la posibilidad de resolución del contrato.

En lo que concierne al plazo, que ha sido uno de los temas más álgidos, atento que muchos proyectos proponen extender el mínimo a cinco (5) años, nosotros nos hemos inclinado a favor de mantener el de tres (3) años como mínimo, que le da mayor elasticidad a las partes para afrontar los riesgos de este particular sector de la economía.

Se modernizan los preceptos que hacen a la inembargabilidad de los bienes de trabajo, personales y de consumo del arrendatario o aparcero tomador.

En lo que respecta a la extinción del contrato, se prevén distintas causales a las actuales, tales como imposibilidad de cumplimiento del objeto del contrato, incumplimiento, vencimientos del termino pactado o del plazo legal (si no lo estuviere), la falta de pago, etc.

Como señalamos al principio, la protección de los recursos naturales requiere de un mayor compromiso de todos los actores en juego. Desde ya que parte de la responsabilidad de los contratantes pero, fundamentalmente del Estado, como celoso custodio del interés general. Al respecto, mantenemos los conceptos del vigente art. 8 de la ley, pero le sumamos a ello la rotación de los cultivos que aconsejen las buenas prácticas agrícolas para cada región agroecológica y la reposición de nutrientes, pero también le sumamos la realización de los análisis de suelo y agua que tendrán que acordar las partes con determinada periodicidad y la remisión de dicha información al INTA, para un proceso indispensable de la información que permita un seguimiento de la posible degradación del recurso.

De todas formas, compartimos el criterio sustentado por la otrora Secretaría de Agricultura, en la necesidad de marchas hacia una futura ley de suelos, no sólo de un sustento legal más profundo, sino que permita un mayor poder de policía sobre esta cuestión. Ello, deviene en un instrumento más que necesario a la hora de conjugar ambas normativas.

Luego se legisla sobre los contratos en particular, comenzando por el arrendamiento rural. Allí adoptamos el criterio de salir del viejo esquema del pago del precio en dinero por el uso y goce del predio para pasar a ampliarlo a lo que es de practica, ampliándolo a que pueda acordarse en especie o en dinero equivalente a cantidad precisa de producto. Con ello, pretendemos evitar confusiones acerca de su naturaleza a la hora de encuadrar el contrato.

También se pautan las obligaciones de las partes, haciendo especial hincapié en los aspectos del cuidado del suelo, comprometiéndose a su cuidado a través de las buenas prácticas agrícolas y garantizando la reposición de nutrientes; el respeto a las normas medioambientales; se establecen parámetros en materia de plagas y malezas y lo que cada parte aportará; se fijan criterios para el caso de las mejoras, así como quién tendrá la obligación de la inscripción en el registro creado.

Luego continúa el contrato de aparcería con la distinción entre agrícolas y pecuarias; le sigue el contrato de pastaje; los contratos agrarios en participación y los contratos accidentales.

Respecto de estos contratos accidentales, se establece que el plazo no excederá de dos cosechas en el mismo o distinto año agrícola. Frente a la celebración de un nuevo contrato accidental (iguales partes y lotes), ello dará derecho a solicitar el plazo mínimo de 3 años, pero el último año se debe pactar nuevamente el precio. De esta manera, se trata de evitar el abuso de esta figura y por otra parte, se equilibren las partes en el último año respecto del precio a aplicar. Se dispone que estos contratos podrán se calificados y homologados judicialmente, estableciéndose un mecanismo judicial para la inmediata desocupación del inmueble y una multa para el caso que ello no ocurra.

Seguidamente avanzamos sobre la figura del contrato promovido, que está contenida en otras iniciativas legislativas y que tiende a contemplar nuevas figuras que permitan agiornarse a los tiempos y deje en mejores condiciones a los pequeños productores, con el alto contenido social y económico que ello tiene en el interior.

Para ello se han previsto beneficios impositivos importantes y se ha fijado como parámetro para categorizar al destinatario utilizando la figura de la micro o pequeña empresa agropecuaria contemplada en la ley 24.467.

Dentro de los beneficios establecidos para esta modalidad contractual, se encuentran la deducción de impuesto a las ganancias, devolución del IVA, amortización acelerada de bienes adquiridos. Cuando el plazo se extienda a 5 años, se incrementa el beneficio para las partes.

Se invita a las Provincias a adherir a la ley haciendo un esfuerzo en materia impositiva local (Impuestos de sellos, inmobiliario e ingresos brutos) y se dispone en el orden nacional la estabilidad fiscal. Asimismo, se faculta al Poder Ejecutivo a reglar otros beneficios de orden financiero. 

Como ya dijimos, se crea el Registro de Contratos Agrarios, el que será reglado por el Poder Ejecutivo, previendo que la inscripción pueda recepcionarse en las distintas oficinas y delegaciones nacionales ubicadas a lo largo de nuestro territorio, a fin de lograr una mayor inmediatez y económica de los destinatarios.

En líneas generales esta es la propuesta que pretendemos dejar plasmada para la discusión que viene en este Parlamento que, como ya hemos señalado recepta las iniciativa y propuestas ya existentes y, fundamentalmente, hemos tenido en cuenta las recomendaciones y criticas que recabamos de las distintas organizaciones que agrupan al sector agropecuario, las que han tenido cabida en esta iniciativa.

Por los argumentos expuestos, solicitados a los señores Legisladores que le den curso a la presente propuesta y, finalmente, pueda logarse la mejor legislación posible en esta materia.

H.Cámara de Diputados de la Nación
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El Senado y Cámara de Diputados,...

ARTICULO 1°.- Sustitúyase el artículo 27 de la ley 13246 de arrendamientos y aparcerías rurales, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 27. El contrato de aparcería concluye con la muerte, incapacidad o imposibilidad física del aparcero.

En tales casos, será permitida la continuación del contrato, previa notificación formal a la otra parte, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuges o colaterales hasta el segundo grado, que hayan participado directamente en la explotación.

Los herederos, descendientes, ascendientes, cónyuges o colaterales hasta el segundo grado del aparcero, que hayan participado directamente en la explotación, dispondrán de 120 días para decidir sobre la continuidad del contrato. Vencido este plazo o desistida la continuidad del contrato se deberá restituir el predio sin derecho a ningún plazo suplementario para el desalojo y entrega libre de ocupantes.

El contrato no terminará, salvo opción contraria del aparcero, por muerte del dador o en los casos de enajenación del predio.

ARTICULO 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

En 1948, el Gobierno Constitucional de entonces, entre la gran cantidad de disposiciones de progreso social que estableció, sancionó la Ley 13.246 de Arrendamiento y Aparcería Rural.

En ella se plasmó la defensa de los derechos de miles de pequeños y medianos productores, principalmente agrícolas, que habían sido partícipes de largas luchas.

Por su trascendencia histórica basta citar la huelga que estalló en la Sociedad Italiana de Alcorta el 25 de junio de 1912 y que paralizó a más de 100.000 agricultores.

Su principal objetivo fue la modificación de los contratos de arrendamientos para mejorar las condiciones de vida de miles de chacareros que, pese a lo intenso de su labor, no alcanzaban a dar un mínimo de dignidad a sus familias, que habían inmigrado en busca de un futuro que en sus países de origen parecía no existir.

El Grito de Alcorta elevó la conciencia de quienes lo gestaron y fue con la sanción de la Ley 13.246 que un gobierno constitucional plasmó sus reivindicaciones jurídicamente.

Sin embargo, como sucedió con los derechos sociales de las mayorías populares, cada una de las dictaduras militares que se instauraron en el siglo veinte se encargó de menoscabarlos.

Ese fue el caso de quienes, como aparceros, trabajan la tierra de nuestra pampa húmeda. La última y más sangrienta de las dictaduras modificó el texto del art. 27, eliminando los párrafos que establecían que "En caso de muerte, será permitida la continuación del contrato, previa notificación formal a la otra parte, por sus herederos, descendientes, ascendientes, cónyuges o colaterales hasta el segundo grado, que hayan participado directamente en la explotación. El mismo derecho tendrán, en análogas condiciones, los miembros de la familia del aparcero enumerados, si sobreviniese la incapacidad o imposibilidad física de éste."

El objetivo de la modificación de dicho artículo fue la concentración de la propiedad de la tierra en cada vez menos manos y su resultado práctico el despoblamiento de pueblos del interior, transformados en pueblos fantasmas.

La facultad de continuar la explotación por sus descendientes abrigaba en los abuelos la esperanza de un futuro mejor para sus hijos y sus nietos, que querían seguir siendo productores, como sus sacrificados ascendientes.

Como un eco del Grito de Alcorta, hoy hacen sentir su voz "los colonos de Bigand", localidad del sur santafesino cercana a aquélla, quienes luchan para poder continuar con la explotación como aparceros, condición heredada de sus abuelos y padres.

Hace casi cien años, Víctor Aurelio Bigand, hijo de un inmigrante francés, fundó el pueblo y luego dio en arriendo o aparcería tierras de su propiedad a colonos inmigrantes.

A su fallecimiento, lo heredó su única hija, quien continuó con la costumbre paterna de renovar los contratos, incluso a los herederos, cuando un colono fallecía. Ella no utilizó la potestad que le daba el nuevo texto del art. 27 de la Ley 13.246, establecido por la última dictadura militar aún vigente.

Fue con su fallecimiento que, al no contar con herederos, la administración de sus campos quedó en manos del albacea testamentario.

Hoy, la situación de los colonos es desesperante, porque, al fallecer el colono titular del contrato de aparcería vigente, se los intenta desalojar "a causa de la muerte del aparcero titular", desconociendo lo que la propietaria de los campos venía practicando como una costumbre casi legal.

Si bien por cláusula testamentaria el albacea no podrá enajenar por un plazo de diez años contados a partir del vencimiento del último contrato vigente, y por la misma disposición de última voluntad la prioridad de compra la tienen los colonos, el despropósito de continuar en vigencia la redacción del art. 27 impuesta por quienes usurparon el poder en 1976, permite al administrador de la sucesión pedir el desalojo de quienes trabajan la tierra.

Si bien la pelea se da en los Tribunales, y cuenta con el apoyo de la Federación Agraria Argentina y del Movimiento de Mujeres en Lucha, es menester que así como corolario de gestas como el Grito de Alcorta se sancionó la ley 13246, hoy oigamos el reclamo de los nietos de aquellos luchadores y reinstalemos la potestad de continuar con el contrato por quienes son herederos de los titulares a su fallecimiento.

Es imprescindible que la democracia, a través de este parlamento, les devuelva lo que la dictadura les arrebató. Por ello, proponemos la restauración del texto original, con modificaciones de una mejor técnica legislativa.

Estamos convencidos de que los pequeños y medianos productores son el motor dinámico del desarrollo económico, no sólo del campo, sino de los pueblos y las ciudades. Y son ellos a quienes debemos darles confianza y certidumbre para que vuelvan a producir e invertir". El conflicto agropecuario planteado en marzo de 2008 determinó el inicio de una importante crisis que afectó especialmente a las ciudades y pueblos del interior del país, la cual fue agravada por la concurrencia de otras dos crisis. Por un lado, la crisis de la sequía que afecta a gran parte de nuestro país y por otro, la crisis financiera internacional que determinó la caída de las exportaciones.

Es el Congreso Nacional el ámbito institucional adecuado para concretar la política a mediano y largo plazo para el sector agropecuario; y el establecimiento y modificación de los tributos nacionales. 

En tal sentido, el Parlamento Nacional es quien debe fijar el esquema y nivel de retenciones a aplicarse para la exportación de granos. Pero también debe ser el ámbito en el cual promover un debate amplio para definir una política agropecuaria integral, concebida en términos de política de Estado, que contemple a los sectores cerealero, lechero, cárnico y de las economías regionales. 

La desaparición de muchos pequeños productores, empujada inicialmente por la baja rentabilidad y el endeudamiento de finales de la década del '90, en la actualidad se profundiza por la competencia -muy desigual- por la tierra con los nuevos actores que posee una mayor capacidad financiera (los grandes pooles de siembra), en detrimento de los pequeños y medianos productores. 

El modelo productivo vigente viene erosionando el tejido social del medio rural, transformando a muchos pequeños y medianos productores en rentistas y dando lugar a una "agricultura sin agricultores".

Es indispensable promover acciones tendientes a diversificar la producción cerealera evitando el proceso de concentración que se ha agravado en los últimos años. Debemos mantener e incrementar las fuentes de trabajo y por sobre todo, la radicación de la población rural.

Con el objetivo de detener el proceso de concentración de la tierra, el éxodo de los pequeños y medianos productores desde el campo a las ciudades y la concentración en la producción de granos entendemos que es indispensable promover esta modificación a la Ley Nº 13.246.

Este proyecto es de autoría del Diputado Eduardo Di Pollina (MC). El expediente original es el N° 2.768-D-2007. Tuvo Orden del día (OD N° 2951 con modificaciones), fue aprobado en la Cámara de Diputados, pasó al Senado y obtuvo allí también Orden del día, pero no llegó a ser tratado en el recinto de la Cámara Alta. 

En el presente proyecto, reproducimos el mencionado expediente con las modificaciones acordadas en las Comisiones de Legislación General y de Justicia al momento de su tratamiento.

Por lo expuesto, a nuestros pares solicitamos el tratamiento y aprobación del presente.

CON TRATAMIENTO

· PROYECTO DE LEY 
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	PROYECTO DE LEY:
	

	

	


	
	
	

	
	
	

	
	El Senado y Cámara de Diputados,…
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Artículo 1º – Refórmese el párrafo segundo del artículo 15 de la ley 13.246, el que quedará redactado del siguiente modo:
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	Los beneficios que acuerda este artículo no afectarán el crédito del vendedor de los bienes declarados inembargables e inejecutables y sólo comprenderán a los arrendatarios que siendo personas físicas acrediten no tener otros recursos para la subsistencia de él y de su familia y que no posean por ningún título otra explotación agropecuaria en actividad.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Art. 2º – Refórmese el último párrafo del artículo 17 de la ley 13.246, el que quedará redactado del siguiente modo:
	

	
	
	

	
	
	


	[image: image63.png]



	
	

	
	
	

	
	
	Será asimismo insanablemente nulas y carecerán de todo valor y efecto cualesquiera de las cláusulas que importen la prórroga de jurisdicción o la constitución de un domicilio especial distinto del real de las partes. La jurisdicción será la del lugar donde se encuentre, físicamente, el predio rural.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Art. 3º – Refórmese el inciso b) del artículo 18 de la ley 13.246 el que quedará redactado del siguiente modo:
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Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Art. 4º – Deróguese el inciso d) del artículo 18 de la ley 13.246.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Art. 5º – Incorpórese como inciso f) del artículo 18 de la ley 13.246 el siguiente texto:
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	Cuando el predio se encuentre con plagas o malezas al momento de celebrar el arrendamiento, las partes pactarán la forma en que se luchará y/o controlará a las mismas; en caso contrario el gasto será soportado por partes iguales entre arrendador y arrendatario.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Art. 6º – Refórmese el ultimo párrafo del artículo 19 de la ley 13.246, el quedará redactado del siguiente modo:
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	El incumplimiento de las obligaciones emergentes del control o lucha de plagas y malezas asumidos por el arrendador o establecidos por esta ley, facultará al arrendatario a compensar el crédito por las sumas invertidas con los arrendamientos adeudados, sin perjuicio de la facultad de exigir su pago inmediato.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Art. 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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	Heriberto E. Mediza.
	
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	
	FUNDAMENTOS
	
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Señor presidente:
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	La ley 13.246 fue sancionada con la finalidad de otorgar un marco jurídico a los arrendamientos rurales en virtud de las circunstancias económicas y sociales en torno a las cuales se celebraban estos contratos en aquel tiempo.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Aquellas circunstancias hicieron necesaria la intervención del Estado por medio de su poder legislativo en orden a un principio de justicia social.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Ello obedeció a que el régimen de tenencia y propiedad de la tierra que imperaba en la Argentina hasta la primera mitad del siglo pasado, era de concentración en manos de una clase reducida.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Su renta era producto de la explotación agraria que realizaban los pequeños productores agropecuarios.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	El trabajo y la tierra estaban generalmente en cabezas distintas. El que trabajaba no podía acceder a la tierra sino lo hacia por medio de un arrendamiento rural.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	La zona pampeana vio así aumentar su explotación agraria y ganadera a costa del trabajo de millones de familias de inmigrantes o criollos.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Estos colonos no tenían otra alternativa que fuera alquilar una porción de campo en las condiciones que les imponían sus propietarios.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	El terrateniente organizaba la explotación total de sus tierras por medio de la sumatoria de los inquilinos que la trabajaban.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	En ese sentido, merece repararse en la lectura del artículo 18, inciso e) de la ley 13.246 donde establece la obligación del arrendador de construir una escuela “cuando el número de arrendatarios exceda de 25”.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Esta forma de explotar los recursos naturales estaba arraigada en nuestro país al momento de sancionarse la ley 13.246, donde el cercenamiento de los derechos del arrendatario era habitual.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Aún hoy podemos recibir el testimonio de hombres y mujeres que recuerdan la figura del “administrador” de la estancia, que en representación del propietario cobraba los alquileres tomando una importante parte de la cosecha de los “chacareros”.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Estas eran las circunstancias que mayormente englobaban al negocio jurídico en la primera parte del siglo pasado, y la ley que hoy se propone reformar, puso un manto de equidad y equilibrio en las relaciones contractuales en ejecución.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	El gobierno justicialista de entonces, presidido por el general Perón, entendió que el Estado debía tomar la intervención necesaria en salvaguarda de un principio que, universal ahora, en aquel momento trajo conflictos con muchos fundamentalistas del derecho de propiedad privada.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Pero sin perjuicio de la reivindicación histórica que hacemos de aquella norma jurídica, entendemos que la realidad económica y social es distinta a la que sustentó la Ley de Arrendamientos y Aparcerías rurales.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Tan es así que actualmente es de escasa aplicación la norma en cuestión, no obstante su vigencia formal.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Es por ello que proponemos algunas reformas que, atendiendo y considerando las actuales circunstancias que influyen en los contratos rurales, mantengan vigentes el orden axiológico y los principios protectores que inspiraron la ley 13.246.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	La realidad de los negocios agropecuarios indica que aquellas circunstancias de desigualdad entre el propietario de la tierra y el arrendatario no sólo ya no existen sino que, en muchos casos, se ha invertido.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Ello obedece a diversas causas, entre las que se pueden destacar: a) la propiedad de la tierra dejó de estar concentrada en pocas personas, y pasó a manos de pequeños o medianos productores; b) por eso el bien que hoy prevalece en la relación jurídica no es la propiedad de la tierra sino la propiedad del dinero o capital afectado al trabajo.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Los sujetos que ahora intervienen en la negociación rural no representan el patrón o modelo de arrendatario/arrendador que imperaba al momento de sancionarse la Ley de Arrendamientos y Aparcerías rurales.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Se modificó esta situación de desigualdad entre las partes, por lo que algunas normas de orden público (como el artículo 17 de la ley 13.246) dejan de tener sustento al haber desaparecido la premisa que los constituyó.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	En la mayoría de los casos el arrendatario ya no es un pequeño productor familiar que sólo tiene las manos y unas pocas herramientas tiradas por animales para trabajar, sino que en muchos casos es una sociedad anónima y entre muchas otras, está la agrícolaganadera.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	El propietario de la tierra que recurre a alquilar su campo no es un latifundista o terrateniente que posea miles de hectáreas en la pampa húmeda, sino un pequeño o mediano chacarero que cuenta con una unidad económica rural y que recurre a este contrato porque no tiene recursos para hacer frente a la implementación de algunos cultivos.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Este chacarero, propietario/arrendador, posee la tierra; el arrendatario posee tractores, sembradoras, arados doble acción, equipos de fumigación terrestre, arrolladoras, equipos de transporte de elementos agropecuarios, recursos financieros para adquirir semillas, agroquímicos, combustible, y también puede ser dueño de algún otro campo.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Esta situación lo posiciona en condiciones relativas y absolutas muy por encima del perfil del arrendatario histórico y del actual arrendador.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Es decir, la actividad agropecuaria (particularmente la agricultura) hizo surgir un nuevo perfil de empresario agropecuario que puede ser propietario o ser inquilino, sin ser la propiedad de la tierra el recurso que determine una posición prevaleciente.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Es aquí, a luz de nuestra realidad, donde algunos principios protectorios de orden público declarados por la ley 13.246 dejan de cumplir su fin.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Se propone entonces reformar la ley en lo referente a la inembargabilidad de ciertos bienes del arrendatario, respecto a las nulidades absolutas de algunas cláusulas contractuales y en lo concerniente a la obligación de control y lucha de malezas y plagas.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	La ley actualmente vigente establece que algunos bienes del arrendatario, tales como maquinarias (agrícolas) necesarias para la explotación del predio, no podrán embargarse ni ejecutarse (se entiende con causa en deuda por alquileres).
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Se propone mantener esta prerrogativa o derecho sólo a favor de aquellos productores que sean una persona física, que no tengan por ningún otro titulo otra explotación, y que esté en peligro la subsistencia propia y de su familia.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	La segunda propuesta de reforma recae sobre los artículos 17 y 18 de la ley y tiene por finalidad salvar la voluntad de las partes permitiendo que contraten libremente, en atención a la realidad y a la práctica de los contratos agrarios.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Los artículos referidos (especialmente el artículo 17) establecen la nulidad absoluta de toda cláusula contractual que establezca obligaciones de vender o contratar con persona determinada.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	La finalidad de esta norma de orden público fue la protección del arrendatario tratando de desterrar la habitual práctica de la época de condicionar al chacarero a producir sólo para una persona determinada (generalmente el terrateniente).
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Tal como lo apuntamos más arriba, al cambiar esta situación podemos observar que hay contratos en los que se pactan condiciones de venta o trabajos a realizar, o técnicas de cultivo a utilizar, que en nada significan una práctica desleal o monopólico sino simplemente la forma de contratar cada parte necesita.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	En conclusión las nulidades que establece el artículo 17 pasan a ser obstáculos o generadores de situaciones no buscadas en nuestra realidad. No obstante ello se mantiene una nulidad insalvable que pretende otorgar mayor certeza jurídica.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Se establece como domicilio contractual el del lugar donde físicamente esté asentado el campo objeto del contrato. Ello es un dato que garantiza la defensa de intereses de ambas partes.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Similar criterio se propone aplicar respecto a las obligaciones de las partes en la lucha contra las plagas y malezas.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Se propone mantener la voluntad de partes partiendo de la base que en la actualidad la forma de pactar la lucha contra las malezas es muy amplia y diversa.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	En la mayoría de los casos esta obligación está implícita en el cumplimiento del objeto, por lo cual mantener parte de la obligación en cabeza del propietario podría generar un absurdo jurídico y económico.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Tomemos por ejemplo el caso de la siembra directa de soja: el arrendatario alquila un campo sobre el cual necesariamente hay que aplicar un agroquímico (glifosato) que actúa sobre las malezas en forma inmediata, a efectos de poder sembrarlo y luego cosecharlo sin inconvenientes técnicos.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	En esta situación podría suceder que, de aplicarse a los artículos 18 y 19 de ley tal cual está vigente, pretenda descontar del precio de alquiler el gasto que generó la lucha contra las malezas.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	A fin de evitar este tipo de aplicaciones de una ley útil para su época pero, que en atención a un principio de justicia social debe adecuarse para seguir siéndolo, se proponen las modificaciones apuntadas solicitando el tratamiento del presente proyecto a efectos de mantener el equilibrio económico y social que la actividad agrícola/ganadera implica.
	

	
	
	

	
	
	


	
	
	

	
	
	

	
	Por estos motivos solicito la aprobación del presente proyecto de ley.
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	Heriberto E. Mediza.
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	–A las comisiones de Agricultura y Ganadería y de Legislación General.
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El Senado y Cámara de Diputados,...

ARRENDAMIENTOS Y APARCERÍAS RURALES

Artículo 1°.- Refórmese el Artículo 2 de la Ley 13.246, el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Habrá arrendamiento rural cuando una de las partes se obligue a conceder el uso y goce de un predio, ubicado fuera de la planta urbana de las ciudades o pueblos, con destino a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones, y la otra a pagar por ese uso y goce un precio que se estipula en dinero, moneda de curso legal, como así también en especie, ya sea mediante la entrega de una cantidad fija de frutos o su equivalente en dinero."

Artículo 2 .- Incorpórese como Artículo 3 (derogado en la Ley 13.246 por Decreto Ley 1.639/63) el siguiente texto:

"Quedan excluidos de las prescripciones de esta Ley los contratos en virtud de los cuales se conceda el uso y goce de un predio con destino exclusivo para pastoreo, celebrado por un plazo no mayor de un año."

Artículo 3 .- Refórmese el Artículo 4 de la Ley 13.246, el que quedará redactado del siguiente modo:

"Los contratos a que se refiere el Artículo 2 tendrán un plazo mínimo de cuatro (4) años. También se considerará celebrado por dicho término todo contrato sucesivo entre las mismas partes con respecto a la misma superficie en el caso de que no se establezca plazo o estipule uno inferior al indicado. Vencido este plazo, el arrendatario podrá optar por prorrogarlo tres años más, siempre que así se lo notifique al arrendador mediante carta documento o notificación certera con antelación de seis (6) meses.

No se considerará contrato sucesivo la prórroga que se hubiera pactado originariamente como optativa por las partes."

Artículo 4°.- Refórmese el Artículo 8 de la Ley 13.246 el que quedará redactado del siguiente modo:

"Queda prohibida toda explotación irracional del suelo y del agua que origine su erosión degradación o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contengan los contratos respectivos. 

En caso de violarse esta prohibición por parte del arrendatario, el arrendador podrá rescindir el contrato o solicitar judicialmente el cese de la actividad prohibida, pudiendo reclamar, en ambos casos, los daños y perjuicios ocasionados. Si la erosión, degradación o agotamiento sobrevinieren por caso fortuito o fuerza mayor, cualquiera de las partes podrá declarar rescindido el contrato.

La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos (SAGPyA) será responsable de definir y controlar las prácticas conservacionistas que deben atender todos los contratos de arrendamiento y garantizará el efectivo cumplimiento de las mismas. Para ello se conformará una Comisión Nacional de Manejo Sustentable de Suelos presidida por el Secretario de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos (SAGPyA) o por quien él designe e integrada por profesionales especialistas en manejo y/o uso del suelo de los siguientes organismos: INTA, CONICET, Universidades Nacionales y Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable.

Las prácticas conservacionistas que emanaren de la SAGPyA deberán tener en cuenta al menos el control de los siguientes procesos degradatorios: erosión, exportación de nutrientes, acidificación, alcalinización, disminución de la materia orgánica, contaminación de la tierra y del agua por factores químicos o biológicos, pérdida de diversidad biológica y los efectos relacionados con la salud humana."

Artículo 5°.- Incorpórese en la Ley 13.246 el Artículo 9 con el siguiente texto:

"En el contrato de arrendamiento se establecerán las condiciones del suelo que será entregado en arrendamiento y las condiciones de manejo que garanticen su protección y conservación.

Explícitamente deberán constar en el contrato:

- Evaluación edafológica de las condiciones del suelo que incluya información sobre los temas señalados en el último párrafo del artículo 8.

- Aptitud de las tierras para agricultura, ganadería o bosques.

- Técnicas de manejo para el cultivo y la recuperación de suelos (rotaciones).

- Régimen de conservación."

Artículo 6°.- Incorpórese el Artículo 10 en la Ley 13.246 con el siguiente texto:

"Por intermedio del Banco de la Nación Argentina se acordarán créditos especiales de fomento hasta el 100% de la construcción o ejecución de mejoras y para la implementación de prácticas conservacionistas que permitan hacer un uso racional del suelo."

Artículo 7.- Agréguese en el último párrafo del Artículo 15 de la Ley 13.246 el siguiente texto:

"y no comprenderán a los arrendatarios que sean sociedades de capital."

Artículo 8.- Refórmense los inc. b) y d) del Artículo 18 de la Ley 13.246 inc. b) y d), que quedarán redactados del siguiente modo:

"b) Mantener el predio libre de plagas y malezas si lo ocupó en esas condiciones y contribuir con el cincuenta por ciento (50%) de los gastos que demande la lucha contra las mismas, si estas existieran al ser arrendado el campo. El porcentaje puede modificarse según acuerdo de partes.

d) Contribuir con el cincuenta por ciento (50%) de los gastos que demande la lucha contra las malezas y plagas si el predio las tuviera al contratar. El porcentaje puede modificarse según acuerdo de partes."

Artículo 9°.- Refórmese Artículo 39 de la Ley 13.246 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Quedan excluidos de las prescripciones de esta Ley los contratos en que se convenga, por su carácter accidental, el cultivo de un predio por una sola cosecha.

En caso de prórroga, renovación o nueva contratación por la misma o distinta parcela, o cuando el tenedor del campo, previa notificación formal al propietario, lo conserve por un término mayor al establecido, sin oposición documentada de éste, se considerará el contrato comprendido en las prescripciones de esta Ley."

Artículo 10.- Créase el Registro de Contratos Agropecuarios (RECOAGRO) cuyo funcionamiento deberá garantizar la SAGPyA (Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos del Ministerio de Economía y Producción de la Nación).

Artículo 11.- Refórmese el Artículo 40 de la Ley 13.246 el cual quedará redactado de la siguiente manera:

"Los contratos a que se refiere la presente Ley deberán redactarse por escrito. Si se hubiese omitido tal formalidad, y se pudiere probar su existencia de acuerdo con las disposiciones generales, se lo considerará encuadrado en los preceptos de esta Ley y amparados por los beneficios que ella acuerda. Cualquiera de las partes podrá emplazar a la otra a que le otorgue contrato escrito. El contrato debe ser inscripto por cualquiera de las partes en el Registro de Contratos Agropecuarios a cuyo efecto bastará que el instrumento tenga sus firmas certificadas por escribano, juez de paz u otro oficial público competente."

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

El régimen legal sobre Arrendamientos Rurales se consolida en 1921 con la sanción de la Ley 11.170 que avanza en cuatro aspectos:

1. Asegurar estabilidad.

2. Indemnizar por las mejoras introducidas por el arrendatario.

3. Establecer la inembargabilidad de los instrumentos y animales de trabajo.

4. Dar la libertad de contratar, comerciar y vender sus productos.

Entre 1927 y 1928 se presentaron varios proyectos que procuraron modificar la Ley 11.170 que son antecedentes de la Ley 11.627 de 1932.

La década del 40 debe hacer frente, en materia de arrendamientos rurales, a diversos problemas: poner tope a los máximos precios de locación y prohibir los desalojos por vencimiento de contrato o por arrendamientos impagos.

En 1942, la Ley 12.771 limita la renta y la llamada libre contratación.

El 14 de marzo de 1942 se crea la División de Arrendamientos y Aparcerías Rurales en la órbita del Ministerio de Agricultura. Esta División debía entender en los problemas ligados al desalojo de colonos provocado por la transferencia de las explotaciones rurales de agrícolas en ganaderas y la extensión de la desocupación en el ámbito rural.

En noviembre de 1943 se sanciona el Decreto 14.001 que deroga la Ley 12.771.

Podemos generalizar y decir que, en estas décadas, los motivos de preocupación que obligan a plantear una legislación más adecuada, están insertos en "la cuestión social" que, en el campo, estaba atravesada por el riesgo de un conflicto social significativo. (1) 

La Ley 13.246 ,sancionada el 8 de septiembre de 1948, tuvo como objetivo establecer una normalización contractual que tutelara al arrendatario (productor rural) frente al arrendador (terratenientes) usualmente propietario de grandes extensiones territoriales. Dicha Ley se inspiró en la necesidad de tutelar la producción y en la protección del productor agropecuario, haciendo hincapié en los aspectos técnicos, económicos y sociales de la explotación.

Entre los aspectos más sobresalientes de la Ley podemos citar, siguiendo a Brebbia (2) :

- Tipificó las figuras contractuales que tienen igual función económica.

- Consolidó una colaboración armónica entre el capital y el trabajo en cuanto revisten una función instrumental para la realización de la empresa agraria, procurando al empresario el disfrute del fundo con fines productivos.

En octubre de 1980 fue modificada por la Ley 22.298, que es la que actualmente rige. El nuevo texto tiende a modernizar la legislación referente al arrendamiento y aparcería, debido a los cambios observados en los modos de producción. A partir de los años 60 y 70 comenzó la transformación de arrendatario en contratista, figura que disponía de bienes de capital y necesitaba movilizar amplios recursos financieros. Este proceso se profundiza en los noventa frente al cambio del productor por la empresa agropecuaria, alterándose sensiblemente la estructura de poder entre el arrendador y arrendatario en relación a la existente en 1948 cuando se promulgó la Ley 13.246.

Los cambios operados por la Ley 22.298 apuntaron a minimizar la participación oficial y dieron mayor trascendencia a los acuerdos entre partes. La Ley 22.298 deroga 24 artículos de la Ley 13.246 y modifica otros 14. Dentro de las modificaciones:

Artículo 4: se disminuye a tres años el plazo mínimo de los contratos de arrendamiento y aparcería.

Artículo 8: se elimina la participación del Ministerio de Agricultura en su intervención frente a los problemas de explotación irracional del suelo.

Artículo 39: se eleva a dos años el plazo máximo de los contratos de carácter accidental y se establece que debe mediar un año, entre la celebración del nuevo contrato, para no estar incluido en las condiciones de la Ley 22.298.

La situación actual permite observar una importante difusión de contratos de arrendamiento efectuados por empresas agrícolas (arrendatarios), con productores medianos y grandes, muchos de los cuales registraron una fuerte descapitalización durante los años noventa. En general estos contratos se insertan en el proceso de sojización del sector agrícola debido a las facilidades del manejo del cultivo con materiales transgénicos, elemento muy significativo para las empresas agrícolas de alta escala que cultivan, en forma simultánea, predios arrendados en diferentes regiones del país.

Los modelos de los contratos se definen como "Contratos Accidentales por una cosecha del ciclo XX/XX dentro del marco de la Ley 22.298, siguiendo las siguientes condiciones:

1. El período pactado finaliza con la cosecha del lote. 

2. El arrendatario devolverá el lote con el rastrojo y las instalaciones en el mismo estado de conservación en el que había sido recibido.

3. El arrendatario puede hacer todos los tratamientos de herbicidas que crea convenientes para el buen estado del cultivo.

4. El precio del arrendamiento se estipula en quintales de soja. 

En ese sentido, consideramos que la Ley 13.246, en su texto anterior, era más clara a la hora de tipificar que los contratos accidentales quedaban excluidos de la Ley de arrendamientos, pero eran contratos que se pactaban por una sola cosecha. Estaban acotados en tiempo. 

La Ley vigente establece, con un criterio rígido, que la renta debe consistir ineludiblemente en un precio en dinero. No es posible ignorar que gran parte de los contratos que se realizan hoy se estipulan en base a una entrega de una cantidad fija de frutos o su equivalente en dinero. Atendiendo a la realidad y sin modificar el carácter conmutativo del contrato de arrendamiento se adopta una fórmula más amplia que contempla la posibilidad de que la renta sea estipulada en un precio en dinero, en moneda de curso legal o extranjera, como así también en especie, ya sea mediante la entrega de una cantidad fija de frutos o su equivalente en dinero (cláusula que prohíbe la Ley actual).

En principio notamos que la actual modalidad de arrendamiento no garantiza la rotación y hace que producciones regionales se vayan perdiendo ante el avance de monocultivos

Entre 1988 y 2002, el número total de empresas agropecuarias del país se redujo en un 21%, con el correspondiente aumento del 23% en la superficie media de éstas. Estos cambios fueron aún más notables en las provincias pampeanas, donde los aumentos de tamaño oscilan (según las provincias) en 30 y 40%. Otro dato interesante es que la producción en campos arrendados está en el orden del 40 a 50%. (3) 

Es claro que el arrendatario actual no es el mismo de la Ley de 1948: hoy hay grandes grupos capitalistas que arriendan miles de hectáreas de campo y también están pidiendo que los contratos se hagan a más largo plazo y menor precio.

El problema central está referido a la necesidad de instrumentar efectivamente un uso racional del suelo y garantizar la preservación del medioambiente. La Ley 13.246 establecía que quedaba prohibida toda explotación irracional del suelo y también lo contempla la Ley 22.298 modificatoria de la mencionada anteriormente. Sin embargo, las dos prevén la acción pública después de ocurrido el daño. La acción pública debe ser preventiva. Esto implica establecer condiciones técnicas por zona y por cultivo monitoreadas por el INTA.

En el contexto actual es indudable que la Ley de Arrendamientos Rurales requiere modificaciones que respondan a los nuevos tiempos. Consideramos que la SAGPyA debe ser incluido como organismo encargado de definir las condiciones técnicas referidas a las prácticas conservacionistas que deben atender todos los contratos de arrendamiento.

El tiempo de duración de los contratos: analizar cuál es el que mejor permite un control sobre el uso racional y la conservación de los suelos. Consideramos que un contrato de mayor plazo puede ser condición relevante para planificar el uso y conservación del suelo. El término establecido por la anterior Ley parece prudente. No hay justificación para atender las argumentaciones que redujeron el plazo. Un plazo mayor se basa en la necesidad de racionalizar las explotaciones y preservar la continuidad de la empresa agraria.

Consideramos que es conveniente reinsertar la cláusula de prórroga opcional por tres años más.

Por ello planteamos volver a considerar un plazo mayor. Dicho plazo se fija en cuatro (4) años.

El plazo de los contratos en el Derecho Comparado es un punto central. Italia plantea un plazo de seis (6) a quince (15) años; España prevé una duración mínima de seis (6) años.

La explotación racional que el arrendatario o aparcero debe realizar, sólo es posible en la medida en que la empresa agraria emergente del contrato cuente con la estabilidad necesaria en el predio durante un ciclo agrícola completo. Razones de orden técnico, económico y social coinciden en la regulación del plazo del arrendamiento de modo que se garantice la estabilidad de la empresa y se le permita al empresario compensar los resultados de las distintas cosechas producidas dentro de un determinado ciclo agrícola y que, además, pueda realizar y aprovechar las mejoras útiles para la explotación, alternar los cultivos para preservar el suelo y llevar adelante la explotación con sentido productivo.

Es importante introducir aquí la necesidad de ser claros en lo que se refiere a la forma del contrato: deben ser escritos e inscriptos en el Registro de Contratos Agropecuarios. 

El artículo 8 de la Ley reformada por la Ley 22.298, prohíbe toda explotación irracional del suelo que origine su erosión o agotamiento, no obstante cualquier cláusula en contrario que contengan los contratos, y en caso de violarse esta prohibición por el arrendatario el arrendador podrá rescindirlo o solicitar que cese esta actividad y, si la erosión o agotamiento se produjere por caso fortuito o fuerza mayor, la rescisión puede ser solicitada por cualquiera de las partes. La mencionada Ley quitó la palabra degradación y sólo consideró erosión o agotamiento. Con posterioridad a la reforma citada, se reformó la Constitución Nacional en 1994 y su Art. 41 dice: "Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica y a la información y educación ambientales". (4) 

Queda absolutamente claro que el espíritu de los convencionales plasmó, en la letra constitucional, la obligación del Estado de prevenir un uso irracional de los recursos naturales.

Por ello, una nueva Ley de Arrendamientos y Aparcerías rurales no puede dejar de plantear cuáles son los mecanismos de control efectivo para garantizar un uso racional del suelo.

La sustentabilidad tiene un costo para el productor y para la sociedad. La duración de los contratos de arrendamiento debería ser suficiente para que los costos y beneficios de la sustentabilidad se puedan compartir con distintos actores del sistema productivo y con la sociedad.

La actual modalidad de arrendamiento por un año no garantiza la rotación y hace que las actividades productivas se vayan perdiendo ante el avance del monocultivo. 

Esto implica necesariamente restringir los contratos accidentales y establecer la obligatoriedad de rotación de cultivo y conservación del suelo y agua.

Coscia, en Agricultura Sustentable, pág. 11, plantea la necesidad de preservar los recursos naturales, entre ellos, los vinculados a la agricultura. 

Desde el punto de vista moral, cada generación tiene la obligación de preservar los recursos naturales recibidos de sus mayores y legarlos, con el mismo o mayor potencial productivo, a sus hijos. De allí la expresión del INTA en su Plan de Tecnología Agropecuaria 1990-95: "producir conservando". 

La agricultura no puede desenvolverse fuera de las normas establecidas para la tutela del ambiente porque agricultura y naturaleza están siempre indisolublemente unidas ya que el medio en que se desarrolla la agricultura es justamente la naturaleza. Si se deteriora la producción por una explotación irracional, se resiente el recurso natural que termina por agotarse. El camino debe ser decididamente hacia una agricultura sustentable que tenga en cuenta evitar el creciente deterioro de los recursos naturales cuyas manifestaciones son diversas: erosión, salinización de las tierras irrigadas, desertificación de áreas semiáridas, degradación de los recursos forestales, contaminación de las aguas, disminución de la diversidad genética y la extinción de especies y contaminación de alimentos. En la medida en que los recursos básicos se degraden o erosionen, la agricultura irá perdiendo su sostenibilidad en el tiempo. (5) 

Por todo lo expuesto, solicito a los Señores Diputados acompañen el presente Proyecto.

(1) Lázaro, Silvia, Estado y arrendamientos rurales durante la década de 1940: los perfiles de una tensa relación, CONICET-CHR/UNLP 

(2) Brebbia, Fernando, Introducción al Derecho Agrario Comparado, UNR Editora, Rosario, 2002, pág. 151 

(3) Manifiesto de Paraná 2004 elaborado por César Quinteros, Graciela Boschetti y Eduardo Díaz, miembros de la Comisión Organizadora del XIX Congreso Argentino de la Ciencia del Suelo, Paraná, Agosto 2004 

(4) Constitución Nacional, 1994 

(5) Brebbia, Fernando, Derecho Agrario, pág. 91 
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El Senado y Cámara de Diputados,...

Modificación a la Ley 13.246

ARTÍCULO 1.- Modifícase la Ley 13.246 a la que se le agregarán los siguientes artículos:

Título I - De los Arrendamientos

ARTÍCULO 2 bis.- Los precios de los contratos de arrendamientos tendrán un tope en el pago equivalente a quintales de grano por hectárea que perciba el propietario de la tierra que no podrá superar el 30% de los rendimientos promedios en el caso de cultivos oleaginosos y el 35% en el caso de cereales. El porcentaje que perciba el dador no superará el 10% de rendimientos promedios en el caso de la actividad ganadera y el 15% en la lechería.

ARTÍCULO 3 bis.- Los rendimientos promedios a que hace referencia el art. precedente serán establecidos anualmente por el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) de acuerdo a las aptitudes agroecológicas de las diversas zonas establecidas por esa entidad y la productividad de cada una de ellas, tomando como parámetro un promedio de los datos obtenidos en los últimas cuatro campañas previas a que se celebre el contrato. Las Facultades de Ciencias Agrarias que correspondan a cada región agroecológica serán consultadas a estos efectos.

ARTÍCULO 4 bis.- Los arriendos deberán ser establecidos según la actividad productiva que se desarrolle. En el caso de la agricultura el contrato establecerá arrendamientos equivalentes a quintales del mismo grano por el cual se celebra el contrato, de manera que si el mismo se celebra para realizar siembra de maíz, el precio del arriendo se fijará en un monto equivalente a quintales de maíz. La actividad ganadera tendrá arriendos equivalentes a kilos de carne, y en el caso de la producción tambera en litros de leche.

En todo contrato se deberá determinar proporcionalmente la producción a la cual está destinada la tierra, de modo que en una explotación de producción mixta se establezca el porcentaje en el pago de los arrendamientos según cada tipo de producción.

ARTÍCULO 5 bis.- Al celebrarse el contrato el productor quedará comprometido a realizar una rotación anual de cultivos en una proporción de, al menos, el 30% de gramínea sobre el total de la superficie sembrada.

Título II - De las aparcerías

ARTÍCULO 2.- Modifícase el Art. 30 de la Ley 13.246, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 30.- En la distribución de los frutos en los contratos de aparcerías, el porcentaje que reciba el aparcero dador no podrán superar el 30% de lo producido en el caso de tierras destinadas al cultivo de oleaginosas o 35% de lo producido cuando se trate de cereal. En zonas de aptitudes mixtas o favorables a la ganadería y/o al tambo, el porcentaje que perciba el dador no superará el 10% en el caso de la actividad ganadera y el 15% en la lechería.

Ninguna de las partes podrá disponer de los frutos sin haberse realizado antes la distribución de los mismos, salvo autorización expresa de la otra.

Será de aplicación en este caso lo establecido por el artículo 5 bis del título I, De los Arrendamientos.

ARTÍCULO 3.- Modifícase el Art. 39 de la Ley 13.246, incluido en el Título III "Disposiciones comunes a los títulos I y II", reemplazando el texto "Quedan excluidos de la presente Ley:" por el texto "Serán considerados contratos accidentales:" 

ARTÍCULO 4.- Agréguese a continuación los siguientes artículos:

ARTÍCULO 39 bis.- En los contratos accidentales, el pago de los arrendamientos no podrá superar el 20% de los rendimientos promedios en el caso de cultivos oleaginosos y el 23% en el caso de cereales. De la misma manera, los porcentajes de aparcería no podrán superar el 22% de lo producido en el caso de tierras destinadas al cultivo de oleaginosas o 26% de lo producido cuando se trate de cereal.

ARTÍCULO 40 bis.- Será obligatoria para el tomador de tierra para producir la condición de tener fijado domicilio fiscal en la provincia correspondiente al lugar en donde será realizada la explotación correspondiente al contrato debiéndose registrar el mismo en la comuna correspondiente al lugar del establecimiento.

ARTÍCULO 5.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Presentamos esta propuesta de modificación de la Ley 13.246 de Arrendamientos y Aparcerías rurales como una herramienta que le permita al Poder Ejecutivo comenzar a instrumentar las políticas que detengan el avance de la soja, el éxodo de pequeños y medianos productores y la concentración en la producción de granos y brindar un horizonte de certidumbre al sector en el actual contexto de crisis agropecuaria nacional e internacional.

El mundo del comercio de granos se ha visto notablemente alterado en los últimos meses con un alza sin precedentes de los precios de los commodities. Nadie puede afirmar si se sostendrá en el tiempo o los precios se derrumbarán luego de cumplir un ciclo de alza, pues todo depende del origen de estos incrementos. Existen opiniones encontradas; por un lado se la atribuye a la creciente demanda de los mercados asiáticos, mientras que otros analistas hablan de una burbuja especulativa proveniente de la inseguridad financiera por la que transitan los Estados Unidos. Lo más probable es que se trate de una mezcla de los dos fenómenos y que, aún en un contexto de baja de precios, la demanda creciente de granos haya generado "pisos" de precios que ya no se volverán a perforar.

Éste es el marco de nuestra propia crisis agropecuaria. A partir de la suba de los alimentos, en muchos países del mundo se está alterando la paz social. No somos los argentinos ajenos a esas convulsiones pero, paradójicamente, no se producen con la escasez sino por sobreabundancia de producción. 

Esta crisis nacional e internacional tiene un impacto directo en el precio de la tierra en argentina y, consecuentemente, en el precio de los arriendos. Luego de una suba progresiva y esperable, 

.operada a partir del 2002 como producto del aumento de la rentabilidad agropecuaria, se ha producido en los últimos tiempos un incremento irracional que acompaña, siguiendo una lógica que solo el mercado tiene, el precio internacional de los commodities. 

Como consecuencia directa, el precio de los arriendos entró en una carrera enloquecida que hasta hoy no para. Acompañándolos, el costo de implantación y protección de cultivos, especialmente el de los agroquímicos y fertilizantes también sube, y no hay análisis de costos que permitan justificarlo. A esto se ha sumado un elemento distorsivo, que es el de querer cobrar en valores de soja los arriendos de cualquier actividad productiva.

En este contexto negativo para la producción, las escasas estrategias para seguir produciendo la tierra son las que permiten explicar el estado de la producción agropecuaria en la actualidad: Un notable incremento de la tierra trabajada por fondos de siembra, una marcada disminución proporcional del uso de la tierra para la producción de cereales y las actividades ganaderas y el éxodo progresivo del pequeño productor, que se ha transformado en pequeño rentista. 

Hace casi un siglo resonaban en el recinto de esta Honorable Cámara de Diputados de la Nación las palabras del Dr. Juan B. Justo, en ocasión de tratarse un proyecto de Ley para indemnizar a los arrendatarios por la mejora de los campos, diciendo: "viajando por la provincia de Córdoba, por el sud de Santa Fe y por la Pampa, uno de los rasgos más salientes del paisaje es la tapera, la habitación derruida, abandonada (...) y el cultivo único, siempre igual, malo no solo porque esquilma la tierra, porque la empobrece, siempre de los mismos componentes, de las mismas substancias, sino también porque el trabajo de los hombres se distribuye muy desigualmente durante el año y se concentra todo en épocas determinadas, con intervalos prolongados en los que no se sabe que hacer".

Nosotros nos preguntamos ¿Qué ha pasado? ¿Cómo ha sido posible cumplir un siglo y encontrar el mismo diagnóstico? Solo con una descomunal ausencia de planificación agropecuaria, con décadas de deserción del Estado, hemos podido dar este rodeo que nos para, a un siglo exacto, casi en el punto de partida.

Como única respuesta a esta situación de crisis, el Poder Ejecutivo dictó la Resolución 125/08 del Ministerio de Economía. Como si fuera el "tutía", el remedio universal que curaba todo tipo de dolencias en tiempos en que la falta de instrucción impedía ver la causa profunda de los males, con las retenciones móviles se ha pretendido combatir el incremento del indomable índice de precios al consumidor, el avance de la soja sobre el monte nativo y el tambo, la formación de los pooles de siembra y una supuesta falta de seguridad alimentaria. 

El alto precio de los arrendamientos y los insumos, con retenciones móviles para establecer un techo definitivo al precio de los commodities en un marco en el que nada tiene techo, son las puntas del brete en que se ha puesto al pequeño y mediano productor agropecuario. Y es éste el elemento más dinámico del sector, el que mueve la economía de los pueblos en el interior profundo de nuestro país.

Casi un siglo atrás podíamos hacer un diagnóstico como el que referíamos, con un marco análogo de alto precio de los arriendos y la tierra. No es de extrañar entonces que hoy la respuesta de los pequeños y medianos productores, de los comerciantes y talleres de los pueblos del interior también haya sido similar al Grito de Alcorta. Las condiciones para aquella huelga se agravaron con una particular sucesión de dos años de sequía y el desalojo compulsivo de los colonos. Hoy no hay desalojos por la fuerza, pero si éxodo y taperas porque el productor que trabaja su propio campo tiene la única seguridad de una renta imprevisible. Se ha vuelto a trabajar el campo sin contratos, y año a año, se fijan condiciones leoninas, con precios de los arriendos que duplican los valores que hoy se pueden considerar razonables. Esto sucede, por ejemplo, en Máximo Paz, uno de los focos donde nació el histórico Grito de 1912 y en donde actualmente se está pidiendo 22 quintales por hectárea, el 60% del rendimiento promedio esperable. 

La incertidumbre de la producción en 1912 se fue despejando en forma paulatina, mejorando las condiciones de los arrendamientos año a año hasta llegar a ser parte de la legislación en 1921. Pero fue con la Ley 13.246, sancionada por el Presidente Juan Domingo Perón en 1948 que los arrendatarios comenzaron a tener un verdadero horizonte de estabilidad y se comenzó a insinuar lo que debía ser la instrumentación de planes agropecuarios en la argentina. Duró lo que la experiencia democrática de esa década. El golpe de 1955 interrumpió el proceso. Luego, los de 1966 y 1976 terminaron, coherentemente con los intereses que representaban, de barrer con la estabilidad y la planificación agropecuaria. 

La Ley 13.246 pasó a ser un cascarón vacío, a partir de la modificación de 1980 que tornó relativa la duración de los contratos. A partir de allí comenzó el éxodo y no ha cesado hasta hoy. 

Es de público conocimiento que la Federación Agraria Argentina ha presentado un proyecto para una nueva Ley de Contratos Agrarios. Respecto a esto, nuestra posición será la de realizar el aporte correspondiente para que, oportunamente, aquel proyecto sea tratado y se convierta en Ley lo que, entendemos, llevará bastante tiempo y esfuerzo. 

Sin embargo, creemos que es necesario actuar hoy ante la coyuntura, contemplando la incertidumbre que enfrenta el sector agropecuario. 

Esta reforma a la Ley 13.246 propone un tope al precio de los arriendos y los porcentajes de las aparcerías. Se busca con ello evitar que al pequeño propietario le sea más conveniente abandonar la producción, transformándose en pequeño rentista y, por el contrario, que vuelva a correr con los riesgos de la producción, comprando los insumos y gastando utilidades en la zona a la que pertenece su campo. Por otra parte, se trata también de que los llamados pooles o fondos de siembra no tengan ya toda la libertad de mover sus capitales anualmente de provincia en provincia, al no encontrar dueños tan dispuestos a entregar su propiedad en arriendo. Por último, esta reforma estimula el contrato de aparcería, en el que se comparten riesgos entre el productor y el dueño.

Para que lo percibido por el propietario esté en relación con lo que la tierra produce, los límites al valor de los arrendamientos y aparcerías se definen como un porcentaje de los valores promedios de la producción que se realiza en la misma. Sin embargo, los topes propuestos serían ficticios si se enrasara a los productores de cualquier zona por igual, por eso se ha incluido en esta Ley la determinación de los rindes promedios de cada región agroecológica. De esta manera se tiende a equilibrar la menor rentabilidad de las zonas marginales con un techo menor de los arrendamientos y las aparcerías. 

Para la determinación de los rindes promedio se propone la participación del INTA y de las Facultades de Agronomía. Estas entidades, dependientes del Gobierno Nacional, tienen una trayectoria en el desarrollo de conocimientos y soluciones para la problemática agropecuaria de cada región del país. Cuentan con los profesionales que más han estudiado los mismos y tienen, además, soluciones para la coyuntura. Sabemos que siempre hay que escuchar a los que más saben; en este caso, consideramos fundamental su participación en la definición de los marcos en que aplicará la presente Ley.

El Art. 4 bis se fundamenta en la necesidad de eliminar la distorsión producida al fijar precios de arriendos en valor soja para cualquier tipo de producción. Como en cualquier actividad económica, el valor del alquiler debe guardar relación con la evolución de la misma, en especial su rentabilidad particular. La producción agropecuaria no es ajena a esta regla general, y no existe justificación para que el valor soja sea el índice por el que se ajustan los arrendamientos.

La Ley 13.246 define, en su art. 4º, el plazo de tres años de contrato para los arrendamientos y las aparcerías. Consideramos que el mismo se debe mantener por dos causas.

Por un lado, un horizonte de tres años con las mismas condiciones en los contratos agrarios permite planificar el trabajo con mayor seguridad, evitar especulaciones con los precios de los arriendos -y, en consecuencia, de la tierra- y garantizar un mínimo de estabilidad al pequeño y mediano productor. Por ello se modifica el art. 39, definiendo los contratos por un año como accidentales y se incorpora el 39 bis, que establece para éstos un valor de arrendamiento y/o aparcería sensiblemente menor, con el objeto de fomentar los contratos plurianuales. 

Por otra parte, porque es necesario para crear las condiciones para que sea viable la rotación de cultivos, definida en el art. 5 bis. Esta práctica agronómica, que ha estado en los últimos años librada a la conveniencia del mercado, se ha dejado de lado sistemáticamente. Como es por todos conocido, la rotación de cultivos le otorga sustentabilidad a los sistemas de producción y permite conservar el suelo que, como sabemos, es -y lo será más aún- uno de los recursos limitantes de la producción agropecuaria.

Con esta propuesta pretendemos hacer, más que una ley madre, un aporte simple y contundente para los aciagos días que corren, porque parte de necesidades reales, de productores reales. Como lo decía hace casi 100 años el Dr. Justo en los fundamentos que citábamos, "Si la legislación argentina sale alguna vez de su época heroica, en que procede a saltos, por inspiraciones personales, y pasa a ser lo que en los países políticamente bien establecidos y organizados, una operación diaria en continua revisión de sí misma, las leyes sobre los arriendos adquirirán también esa naturaleza plástica y evolutiva que es propia de la legislación moderna".

La interrupción de los procesos democráticos ha hecho de la Ley 13.246 un esqueleto sin esencia, desvirtuando las intenciones que le dieron origen. Pretendemos hoy, ante la crisis agropecuaria que vive nuestro país, devolverle algo de su mutilado contenido para romper el círculo vicioso que impide planificar con serenidad la producción y tener, como hemos dicho, una agricultura con agricultores.

